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PROLOGO 



;0Y á la estampa esta parte general de mis 
Lecciones, por tres motivos: 

L Porque forma un cuerpo completo de 
doctrina; 

II. Porque no sé si mis ocupaciones me 
permitirán escribir la parte especial; y 

III. Porque deseo explorar la opinión del públi- 
co, que tal pudiera ser que me obligue á no insistir en 
un trabajo, que ni hoy tiene ni tendrá ningún mérito si 
llega á publicarse la segunda parte; pero que he em- 
prendido con la intención más modesta, más sana y pa- 
triótica. 

He aquí mi prólogo. 

México, Marzo de 1899. 
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LECCIÓN PRIMERA. 




Derecho Internacional privado; su definición. — Derecho Internacional público; sos re- 
laciones con el privado. — Conflictos de leyes. — Conflictos civiles y penales. — Per- 
tenecen éstos al Derecho Internacional privado. 

I. — Propongo esta definición de Derecho Internacional 
privado: El conjunto de principios positivos ó filosóficos y que re- 
guian las relaciones jurídicas ^ civiles y penales de los individuos 
sujetos d diversas ley es y estableciendo cudl de éstas debe preferir 
para resolver el conflicto.^ 

2, — Digo conjunto de principios positivos 6 filosóficos, 
para significar el estado en que la ciencia se halla actual- 
mente. Reglas de decisión positivas, las hay, sin duda, en 
Derecho internacional privado, como son las leyes vigentes 
en un país, sus códigos, los tratados que haya celebrado y 
otras del mismo género; pero casos muy frecuentes se pre- 
sentan que no pueden resolverse por -aquellos preferentes 
medios, y necesario es recurrir á las prácticas y costumbres 
internacionales, á las doctrinas de los autores y en general 

I En la 3* edición de Fiore, Derecho Internacional Privado, cap. I, se contiene 
una interesante nota que transcribe las definiciones del Derecho Internacional priva- 
do, dadas por los mejores autores. 
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á las enseñanzas de la ciencia, más ó menos demostradas y 
generalmente recibidas. 

3. — Me refiero en la definición á las relaciones jurídicas 
de los particulares, denotando con esto el objeto y la exten- 
sión del Derecho Internacional privado; relaciones jurídi- 
cas han de ser y no de otro género, y han de interesar di- 
rectamente á los particulares y no á la nación á que perte- 
nezcan. 

4. — Voy á explicarme: en cualquier conflicto de Derecho 
Internacional privado que se suponga, se encuentra siem- 
pre el interés particular, sea de un solo individuo ó de una 
corporación, y ese interés constituye lo primario, lo princi- 
pal, lo directo, independientemente del interés secundario, 
accidental ó indirecto, que representa la nación á la que el 
particular pertenece. Si un francés y un mexicano disputan 
acerca de la ley que ha de regir determinado contrato, son 
ellos los principales interesados, si bien accidental ó indi- 
rectamente México y Francia representan, sin duda, cierto 
interés en la disputa, supuesto que lo tienen en que los de- 
rechos de sus nacionales sean reconocidos y las leyes á que 
se hallan sujetos debidamente respetadas. 

5. — Si el interés del particular prepondera y queda rele- 
gado á segundo término el interés de la nación, los conflic- 
tos que nos ocupan sólo en casos excepcionales prestarán 
materia para reclamaciones y disputas ventiladas directa- 
mente entre los gobiernos, del mismo modo que tratan és- 
tos las más arduas cuestiones de Derecho público. 

6. — El conflicto de Derecho Internacional privado pue- 
de, como digo, convertirse en discusión de Derecho Inter- 
nacional público; pero el conflicto de Derecho Internacional 
público sólo erróneamente puede tratarse como de Derecho 
Internacional privado, porque lo más comprende lo menos 
y tal es la índole de ambos derechos. 

7. — El interés directo, público ó privado, he aquí la pie- 
dra de toque para clasificar cualquier controversia de De- 
recho Internacional que se presente, y bastan estos antece- 
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denles para comprender la definición de Derecho Interna- 
cional público que proponen todos los especialistas de la 
materia. 

8. — Es el Derecho Internacional público el conjunto de 
principios, ora positivos, ora filosóficos, que regulan las re- 
laciones de los Estados entre si. 

9. — Relaciones de los Estados entre sí, aunque no jurídi- 
cas y que atañen de un modo directo á la colectividad y 
aun á ésta y al individuo juntamente; pues como va dicho, 
suele acontecer que casos de particulares redunden en per- 
juicio de una nación entera. 

10. — En contraposición con la definición propuesta de 
Derecho Internacional privado, no puede decirse que el In- 
ternacional público es el que rige las relaciones jurídicas de 
las naciones entre si, cuando aquéllas les interesan direc- 
tamente. Cuestiones de paz y de guerra, de neutralidad )• 
otras, no son propiamente jurídicas; sí lo son las de propie- 
dad, posesión y algunas más. Cuestiones del orden civil ó 
penal, pueden atañer directamente al interés de una nación 
y no ser de Derecho público. Llegan á serlo, pero nacieron 
del interés particular, lo que nunca debe perderse de vista 
y que imprime carácter especial al conflicto y giro determi- 
nado á las reclamaciones. 

II. — Derecho Internacional privado y público no exis- 
tían con anterioridad, y sí Derecho Internacional puramente. 
Éste ha venido á ser hoy el Derecho público, del que se ha 
desprendido una rama que tiene condiciones de vida propia 
y que dará opimos frutos sembrada en terreno fecundo. 

1 2.-^Com préndese, según lo dicho, por poco que se re- 
flexione, cuáles son los vínculos, la dependencia, que el De- 
recho Internacional privado tiene con el público, la clase de 
cuestiones que á cada uno de ellos pertenece y la interven- 
ción que las naciones deben tomar en todo aquello que más 
ó menos directamente con sus altos derechos é intereses se 
relacione. 

13. — Supongo en la definición que los individuos han de 
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hallarse sujetos á diferentes leyes, porque de otra manera 
no se presenta el conflicto. Si en Francia y en México ri- 
giese idénticamente el mismo Código Civil, y se tratara, 
por ejemplo, de la interpretación de un contrato ó de la va- 
lidez de un matrimonio, nada importaría que se aplicase 
uno ú otro Código para decidir la cuestión^ supuesto que 
ambas leyes, en cuanto al fondo de ella, ordenarían exacta- 
mente ío mismo. Si en todos los Estados de la República 
rigiera el Código Civil del Distrito, aparte la cuestión se- 
cundaria de competencia, poco importaría á los ciudadanos 
de determinado Estado que se les aplicase su Código Civil 
propio ó el dé otra entidad federativa; pero si las leyes de 
México y Francia, aunque sea en poco, si los Códigos Civi- 
les de los Estados de la República difieren entre s5, enton- 
ces importa y mucho, que sea una 6 otra la legislación que se 
aplique, supuesto que las resoluciones que llegara á pronun- 
ciar la autoridad judicial, podrían ser totalmente diversas 
y hasta contradictorias. 

14. — Cuando un individuo de determinado país se tras- 
lada á otro, contrae matrimonio, establece sus negocios y 
dispone por última voluntad de los bienes que adquiere en 
su domicilio, así como de los que dejó en el lugar de su na- 
cimiento, ha lugar á duda respecto de la ley que debe regir 
el matrimonio, los contratos celebrados y la última volun- 
tad, y desde luego se comprende que razones de peso pue- 
den invocarse para que se aplique la ley de la nacionalidad, 
ó la del domicilio, ó la del lugar de la celebración de los 
contratos ó de la ubicación de los bienes; de modo que á 
primera vista y sin estudio especial, el ánimo se encuentra 
perplejo y el magistrado no sabría en qué sentido fallar; y 
es este precisamente el objeto del Derecho Internacional 
privado, fijar las reglas por medio de las cuales se determi- 
na la ley que debe preferir en cada caso de conflicto que se 
presenta. Por esto concluyo la definición, señalando el mo- 
do de regular los derechos de los individuos interesados en 
la contienda. 
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1 5- — Aquellas reglas obligan al magistrado que decide 
el caso del mismo modo que la legislación especial cuya 
preferencia ordenan, y por esto algunos autores, teniendo 
en cuenta únicamente los conflictos civiles, han llamado al 
Derecho Internacional privado, Derecho Civil Internacio- 
nal; aunque sin razón bastante, pues lo explicado señala su- 
ficientemente la conexión que entre ambos derechos existe, 
así como también que constituyen dos ciencias perfectamen- 
te distintas entre si. 

i6. — Las relaciones jurídicas que á un solo individuo ó 
corporación atañen, por sus circunstancias sujetos á diver- 
sas leyes, claro es que son de Derecho Internacional priva- 
do; asi como también lo es, que basta que un Estado sobera- 
no sea parte en el conflicto, para que éste al Derecho pú- 
blico Internacional y no al privado pertenezca. 

17. — En cuanto á los conflictos que surjan entre dos Es- 
tados soberanos en su régimen interior^ á semejanza de los 
que forman la Federación Mexicana, igualmente son de De- 
recho Internacional privado y no público, supuesto que se 
refieren á entidades no independientes del todo, sino suje- 
tas á un poder federal que las obliga al reconocimiento de 
ciertas reglas, para la acertada solución de sus contiendas, 
tanto jurídicas como políticas. 

18. — Comprendo en mi definición los conflictos civiles 
y los penales, por las razones que paso someramente á ex- 
poner. 

19. — Muy respetables autoridades consideran los conflic- 
tos de Derecho penal como pertenecientes al Derecho pú- 
blico.y no al privado. Dicen, y no sin visos de razón, que 
los casos de derecho penal atañen por modo especial á los 
intereses de las naciones, y que éstas, sin ver ofendido su 
propio ser como tales naciones, no pueden permitir que se 
castigue al delincuente que no sería castigado en su propio 
país ó viceversa, que no se castigue al reo que lo sería si 
hubiese permanecido en el lugar de su nacimiento. 

20. — Convengo en que si, por ejemplo, se aprisiona ó se 
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impone pena de muerte á determinado individuo, á quien no 
se castigaría en su país, ó bien por el contrarío, sí no se 
castiga al reo de crímenes proditoríos previstos por su pro- 
pia ley, la seguridad de ün Estado se lastima indudablemen- 
te y en alto grado; pero no siempre se tratará de actos tan 
graves, y la ilegal aplicación de la ley civil puede dar lug^r 
á perjuicios tan trascendentales como los indicados. No re- 
conozca un país la validez de los contratos celebrados en 
otro, desconozca la legitimidad del matrimonio celebrado 
en un territorio distinto que el suyo, y atentará á la cons- 
titución de la familia y causará daños tan extraordinarios 
como los que pudieran seguirse de la aplicación de la ley 
penal contra las reglas que el Derecho Internacional ha es- 
tablecido. 

21. — El daño, el perjuicio, el atentado contra la sobera- 
nía y la seguridad de una nación son, pues, cosa accidental, 
y tanto en los conflictos civiles como en los penales pueden 
causarse; si bien no es posible negar que frecuentemente se- 
rán de gravedad mayor los conflictos de Derecho penal y 
más ocasionados á degenerar en controversias de Dere- 
cho público, tratadas y decididas directamente por los go- 
biernos. 

22. — El objeto del Derecho Internacional privado es, se- 
g^n más adelante se explicará, salvar el Derecho público de 
cada nación en sus relaciones con las demás, el Derecho pú- 
blico, es decir, los principios que en ella rigen como nece- 
sarios para su conservación y desarrollo; y si bien es cierto 
que las leyes penales en general pertenecen al Derecho pú- 
blico interno, no lo es menos que muchas leyes de carácter 
civil apoyan el mismo Derecho y redundan en perjuicio de 
los intereses más sagrados de un Estado soberano. 

23. — Sin concederlo quiero suponer que los conflictos 
de Derecho penal tengan un carácter del todo particular, lo 
cual funda que algunos autores, sin detenerse suficientemen- 
te en la materia, consideren el Derecho penal Internacional 
como especial y separado de las divisiones de que me he 
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ocupado anteriormente. Pues bien, salta á la vista que no es 
posible multiplicar indefinidamente las subdivisiones, sin 
justiñcación bastante, de tal modo que, aun otorgando ca- 
rácter especial á los conflictos penales, debe sostenerse que 
pertenecen al Derecho privado de preferencia al Derecho 
Internacional público. Si á este Derecho quedan reservadas 
aquellas controversias en que se hallan en juego directa- 
mente los intereses de las naciones y solo por accidente los 
de determinados individuos particulares, ¿por qué agregar 
los conflictos penales que á los particulares sólo directamen- 
te atañen y por contingencia nada más el Estado, exactamen- 
te como los conflictos de Derecho civil? 

24. — Los principios de Derecho Internacional penal son 
pocos, ciertamente, todavía, y resumen de ellos encontra- 
mos en los artículos 186 y siguientes de nuestro Código Pe- 
nal del Distrito, siendo de consultarse el Derecho Penal In- 
ternacional de Fiore, recientemente publicado, que contie- 
ne una recapitulación de los adelantos sobre la materia. 

25. — Todos esos principios acusarán en breve notable 
progreso, como lo acusa ya el Derecho civil, que va de au- 
mento en aumento, después que ha sido separado del Dere- 
cho público, y beneficio tan inmenso no es de renunciarse 
sin razón bastante, ni posible es ver con desprecio todo 
aquello que significa orden, método científico y que por 
fuerza ha de contribuir al engrandecimiento de la ciencia. 

26. — Parte tan noble del derecho y de carácter tan pro- 
pio como el Derecho Internacional privado, no era posible 
que por más tiempo fuese considerado como apéndice nada 
más del Derecho público, encadenado á los lentos y difíciles 
pasos de éste. Por sus elementos constitutivos, el Derecho 
Internacional privado puede y debe aspirar á vida propia, 
que nunca alcanzaría como parásito del público y pronto se 
dejarán sentir, sin duda, los resultados de tan feliz segrega- 
ción, por todas las naciones cultas y los autores aceptada. 

27. — En sus discusiones de Derecho público, los Estados 
soberanos no tienen superior. ¡Cuánto no significa esto! y 
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la fuerza decide generalmente los conflictos. En Derecho 
Internacional privado las naciones independientes abdican 
de su soberania para subalternarla á un juez ordinario que 
decide sin apelación. Esto solo contribuye más al adelanto 
de la ciencia, que los más profundos estudios, cuando ella 
no se comprendía sino como sujeta al Derecho Internacio- 
nal público. 

2S. — Si las relaciones de los particulares al estrecharse 
han producido ese áureo monumento del derecho civil, ¿por 
qué no profetizar adelantos al menos semejantes para el De- 
recho Internacional privado? El comercio, la ilustración 
de los pueblos, el abandono de los errores económicos, los 
inventos físicos estrechan los vínculos entre extranjeros, del 
mismo modo que antaño se formaron los vínculos entre in- 
dígenas, y no es dudoso que á la sombra de tales beneficios 
prospere la ciencia cuyo estudio nos ocupa, como ha pros- 
perado y sigue prosperando la de Teófilo y Justiniano. 
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LECCIÓN SEGUNDA. 



Derecho Internacional privado externo y Derecho Internacional privado interno.— Va- 
riedad de conflictos de Derecho Internacional privado interno que pueden pre- 
sentarse. — República Mexicana; sus conflictos de Derecho Internacional privado 
interno.— Jurisdicción federal. — Conflictos de Derecho Internacional privado ex- 
terno. — Sistemas erróneos para resolverlos. — Sistema de la ley de Extranjería. — 
Principios de Derecho Internacional privado del Código Civil del Distrito decla- 
rados federales.— Necesidad de una ley especial que reglamente la materia. 

I. — Me he referido hasta aqui á los conflictos que se sus- 
citan entre individuos sujetos á las leyes de diversos Es- 
tados soberanos é independientes totalmente entre si. Per- 
tenecen estos conflictos al Derecho privado Internacional 
externo y no son, en verdad, los que exclusivamente deben 
preocupar al internacionalista. 

2. — Otros conflictos de no menos difícil solución que los 
anteriores, se presentan frecuentemente y son los que se 
suscitan entre entidades sujetas á diferentes legislaciones 
de un mismo Estado soberano. 

3. — Pertenecen éstos al Derecho Internacional privado 
internoy y así se denomina la rama del Derecho Internacio- 
nal privado, que de fijar las reglas para la solución de tales 
conflictos se ocupa; y quede bien establecido que si es cier- 
to que el Derecho Internacional privado comprende, en mi 
concepto, tanto los conflictos de leyes civiles como de leyes 
penales, no me ocuparé en ésta y las siguientes lecciones, 
sino de los conflictos civiles, á reserva de tratar los pena- 
les al fin de mi$ estudios, exponiendo muy suscintamente las 
doctrinas recibidas hasta- hoy sobre el particular. 

4. — Dividense los Estados soberanos, según Heffter, en 
Estados simples que, indivisos y en posesión de una sobera- 
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nia completa en su interior, no se hallan ligados por modo 
permanente á ningún cuerpo político extraño, fuera de aque- 
llo que constituye sus relaciones internacionales; y el Esta- 
do compuesto ó sistema de Estados^ que comprende al Es- 
tado semi-soberano, sometido al predominio de otro, así 
como á la reunión de varios Estados soberanos, bajo un 
gobierno general y común. Tanto de Estados compuestos 
como de Estados simples, existen multitud de especies y 
formas diversas de gobierno, que dentro de aquellos dos gé- 
neros se acomodan. 

5. — Cuanta sea esa variedad de Estados y de formas de 
gobierno, no es del momento profundizarlo; baste sí recor- 
dar cómo es que entre los países cultos encuéntranse á cada 
paso Estados semi-soberanos, tributarios, colonias, protec- 
torados, legislaciones forales, costumbres y hasta compa- 
ñías particulares con privilegios y concesiones, investidas 
de cierto carácter público, y cuyas relaciones con los países 
en que funcionan pertenecen, sin duda, al Derecho Interna- 
cional; y séame lícito remitirme en este punto á los mejores 
autores de Derecho Internacional público, que con lucidez 
y copia de datos esclarecen materia tan vasta. 

6. — Fiore dice, que hubo un tiempo en que dominaban en 
Francia más de trescientas costumbres. Laurent agrega que 
llegó á regir una ley en una acera de una calle y otra ley 
en otra. Voltaire, en su diálogo del abogado y el litigante, 
exclama que nunca podría comprender cómo era justo y 
equitativo en una aldea, lo mismo que era inicuo é injusto 
en la vecina. 

7. — Uniones de Estados, personales ó sea por razón del 
monarca que los rige, uniones por incorporación y otras 
especies aun pudieran mencionarse, que dan origen á rela- 
ciones de Derecho Internacional privado interno, y mal po- 
dría dejar de mencionar especialmente las Confederaciones 
y las Federaciones, que indudablemente reclaman mayor 
estudio por lo que á sus relaciones internacionales toca. 

8. — Las Confederaciones son reuniones de Estados que 



Digitized by 



Google 



17 

forman una asociación política permanente, que conservan 
su plena soberanía bajo todos aspectos y no obedecen á las 
decisiones del poder general, sino en tanto expresa y volun- 
tariamente á él se han sometido. En las Federaciones, por el 
contrario, los Estados que las forman conservan hasta cier- 
to límite su soberanía interior, y perdida ésta del todo por 
lo que al interés federal y á la soberanía exterior atañe, 
constituyen un gobierno nacional, con relaciones de Dere- 
cho Internacional externas 6 internas, de clase muy es- 
pecial. 

9. — Y si á cada paso los conflictos de Derecho Interno 
se presentan aún en aquellas naciones regidas por gobier- 
nos simples, como acontece en la Gran Bretaña, Rusia, Es- 
paña y otros Estados, en las naciones sujetas á gobiernos 
federales, tales conflictos revisten carácter de mayor gra- 
vedad. Así ha pasado en Alemania y pasa en Suiza y los 
Estados Unidos de América, con los que nuestro modo de 
ser político manifiesta marcada relación; y si bien, al fin del 
siglo XVIII y cuando desaparecieron los últimos restos del 
feudalismo, que tan extraordinario desarrollo adquirió en 
la Edad Media, las naciones Europeas consiguieron cons- 
tituirse bajo la forma de gobiernos nacionales, alcanzando 
una unidad antes en vano pretendida, fué esto únicamente 
en cuanto á que fenecieron aquellas monstruosas divisiones 
y subdivisiones territoriales, pero sin que por eso quedasen 
alejados del todo los conflictos internos de que vengo ocu- 
pándome, ni menos definitivamente adoptados los principios 
propios para resolverlos. 

10. — Cosa muy particular, las dificultades que engendra- 
ron en otro tiempo las revueltas políticas y la poca cultura 
relativa de ciertas naciones, preséntanse ahora por motivos 
opuestos. Es de suponer que si surgen nuevos Estados so- 
beranos á la vida de la civilización, ó los que existen cam- 
bian de forma de gobierno, no podrían tal vez encontrarse 
en las circunstancias que originaron la monarquía en sus 
múltiples formas; y claro está que siempre que se adoptara 
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una forma de gobierno republicana, habrían de imitarse los 
modelos de las Federaciones que mejores resultados han 
producido; y he aquí cómo los mismos conflictos que se sus- 
citaron antiguamente, se presentarán en la actualidad, si se 
quiere más graves y permanentes. 

II. — Estos conflictos, por lo que á la República toca, son 
especialisimos, y reclaman, sin duda, todo cuidado y estudio 
para darles cumplida solución, si hemos de apercibirnos pa- 
ra no merecer crítica tan acerba como la del afamado filó- 
sofo de Ferney. 

12. — La Constitución política Mexicana de 1857 estable- 
ce una Federación muy semejante, si no igual, á la de los 
Estados Unidos de América. Los Estados y partes integran- 
tes de la Federación son libres y soberanos en cuanto á su 
régimen interior, y sólo ceden de su completa soberanía en 
aquello que con el interés federal se liga y con la soberanía 
exterior de la nación mexicana. Sin pretender hacer aquí 
un análisis minucioso de nuestro Gobierno Federativo con 
sus caracteres especiales, quede si anotada esa libertad ab- 
soluta de los Estados^ en cuanto á la facultad de darse á si 
mismos la legislación interior más apropiada para su pro- 
greso y desarrollo. 

13. — Siendo esto así, claro es que á cada paso han de pre- 
sentarse conflictos de Derecho Internacional privado In- 
terno, y que necesario es buscar reglas jurídicas que los 
diriman. 

14. — Estados soberanos, Territorios sujetos á la legisla- 
ción del Distrito Federal, Distrito Federal como lugar don- 
de residen los Poderes Federales, Federación é individuos 
sujetos á las leyes de todas estas entidades Federativas, he 
aquí el conjunto de personas jurídicas susceptibles de de- 
rechos y obligaciones, y que pretendiendo preferencia de 
sus leyes propias, pueden dar motivo á conflictos internos 
de Derecho Internacional privado. 

15. — Conflictos entre dos Estados independientes y de 
individuos sujetos á la legislación de ellos. Si estos conflic- 
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tos son d-e Estado á Estado^ directamente interesados en la 
contienda, deben resolverse por la Suprema Corte de Jus- 
ticia, Tribunal Federal Supremo. Pero si nuestra Justicia 
Federal, nunca bien encomiada, suministra autoridad que 
dirima la contienda, lo que no en otros países ni en otros 
regímenes acontece, no por esto evita la dificultad jurídica 
intrínseca de la cuestión, ni se ha indicado por la Constitu- 
ción, criterio para decidirla. Disputa contenciosa, supón- 
gase la que se quiera entre dos Estados, con diversas legis. 
ciones, la Corte la resolverá, pero ¿qué ley prevalecerá? ¿La 
de la ubicación del inmueble, la del lugar de la celebración 
del contrato ó la de la ejecución? ¿Cuál de ellas? El Derecho 
Internacional privado, necesario es que responda y pronun- 
cie su fallo; y sin esto, desarmado queda el poder judicial 
federal, por otra parte de notoria competencia. 

i6. — Posible es que entre los Estados se susciten cues- 
tiones de orden político, que unos Estados invadan la so- 
beranía federal ó viceversa, y corresponde á los poderes 
federales decidir la contienda por medio de los procedi- 
mientos establecidos y aun restablecer el orden en el Esta- 
do en que haya sido alterado; pero semejantes cuestiones, 
ni son jurídicas ni al Derecho Internacional atañen, ni son, 
por consiguiente, de mi incumbencia. 

17. — Bien así como dos Estados pueden hallarse en con- 
tienda de Derecho Internacional Interno, un individuo de 
un Estado puede encontrarse en litigio con otro Estado, y 
la cuestión jurídicamente considerada es la misma. 

18. — Por virtud de nuestras amplias y liberales institu- 
ciones, Estados como Federación pueden ser llamados ante 
los tribunales, del mismo modo que los individuos; y si la 
competencia del Tribunal Federal Supremo es tan indiscu- 
tible como en el caso de que me ocupé anteriormente, indis- 
cutible es del mismo modo que al Derecho Internacional 
Interno toca suministrar las reglas para decidir la preferen- 
cia de una ley interior respecto de otra del mismo género. 

19. — Analizando el texto y espíritu claro de nuestra 
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Constitución política, infiérese que es la Federación, á se- 
mejanza de lo que. pasa en los Estados Unidos del Norte, 
una entidad abstracta, sin jurisdicción territorial y como 
persona moral jurídica, susceptible de derechos y obliga- 
ciones. 

20. — A primera vista, dada la sujeción de las autorida- 
des del Distrito Federal á las autoridades administrativas 
y legislativas federales, pudiera suponerse que el poder fe- 
deral, como en territorio propio, imperaba en el Distrio Fe- 
deral, ramificando además su acción en todos los Estados 
en el modo y casos de su competencia. Pero por poco que 
se reflexione, consérvase su verdadero carácter á aquella 
intervención y queda la Federación en su puesto y el Dis- 
trito Federal como residencia de los poderes federales en 
el suyo, según la Constitución. 

21. — Supóngase que por caso de guerra ó por una emer- 
gencia cualquiera, la residencia de los poderes federales 
llegara á cambiarse á cualquier punto de la República; se 
erigiría entonces el Estado del Valle de México prometido 
en la Constitución, y ese Estado heredaría las leyes del Dis- 
trito Federal actual, y la Federación, con su poder supremo, 
legislativo, ejecutivo y judicial, se trasladaría al punto que 
se designara, llevando consigo sus leyes federales y sus de- 
rechos y obligaciones por las mismas regidos. 

22. — Legislación civil de la República propiamente no 
la hay, la forman el conjunto de las leyes civiles de las enti- 
dades Federativas. Ley civil federal ¿cuál es? La antigua le- 
gislación española, en tanto no la limita la Constitución y 
las leyes federales y vigente que estuvo antes de adoptarse 
el régimen Federativo; y esa antigua legislación española, 
que norma los derechos y obligaciones del poder federal, 
es la que puede encontrarse en conflicto con leyes especia- 
les de Estados y aun del Distrito Federal, tal como hoy exis- 
te, ya que esas entidades se hallen directamente interesa- 
das, ya por medio de individuos á sus legislaciones particu- 
lares sujetos. 
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23. — Hagamos reminiscencia del art 97 de la Constitu- 
ción; dice así: "Corresponde á los Tribunales de la Federa- 
ción conocen" 

"IV. — De las controversias que se susciten entre dos 

ó más Estados*' 

" V. — De las que se susciten entre un Estado y uno ó más 
vecinos de otro." 

24. — Además, no es fuera de caso tener presente que, á 
semejanza de lo que permite la Constitución Norte Ameri- 
cana, puede entre nosotros un Estado soberano extranjero 
presentarse ante los tribunales federales, deduciendo dere- 
chos, sea contra un Estado en particular, sea contra la Fe- 
deración. 

25. — Las mismas leyes que se hallan en conflicto en los 
casos de que anteriormente me he ocupado, pueden encon- 
trarse en oposición, pero interesados en el litigio, no ya enti- 
dades Federativas, sino individuos particulares de diversos 
Estados ó bien sujetos á la ley civil federal, y estos conflic- 
tos ¿quién los decidirá? Los jueces comunes que constitu- 
yen la justicia ordinaria de todos y cada uno de los Estados 
de la República, jueces que darán la preferencia á la ley de 
uno ú otro Estado ó á la ley federal en su caso, conforme á 
las reglas de Derecho Internacional privado Interno. 

26. — Sanción judicial no falta, sin duda, en nuestra Fede- 
ración que he procurado bosquejar, si bien no puede decir- 
se otro tanto respecto de las reglas á que los jueces deben 
sujetarse en cada caso y del sistema de Derecho Interna- 
cional Interno que haya de adoptarse definitivamente. 

27. — Para decidir tan graves conflictos como los reseña- 
dos, dada nuestra forma de gobierno, varios sistemas han 
sido propuestos, y vuelvo ya á referirme en parte á los con- 
flictos de Derecho Internacional externo. 

28. — Suponen algunos que los Estados libres, soberanos 
é independientes en cuanto á su régimen interior, pueden 
ponerse en relación directa con los Estados soberanos ex- 
tranjeros, y que, por consiguiente, leyes de Estados con le- 
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yes extranjeras pudieran hallarse en conflicto, que decidi- 
rían los jueces ordinarios de los propios Bstados de la Fe- 
deración Mexicana, conforme á las bases por los mismos Es- 
tados adoptadas. Nada más absurdo, en mi concepto, ni más 
contrario á la Constitución Federal. 

29. — Supóngase que un Estado acepta, por ejemplo, el 
predominio de la ley personal, con toda amplitud como lo ha- 
ce el sistema Italiano, y otro Estado adopta, por el contrario, 
la ley real como criterio propio para decidir los conflictos 
de Derecho Internacional privado extemo. Pues bien; qué 
inmensos trastornos no se seguirían de que los extranjeros 
en sus relaciones con la República, se hallasen sujetos á trein- 
ta ó más leyes, no solamente diversas, sino á veces contra- 
dictorias entre sí. ¿Quiso esto la Constitución Federal de 
1857, qu^ ^2^^ claramente estableció un Gobierno Nacional, 
que sólo por medio de los poderes federales pudiera ejer- 
cer su soberanía exterior? 

30. — No repetiré aquí las razones alegadas en discusión 
tan acalorada como la sostenida entre los Constitucionalis- 
tas Norte Americanos, sobre si su Gobierno es una reunión 
de Estados (y bien es un Gobierno único y nacional en todo 
lo que á la soberanía exterior se refiere. Cuestión es ésta ni 
discutida siquiera entre nosotros, y tan terminantes son los 
artículos constitucionales relativos, que mal pudiera poner- 
se en duda la unidad de la Federación Mexicana, en el sen- 
tido que dejo indicado, proscrito por consecuencia ineludi- 
ble, el erróneo sistema de que me ocupo. 

31. — Por otro extremo, poner en relación tan absoluta á 
la Federación con los Estados soberanos extranjeros, que 
á ella y nada más que á ella corresponda regular cuanto se 
relacione con extranjeros, ora ausentes ó residentes en el 
país, tampoco puede sostenerse á la luz de nuestro Derecho 
Constitucional. Que exista una ley civil en cada Estado pa- 
ra sus ciudadanos y sus habitantes, y que caduque esta ley 
si de extranjeros se trata, sujetos éstos únicamente á la ley 
civil federal, atentatorio resulta, sin duda, contra la sobera- 
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nia interior y el régimen particular de cada Estado, que tal 
desigualdad mal podría conciliar con su estabilidad y pre- 
eminencias reconocidas por la ley fundamental. 

32. — Contrario á ésta, sin duda, semejante sistema, que 
produciría las más deplorables consecuencias, no es posible 
seguir otro que el adoptado por el art. 32 de la ley de ex- 
tranjería, amplia y sabiamente explicado en la exposición 
de motivos de la propia ley, por el eminente publicista D. 
I. L. Vallarta. 

33. — Quiere la expresada ley que todo aquello que sig- 
nifique otorgamiento ó restricción de derechos á los extran- 
jeros, sea materia de ley federal; y más todavía, que reco- 
nociendo el goce de todos los derechos civiles á favor de los 
extranjeros, aquella ley federal pueda restringirlos única- 
mente por motivos de reciprocidad. Al explicar el texto de 
este artículo que tanto enaltece á sus autores, señalados los 
defectos de los otros sistemas que dejo apuntados, dedúcese 
como consecuencia necesaria el sistema cuyas bases han que- 
dado admitidas ya con la promulgación de la ley referida 
y cuyo desarrollo pertenece á la legislación local de cada 
Estado en consonancia con sus derechos propios. 

34. — Explicaré mis ideas que descansan sobre los precep- 
tos legales á que he hecho referencia. No se trata de que 
cuanto á los derechos extranjeros se refiera sea objeto de 
ley federal, sino que los principios conforme á los cuales se 
respeten los derechos de los extranjeros en cada Estado y 
en colisión con los derechos de éste, sean federales, sin que 
por ello la legislación particular del Estado sufra menos- 
cabo. No podrá, pues, un Estado adoptar la ley Italiana, 
por ejemplo, y otro el predominio de la ley real; sino que 
admitida una sola base por la ley federal, sujetándose á ella 
decidirán los jueces competentes entre la ley extranjera y 
la ley del Estado de la República con la que aquélla se en- 
cuentre en conflicto. 

35. — Si bien se considera, con el sistema de la ley de ex- 
tranjería, quedan evitados, tanto el extremo de que cada 
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Estado se ponga en relación con el extranjero, como tam- 
bién que los extranjeros queden sustraídos á la legislación 
particular de cada Estado^ y sujetos á un derecho privile- 
giado. Sin duda no acontecerá esto; el extranjero que por 
vínculos de derecho se halle ligado con la República, res- 
petará las leyes especiales con la que tales derechos se re- 
lacionen, pero sobre base cierta y segura, sabiendo que se 
respeta 6 no la ley personal, que la ley real se acata dentro 
de sus verdaderos límites ú otros principios semejantes, 
cualesquiera que éstos sean, sin que se dé el absurdo de 
que sus relaciones se establezcan sobre principios contra- 
dictorios. 

36. — Se dirá que por el medio escogido vienen en último 
resultado á ponerse en oposición la ley de un Estado extran- 
jero con multitud de leyes de la República, y podrá tam- 
bien decirse que el sistema de la ley de extranjería es con- 
fuso, porque no puede especificarse con exactitud qué dis- 
posiciones pertenecen á la ley civil y cuáles á los principios 
que norman la aplicación de la misma. 

37.— Tales objeciones no tienen la importancia que á pri- 
mera vista parece. En cuanto á la primera, cierto que hay 
que tomar en consideración multitud de leyes de la Repú- 
blica, pero no puede ser de otro modo dado nuestro modo 
de ser político, porque todas esas leyes dan origen á dere- 
chos especiales, y con éstos pueden encontrarse en conflicto 
los de los extranjeros: todas esas leyes dominan en deter- 
minada extensión de territorio, y con ese carácter tienen 
que ser respetadas; pero si no lo han de ser de diverso mo- 
do, si todas esas leyes han de sujetarse á las reglas de De- 
recho Internacional privado por la nación adoptadas, la 
dificultad que se presenta es de un orden secundario é in- 
evitable, por otra parte, en vista de nuestro sistema de go- 
bierno. 

38. — En cuanto á la confusión á que pudiera prestarse 
el sistema de la ley de extranjería, no existe en verdad, 
mayor que en cualquier otro asunto de jurisdicción concu- 
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rrente, de los infinitos de esta clase que ofrece nuestro de- 
recho constitucional; y si bien es posible que Estados ó Fe- 
deración se invadan en su respectiva soberanía, no falta, 
felizmente, recurso idóneo para contener el desmán, recur- 
so tan privilegiado como es el de amparo. 

39. — Una es la ley civil, otra la ley que determina cuál 
ha de preferir entre diversas leyes civiles. Uno es el Dere- 
cho Civil, otro el Derecho Internacional privado Externo ó 
Interno. Dos ciencias distintas que podrán confundirse cuan- 
do no se profundice su naturaleza ni sus enseñanzas, pero 
que podrán perfectamente deslindarse si se procede con es- 
tudio, con recto criterio y con conocimiento de causa. 

40. — Si se disputa qué ley de entre las de varios Estados 
ha de prevalecer en determinado conflicto, no será el Esta- 
do el que decida, ni la fuerza, ni los hechos dirimirán la con- 
tienda, sino la ley, y esa ley que han de respetar los Esta- 
dos^ que constituye nuestro Derecho Internacional Interno, 
por fuerza ha de ser Federal y acatada en toda la Nación. 
Ni son tantos los principios de Derecho Internacional priva- 
do Interno reconocidos, ni tanta la amplitud que puede dár- 
seles, para que con motivo de la objeción propuesta se des- 
eche el sistema, que tanto contendrá disposiciones que con 
el Derecho Interno se relacionen, como con el Derecho Ex- 
* terno, al que se sujetarán los extranjeros y las leyes parti- 

culares de los Estados, 

41. — Por dos medios puede llegarse á simplificar en mu-' 
cho la gravedad de los conflictos de Derecho Internacional 
privado que pueden presentarse en la República. El Códi- 
go Civil del Distrito Federal se ha adoptado en gran núme- 
ro de Estados, y si así se continúa, en breve disminuirán los 
conflictos ó no los habrá, porque rigiendo la misma ley en 
todas las entidades Federativas, no hay conflicto pcfsible. 
Además, declarado ley civil Federal, el Código del Distrito, 
supletorio de las leyes federales especiales, serían imposi- 
bles los conflictos con la Federación. Todo quedaría redu- 
cido á una aplicación general del Código Civil del Distrito» 
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conseguida asi de hecho la uniñcacíón de la ley civil en to^ 
da la República, que tan trascendentales beneficios traería 
consigo. 

42. — Hoy por hoy, constituyen los principios de nuestro 
Derecho Internacional privado Interno y Externo, los arts. 
12 siguientes y relativos del Código Civil del Distrito, que 
en otra ocasión estudiaré detenidamente y que han sido de- 
clarados federales por el art 32 de la ley de extranjería. 
Contienen tales artículos, tomados en parte del Código Ci- 
vil Francés, la doctrina de los estatutos que tan radicales 
cambios ha sufrido en la actualidad, y es de esperar que en 
breve tal doctrina se altere en el sentido de los progresos 
de la ciencia, teniéndose en cuenta, muy particularmente, la 
forma de gobierno que nos rige. 

43. — Debemos anhelar que no artículos más ó menos fe- 
lizmente acomodados á un objeto para el que no fueron 
creados, sino una ley especial, se promulgue cuanto antes 
en la República y que contenga los principios de Derecho 
Internacional privado que ella adopte. Contendrá esa ley 
los principios para resolver los conflictos externos y los in- 
ternos, reglamentará el art. 1 1 5 de la Constitución en cuan- 
to éste exige determinada forma para que los actos judicia- 
les se respeten en todo el pais, y comprenderá otras dispo- 
siciones conexas con las indicadas importantes materias. 

44. — Hasta hoy sólo la iniciativa particular » se ha ocupa- 
do del estudio de ley tan trascendental, y es innegable que, 
si llegare á sancionarse, constituiría un adelanto tal como 
no puede mostrar pais ninguno regido por instituciones se- 
mejantes á las nuestras. 

45. — Sea de esto lo que fuere, las bases se han colocado 
ya, el primer paso se dio por el ilustre Vallarta y tal vez 
nos quepa la fortuna de ver levantado el grandioso y per- 
fecto edificio, hoy en proyecto. 

I La Secretaría de Justicia ha nombrado ya oficialmente una Comisión que for- 
me el proyecto de ley á que este párrafo se refiere. 
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LECCIÓN TERCERA. 



Fuentes inmediatas positivas del Derecho Internacional privado. — Esfuerzos hechos con 
objeto de convenir en un Código de Derecho Internacional. — Tratados, leyes, 
costumbres y Códigos, como fuentes inmediatas del Derecho Internacional priva- 
do. — Parte filosófica de éste. — Costumbres y prácticas internacionales. — Congre- 
sos. — Asociaciones. — Autores. — Comiias geníium, como fuente del Derecho Inter- 
nacional. — Noción de la justicia, origen de todo derecho. 

I. — Si he definido el Derecho Internacional privado, co- 
mo el conjunto de principios positivos y filosóficos que re- 
gulen las relaciones jurídicas de individuos sujetos á diver- 
sas legislaciones, correspóndeme ahora indicar las fuentes 
inmediatas de donde tales principios dimanan. 

2. — Me ocuparé primeramente de los principios de ca- 
rácter positivo. Claro está que si se hubiese llegado á for- 
mar un cuerpo de derecho en que constaran los principios 
de Derecho Internacional reconocidos, en tal codificación 
hallaríamos la fuente principal del Derecho Internacional 
privado. Conviniendo en unos mismos principios todas las 
naciones civilizadas que forman la comunión sujeta al De- 
recho Internacional, aunque no se hubiese convenido en san- 
ción penal ninguna, ni en tribunal supremo de ningún gé- 
nero que interpusiese su autoridad para mayor eficacia y 
prestigio de aquel convenio, indudable es que se habría en- 
contrado un punto de partida que facilitaría en alto grado 
la aplicación de las verdaderas reglas de la ciencia. 

3. — Diversas tentativas se han hecho con el fin indicado, 
pero hasta hoy ningún resultado satisfactorio se ha obteni- 

Laurent. — Story . — Blackstone. — Despagnet. — Fiore. 
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do. Por lo que toca á guerra y neutralidad, por ejemplo, 
casi todas las naciones europeas suscribieron el tratado de 
París en 1856; otro tanto aconteció con la convención de 
Berna, sobre propiedad literaria, en 1889, y así pudieran 
citarse otros casos; mas son contados tales precedentes, y es 
de notarse que hasta hoy más bien se refieren al Derecho 
Internacional público que al privado. 

4. — Los autores han ocupádose también de la codifica- 
ción del Derecho Internacional, si bien dando siempre pre- 
ferencia al Derecho Internacional público respecto del pri- 
vado. Bluntschli, Fiore y el Norte Americano Dudley Field, 
han producido muy interesantes estudios de Derecho In- 
ternacional codificado, y no omitiré citar á Laurent, que en 
su notable proyecto de reformas al Código Belga, propuso 
numerosos artículos de Derecho Internacional privado, ins- 
pirándose en los últimos progresos de la ciencia. 

5. — Dignos de todo encomio son los trabajos de Manci- 
ni, para procurar que las naciones todas civilizadas convi- 
niesen en un Código de Derecho Internacional privado. 
Desde 1861 comenzó su tarea; la continuó en 1866 y 1867, 
hasta que en 1885 llevó á cabo trabajos importantísimos, 
ante las potencias Europeas; pero si conquistó para si el 
ilustre fundador de la escuela italiana, respeto y gratitud 
universales, no por ello obtuvo que fuesen un hecho sus 
teorías." 

6. — Ahora bien: estudios tan elevados y trascendentales 
como á los que me refiero, si hubiesen alcanzado el buen 
éxito que deseaban sus autores, indudablemente que forma- 
rían, como dejo dicho, parte principalísima del Derecho In- 
ternacional positivo; pero simples proyectos, tan nunca bien 
alabados trabajos, pertenecen nada más que á la parte filo- 
sófica del mismo Derecho. En nada desmerecen por esto 
los esforzados defensores de los derechos é intereses de la 

I Véase Journal de Droit International privé. T,° 1874. Informe ante la sesión 
del Instituto Internacional, en Ginebra, por Mancini. Véase la publicación oficial del 
Gobierno Italiano sobre la materia, 1885 . 
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humanidad, que con sus talentos y desvelos han pieparado el 
camino, á ñn de que ingenios más afortunados den cima á 
la ardua empresa acometida. 

7. — Prosigo mis observaciones acerca de las fuentes del 
Derecho Internacional privado. Preséntanse en primer tér- 
mino los tratados como fuente inmediata de aquel derecho 
cuyo adelanto tanto debemos procurar. México, por ejem- 
plo, tiene celebrados tratados de amistad y comercio con 
casi todas las naciones del mundo civilizado, y en la mayor 
parte de ellos se fijan reglas para reconocer el estado y ca- 
pacidad del extranjero, para que los bienes inmuebles se ri- 
jan por ley de la ubicación, y para que las sucesiones, eje- 
cución de sentencias y otros puntos, se regulen por princi- 
pios determinados. Á su vez, esas naciones amigas tienen 
celebrados tratados con las demás potencias, muy semejan- 
tes al formalizado con México; de tal modo, que si llegan á 
encontrarse principios en todos aquellos tratados y por to- 
das aquellas naciones reconocidos, claro está que se ha dado 
con determinadas reglas que, inconcusamente, de Derecho 
Internacional pueden llamarse. 

8. — Supóngase un principio de Derecho Internacional 
privado, reconocido en un tratado, que liga únicamente á 
dos naciones entre sí; pues bien: ese principio será de De- 
recho Internacional para las dos naciones interesadas en el 
tratado; pero si las demás naciones no lo han reconocido, 
no será para todas ellas regla de Derecho Internacional. 

9. — Mas todavía: supóngase que una nación comprende 
en su legislación particular determinado principio de De- 
recho Internacional privado. Dice ella: nadie me impone 
obligación ninguna, pero yo me la impongo; á su vez otra 
nación proclama por modo igual el mismo principio, y re- 
sulta una misma ley, obligatoria para las naciones que á si 
mismas se han impuesto el deber ineludible de acatarla. Co- 
mo digo dos naciones, puedo suponer muchas, cuyas legis- 
laciones coincidan en determinados puntos de Derecho In- 
ternacional privado. 
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lo. — ¿Ha habido convenio entre ellas? No evidentemen- 
te; pero los resultados son los mismos, porque independien- 
temente de toda estipulación y de todo interés de ocasión, 
fijándose nada más que en razones de conveniencia general 
de cada hora y de cada momento, han establecido una mis- 
ma regla de conducta, de la que no pueden apartarse. 

II. — Repito que los resultados de las leyes propias de 
cada país vienen á ser los mismos que los de los tratados; 
y estas ligeras reflexiones bastan para establecer el encade- 
namiento de las dos fuentes principales inmediatas del De- 
recho Internacional privado: los tratados y las leyes de ca- 
da pais. 

12. — Cuando esos tratados re refieren, como suponía yo 
hace un momento, á un punto especial no comprendido en la 
mayoría de tratados iguales, puede decirse que se trata de 
un principio de Derecho Internacional, pero nada más por 
cuanto á que á dos naciones interesa y porque en circuns- 
tancias análogas á las de éstas puede invocarse como pre- 
cedente. No sucede otro tanto con aquellos principios con- 
tenidos en los tratados que todas las naciones celebran entre 
sí; estos últimos principios no son de Derecho Internacional 
para dos naciones, sino para todas ellas, y hasta cierto punto 
sustituyen á aquellos convenios que, en conjunto, se ha pro- 
curado que sean proclamados por las naciones todas, obli- 
gándose á respetarlos y dándoles el carácter de convención 
universal. 

13. — Si bien se reflexiona, por medio de los tratados par- 
ticulares se ha conseguido en parte el objeto que se busca- 
ba en convenciones generales, y ya que por otros modos no 
ha sido posible, anótense cuando menos los progresos ac- 
tuales y positivos de la ciencia, en espera de que en lo futuro, 
por medios más solemnes, asegure sus conquistas ante el 
mundo civilizado. 

14. — Cuánta sea la importancia de la concurrencia del 
consentimiento de los pueblos cultos, respecto de determi- 
nados principios de Derecho Internacional privado, lo per- 
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suade la más ligera reflexión. Enseñan los intemacionalis- 
tas que á veces los conflictos de leyes no tienen solución 
práctica posible, y así acontece cuando el conflicto se pre- 
senta entre dos legislaciones, de cierto modo antagónicas ó 
contradictorias. Respeta un Estado, por ejemplo, la ley na- 
cional cuando de estatuto personal se trata, y exige que en 
determinado conflicto se reconozca la mayor edad de uno 
de sus ciudadanos. El Estado en que se desenlaza la relación 
jurídica no admite, supongamos, más que la ley real y nie- 
ga el reconocimiento que su Estado vecino le exige. ¿Qué 
solución es posible, si las reclamaciones no bastan, ni por 
otra parte hay caso de guerra? Ninguna solución. El Esta- 
do que proclama el principio que subordina el estatuto per- 
sonal á la ley real seguirá desconociendo la mayoría de edad 
del individuo de que se trata, y para esa clase de conflictos 
establecen los autores esta doctrina que en otra ocasión ten- 
dré lugar de ampliar: si por arbitraje ó porque circunstan- 
cias especiales den por resultado que el conflicto se resuel- 
va por un tercer Estado ó por sus autoridades judiciales, 
deberán éstos desechar los principios proclamados por uno 
de los países contendientes, cuando tales principios se ha- 
llen en oposición con los que reconocen y aceptan la mayo- 
ría de los países civilizados. Podría, pues, suceder que se 
desconociesen las reglas sostenidas por uno de los países 
contendientes acerca de la ley real, y que el conflicto se de- 
cidiera en favor de la ley personal, por ser ésta la recono- 
cida en los tratados celebrados por todas las naciones cultas 
entre sí, y he aquí cómo los tratados ayudan poderosamente 
al adelanto y ñjeza del Derecho Internacional privado; y lo 
que se dice de los tratados, se dice de las leyes, que tan ín- 
tima relación guardan con aquéllos, desde el punto de vis- 
ta que las considero. 

15. — Estas leyes particulares á que vengo refiriéndome, 
que constituyen obligación unilateral, que en bilateral y re- 
cíproca se convierte del modo que dejo indicado, contiénen- 
se, generalmente, no en disposiciones ó textos especiales. 
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sino en los Códigos Civiles de los diferentes Estados que al 
Derecho Internacional se consideran sujetos, respetando 
sus principios. Antes del Código Civil Francés (1804), las 
reglas de Derecho Internacional privado, ñlosófícamente» 
mostraban ya, sin duda, un adelanto relativo; pero de ningu- 
na manera podían llamarse positivas, esto es, ciertas, cons* 
tantes en determinados textos, y enunciadas con precisión 
y exactitud jurídicas. 

16. — El Código Francés que condensó nada más las teo- 
rías recibidas al tiempo de su promulgación, con ello dio vi- 
gorosísimo impulso al adelanto de la ciencia. Ciertamente 
que las teorías que adoptó, dejan, sin duda, que desear, y si 
bajo aquel concepto hizo cuanto estaba á su alcance, con 
despertar el estudio de esas mismas teorías y señalar un ca- 
mino que todos los Códigos modernos han seguido, preparó 
los trabajos llevados á cabo más adelante, que conducirán á 
la adopción general y definitiva de determinado sistema de 
Derecho Internacional privado. 

17.— Sabido es que á semejanza de lo que se hizo en el 
Código Francés, las naciones todas, cultas, se han dado sus 
respectivos Códigos Civiles; é imitando más ó menos aquel 
notabilísimo cuerpo de derecho, han cuidado de establecer 
principios generales de Derecho Internacional privado, co- 
mo aquel Código los estableció, si bien con las diferencias 
que se han creído oportunas y adecuadas para cada pueblo. 

18. — El mismo Código Italiano de 1865, que proclama el 
sistema de Derecho Internacional que ha venido á sustituir 
al reconocido por el Código Francés, y el Código Español 
de 1888, que casi copia al Código Italiano, revelan á las cla- 
ras cuál fué el modelo de donde se inspiraron; y otro tanto 
puede decirse de los demás Códigos, y de nuestro Código 
Civil del Distrito, en particular, deduciéndose de todo esto, 
cómo es que los Códigos modernos desempeñan tan prin- 
cipal papel en las leyes particulares de cada país, fuente se- 
gunda inmediata del Derecho Internacional privado. 

19. — Si las leyes de cada país, en cuanto significan obli- 
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gación especial de éste, se han tomado, con razón, como fuen- 
te inmediata de Derecho Internacional privado, del mismo 
modo debe tomarse la costumbre. . 

20. — La que rija en cada país es como ley del mismo, y 
si su ley constituye una obligación, y si esa obligación sig- 
nifica tanto como la proclamj^ción de un principio, que pue- 
de invocarse así respecto del Estado que lo adopta como 
respecto de los demás que intenten desconocer el mismo 
principio ó precedente á la razón ajustado, otro tanto pue- 
de predicarse de la costumbre. 

21. — No quiero decir ni que la costumbre haga ley, ni 
que los países en que el moderno Derecho Civil impera, se 
rijan por la costumbre, ni que ésta derogue á la ley, ni que 
pueda invocarse como fundamento de las sentencias que á 
los jueces incumbe pronunciar; considero la cuestión desde 
otro punto de vista. Respetables como son todas las indi- 
cadas prescripciones que vienen á constituir en única regla 
de los derechos de los ciudadanos, la ley, existen, sin em- 
bargo, costumbres que el Derecho Internacional respeta. 

22. — En primer lugar, no todos los Estados han procla- 
mado los mismos principios enunciados, poniendo en opo- 
sición la ley con la costumbre. Admiten algunos Estados 
el imperio de la costumbre juntamente con el de la ley, y 
fuerza es referirme, siquiera sea como reminiscencia, á la 
Gran Bretaña y á los Estados Unidos de América, que se 
rigen por la common law. 

23. — Significa ésta el antiguo derecho consuetudinario 
de los ingleses, cuyas reglas, si bien han sido incrustadas 
algunas en diversas leyes, consérvanse en su gran mayoría 
por la tradición, la jurisprudencia constante de los tribuna- 
les y la doctrina de los autores. Descúbrese desde luego 
qué diferencia tan radical existe por razón de los particula- 
res que indico, entre las naciones citadas y las que se guían 
únicamente por la ley escrita. Ni es esto todo, sino que los 
ordenamientos de la common law, con frecuencia se refieren 
á materias que son del dominio del Derecho Internacional 
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privado, y vienen, por tanto, á encadenarle y á impedir su 
desarrollo conforme á los adelantos de la ciencia, sujetando 
á las naciones que por aquella ley se rigen, á teorías, muchas 
de ellas anticuadas é inconciliables con el progreso moder- 
no; reconocen también los países de que me ocupo, la juris- 
dicción de equidad que, en oposición á la de la ley común, 
decide las cuestiones que á aquélla se someten, atendiendo 
á la equidad bajo determinadas reglas que los autores ex- 
plican concienzudamente; y compréndese con esto cuan di- 
verso sistema judicial, ó mejor dicho, cuan diverso sistema 
de legislación han adoptado los pueblos anglo-sajones á 
que me he referido, respecto del que rige en Francia, Ita- 
lia, Bélgica, España, México y otras naciones latinas; y si á 
los derechos particulares de cada Estado me he referido, 
como fuente de Derecho Internacional privado, oportuno 
ha sido, en mi concepto, hacer reseña de la Sndole especial 
de algunos de esos derechos, y tanto más he debido hacer- 
lo, si se atiende á las estrechas relaciones que con los aludi- 
dos Estados ligan á la República. 

24. — Independientemente de lo expuesto, necesario es 
recordar que en las teorías modernas de Derecho Interna- 
cional privado, juega de un modo prominente el Derecho 
Público, derecho que más adelante tendré ocasión de expli- 
car, como base del sistema italiano. Ese derecho que aco- 
ge todo principio moral, político, económico ó de cualquier 
género, necesario para el desarrollo y la vida de un pueblo, 
en sus relaciones con los otros, no rechaza la costumbre; 
ésta se impone, pues, en determinados casos; limita, restrin- 
ge la aplicación de la ley extranjera y determina el derecho 
que debe prevalecer; y si tanto puede significar, llega á ser 
fuente de Derecho Internacional privado positivo, respecto 
del país mismo en que rige y precedente más ó menos dig- 
no de atención respecto de los demás. 

25.— Tratados, leyes, costumbres; he aquí las tres fuen- 
tes principales inmediatas del Derecho Internacional priva- 
do, señalada su naturaleza tan claramente como ha sido po- 
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sible. A las leyes se refieren las sentencias de los tribuna- 
les, la jurisprudencia y las doctrinas de los autores que las 
explican; todo esto es la ley, todo su espíritu que vivifica y 
no su letra que mata, é indispensable no es, por consiguien- 
te, hacer referencia especial á todos esos componentes de 
un mismo conjunto y que en la palabra derecho quedan com- 
prendidos. Recuerdo dos párrafos de la instituta de Justi- 
niano que hacen al caso (3 y 9, lib. I, tít. 11,'Instit.). "Diví- 
dese el derecho en escrito y no escrito; el primero consta 
de la ley, el plebiscito, el senado-consulto, los edictos de los 
magistrados y las respuestas de los prudentes. El segundo 
es el establecido por la costumbre, porque ésta, sancionada 
por el tiempo y por el consentimiento de los que á ella se 
sujetan, se equipara á la ley." 

26. — No creo dignas de atención otras fuentes inmedia- 
tas del Derecho Internacional privado que los autores sue- 
len indicar, y si la parte positiva de él es tan deficiente, vea- 
mos qué contingente prestan para su desarrollo los orígenes 
de su parte filosófica. 

27. — Importa, en primer lugar, tener presentes las cos- 
tumbres y prácticas internacionales, en cuanto son vagas é 
inciertas y no precisas y exactas como las costumbres que 
antes he considerado, pertenecientes á la parte positiva del 
Derecho Internacional privado. Claro está que si respecto 
de determinados puntos, textos ó principios positivos, pue- 
den aducirse dignos del mayor respeto, cuando acerca de 
las mismas materias solamente pueden invocarse costum- 
bres y prácticas más ó menos ciertas, habrán de tomarse en 
consideración, pero reservándoles su carácter propio y sin 
que puedan aspirar á las preeminencias que los principios 
ciertos y perfectamente definidos. 

28. — De veinte años á esta parte, reúnense con frecuen- 
cia, ya en Europa, ya en América, congresos científicos que 
se proponen resolver los problemas de Derecho Internacio- 
nal, de mayor importancia. Muchas han sido ya esas reu- 
niones, y desde luego se comprende qué poderosa ayuda 
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prestan á la ciencia, considerada en su parte ñlosófíca. Asi, 
por ejemplo, en 1892, para celebrar el cuarto centenario del 
descubrimiento de América, convocó España un Congreso 
Jurídico Ibero-Americano, y se trataron en él, el arbitraje 
internacional, la propiedad literaria y algunos otros pun- 
tos de la mayor trascendencia. Inútil sería encarecer la 
importancia de las resoluciones por tales congresos acorda- 
das, y demostrar cómo es que cuando las mismas cuestio- 
nes se abordan por los gobiernos, muy de tenerse en cuen- 
ta son aquellas decisiones de los Congresos, tomadas con 
ánimo imparcial en las regiones serenas de la ciencia y sin 
que el interés enturbie las conciencias y los entendimientos. 

29. — Á veces pasa, y ojalá con más frecuencia acontezca, 
que los Estados soberanos autorizan y apoyan tales confe- 
rencias y aun se obligan á respetar sus decisiones. Inútil es 
el encomio de semejantes procederes, y claro está que si á 
las resoluciones teóricas se substituyen los pactos obligato- 
rios para las potencias, fuente se encontrará en ellos de De- 
recho Internacional positivo, con sus más privilegiados ca- 
racteres. 

30. — Asociaciones particulares funcionan, además, en 
Europa y América, que dedican sus trabajos al estudio de 
determinada materia de Derecho Internacional, procuran- 
do que se difundan sus verdaderos principios y que éstos 
sean reconocidos por todas las naciones. Sociedad de arbi- 
trajes, sociedad de propiedad literaria, y muchas otras fun- 
clonan en Europa y en América que, llegado el momento, 
prestan inestimables servicios á la ciencia; más todavía: pre- 
paran el camino, y cuando llega la época de la realización 
de sus ideales, que con sus mismos trabajos han acelerado, 
casi imposible es desentenderse de sus profundos y concien- 
zudos estudios. Supóngase, lo que no sería remoto, que la 
actitud casi hostil asumida por los Estados Unidos, respec- 
to de la cuestión territorial que hoy se suscita entre la Gran 
Bretaña y Venezuela, diese por resultado un tratado de ar- 
bitraje entre las potencias interesadas, tratado que andando 
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el tiempo bien pudiera extenderse á toda la América, cortan- 
do de raíz la posibilidad de una guerra entre ambos conti- 
nentes, guerra á la que la naturaleza misma parece oponer- 
se; pues bien, si tan extraordinarios resultados se alcanzaran 
¿no seria necesario, antes de ultimar los tratados, recurrir á 
aquellos estudios y proyectos, á los que asociaciones y con- 
gresos han dedicado sus constantes desvelos? 

31. — Llegado aquí, no incurriré en la imperdonable omi- 
sión de no citar al Instituto de Derecho Internacional, fun- 
dado en Bélgica el año de 1873, á iniciativa de M. Rolin- 
Jaequemyns, ministro de gobernación. 

32. — Desde su instalación hasta la presente, ese Institu- 
to, cuyo nombre indica su objeto, y del que forman parte 
nada más que eminencias de todos los paises, ha celebrado 
reuniones en diversos puntos de Europa, y sus trabajos, co- 
mo su anuario lo atestigua, son de lo más interesante que 
pueda presentarse. 

33. — Quedan para el último lugar los autores que pres- 
tan el más señalado servicio á la ciencia. No solamente ex- 
plican sus principios y dan á conocer su Verdadero espíritu, 
de modo que sean aplicables y comprendan todos los casos, 
sino que por medio de la lógica y del raciocinio, descubren 
nuevos horizontes cada día, y enseñan doctrinas hoy, que 
serán leyes mañana/ 

34. — Principalmente en el estado en que se halla el De- 
recho Internacional privado, es valiosísimo el contingente 
que traen consigo los autores. 

35. — Cada nación tiene un sistema que coincide en parte 
con el de otra nación, y en parte se opone, y lo mismo pue- 
de decirse de todas las naciones civilizadas que se hallan 

I Con poco esfuerzo se comprende cuan poderoso auxilio, presta la bibliografía 
para consultar con fruto los autores de Derecho Internacional privado. — Casi todos los 
autores traen una hoticia bibliográfica que cumple, sin duda, sus fines. Entre otros, 
puede verse Foelix, Droit International, y entre los más modernos, Asser y Rivier, 
Derecho Internacional privado. Madrid. — En México, M. Cruzado. Bibliografía del 
Derecho Internacional. Muy importante la noticia bibliográfica que publica afio por 
fio, el Journal de Droit International privé, de Glunet. 
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en relaciones comunes y recíprocas. Profundícense los prin- 
cipios hasta hoy recibidos, investigúese su espíritu y muy 
pronto se harán nuevos hallazgos, y asi, de adelanto en ade- 
lanto, hoy un pueblo prosélito, mañana otro, y la verdad irá 
cundiendo hasta dominar en el mundo civilizado. 

36. — Así como los trabajos de las asociaciones científicas 
son de la mayor importancia, lo son los de los autores; la 
ciencia se impone, llegado el momento no es posible que pa- 
sen inadvertidas sus enseñanzas, á ellas tiene que recurrir- 
se sin remedio, y no es raro que del humilde gabinete del 
sabio, irradie purísima luz que atraiga á todos los pensado- 
res, á todos los filósofos, á todos los legisladores. 

37. — Quiero ocuparme ahora de la cemitas gentium, seña- 
lada con mucha frecuencia por los autores, como fuente in- 
mediata del Derecho Internacional privado. 

38. — Cotnitas gentium^ locución usada por primera vez, 
al parecer, por J. Vcet en 1683, significa tanto como corte- 
sía, beneplácito ó deferencia de las naciones. Suponen los 
partidarios de la cemitas gentium^ que cada nación impera 
dentro de su territorio de modo absoluto y de tal suerte, 
que ninguna obligación tiene de permitir el reconocimiento 
más ó menos amplio de leyes extrañas; siendo la única ra- 
zón de que admita á veces tales leyes extrañas, su beneplá- 
cito, su arbitrio, su deferencia, su cortesía. 

39. — Si esto es así, por poco que se reflexione se com- 
prende que los filósofos ó partidarios de la cemitas gentium^ 
más ó menos directamente se refieren á la utilidad y la pre- 
conizan como base de todo derecho. 

40. — Primeramente, hay que observar que no se trata de 
una fuente inmediata de Derecho Internacional ni público 
ni privado. Hay una confusión entre las fuentes inmediatas 
del Derecho Internacional privado y su causa eficiente ó 
primordial. Admítase que el Derecho Internacional priva- 
do se halla en los tratados, en las costumbres y en los de- 
más orígenes que he señalado, y derívense esas fuentes 
de la cemitas gentium ó de la noción de justicia, innata en la 



Digitized by 



Google 



39 

conciencia del hombre, siempre aquellas fuentes serán las 
que he dejado indicadas, y conducirán en su aplicación á 
los mismos resultados. 

41. — Story ' dice que un juez norte americano decidió en 
cierta ocasión, que la capacidad de un extranjero podía re- 
girse por su ley nacional ó por la norte americana, según las 
ventajas que pudieran resultar de la subsistencia ó nulidad 
del contrato al ciudadano americano, que con el extranjero 
contrató; y Despagnet agrega, que tal juez obraría lógica- 
mente aplicando la teoría de la comitas gentium, 

42. — Á mi ver, como arriba queda dicho, no debe confun- 
dirse la causa primordial del derecho con sus reglas de apli- 
cación. 

43. — Si los partidarios de la noción de justicia y del de- 
recho natural no diesen á un juez más que esta regla de 
conducta: has lo que fuere justo, probablemente llegaría á 
los mismos absurdos que el juez ultra-partidario de la co- 
mitas gentium y la utilidad. 

44. — Entre los autores utilitaristas y los partidarios del 
derecho natural, hay perfecta similitud cuando de la aplica- 
ción de las reglas del Derecho Internacional se trata y no 
de su causa eficiente. Discútese, por ejemplo, la preponde- 
rancia y el efecto extraterritorial de la ley nacional en ma- 
terias de estatuto personal, y discurren del mismo modo los 
autores pajones, en su mayor parte utilitaristas, que los au- 
tores de raza latina, casi todos partidarios del derecho na- 
tural y la justicia. 

45. — En cuanto á mí, siempre he considerado la teoría 
utilitaria como una gran falacia, y sólo me permitiré algu- 
nas observaciones brevísimas, respecto de materia tan gra- 
ve, que ni al internacionalista corresponde directamente 
profundizar, ni menos en una obra de la índole de ésta. 

46. — Al emitir mi opinión, he tenido presente la teoría 
utilitaria tal y como la explica uno de sus más vehementes 

I Despagnet, Droit International privé. Introd, pág. 25. 
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defensores, Jeremias Bentham, filósofo de primer orden, 
dotado de un admirable espíritu de análisis. 

47. — El hombre busca siempre el placer, el placer es lo 
útil; la práctica de lo bueno trae consigo el placer y la uti- 
lidad. No hay justo ni injusto; hay utilidad, placer, y si se 
practica lo bueno, es porque produce utilidad y placer. 
Practíquese, por el contrario, lo que se llama malo, y sobre- 
vendrán los perjuicios, los daños y los quebrantos de todo 
género. 

48. — No soy partidario de semejante sistema. 

49. — Todo lo bueno produce siempre lo útil; luego lo 
bueno es lo útil. Proposición falsa la primera, conclusión 
ilegitima la segunda. Se toma como causa lo que no lo es 
en la premisa, y en la conclusión el efecto se toma como 
causa. 

50. — Que la práctica de lo bueno produzca siempre lo 
útil, no es exacto. Muchas veces acontece que quien obra 
bien, obtiene beneficio y utilidad, pero no siempre es lo mis- 
mo. Otros dicen: obrar bien es caminar por sendero de es- 
pinas y de penas; obrar mal conduce al deleite por camino 
de flores: proposiciones también perfectamente falsas. 

51. — Obrar bien produce siempre el placer; obrar mal 
produce siempre el dolor; contradictorias de las que se su- 
ponen que obrar mal conduce siempre á la utilidad y al de- 
leite, y obrar bien al dolor, repito, son todas proposiciones 
falsas. Obrar bien produce á veces la utilidad, á veces el 
daño, y obrar mal igualmente produce á veces la utilidad, á 
veces el daño. Se trata nada más de proposiciones afirma- 
tivas particulares, de las que nada se sigue. 

52. — Se contesta que cuando el hombre obra justamente 
lo hace porque en ello encuentra placer; asi, por ejemplo, 
el que abandona una causa injusta, defendiendo la cual le 
esperarían placeres y honores, que trueca por el peligro y 
la miseria que le aguardan como campeón de la justicia, en- 
cuentra en el cumplimiento de su deber un placer íntimo, 
mayor que el que le deleitaría si disfrutara de los honores 
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y de las riquezas; pero semejante modo de raciocinar no es 
lógico ni verdadero. 

53. — Primeramente, la utilidad y el placer sólo significan 
sensaciones materiales, porque si otros placeres morales se 
admiten, como el que proporciona el cumplimiento del de- 
ber, queda admitido algo que no es el placer y el dolor, y sin 
lo cual no se comprende el placer moral. 

54, — En segundo lugar, se comete una petición de prin- 
cipio, porque se da por probado aquello que se tiene que 
probar; se da por probado que el hombre que obra justa- 
mente obra por placer, y esto es lo que debería demostrar- 
se. Nunca podrá conseguirse. 

55. — Fenómeno puramente subjetivo la justicia, es del 
todo independiente de la utilidad. Cuando nos reconcentra- 
mos dentro de nosotros mismos, encontramos siempre la 
noción de la justicia, que siempre dictamina respecto del 
conflicto que se somete á su decisión. La noción de la uti- 
lidad se funda únicamente en las funciones de la inteligen- 
cia, y casi siempre que el hombre dice esto es útil, no acier- 
ta; muy por el contrario, si el hombre dice esto es justo, 
nunca se equivoca. Apelo á la experiencia diaria, en la to- 
talidad de los actos humanos que con la justicia ó con la uti- 
lidad se relacionan. 

56. — Déjase entender con lo expuesto, que pertenezco á 
la escuela que reconoce como base de todo derecho la justicia, 
cuya existencia en vano pretenderíamos negar. Ésta, dice un 
autor, es como el astro del día: así lleva la esperanza á la ca- 
bana del pobre, como abrillanta el palacio del poderoso; 
alumbra los mares y los continentes y extiende su dominio 
sobre todo el universo. Del mismo modo que á ciertos senti* 
mientos y á ciertas leyes físicas se ha confiado el desarrollo 
del mundo material, así el mundo moral descansa sobre la ba- 
se inconmovible de la justicia, cuya existencia es innegable 
y cuyo imperio en vano se intenta desconocer y limitar. 

57. — Lejos de mí la idea que en todo y por todo debe 
buscarse en el derecho, la justicia; muy por el contrario, 
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multitud de materias se deciden exclusivamente por la con- 
veniencia y la utilidad. No matar ó no robar, no son pre- 
ceptos iguales á los que ordenan, por ejemplo, la inscripción 
de la hipoteca ó el otorgamiento de un contrato ante nota- 
rio público. Precisamente en esto consiste el vicio de cier- 
ta escuela metafísica exagerada. Se expone un principio jus- 
to evidentemente, y se infiere de él tal ó cual conclusión, 
de ésta otra y así, de grado en grado, se llega á proposicio- 
nes que se suponen del mismo orden que el primer princi- 
cipio, pero que sólo contienen, en realidad, aserciones ar- 
bitrarias, que la opinión particular de sus autores significan. 

58. — No, si la noción de justicia sostengo, es dentro de 
la verdad y segán su naturaleza propia, dejando su lugar á 
la conveniencia y á la utilidad, en aquellas materias en que 
sólo ellas se buscan, sin que la justicia sea parte. Si defec- 
tuoso es el sistema que la justicia rechaza, á los mismos ma- 
les puede conducir la confusión de las ideas, pretendiendo 
derivar de la justicia natural toda disposición legislativa, y 
como se ha querido muchas veces, hasta las formas de go- 
bierno y los sistemas políticos. 

59. — Esto no obstante, si como base primordial del de- 
recho, con el Instituto de Derecho Internacional, con Lau- 
rent, Mancini, Savigny y todos los grandes maestros, pro- 
clamo la justicia, se comprenderá fácilmente cómo el De- 
recho Internacional privado no es para mí arbitrario, ni de 
cortesía, ni de utilidad, ni de benevolencia, sino necesario, 
como derivación de la justicia. 

60. — Ésta engendra lo mismo el derecho civil que el pe- 
nal, que todos los derechos posibles, y reinando sobre los 
hombres como sobre las naciones, constituye á éstas en mag-'^ 
na civitas, que á su condición tiene que permanecer fiel. 

61. — Otro principio de Derecho Internacional se señala, 
impropiamente, como fuente directa de Derecho Interna- 
cional privado, la reciprocidad; de ella me ocuparé en la 
siguiente lección, indicando las aplicaciones á que ha dado 
lugar en las leyes mexicanas. 
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LECCIÓN CUARTA. 



Reciprocidad. — Su verdadero carácter. — Reciprocidad diplomática.— Reciprocidad 
internacional. — Ley mexicana de extranjería de 1886. 



I. — La reciprocidad es una cualidad, no un sistema. Ad- 
mítase la justicia natural, la utilidad ó la comitas gentium, y 
derívense de estos principios cualesquiera reglas que se su- 
pongan, y todo es conciliable con la reciprocidad. 

2. — Soy de opinión que al haberse dado á la reciproci- 
dad un carácter que no le es propio, erigiéndola en sistema, 
dimana de las disposiciones del Código Civil Francés, res- 
pecto del goce de los derechos civiles por los extranjeros. 
Dicho Código, en su art. ii, dice á la letra: "El extranjero 
disfrutará en Francia de los mismos derechos civiles que se 
hayan concedido ó se concedan en adelante á los franceses, 
por los tratados celebrados con la nación á la que el extran- 
jero pertenezca." 

3, — Por las discusiones del Código ante el Consejo de 
Estado, se ve que el primer Cónsul se inclinaba hacia esa 
preferencia concedida á los tratados. Laurent dice: que es 
necesario no olvidar que se trataba de un Código que lle- 
vaba el nombre de Napoleón. Así es, en 'efecto; mucho 
más liberales habían sido las leyes de la Convención; pero 
el estado de Francia, á principios del siglo, casi exigía cier- 
tas restricciones de los derechos civiles para los extranjeros, 
y si aquéllos quedaban en poder del gobierno, que era quien 
celebraba los tratados, se adoptaba lo que por aquella épo- 
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ca convenía á la nación francesa y su gobierno. La política 
influye á veces por modo decisivo en las leyes. Recordaré 
lo observado respecto de Italia, cuyas condiciones especia- 
les han acarreado en gran parte y en todas épocas, la adop- 
ción de la ley nacional, y si tal influencia es inevitable por 
una parte, por otra, error trascendental sería no tomarla en 
cuenta, y pretender adaptar instituciones propias para un 
pueblo, á otro de constitución diversa. 

4. — El sentido del art. 1 1 citado es claro: Los extranje- 
ros gozarán de los derechos civiles que se estipulen en los 
tratados con las naciones á que ellos pertenezcan, y si nada 
se estipula, si no hay tratados, ¿de qué derechos gozarán? 
La respuesta es obvia: de ninguno. 

5. — Ordenamiento tan severo ha sido, como es de supo- 
nerse, mitigado por multitud de leyes especiales, relativas 
á testamentos, á sociedades mercantiles, á propiedad y á 
otras muchas materias; pero no es esto todo, sino que los 
hechos, las costumbres, la razón, han venido á interpretar 
ese artículo en un sentido diametralmente opuesto, como 
no podía menos de esperarse de nación como Francia, que 
tan adelante ha ido en toda clase de progreso material y 
moral. 

6. — De hecho se reconoce al extranjero en Francia, el 
goce de toda clase de derechos civiles, menos aquellos que 
expresamente les vedan las leyes.' Sin embargo, ahí está el 
texto del artículo, la prohibición es expresa, y cuando se 
invoca y se trata de interpretar en los tribunales, surge la 
dificultad, no siempre resulta en pro de los extranjeros, si- 
no por el contrario, limitando á éstos sus derechos, por fal- 
ta de tratado ó concesión de ley especial. 

7. — Queda con toda claridad indicada la fuente única 
del goce de los derechos civiles por los extranjeros, es, á 
saber, los tratados, y de aquí la reciprocidad, porque los 
tratados establecen igualdad de derechos para los naciona- 
les de los países que los celebran; y he aquí por qué se ha 

I Dalloz, pal. Droit Civil, parr. 187 y siguientes. Flore, 2^ edic, Cftp. II. 



Digitized by 



Google 



45 

dicho que la reciprocidad constituye un sistema de Dere- 
cho Internacional privado. La reciprocidad dimana de los 
tratados, éstos son la fuente única de los derechos de los ex- 
tranjeros; luego fuera de los tratados, fuera de la recipro- 
cidad por ellos entablada, no hay nada, queda el paría, casi 
el enemigo, de los pueblos no civilizados. 

8. — Y esa reciprocidad especial se designa entre los au- 
tores como reciprocidad diplomática, en razón de su origen, 
y su fórmula es bien sencilla: te doy y tú me das lo que con- 
vengamos en darnos, que será recíproco. Cuánta sea la dife- 
rencia entre el principio del Código Francés y el del Códi- 
go Italiano, que concede sin restricción el goce de los dere- 
chos civiles al extranjero, compréndese con toda facilidad. 

9. — No es la reciprocidad diplomática la única erigida 
en sistema por los autores, es la reciprocidad propiamente 
dicha ó internacional. Cockburn' habla de esta reciprocidad, 
que es la que algunos paises conceden á los extranjeros, 
otorgándoles los derechos que sus subditos gocen en el país 
de tales extranjeros. Tal concesión, agrega, seria estéril si 
las leyes de este país estuviesen redactadas en el mismo sen- 
tido, puesto que dos negativas hacen una positiva. 

10. — Desde luego hay que notar un inmenso adelanto. 
No es ya el texto de los tratados el origen único del dere- 
cho del extranjero, leyes puede haber que un país se dé á 
sí mismo, favorables al extranjero, y estas leyes obligan al 
país que respeta la reciprocidad internacional, y la adopta 
como base de su sistema de Derecho Internacional privado, 
y no son tan escasas en la actualidad tales disposiciones, co- 
mo lo justifican multitud de preceptos de los Códigos mo- 
dernos; derechos concedidos á los extranjeros expresamen- 
te, derechos concedidos de un modo tácito, principios que 
amparan al nacional como al extranjero, son otras tantas 
concesiones que los países cultos hacen al extranjero, ins- 
pirándose en las ideas más levantadas, así como en la utili- 
dad propia. Todos esos principios no son tratados, y sin 

I **Nationality, or the law, relating to subjects and aliens,'' pág. 182. (Nota). 
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embargo, constituyen regla segura y obligatoria de la re- 
ciprocidad internacional. No es sólo la fecunda causa de las 
leyes, que significa superioridad incontestable de la recipro- 
cidad internacional, respecto de la que se ha llamado diplo- 
mática: no quedan, de ningún modo, excluidos de aquélla, 
los hechos, las costumbres, las prácticas, las tradiciones, las 
sentencias de los tribunales, la interpretación que llega á 
arraigarse, porque la impone la civilización y el adelanto 
de las épocas, y por esto decia que la reciprocidad de que 
me ocupo, significa, sin duda, un progreso inmenso respec- 
to de la diplomática, que origen tan restringido admite co- 
mo base única del derecho del extranjero, y si atendemos al 
desarrollo que dia por día van tomando todos los indicados 
elementos que constituyen la reciprocidad internacional, á 
primera vista se comprende su gran trascendencia. 

II. — Algunos autores consideran que es ésta la fórmula 
de la reciprocidad internacional: ^' Quod quisque in juris al- 
terum statuerit^ ut ipse eodemjure utatur'' 

12. — Estas palabras forman el encabezado del titulo II, 
libro II del Digesto, y si bien es cierto que se les da una in- 
terpretación extensiva y se las hace servir á un fin para el 
que no se concibieron, sin embargo, no puede negarse el 
acierto con que se interpretan. Si condensan un principio 
indudable, natural puede decirse, entre individuos ligados 
por el derecho civil, ¿qué inconveniente hay en aplicarlas á 
las naciones que por el vínculo del Derecho Internacional 
se hallan ligadas? 

13. — Substancialmente es esto: te doy lo que tú me das; 
pero comienzo por dar y tú del mismo modo, porque no es- 
peramos el tratado para reconocer la justicia, y que ésta nos 
obliga á considerar al extranjero como hermano. 

14. — Esto pasa en la práctica; en el campo de lo especu- 
lativo tiene razón el jurisconsulto inglés en sus observacio- 
nes anteriormente transcritas. Una nación consiente en dar 
á otra lo que ésta le dé; la segunda se limita á establecer lo 
mismo. Es de preguntarse, ¿quién empieza? ¿Ninguna de las 



Digitized by 



Google 



47 

dos? Pues permanecerán en statu quo eterno, y los extranje- 
ros serán considerados como ilotas en una y otra nación, 
empeñadas en tan errado camino. 

15. — La reciprocidad internacional, mucho más amplia 
y liberal, como queda dicho, que la diplomática, constituye 
un sistema de Derecho Internacional privado, pero nada más 
que impropiamente, repito, y tan fuera de los hechos, del 
adelanto que han alcanzado casi las naciones todas de la 
tierra y de lo que proclaman autores, leyes, y costumbres 
de todos los pueblos cultos que, con verdad decía hace un 
momento, hoy no puede denominarse verdadero sistema. 

16. — Pleno goce de los derechos civiles proclamado por 
el Código Italiano y por todos los modernos, principios so- 
bre nacionalidad y naturalización, claros y bien deñnidos, 
predominio de la ley personal, preeminencias del derecho 
público, que tienden á la armonía de los pueblos civilizados 
y á la exaltación del derecho del hombre, todo esto acaba, 
todo desaparece ante el egoísta te doy lo que iú me des; y pa- 
ra mí no existe ni ciencia, ni derecho, ni adelanto, ni pro- 
greso, ni justicia. Es ésta la reciprocidad como sistema. 

17. — Muy por el contrario, la reciprocidad como cali- 
dad, como condición que se compadece con todos los siste- 
mas, es la razón misma, porque, ¿qué más útil, más justo y 
natural que negar lo que se niega y conceder lo que se con- 
cede? pero en el fondo de estas restricciones, concederlo to- 
do y no negarlo todo, sumergiendo á la sociedad casi en 
un caos. 

18. — Por esto las naciones más progresistas, entre las 
que descuella Italia, en el art. 3.® de su Código Civil, con- 
cede el goce de los derechos civiles á los extranjeros lo 
mismo que á los nacionales, independientemente de todo 
tratado ó reciprocidad. 

19. — Por esto otras naciones han concedido igual goce 
de derechos civiles al extranjero, salva la restricción de 
ellos, por causa de reciprocidad. Entre estas últimas se en- 
cuentra México, que si bien es cierto reconoce el disfrute 
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de los derechos del hombre á los extranjeros, sin restricción 
de ninguna clase, como la Constitución lo ordena, al tratar- 
se de los derechos civiles de los mismos, prevé el caso de 
que la reciprocidad obligue á disminuirlos, en cuyo caso la 
ley Federal así lo dispondrá, restableciendo el equilibrio 
necesario. 

20. — Esta aplicación de la reciprocidad, que las circuns- 
tancias y las condiciones porque atraviesa la Repáblica han 
hecho indispensable, no tiene, en verdad, carácter de defi- 
nitiva. Al sancionar el art. 32 de la ley de extranjería, en 
que se consigna, procedió el legislador cohibido y á su pesar. 

21. — Pueblos adelantados van desprendiéndose en g^n 
parte de la reciprocidad, y con sólo esto impulsan á los de- 
más que la proclaman; si su ejemplo es seguido por todos, 
surgirá una' nueva reciprocidad, no la de la limitación y de 
la taxativa, sino la del reconocimiento de toda clase de de- 
rechos y libertades. Esta reciprocidad no está lejos de im- 
ponerse, y los pueblos suspicaces que á la reciprocidad hoy 
recurren como base de todo derecho internacional, por cul- 
pa de su misma rebeldía, se verán inesperada y repentina- 
mente, substraídos por fuerza y contra su voluntad, de los 
dominios de las tinieblas al de la luz pura del derecho y la 
justicia. 
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LECCIÓN QUINTA. 



l>iferencia entre la condición de los extranjeros en la antígtledad y en los tiempos mo- 
dernos.— Rigores de la Legislación Romana respecto de los extranjeros. — Condi- 
ción de los extranjeros en la edad media.— Derecho de aubana.— Legislación 
Francesa.— Legislación Inglesa.— Código Napoleón.— Legislación Italiana. — ^Le- 
gislaciones Espaflola y Mexicana. 

I. — En los tiempos que hemos alcanzado, en que los pue- 
blos están unidos entre si por la civilización y el comercio, 
y en que el interés mismo de los Estados aconseja que no 
se excluya de ellos á los extranjeros, apenas si podemos ex- 
plicarnos que antiguamente fuesen mirados con recelo, to- 
lerándoseles apenas, rechazándolos con frecuencia, y recar- 
gándoles de impuestos, como si estuviesen fuera del derecho 
común.* 

2.^-Los atenienses, que se honraban con tener el templo 
de la Piedad para recibir á los extranjeros, fijaban para su 
residencia un barrio especial, en el que estaban como encar- 
celados, obligándoseles á pagar el tributo anual de 12 drac- 
mas, y vendiendo, cual si fuesen esclavos, á los que se nega- 
ban á pagarlo.' En Esparta se prohibía á los extranjeros que 
entrasen en la Ciudad, por temor de que corrompiesen las 
costumbres.3 

3. — La misma Roma, que en cuanto á la gobernación de 
los pueblos, se elevó al más alto grado de civilización y de 

1 Por la índole de estas lecciones, obligado á dar una noticia general sobre la con- 
dición de los extranjeros, desde tiempos remotos hasta la presente, me he permitido 
copiar á Fiore, segunda edición, traducido por Gareía Meveno, convencido de que 
mucho ganará el lector con tener á la vista los estudios del sabio profesor napolitano, 
y no los mfoA, por todo extremo incompletos, y que no significarían más que repetición 
de lo expuesto por otros autores. Los párrafos copiados son del l.^ al 32. 

2 Baquet, Droit D*Aubaine. Cap. III, núm. 22. 

3 Para más amplios detalles, véase Laurent, Estudios sobre la Historia de la Hu- 
mamidaJt T. II, págs. 103 y siguientes. (NoU del Traductor). 
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grandeza, no fué, en manera alguna, benévola con los extran- 
jeros. E¿ derecho civil había formado en Roma un circulo 
estrecho, en el cual no podían entrar aquéllos. El derecho 
quiritarío, las sabias fórmulas de las acciones de la ley, el 
pleno poder atribuido á la mancipación^ cuyas formas sacra- 
mentales no podian suplirse sino por la usucapión, las so- 
lemnidades de los testamentos y el conjunto del procedí- 
miento, revelan las instituciones de un pueblo poco dispues- 
to á compartir sus privilegios con los demás. Solamente 
para los ciudadanos de Roma aparece el pretor urbano en 
su silla curul; para ellos solamente escribe todos los afíos, 
en el álbum, su edicto, y á ellos están reservados los privi- 
legios de que goza en cualquier punto en que se encuentre 
el romano. 

4. — La inferioridad de los extranjeros no se manifesta- 
ba tan sólo en los honores, como por ejemplo, en la prohi- 
bición de vestir la toga, de usar un prenomen y otras dis- 
tinciones semejantes; la legislación Romana, negando á los 
extranjeros ^\jus quiritium y el derecho de ciudad, los despo- 
jaba, no sólo del derecho de censo y de sufragio en los co- 
micios populares, lo mismo que de los honores y de los de* 
rechos políticos, sino también del derecho de connubium y 
de patria potestad, del derecho de ser patronos, de la pro- 
piedad quintaría, de la usucapión y de la testamentificación 
activa y pasiva. 

5. — En las leyes de las doce tablas se designan varías ve- 
ces á los extranjeros con el nombre de enemigos, lo cual jus- 
tificaba, hasta cierto punto, el gran cuidado con que los vi- 
gilaba el gobierno y la facultad que se tomaba de expul- 
sarlos de la ciudad, cuantas veces lo aconsejaban la razón de 
Estado ó la carestía, como sucedió á propuesta de Junio 
Penno, de Papio Celso y otros. El orador romano vitupe- 
raba esta costumbre declarándola inhumana: ''Prohibir la 
residencia en la ciudad á los extranjeros, es ciertamente in- 
humano." (Cicer. de offic), lib. III, cap. XI). 

6. — Para obtener justicia no era permitido á los extran- 
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jeros presentarse ante el magistrado que la administraba á 
los ciudadanos romanos. Los que gozaban del jus connubii 
y át\jus commercit, eran juzgados según las leyes romanas; 
los demás, si pertenecían á una de las naciones con quienes 
Roma tenia tratados, podian obtener justicia de un magis- 
trado Wdíindiáo pretor per egrinus, porque casi siempre venti- 
laba las desavenencias de los extranjeros. Éstos eran juz- 
gados segán el derecho de gentes, y como estaba admitido 
que cada pueblo podia apropiarse las personas y las cosas 
del enemigo que caía en sus manos, considerándose como 
enemigos todos aquellos con quienes no había tratado, pac- 
to ó alianza, se admitía un derecho átpostliminium en tiem- 
po de paz: "/« pace quoque postliminium datum est: nam si 
^um gente aliqua ñeque atnicitiam^ ñeque hospitium, ñeque foedus 
amiticia causa factum habemus; hi hostes quidem non sunt: 
quod autem ex nostro ad eos pervenit, illorum fit: et liber homo 
noster ab eis captus servus fit et eorum. Idemque est si ab illis 
ad nos aliquid perveniat. Hoc quoque igitur casu postliminium 
datum est. (L. V. D. de Captiv.). 

7. — Por más que aparezca de lo que llevamos dicho cuan 
grande fué la severidad de la legislación Romana respecto 
de los extranjeros; por más que en las leyes de las doce ta- 
blas se haya escrito: ^^Adversus hostem ceterna auctóritas es^ 
tOy' principio tan rigurosamente interpretado en otros tiem- 
pos, y cuya verdadera signiñcación es hoy conocida, debe- 
mos observar que poco á poco fué templándose el rigor de 
la ley por la generosidad del pueblo y por la interpretación 
de la misma ley. Así es que los extranjeros no tenían en Ro- 
ma la t est amentif acción activa ni pasiva: ''Dedititiorum nu- 
mero hceres instituí non potest, quia peregrinus est y cum quo tes- 
tamenti factio non est*' (Ulp. frag. 20, parr. 22). Mas por la 
institución de los fideicomisos se logró admitirlos á la su- 
cesión, contra lo dispuesto por la ley. Observamos también, 
según lo refiere Cicerón, que los extranjeros podían aproxi- 
marse mucho á la condición de los ciudadanos, poniéndose 
bajo el patronato y la clientela de un romano: ''Mortuope- 
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regrino^ bona aut tamquam vacantia in fiscum cogebatur^ aut 
prívate adquirebantury si peregrinus ad aliquem veluti pairos 
num adplicuisset eique clientelam dedisset; tune enim^ illo tnor^ 
tuo, patronusjure adplicationis in istius peregrini baña succedt^ 
bat (Ciccr. de orat, lib. I). En apoyo de lo que decimos^ 
podemos citar las leyes sumamente humanas sobre los ñau* 
fragios, hecha para reprimir la codicia de los habitantes de 
las costas, y la moderación digna de elogio del fisco: *^Si 
quando naufragio navis expulsa fuerit ad litus^ vel si quando 
aliquam terram attigerit^ ad dóminos pertineat. Fiseus mrus 
sese non interponat. Quod enim jus habet fiseus in aliena cala- 
mitate ut de re tam luctuosa compendiim secteturV (C. lib. I, 
T. I de naufrag.). 

8. — Posteriormente, cuando Roma sintió la necesidad de 
atraerse á los pueblos vencidos, les concedió algunos privi- 
legios reservados á los ciudadanos romanos, y la severidad 
contra los extranjeros fué mitigada según las condiciones 
de las naciones sometidas; y es importante observar aquf 
de qué modo los diferentes derechos, que eran al principio 
privilegio exclusivo del ciudadano de Roma, fueron, con 
una graduación metódica y una hábil economía, distribui- 
dos entre los diferentes pueblos. A los unos se les concedió 
eiy«^ connubii, creóse para otros ^\jus italicum, y para los de- 
más el derecho del Lacio, dividiéndose los extranjeros en ita- 
lianos, provinciales y latinos. Diferente era el modo según 
el cual se aplicaba el derecho á los pueblos de Italia, del 
Lacio ó de las provincias, y diverso también el derecho de 
los mismos pueblos, ya latinos, italianos ó provinciales, con- 
forme á su condición de municipios, de colonias ó de pre- 
fecturas. La primitiva rudeza fué disminuyendo gradual- 
mente, hasta el punto de que el derecho de ciudad fué con- 
cedido á algunos sin restricción, y se llegó á la constitución 
de Caracalla, que confirió el derecho de ciudadanos á todos 
los habitantes del imperio. "/« orbe romano, qui sunt cives 
sunt Romanir (L. 17, 2 D. de Stat hom.). 

9. — Verdad es que cuando se considera la causa que de- 
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terminó la constitución de Caracalla, la admiración que 
puede causar á primera vista una disposición tan liberal, 
disminuye mucho. Según Dion Casio, Caracalla promulgó 
esta disposición solemne para aumentar el producto del im- 
puesto sobre las herencias, y por esto debe considerarse 
como una medida verdaderamente fiscal. Desde que fué 
promulgada esta constitución, sobre la que se ha discutido 
tanto, se vieron desaparecer los latinos colonos y los pere- 
grinos, que se hallaban en situación de ser ciudadanos ro- 
manos en la época de la susodicha promulgación; pero aún 
hubo latinos Júntanos, y se siguió considerando como pere- 
grinos á los que sufrían una capitis diminutiOy asi como á 
los que, á causa de la conquista, fueron agregados al impe- 
rio. Esto prueba que Caracalla se cuidó del presente, no 
del porvenir, y que no determinó la condición de los habi- 
tantes de las nuevas provincias que se agregaran después 
al imperio. Quien suprimió todas las distinciones fué Jus- 
tiniano, que declaró ciudadanos á todos los habitantes li- 
bres del imperio, y después de él la ciudad no volvió á ser 
un elemento del status, 

lo. — Resulta de todo lo dicho, que si bien fué muy ri- 
gurosa la legislación romana respecto de los extranjeros, se 
fué dulcificando hacia los siglos IV y V de nuestra era, y 
en los primeros tiempos de la formación de los Estados mo- 
dernos, la distinción entre ciudadano y extranjero tenia tan 
poca importancia en comparación de la que había tenido 
bajo la legislación romana, que no puede sostenerse de nin- 
gún modo que los derechos exorbitantes que fueron esta- 
bleciéndose contra los extranjeros en tiempo de la invasión 
de los bárbaros, hayan tenido su origen en el derecho ro- 
mano. 

II. — En la edad media, época de ruda barbarie y de in- 
justas violencias, la condición de. los extranjeros fué suma- 
mente triste. En algunos lugares venían á ser esclavos del 
dueño de la tierra en que habían ido á establecerse; en otros 
se había concedido el derecho de vida y muerte sobre los 

7* 



Digitized by 



Google 



54 

extranjeros, y generalmente no se les permitia la entrada en 
el territorio sino con onerosas condiciones, y se les obliga- 
ba á pagar gravosos impuestos que hacían difícil su per- 
manencia. No nos detendremos á enumerar todos los exce- 
sos cometidos en perjuicio de los extranjeros, pero vamos 
á fijar nuestra atención en uno de ellos en particular, por- 
que revela toda la barbarie de la legislación de los tiempos 
de la edad media contra los hombres venidos de fuera, es 
decir, trataremos del derecho de aubana ó albinagio. 

12. — Estando considerados los extranjeros fuera del de- 
recho común, se les había quitado la facultad de hacer tes- 
tamento, por lo cual los bienes pertenecientes á un indi- 
viduo fallecido en un territorio que no era el de su país, 
eran declarados libres y se devolvían, ya al señor de la tie- 
rra, ya al fisco, aun con exclusión de los herederos legíti- 
mos. Hubo países en que prevaleció la inhospitalaria cos- 
tumbre, en virtud de la que sus habitantes se atribuyeron 
jure hospitiiy los bienes de los extranjeros fallecidos en su 
territorio. Esta monstruosa costumbre de considerar á los 
extranjeros incapacitados de heredar, la hallamos consigna- 
da en las leyes y en las capitulaciones de los bárbaros, y 
consideramos como más probable la opinión de los que 
pretenden que estos últimos la introdujeron cuando fueron 
á establecerse en los territorios conquistados á la caída del 
imperio. Según sus leyes, solamente los que tenían derecho 
á llevar armas podían ser propietarios. 

13. — Desde el siglo IX hallamos designado, bajo el nom- 
bre de aubana, el derecho de apropiarse los bienes de los 
extranjeros, derecho que en los tiempos del feudalismo fué 
ejercido por los señores feudales, quienes se apropiaban los 
bienes de los extranjeros fallecidos en sus dominios. Cuan- 
do más adelante la monarquía hubo sometido á los señores 
y apropiádose sus derechos, el de albinagio fué considerado 
como una prerrogativa de la corona y ejercido como un ver- 
dadero derecho de regalía, hasta la época de la revolución 
francesa y de sus códigos. 
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14. — No están acordes los autores acerca de la etimolo- 
gía de la palabra aubain, que servia para designar á los ex- 
tranjeros. Sapey dice que este vocablo provenía de que los 
extranjeros estaban empadronados en un álbum; sostienen 
otros que el nombre de aubains, que es peculiar de los es- 
coceses, se generalizó para designar á todos los extranje- 
ros; otros consideran esta palabra como derivada de alibi 
natij dándola otras distintas interpretaciones. Lo que hay 
de cierto es que, bajo la fórmula de droit cTaubaine^ dereQlto 
de aubana, se han designado todos los derechos rigurosos 
que pesaban sobre los extranjeros, considerándolos como 
derechos de regalía en la mayor parte de las naciones de 
Europa. 

15. — Debemos observar también que algunos autores 
han supuesto erróneamente que este derecho emanaba de 
los griegos y de los romanos, como sostiene Bodin en su 
Tratado de la República. Se halla combatida esta opinión por 
el testimonio de Ulpiano, que dice que en ciertos casos se 
permitía testar á los extranjeros segán las leyes de su pa- 
tria, por el de Teófilo, que considera como una de las razo- 
nes por las cuales debía admitirse el fideicomiso, la necesi- 
dad de templar el rigor de las leyes relativamente á los 
extranjeros, y por un decreto de Adriano, que consideraba 
como tiránica la costumbre de su predecesor, de confiscarlos 
muebles y demás efectos de los mercaderes extranjeros. Es- 
tos testimonios son suficientes para probar que no debe 
atribuirse al derecho romano el origen del derecho de albina- 
gio. Los que deseen profundizar la materia, deberán leer 
las obras de Bacquet, Denizart, Gaschon y Demangeat. 

16. — Una de las naciones en que el derecho de aubana 
se aplicó en todo su rigor fué Francia, en dond? los extran- 
jeros estaban obligados á pagar cara la facultad que se les 
concedía de permanecer en el país. Inventáronse diversas 
formas de impuestos, que fueron rigurosamente aplicados 
á los extranjeros. No nos detendremos á examinarlos; pero 
haremos notar que los extranjeros no podían obtener justicia 
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sino prometiendo pagar los gastos de la sentencia; que no po- 
dían contraer matrimonio sin pagar un impuesto designado 
con el nombre de droit de for-mariage. Todos los jefes de 
familia, casados ó viudos, estaban, además, obligados á pa- 
gar un impuesto anual, el droit de chevage^ y cuando lo re- 
clamaban las necesidades del Estado, estaban sometidos los 
extranjeros á impuestos extraordinarios y sumamente one- 
rosos. Así fué como por edicto del mes de Septiembre de 
1587, mandó Enrique III que todos los mercaderes extran- 
jeros, sin excluir á los que estaban naturalizados, sacasen 
una cédula para residir en el reino, pagando un impuesto 
especial. Por una declaración de 28 de Enero de 1693, so- 
metió Luis XIII á los extranjeros que residían y poseían 
bienes en el reino á un nuevo impuesto, y Luis XIV, por 
edictos sucesivos, impuso á los extranjeros naturalizados la 
obligación de confirmar su carta de naturalización, pagan- 
do otra. 

17. — Estas medidas rigurosas, fueron á veces dulcifica- 
das, pero solamente en favor de los mercaderes. Vemos, en 
efecto, que para animar á los italianos que comerciaban en 
objetos de lujo y de arte, Felipe V, en 1349, dispuso que: 
"Todas las compañías de mercaderes, y especialmente los 
florentinos, los milaneses, los habitantes de Luca, los geno- 
veses, los venecianos y los tudescos, si quieren comerciar y 
gozar de los privilegios del mercado, tendrán para sí y sus 
dependientes la facultad de residir en dichos mercados, sin 
tener por eso una estación fija en ningún punto de nuestro 
reino, adonde podrán venir libremente, permaneciendo en 
él y volviendo á marchar con sus mercancías y sus conduc- 
tores, sin ser detenidos por nuestras guardias.** Algún tiem- 
po después^ Carlos VII concedió á la ciudad de Lyon tres 
ferias abiertas, y en el edicto de concesión declaró que to- 
dos los mercaderes que frecuentasen esas ferias estarían 
exentos, durante su viaje, su permanencia y su regreso, del 
derecho de aubana, Luis XI, por cartas patentes del mes de 
Marzo de 1462, concedió una cuarta feria, declarando en el 
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art. 9.° que se concedería á los extranjeros el poder testar y 
disponer de sus bienes conforme á sus deseos; que el testa- 
mento hecho durante la feria, 6 inmediatamente antes 6 
después, seria válido y tendría efecto como en la patria del 
testador; que si los forasteros fallecían durante la feria, sin 
testamento, sus verdaderos herederos podrían sucederles 
según los usos, costumbres y estatutos de su patria, como 
si la herencia hubiese tenido lugar en su país. Estas dispo- 
siciones fueron confirmadas luego por Carlos IX, en sus 
cartas patentes de 7 de Agosto de 1579. 

18. — Las mismas medidas de rigor en perjuicio de los 
extranjeros hallamos adoptadas en Inglaterra, templadas 
también más adelante en favor de los mercaderes y en in- 
terés del comercio. Ningún extranjero podía, efectivamente, 
llegar á ser propietario de tierras, y si las adquiría en el 
reino, eran restituidas al rey á título de derecho de albinagio. 
El primer acuerdo del Parlamento en este sentido, se tomó 
en el reinado de Eduardo II, sometiendo todas las tierras 
de los normandos al derecho de aubana y declarando ex- 
tranjero á todo individuo nacido bajo una soberanía extran- 
jera. El estatuto 2.® del decimoséptimo año del reinado de 
este n^onarca, capítulo 12, se expresa de este modo: "El rey 
tomará á título de derecho de albinagio las tierras de los 
normandos, cualquiera que sea el feudo á que pertenezcan, 
salvos, sin embargo, los derechos correspondientes á los se- 
ñores, que tienen dominio sobre dichos feudos." Hallamos 
también en Inglaterra numerosas restricciones impuestas á 
los extranjeros. Por el estatuto 9.** del primer año del reina- 
do de Ricardo III, se estableció que los comerciantes ex- 
tranjeros deberían vender sus mercancías al por mayor y 
solamente en los primeros ocho meses, desde su introduc- 
ción en el reino, empleando su importe en adquisiciones de 
productos ingleses; que ningún extranjero pudiese vender 
ni comprar lana en el reino ni fabricar telas del mismo gé- 
nero; que tampoco podría tener oficio alguno ni ser sir- 
viente. Los que quebrantaban semejantes disposiciones 
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eran castigados con penas rigurosas. El estatuto 13.° del vi- 
gésimo segundo año del reinado de Enrique VIII, im pedia 
á los extranjeros ejercer oficio alguno ó profesión, y Carlos 
II prohibió que se les emplease como agentes en las islas y 
colonias sometidas á S. M. 

19. — No obstante, como el comercio y el interés mer- 
cantil ha sido siempre la principal mira de la nación ingle- 
sa en su política, en sus instituciones y en sus relaciones 
internacionales, se hizo necesario que su legislación res- 
pondiese á las tendencias del pueblo inglés, y para fomen- 
tar el interés comercial concediéronse, según las necesida- 
des, algunas ventajas á los mercaderes extranjeros. Asi es 
que hallamos, hacia los tiempos de Juan sin Tierra, algunas 
disposiciones en favor de los mercaderes, y las encontramos 
aún más numerosas en épocas posteriores, según las necesi- 
dades del comercio. 

20. — Sin que las enumeremos todas, notaremos solamen- 
te que en tiempo de Jorge II, en el vigésimo segundo afto 
de su reinado, para fomentar la pesca de la ballena, se pro- 
mulgó un estatuto por el cual se concedía la ciudadanía in- 
glesa á todo extranjero que hubiese servido durante tres 
años en un buque inglés consagrado á esta pesca. Antigua- 
mente la ciudadanía inglesa se confería por interés político. 
Así es que bajo el mismo Jorge II, en el decimotercio año 
de su reinado, para favorecer la emigración de los protes- 
tantes, que por ser objeto de vejaciones en Europa se refu- 
giaban en las colonias inglesas, se publicó tin estatuto por 
el que se conferia la ciudadanía inglesa á todo extranjero 
que hubiese habitado en las colonias durante siete años. 
Bajo Jorge III, para favorecer la Sociedad de las Indias, 
que tenía necesidad de un empréstito, se concedió á los ex- 
tranjeros el derecho de disfrutar de hipoteca sobre los fun- 
dos libres ó sujetos á enfíteusis existentes en las Indias. 

21. — Todo esto revela el espíritu de la legislación ingle- 
sa, y demuestra hasta la evidencia que en Inglaterra ha sur- 
gido el comercio con las mismas instituciones del país. Asi 
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es que, además de las disposiciones rigurosas relativas á los 
extranjeros y dictadas por el interés comercial, hallamos en 
el quinto año del reinado de Jorge I el estatuto 27, por el 
cual se prohibe á los ingleses trasladar su industria y sus 
fábricas á pais extranjero, bajo pena de perder su naciona- 
lidad y de verse incapacitados de heredar y de recibir nin- 
gún legado en Inglaterra, si no regresaban á los seis meses 
contados desde el día en que recibieran aviso del cónsul 6 
del ministro inglés. 

22. — Las tentativas para templar las disposiciones rigu- 
rosas contra los extranjeros fueron hechas por la Iglesia, la 
cual no podía conciliar los derechos inhumanos de aubana 
y de naufragio con los preceptos de una religión enemiga 
de toda desigualdad entre los hombres; asi fué que, en los 
lugares en que el derecho canónico tenia alguna autoridad, 
se templaron bastante los rigores contra los extranjeros. 
Otros paliativos vinieron á introducir la civilización, el pro- 
greso y la necesidad de ensanchar las relaciones con las de 
otra nación. Así fué como se hicieron los convenios diplo- 
máticos, basados en el sistema de reciprocidad, por los cua- 
les se ha tratado de asegurar á sus propios subditos, resi- 
dentes en país extranjero, algunas ventajas, concediéndolas 
semejantes á los subditos extranjeros que residen en el te- 
rritorio del Estado. 

23. — Varios tratados se han celebrado para la abolición 
del derecho de albinagio^ con cláusula de reciprocidad; pero 
por este procedimiento se hubiera llegado muy tarde á una 
reforma radical de la legislación anterior de los nuevos Es- 
tados, si la revolución de 1789 no hubiera venido á modifi- 
car completamente las bases de todas las cuestiones socia- 
les y políticas. 

24. — La revolución francesa, que tuvo por objeto rei- 
vindicar los derechos del hombre, por las reformas radica- 
les que introdujo en todas las instituciones sociales y por 
las ideas filantrópicas, con las cuales transformó el pasado, 
no podía conservar las barreras que tenían divididos á los 
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pueblos. La Asamblea Constituyente proclamó, en efecto, 
que el derecho de albinagio era contrario á los principios de 
fraternidad que debían unir á todos los hombres, cuales- 
quiera que fuesen su país y su gobierno; que este derecho, 
adoptado en los tiempos bárbaros, debía ser proscrito por 
un pueblo que había fundado su constitución en el respeto 
de los derechos del hombre y del ciudadano, y que la Fran- 
cia libre debía abrir sus puertas á todos los pueblos, invi- 
tándoles á venir á disfrutar, bajo un gobierno libre, de los 
derechos sagrados é inviolables de la humanidad. El 6 de 
Agosto de 1790, formulando la Asamblea Constituyente es- 
tos principios en disposiciones legislativas, decretó la abo- 
lición del derecho de aubana sin reciprocidad, y por un de- 
creto subsiguiente del 8 de Abril de 1791, los extranjeros, 
aunque no residiesen en Francia, fueron admitidos á reco- 
ger la herencia de un francés. Encontramos, además, otras 
disposiciones generosas en favor de los extranjeros, en la 
ley de 9 de Marzo de 1793. 

25. — Cuando al sistema republicano siguió un régimen 
monárquico con el nombre de Consulado, no pudieron triun- 
far las ideas cuerdamente liberales de la Constituyente, 
respecto á los extranjeros. Dos sistemas podían seguirse en 
la redacción del Código civil: ó admitir á los extranjeros al 
goce completo de los derechos civiles sin reciprocidad, lo 
cual hubiera estado conforme con los principios de la equi- 
dad natural, ó consagrar el sistema de la reciprocidad, por 
el que se habrían concedido á los extranjeros algunas venta- 
jas sobre las bases de las relaciones diplomáticas existentes 
con la nación á que pertenecieran. Prevaleció este último 
sistema, y el art. 1 1 del Código civil establece que los extran- 
jeros "gozan en Francia los mismos derechos civiles que los 
concedidos á los franceses, por los tratados con la nación á 
que aquellos pertenecen." 

26. — Dicho artículo, por la forma indeterminada en que 
que se halla redactado, abre ancho campo á lo arbitrario. 
Tal vez se adoptó esta fórmula para dar al Primer Cónsul 
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mayor fuerza ante las potencias extranjeras; pero no puede 
conciliarse con los progresos de la legislación de los tiem- 
pos modernos. Querer que dependa de los tratados el ejer- 
cicio de los derechos civiles de los extranjeros, es un prin- 
cipio de otros tiempos, que hace incierto todo derecho de 
cualquier 'género que sea. Este principio subordina á con- 
sideraciones políticas exteriores, á las alianzas y amistades 
de los soberanos, la condición civil de una clase numerosa 
de individuos que podrían verse privados de sus derechos, 
si una circunstancia cualquiera viene á destruir la armonía 
entre los soberanos. Nos complacemos en creer que no es 
este el espíritu de la ley, y que el legislador francés no podría 
aplicar el art. ii, que se halla en contradicción con los prin- 
cipios de la civilización moderna; pero no cabe duda en que 
la redacción del artículo es anti-liberal, sobre todo, tenien- 
do en cuenta el valor significativo de las palabras: por los 
tratados f y el sentido indeterminado de las otras palabras: 
derechos civiles, por las cuales pueden entenderse todas las 
facultades reconocidas y sancionadas por la ley civil. 

27. — No queremos detenernos á comentar el art. 11; no- 
taremos tan sólo que la interpretación que le han dado los 
jurisconsultos y la manera con que se ha aplicado, han he- 
cho desaparecer los inconvenientes que envolvía su redac- 
ción. En efecto, interpretando benignamente las palabras, 
se ha venido á demostrar que el derecho de propiedad in- 
mueble y los derechos secundarios, que son su consecuen- 
cia, el derecho de comparecer personalmente en el juicio, 
el derecho de contraer matrimonio, aunque sea con una fran- 
cesa, y los demás derechos civiles pertenecen á los extran- 
jeros, independientemente de todo tratado, de suerte que 
la disposición del artículo 11, que sería indeterminada, no 
atendiéndose más que á la letra, ha sido solamente aplica- 
da, por la manera con que se ha apreciado el espíritu de la 
legislación, á ciertos derechos expresamente negados por 
la ley francesa á los extranjeros por razón de reciprocidad, 
como por ejemplo, el derecho de presentarse en juicio co- 
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mo demandante sin prestar la ñ2Lnz2Ljudtcatum solvi; el de- 
recho de heredar ab intestato y de recibir por donación 6 
por testamento, y otras prohibiciones semejantes; quedan- 
do, por consiguiente, establecido, que el extranjero goza en 
Francia de todos los derechos civiles concedidos á los f ran- 
ceces, exceptuando sólo aquellos que les están expresamen- 
te negados por disposiciones especiales de las leyes. 

28. — Observemos finalmente, que las disposiciones rela- 
tivas á todos los derechos de herencia, disposiciones con- 
signadas por los arts. 726 y 912 del Código Napoleón, han 
sido modificadas por la ley de 14 de Julio de 18 19. El art. 
726 aplica textualmente la incapacidad general del art. 1 1 
al derecho de recoger una herencia en Francia, y el art. 912 
establece que no se puede de ninguna manera disponer en 
favor de un extranjero, sino en el caso en que éste pudiera 
disponer en favor de un francés. Estos dos artículos repro- 
ducen, bajo otra forma, el derecho de aubana que se había 
querido proscribir, y como observa Zachariae, por muy gran- 
de que sea la diferencia entre este derecho y el determina- 
do por los dichos artículos, no cabe duda, sin embargo, que 
han sido la consecuencia de las doctrinas de la edad medía. 
La ley de 1819 corrigió esta anomalía, declarando que los 
extranjeros pueden heredar, recibir y disponer de sus bie- 
nes en toda Francia como los franceses, aun sin reciproci- 
dad, excepto en el caso que haya que compartir una misma 
herehcia entre coherederos franceses y extranjeros, pues 
entonces los coherederos franceses pueden apartar de los 
bienes existentes en Francia, una porción igual al valor de 
los que existen en país extranjero, de los cuales sean exclui- 
dos bajo cualquier título, en virtud de las leyes ó de las cos- 
tumbres locales. 

29. — Por lo que se refiere á la condición de los extranje 
ros en Inglaterra en los tiempos modernos, observaremos 
que esta parte de la legislación no ha sido metodizada ni 
regularizada hasta el reinado de la reina Victoria. Se hicie- 
ron algunos ensayos en tiempo de Jorge II, pero fueron in- 
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fructuosos. Por vez primera, en 1843, presentó Mr. Huttá 
la Cámara de los Comunes, un bilí para modiñcar la condi- 
ción de los extranjeros y reformar la legislación en este 
punto. La Cámara de los Comunes juzgó esta proposición 
como demasiado liberal, y el óilltué desechado, manifestan- 
do, sin embargo, el deseo de revisar esta parte de la legis- 
lación, y de disminuir los obstáculos para la naturalización, 
á cuyo ñn, á propuesta del mismo Mr. Hutt, se nombró una 
comisión para estudiar la legislación relativa á extranjeros, 
para proponer las modificaciones oportunas. La comisión 
presentó su dictamen y sus proposiciones el 2 de Junio de 

1843, y después de un largo debate, la condición de los ex- 
tranjeros fué determinada por el estatuto 7 y 8 de Victoria, 
promulgado el 6 de Agosto de 1844, arts. 7.** y 8.** 

30. — Este estatuto modificó varias disposiciones y supri- 
mió algunas; determinó las condiciones para obtener la na- 
turalización y aceptó muchas de las proposiciones del co- 
mité, pero desechó la relativa á que los extranjeros pudie- 
sen poseer bienes inmuebles en Inglaterra, capacidad que 
la política recelosa y poco motivada del Parlamento no qui- 
so conceder. 

31. — No nos detendremos en exponer todos los derechos 
positivos concedidos á los extranjeros por la moderna le- 
gislación inglesa; basta con haber consignado que la condi- 
ción de los extranjeros ha sido legalmente establecida en 

1844, durante el reinado de la reina Victoria, y modificada 
posteriormente por un estatuto promulgado en el onceno 
afto de dicho reinado, cap. 20. Para los pormenores puede 
leerse la obra de Le Barón, en que se encuentra una expo- 
sición exacta de la legislación inglesa.' 

32, — Respecto de España, D. José H. Ramírez, en su 
Diccionario de Derecho Internacional Mexicano, palabra 
ai intestato^ dice: 

33. — "Por la antigua legislación patria, esto es, por la 

I Aquí termina la transcripción de Flore. 
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que se contiene en las leyes de Indias y autos acordados, 
existía, como es sabido, la prohibición expresa á los extran- 
jeros de residir en el pais; asi es que no extraño que las dis- 
posiciones tocantes á los bienes de aquéllos, participasen 
de la misma severidad; y sin embargo, no alcanzaba nunca 
al grado de rigor que tuvieron en Inglaterra: la compilación 
de Monte Mayor y Beleña, en los números 322 á 332, y el 
título 29, libro g."* de las leyes de Indias, contienen varías 
disposiciones á este respecto: disponían que los bienes de 
los que muriesen en América no pasasen á sus herederos, 
pero establecían dos excepciones: la una en beneficio de 
aquellos que estuviesen casados con españolas ó indias, y 
tuvieran hijos de ellas; y la segunda en beneficio de aque- 
llos que viniendo de España, fallecieren á bordo de los bu- 
ques ya fondeados; la razón de esta excepción era que, su- 
puesta la prohibición de las leyes, se presumía que no ha- 
bían desembarcado." 

''En la Legislación española existen, además de las dis- 
posiciones antes referidas, las que sólo se dirigían á las co- 
lonias de América, otras que regían la materia en la metró- 
poli, y aun entre éstas hay que establecer una distinción 
muy importante entre dos clases de leyes ó disposiciones 
diversas; las unas, que dadas para el régimen interior del 
país, formaban el Derecho público interno; y las otras, que 
emanando de tratados y convenciones, formaban el Dere- 
cho externo ó internacional propiamente dicho." 

"En las disposiciones de la primera clase se advierte un 
sentimiento tal de justicia y respeto á los derechos de los 
extranjeros, que no se encuentra en ninguna otra nación; 
sentimiento nacido del principio religioso que, en la época 
á que las disposiciones citadas se refieren, dominaba en Es- 
paña más que en los otros países, y que hacía cuidasen de 
no poner trabas, y antes bien proteger á los que marchaban 
á dar lleno á una peregrinación de piedad. Sea cual fuere 
la causa de estas disposiciones, ellas se refieren á extranje- 
ros transeúntes en España por causa de peregrinación, re- 
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vistiendo el carácter de perfecta justicia, que después de 
varios siglos se ha venido á reconocer para todos los extran- 
jeros." 

"Por las leyes de las Partidas se imponían penas severas 
para aquellos que impidiesen á otros disponer libremente 
de sus bienes por testamento; y como si se hubiera podido 
ofrecer la duda sobre si ellas se referían á los extranjeros, 
la ley siguiente viene á quitar toda duda; su texto, que es 
muy notable, lo insertamos en otro lugar, limitándonos por 
ahora á sólo el epígrafe, que dice: *^ Que pena tnerescen oque- 
lloSj que embargan d los Romeros et d los Pelegrinos que non 
puedan facer sus testamentos*' 

"Por lo que respecta al punto de que aquí nos ocupamos, 
y es el de las sucesiones ab intestatOy la ley siguiente con- 
tiene estas prevenciones: "Muriendo algún Pelegrino ó Ro- 
mero, sin testamento ó sin manda en casa de algún alber- 
guero, aquel en cuya casa muriere, debe llamar omes bue- 
nos de aquel logar, et mostrarles todas las cosas que trae, 
et ellos estando delante, develas facer escribir, non enco* 
briendo ninguna cosa dellas, nin tomando para si nin pa- 
ra otro, fueras ende aquello que debiere haber con derecho 
por su ostalage, ó si le oviesse vendido alguna cosa para 
su vianda. E por que las cosas dellos sean mejor guarda- 
das, mandamos que todo cuanto les fallare, sea dado en 
guarda al Obispo del logar ó á su vicario, é el emvie á de- 
zir por su carta á aquel logar donde era del finado, que 
aquellos que con derecho podieren mostrar que deben ser 
sus herederos, que vengan ó envien uno de ellos con carta 
de personería de los otros, et que gelo darán. E si tal ome 
viniere, e se mostrare según derecho que es su heredero, 
devengelo todo dar; e si por aventura tal heredero non vi- 
niesse, 6 non pudiesse saber donde era el finado, devenlq 
todo dar é despender en obras de piedad, alli do entendieren 
que mejor lo podran facer. E si algún ostalero contra esto 
ficiesse, tomando ó encobriendo alguna cosa, mandamos 
que lo peche tres doblado, todo quanto tomare ó encobrie- 
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re, e que faga dello' el Obispo ó su vicario, asi como sobre- 
dicho es." 

"Estas disposiciones pasaron á la Nueva Recopilación, 
y de ella á la Novísima, en las que claramente se nota que 
el principio religioso fué el que dio origen á estas franqui- 
cias, que más tarde se consignaron en los tratados: dispo- 
nen las leyes de este Código, que si el peregrino muriese 
sin hacer testamento, los alcaldes del lugar do muriese, re- 
ciban sus bienes y suplan de ellos lo que fuere menester 
para su enterramiento, y lo que restare y sobrare, guárden- 
lo y fáganlo saber á nos, porque nos mandemos proveer so- 
bre ello lo que debiésemos de hacer." 

34. — México independiente, en los primeros aftos de su 
vida política, ninguna alteración terminante conozco que 
haya introducido respecto de la legislación Española, en 
cuanto mira al reconocimiento de los derechos civiles de los 
extranjeros. Adoptado el régimen federal de 1824, y calca- 
da la Constitución de ese año sobre la Norte Americana, 
implícitamente se concedían ciertos derechos á los extran- 
jeros, y ya el año de 1836, en la primera de las leyes cons- 
titucionales proclamadas para dejar establecida la Repábli- 
ca Central, se ordenó lo siguiente (arts. 12 y 13): 

'*Los extranjeros introducidos legalmente en la Repú- 
blica, gozan de todos los derechos naturales, y además, los 
que se estipulen en los tratados para los subditos de sus res- 
pectivas naciones, y están obligados á respetar la religión 
y sujetarse á las leyes del país en los casos que puedan co- 
rresponderles." 

"El extranjero no puede adquirir en la República pro- 
piedad raíz, si no se ha naturalizado en ella, casare con me- 
xicana y se arreglare á lo demás que prescriba la ley rela- 
tiva á estas adquisiciones. Tampoco podrá trasladar á otro 
país su propiedad mobiliaria, sino con los requisitos y pa- 
gando la cuota que establezcan las leyes." 

"Las adquisiciones de colonizadores se sujetarán á las 
reglas especiales de colonización." 
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35- — En 1842, una ley especial, de 14 de Marzo, permi- 
tió á los extranjeros que adquiriesen minas y toda clase de 
bienes raíces, con cortas restricciones. 

36. — En 1843 se adoptaron nuevas bases de Constitución 
política, y uno de los artículos aprobados fué el siguiente: 
"Los extranjeros gozarán de los derechos que les concedan 
las leyes y sus respectivos tratados." 

37. — Con posterioridad sólo disposiciones relativas á pun- 
tos particulares podrían citarse, excepción hecha de la pri- 
mera ley general de extranjería de 30 de Enero de 1854. 
Repitió ésta para los extranjeros la libertad de naturalizar- 
se en el país, y reglamentó ciertos puntos de importancia, 
les reconoció por enumeración casi todos los derechos ci- 
viles y consignó el principio de que no gozaban de los po- 
líticos. 

38. — Por último, en 1857, ^^ Constitución Federal de la 
República, declaró, art. 30, que los extranjeros gozan de to- 
das las garantías otorgadas en la misma Constitución á to- 
do estante y habitante del país, declaración de la mayor 
trascendencia, dada la 'extensión de esas garantías conte- 
nidas en el capítulo de los derechos del hombre. 

39. — Con posterioridad sólo hay que tener en cuenta el 
art. 32 de la ley de extranjería de 28 de Mayo de 1886, que 
reconoce á los extranjeros el pleno goce de los derechos ci- 
viles, del mismo modo que á los mexicanos, salvas las res- 
tricciones que la ley Federal establezca, fundada en el de- 
recho de reciprocidad. 

40. — Este artículo, como el tercero del Código Civil Ita- 
liano, de donde se tomó, así como el precepto constitucional 
de que acabo de hacer reminiscencia, serán objeto de la lec- 
ción siguiente. En ésta me he limitado á dar una breve no- 
ticia histórica, indispensable en mi concepto, para formar 
idea exacta de la importante materia á que me he contraído. 

41. — Respecto de las disposiciones mexicanas, reprodu- 
cen con fidelidad el estado de la nación en las diversas épo- 
cas á que ellas se refieren, y manifiestan la evolución favo- 
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rabie á los derechos de los extranjeros, que puede conside- 
rarse ya cumplida. Por lo demás, ha sucedido en la Repú- 
blica lo que en todas partes: el progreso ha sido receloso y 
tardío. 

42. — Esto aparte^ al mismo tiempo que se señalan los tex- 
tos legales, que ese mismo tardío progreso manifiestan, fuer- 
za es referirse á los hechos y á las costumbres, pues unas 
son las leyes y otros los hechos. 

43. — Independientemente de aquéllas, la ilustración y el 
progreso han ido abriéndose paso, sin ser parte á detenerlo, 
ni leyes injustas, ni temores de gobiernos mezquinos. Como 
en Inglaterra, como en Francia y en España, en México los 
extranjeros han gozado de multitud de libertades que las 
leyes no les concedían. Hoy el extranjero no solamente no 
es el enemigo, sino el igual. ¿Por qué no concederle el goce 
de todos los derechos civiles? Felizmente, hechos, costum- 
bres y leyes, se encuentran hoy en perfecta armonía, para 
reconocer al hombre lo que es suyo, y bajo la generosa ini- 
ciativa de naciones cultas y progresistas, fácil es predecir 
los resultados de conquistas cientiñcas, tanto más recomen- 
dables cuanto más retrasadas. 
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LECCIÓN SEXTA. 



Derechos civiles de los extranjeros. — Código Italiano. — Ley mexicana de extranjería, 

I. — El art. 3.^ lib. I del Código Civil Italiano, de 25 de 
Junio de 1865, que comenzó á regir en i.® de Enero de 1866, 
dice á la letra: 

"El extranjero puede disfrutar de todos los derechos ci- 
viles atribuidos al ciudadano." 

2. — Cockbum, en su tratado sobre nacionalidad, dice: que 
si la unidad italiana no hubiera producido más beneficios 
que la promulgación del Código Civil, ya debería consi- 
derarse como un inmenso beneficio para el Reino. 

3. — Así es, en efecto: no hay enemistades ya, ni hostili- 
dad para el extranjero, sino igualdad, igualdad absoluta y 
verdadera, toda vez que no á medias ni en parte, sino de un 
modo universal, se le reconoce el goce de todos los derechos 
civiles, exactamente como á los indígenas. 

4. — Derechos civiles, ¿qué son? Contesta el Instituto de 
Derecho Internacional en su sesión de Oxford (1880). "To- 
dos, menos los políticos y los que de éstos se derivan." 

5.— Ni se diga que Italia de un modo ó de otro, no rinde 
parías al principio de reciprocidad. D. I. L. Vallarta, en la 
exposición de motivos de la ley de extranjería de 28 de Mayo 
de 1886, pág. 184, dice: "Ese Código, digo, concede á los ex- 
tranjeros el goce de los derechos civiles, y sin embargo de 
ello, estaría muy engañado quien creyera que en el Reino 
de Italia no tiene aplicación el principio que estoy defendien- 
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do, porque la legislación italiana aplica esa reciprocidad al 
ejercicio judicial de los derechos, es decir, á la citación de 
los extranjeros ante los tribunales italianos, á la competen- 
cia de los tribunales judiciales del Reino, para juzgar de los 
negocios de extranjeros. Una sentencia* del Tribunal Supre- 
nao de Turin, ha reconocido ese principio en estos términos: 
"Considerando que el art. 14 del Código Civil Francés, or- 
dena que el italiano que haya contratado en Italia con un 
francés, puede ser citado ante un tribunal francés, aunque 
él no resida en Francia; considerando que en presencia de es- 
ta disposición desaparecen las reglas comunes sobre compe- 
tencia, y que si no por reciprocidad, sí al menos por éljus 
retorsionis^ como lo llaman los prácticos, el ciudadano italia- 
no se funda en justicia al demandar la aplicación contra el 
francés, de las reglas de derecho que se aplicarían contra 
él en Francia, según el principio consagrado por la juris- 
prudencia común, quod quisque in alterum statuerit^ ut ipse 
eodemjure uiatur^ Y un jurisconsulto italiano, después de 
citar esa y otras ejecutorias, que han decidido "que el prin- 
cipio de reciprocidad ha de respetarse en las relaciones 
internacionales, como fundado en la razón natural de la 
igualdad del tratamiento, y á falta de la cual hay lug^r á 
ejercer el derecho reiorsionis, agrega que "actualmente se 
debe considerar como un principio establecido en la juris- 
prudencia italiana, que el ciudadano italiano puede, por re- 
ciprocidad, é invocando el art. 14 del Código Francés, de- 
mandar al ciudadano francés ante los tribunales italianos, 
en cumplimiento de las obligaciones contraídas por éste en 
Francia, aunque esas obligaciones debieran ser cumplidas 
en ese país, y anque el francés no se encontrara en Italia."» 
6. — En la lección anterior, con referencia á México, hice 
notar cómo en la ley de 30 de Enero de 1854, se conceden 
de un modo expreso, al extranjero, determinados derechos. 
Además, en diversas leyes constitucionales se consignan 

1 Revue de Droit International. Yol. 6?, pág. 260. 

2 Revue de Droit International. Vol. 8?, págs. 659 y 660. 
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principios de igualdad, de respeto al extranjero, y por modo 
semejante ha pasado en todos los países, ya adoptándose dis- 
posiciones como las referidas, de un modo permanente, ya 
para ciertas épocas ó para las ferias, y ora comprendidos to- 
da clase de extranjeros, ora en especial los mercaderes, quie- 
nes con sus trueques han hecho más patente el beneficio de 
la comunicación de los pueblos entre sí. 

7. — Pero existía siempre la taxativa, la enumeración de 
los derechos, y en el fondo la desigualdad del extranjero con 
el nacional, desde el punto de vista de los derechos civiles. 

8. — No acontece hoy lo mismo, ni acontecerá más adelan- 
te, porque el rumbo está señalado y han de seguirlo por fuer- 
za las naciones civilizadas. 

9. — Como el nacional es padre de familia, marido, tutor, 
ausente; como es propietario de bienes muebles y raíces; 
como ajusta contratos, forma sociedades y lleva su activi- 
dad á todos los ramos de la riqueza pública, del mismo mo- 
do al extranjero nada se le veda, todo le es permitido con 
muy precisas limitaciones y sin que la libertad que se le re- 
conoce alcance á los derechos políticos. Si este progreso se 
compara con la aubana de la edad media y con el adversus 
hostenu de los primeros siglos de la República Romana, 
compréndese desde luego el camino recorrido por la hu- 
manidad. 

10. — El Instituto de Derecho internacional, en su citada 
sesión de Oxford, adoptó esta conclusión: "El extranjero, 
cualquiera que sea su nacionalidad ó sureligión, goza de los 
mismos derechos civiles que los nacionales, salvas las ex- 
cepciones expresamente establecidas por la legislación del 
lugar." 

II. — El Código Civil Belga, el Austríaco, el Español y 
otros modernos, consignan muy semejantes principios al del 
Código Italiano, y es más: los códigos ó leyes de extranjería 
que vayan adoptándose en el porvenir, seguramente toma- 
rán en consideración la iniciativa de Italia. 

12. — Veamos qué ha hecho México en materia tan tras- 
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cendental.' En primer lugar, fuerza es tener presente la de- 
claración del art. 30 constitucional, que reconoce á los ex- 
tranjeros como á los nacionales, el goce de las garantías in- 
dividuales, por la misma Constitución establecidas. 

13. — Son éstas tan extensas, se hallan inspiradas en ideas 
tan liberales y avanzadas, que á la verdad, de pocos derechos 
civiles podría dejar de gozar el extranjero en México, des- 
pués de aprobado esc art. 30 de la Constitución Federal. 
Proscripción absoluta de la esclavitud, libertad de enseñan- 
za, de trabajo, de imprenta, de asociación, de petición; abo- 
lición de pasaportes, de títulos mobiliarios, de leyes priva- 
tivas, seguridad individual, formas tutelares para el juicio 
criminal, inviolabilidad de la propiedad; he aquí el conjun- 
to de lo que nuestra Constitución llama garantías individua- 
les ó derechos del hombre, y como el goce de estos derechos 
va ligado con el de los civiles propiamente tales, resulta que 
con posterioridad á la Constitución poco ó nada quedaba 
vedado al extranjero, que fuese permitido al nacional. 

14. — Sin embargo, derechos del hombre no son derechos 
civiles, ni los comprenden todos. Derechos del hombre, se 
ha dicho, son como políticos y de un orden superior á los 
derechos civiles. Derechos políticos propiamente, en ver- 
dad, no son. De un orden superior á los civiles, tampoco son 
bajo el aspecto que les considero; pero nada importa para 
la investigación que me ocupa. Derechos del hombre en 
vista del acta de ellos que contiene nuestra Constitución y 
de la enumeración de los mismos, son derechos del hombre; 
comprenden en parte los civiles, pero no en todo; éstos tie- 
nen mayor extensión, significan toda clase de derechos, me- 
nos los políticos, y al reconocerse el goce de ellos para los 
extranjeros, ha quedado planteado en toda su plenitud el 
principio de igualdad. 

15. — El diputado Villalobos, decía en el congreso cons- 
tituyente, al discutirse el art. 30 de la Constitución: hemos 

I I. L. Vallarta. Exposición de motivos de la ley de extranjería de 28 de Mayo 
de 18S6. 
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sancionado una acta de los derechos del hombre, y si se tra- 
ta de que los disfrute ó no el extranjero, la disputa queda 
reducida á decidir si el extranjero es ó no hombre. Esto 
aparte, podría el extranjero enseñar libremente sus doctri- 
nas, escribir en la prensa, trabajar sin sujeción á gremios; 
pero al lado de estas libertades, no se le permitiría tal vez des- 
empeñar la tutela, hacer testamento, adquirir bienes raíces, 
servir de testigo, litigar, ser fiador y otros derechos por el 
estilo; mientras que hoy puede todo, en lo penal como en lo 
civil propiamente dicho, en lo mercantil y en todo lo que se 
relaciona con los derechos del hombre, es perfecta y exac- 
tamente igual al nacional, salvas expresas y contadas prohi- 
biciones de las leyes. 

1 6. — Después de tales precedentes, la ley de extranjería 
de 28 de Mayo de 1886, estableció en sus arts. 30 y 32, lo si- 
guiente: 

"Los extranjeros gozan en la República de los derechos ci- 
viles que competen á los mexicanos, y de las garantías otor- 
gadas en la Sec. I del tít. I de la Constitución, salva la facul- 
tad que el Gobierno tiene para expulsar al extranjero per- 
nicioso." 

"Sólo la ley federal puede modificar y restringir los de- 
rechos civiles de que gozan los extranjeros, por el principio 
de reciprocidad internacional, y para que así queden suje- 
tos en la República á las mismas in&apacidades que las leyes 
de su país impongan á los mexicanos que' residan en él; en 
consecuencia, las disposiciones de los Códigos Civil y de 
Procedimientos del Distrito sobre esta materia, tienen el ca- 
rácter de Federales, y serán obligatorias en toda la Unión." 

17. — Por más de un título merecen detenido estudio las 
disposiciones transcritas. 

18. — En cuanto al goce de losderechois civiles para elet- 
tranjero, se admite plenamente. 

19. — Después se cotisigna el principio dé que ese goce 
de derechos sólo puede limitarse por ley federal, y ley fe- 
deral que ha de fundarse únicamente en él principio de re- 
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ciprocidad, de modo que los extranjeros "queden sujetos en 
la República á las mismas incapacidades que las leyes de su 
pais impongan á los mexicanos que residen en él.'* 

20. — No faltó voluntad á nuestros legisladores para con- 
signar el principio de igualdad para los extranjeros de un 
modo absoluto, pero tropezó con la imposibilidad. No es po- 
sible adoptar un principio del que se aceptaría por algunos 
la parte favorable, sin otorgar reciprocidad. La experien- 
cia lo enseña: concederíamos la más amplia libertad al ex- 
tranjero, y éste reclamaría toda clase de derechos y no re- 
conocería en su pais, igual libertad para el mexicano. Esta 
es la razón de la taxativa; si se contesta que las naciones ex- 
tranjeras se hallan animadas de los mismos sentimientos que 
la República, la limitación deja de ser. ¿Qué más puede exi- 
girse? Y no queda á la discreción, ya de las autoridades ad- 
ministrativas, ya de las judiciales, en los casos de su compe- 
tencia, apreciar los casos de reciprocidad; es necesaria la 
intervención de la ley, que por su naturaleza escapa á la ju- 
risdicción local de los Estados y tiene que ser Federal, por- 
que los derechos de los extranjeros quedan bajo el amparo 
del Poder Federal. 

21. — No es posible mayor liberalidad, que ojalá fuese 
imitada por los gobiernos todos, con quienes se halla Méxi- 
co en relaciones comerciales y diplomáticas. 

22. — Es incalculable la importancia de la adopción del 
principio que me ocupa para el definitivo establecimiento 
del Derecho Internacional privado. Discutir sobre la regla 
que domine el estatuto personal, el real, el derecho de las 
obligaciones, ¿qué objeto puede tener, si el extranjero no 
goza de los derechos civiles, lo mismo que el indígena, si las 
limitaciones han de presentarse ácada paso, si se ha de pro- 
hibir testar, adquirir bienes raíces y celebrar contratos? 

23. — Concédase, por el contrario, el goce de los derechos 
civiles, y todas las reglas del Derecho Internacional privado 
obtendrán su más perfecto desarrollo y completa eficacia, 
sean cuales fueren esas reglas y el objeto del derecho á que 
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se refieran. Por el contrario, desconózcase el goce de los 
derechos civiles por los extranjeros y llegaremos á un De* 
recho Internacional privado, deficiente, incompleto y casi 
burlesco. 

24. — Italia dio el primer paso como en todo lo que signi- 
fica adelanto jurídico: las naciones más progresistas la han 
seguido; México á su turno ha cumplido su deber; beneficios 
inmensos reportarán los países que sacrifican tal vez inte- 
reses del momento por el bien de la humanidad, y su ejem- 
pío ha de seguirse por las naciones todas; la razón no sopor- 
ta oposiciones y su imperio es absoluto. Naciones de raza 
latina particularmente, entrarán sin ambages por el camino 
señalado, y las anglo-sajonas, más reservadas, ocuparán su 
puesto al fin, lo mismo que sus hermanas. 

25. — Los sajones nos llaman teóricos; nosotros les llama- 
mos exclusivamente prácticos. Lo peor es que los dos te- 
nemos razón. En el medio está la virtud. La virtud no es de 
este mundo. Es necesario alcanzarla. Y la alcanzaremos, se- 
guro es, y del principio de la igualdad del goce de derechos 
civiles, se derivarán beneficios y más beneficios, que hagan 
aparecer como incomprensible y falsa la verdadera historia 
de otros tiempos, no muy lejanos en verdad. 
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LECCIÓN SÉPTIMA. 



Diversos sistemas de Derecho Internacional privado. — Teoría de los estatutos en ge- 
neral, su origen, sus principios, su importancia en el estudio del Derecho Inter- 
nacional privado. 

I. — Si sabemos ya lo que significan los conflictos de leyes, 
correspóndenos ahora conocer cuáles han sido los sistemas 
propuestos para resolverlos. 

2. — Como el fin principal que actualmente debe propo- 
nerse, quien de Derecho Internacional privado se ocupe, es 
coadyuvar en más ó en menos á que llegue á admitirse un 
sistema general y definitivo del propio Derecho, no me será 
posible detenerme, como desearia, á hacer escrupuloso exa- 
men de todos y cada uno de los sistemas hasta aqui ideados. 
Por otra parte, noticia exacta y prolija de ellos se encuentra 
en los mejores y más conocidos autores, á los que con in- 
discutible ventaja, ciertamente, podrá ocurrir el estudiante. 
3. — En la edad media, á principios del siglo XIV, hízo- 
se sentir la necesidad del Derecho Internacional privado. 
Decaída Roma de su antiguo esplendor, desde el siglo V 
hasta el XII fué presa de los bárbaros del Norte y despe- 
dazada en cien partes; vida propia fueron manifestando ha- 
cía ese último siglo, sus Ciudades, sus Estados y sus Repú- 
blicas; y cuando entre las diversas fracciones de aquella 
tierra, antes dominadora del mundo, comenzaron á estable- 

Laurent.— Bartulo, in Cod. — Savigny, Derecho Romano é historia del Derecho 
Romano en la edad media. 



Digitized by 



Google 



77 

cerse relaciones jurídicas y comerciales bajo la influencia 
de ideas nuevas, que el transcurso del tiempo habfa traído 
consigo, aparecieron los primeros brotes del Derecho In- 
ternacional privado, que andando el tiempo ha ido robus- 
teciéndose y perfeccionándose relativamente. 

4. — Todas aquellas Ciudades y Repúblicas italianas se 
gobernaban por leyes propias, conservando unas en su to- 
talidad el antiguo Derecho romano, otras las leyes de los 
Lombardos, unos de los conquistadores de Italia, imperan- 
do asimismo otras diversas leyes igualmente de origen ger- 
mánico y otras costumbres y otras leyes particulares en ca- 
da lugar, que se disputaban la preponderancia en el anti- 
guo imperio de los Césares. 

5. — No .mostraba en aquella época el resto de Europa es- 
pectáculo más consolador. El feudalismo arraigado en ella, 
la subyugaba por todas partes y á pesar de las desgracias 
de Italia, siempre la pusieron á cubierto del influjo de tan 
venenosa planta, sus tradiciones jurídicas y el culto que á la 
ciencia del derecho se profesaba en algunas escuelas, con 
razón celebradas. 

6. — Por aquellas necesidades, y con ese siglo XI V de la 
era cristiana, nació, como digo, el Derecho Internacional 
privado, proponiéndose sus primitivas reglas por Bartulo, 
por su discípulo Baldo y otros posteriores glosadores. 

7. — Eran estos glosadores, jurisconsultos de nota, algu- 
nos de ellos verdaderamente extraordinarios, que al calce 
de las leyes romanas, las comentaban y explicaban cuida- 
dosamente. 

8. — A los glosadores siguieron los estatutistas ' propia- 
mente tales, y asi es como encontrándose la raíz de la teo- 
ría de los estatutos, principalísima en Derecho Internacio- 

I Muchos autores dicen estatutarios. No en la Academia, pero sí en otros diccio- 
narios, encuentro estatutario^ adjetivo anticuado: lo que pertenece á estatutos, regla 
estatutaria. La Academia dice: estatuario, en la misma acepción; pero defensor ó par- 
tidario de los estatutos, no encuentro razón ninguna gramatical ni filológica, para lia' 
marle estatuario* Sí la encuentro para estatutista. 
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nal privado, en Bartulo, comentario á la ley primera del 
Código, título de Summa Trinitate^ mediados del siglo XIV, 
se presenta desarrollada en toda su extensión por los famo- 
sos estatutistas Duraoulin, D'Argentré, Rodembourg, Her- 
cio, P. y J. Voet y otros eminentes jurisconsultos que escri- 
bieron en los siglos XVI y XVII. 

9. — Heme referido casi indeliberadamente, al aludir á 
las teorías de los autores sobre Derecho Internacional pri- 
vado, á la principal de ellas, la de los estatutos, que aún es 
objeto de concienzudos y profundos estudios por parte de 
los mejores autores contemporáneos; mas lejos de mi la 
idea de que constituya ella el recurso exclusivo que la inte- 
ligencia humana ha suministrado para dar solución á con- 
flictos jurídicos, tan dificultosos como los de Derecho In- 
ternacional privado. 

10. — Por poco que se reflexione, compréndese desde lue- 
go á qué medios ha podido apelarse para conseguir el ob- 
jeto deseado. 

II. — Autores hay que proponen la ley nacional de las 
personas interesadas en determinada relación jurídica; otros 
se fijan en la ley del domicilio de las partes; quiénes atien- 
den únicamente á la ubicación de la cosa, con la que se re- 
lacionan los derechos controvertidos; proclaman otros, co- 
mo ShaeSner, el lugar donde nace la relación jurídica; Sa- 
vigny se inclina á la ley del lugar donde la relación jurídica 
radica ó tiene su asiento. Algunos sostienen la ley de la 
voluntad presunta de las partes, mientras que otros respe- 
tan solamente la ley del lugar donde la relación jurídica se 
desenlaza, en razón de las reglas sobre competencia. Hay, 
finalmente, quienes establezcan una sola regla para resolver 
todo género de conflictos, y otros que admiten varias, según 
la especie de conflictos de que se trate. 

12. — Además, entre los partidarios de un mismo siste- 
ma, propone cada autor, como reglas, sus opiniones propias, 
y en vista de todo esto, sin que á textos ningunos positivos 
haya podido recurrirse, fácil es comprender el estado qué 
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ha presentado en su conjunto, un derecho, que arranca de 
tan lejanas épocas y se halla aún en sus albores. 

13. — A través de tantos elementos contrarios, hanse trans- 
mitido hasta nuestros dias aquellos primeros esfuerzos de 
los glosadores, robustecidos por los escritos de eminentes 
juristas y apoyados poderosísimamente á principios del si- 
glo actual, por el Código Civil francés, que en sus primeros 
artículos consignó la teoría de los estatutos, tal y como se 
comprendía en su época, tan favorable para el adelanto y 
generalización del Derecho civil. 

14. — Posteriormente, muchos Códigos, y entre ellos el 
Mexicano del Distrito Federal, la han adoptado; y queda 
con esto dicho que ha sido objeto de repetidos estudios; pa- 
sando yo á hacer ligera reseña de ella, sin pretender, como 
dejo sobradamente indicado, presentar un cuadro cronoló- 
gico y detallado de sus orígenes, sus progresos y de las di- 
versas fases que ha manifestado. 

15. — Estatuto, Statuto, Statut, Statute, respectivamente 
en castellano, italiano, francés é inglés, vienen de Staiutum^ 
Siare; y significan tanto como establecimiento que rige y 
tiene fuerza de ley en determinado lugar. Tanto se emplea 
para designar una sola disposición, como el conjunto de va- 
rias que forman un cuerpo de derecho ó una legislación, 
mire ésta á las bases constitutivas ó á otra rama cualquiera 
del derecho en general de cada pueblo. La voz estatuto se 
ha usado y usa siempre, en su propia y genuina significa- 
ción, entre todos los pueblos que derivan su lengua de la 
latina. 

16. — Como dejo dicho, las fracciones territoriales en que 
se hallaba dividida Italia en el siglo XIV, se regían por ins- 
tituciones y leyes particulares, que se designaban con el 
nombre de estatuios. Si costumbres áomimb^in en Francia y 
otros países por aquella época, estatutos regían en Italia, y 
la teoría que respetaba estas leyes particulares ó estatutos, 
doctrina ó teoría de los estatutos se ha llamado. 

17. — Llámase también estatuto, al conjunto de reglas ó 
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leyes relativas á determinada materia jurídica; y as! se dice, 
por ejemplo, estatuto personal, para significar las leyes re- 
lativas á las personas, leyes de cualquier pais ó Estado que 
se suponga; de manera que tanto al conjunto de las leyes 
que rigen en un país sobre todas materias, cuanto al con- 
junto de leyes de todos los países á que determinado ob- 
jeto del derecho se refieren, se aplica la palabra estatuto. A 
cada paso encontraremos en los autores estas palabras: es- 
tatuto real, para designar la reunión de leyes referentes á 
las cosas; estatuto formal, con referencia al conjunto de le- 
yes relativas á la forma de los actos jurídicos. 

1 8. — Exacta de todo punto es, sin duda, la observación de 
Laurent á la que voy á referirme, encaminada á dar cabal 
idea de las condiciones en que se formó la teoría de los es- 
tatutos que, como he dicho, desempeña un papel tan impor- 
tante en el Derecho Internacional privado. 

19. — Los glosadores respetaban el derecho romano co- 
mo la fiel expresión de la verdad; le consideraban como ley 
común universal indiscutible, á la cual debían los pueblos 
todos sujetarse, y estimaban los estatutos particulares de 
cada ciudad ó república, como derogación de ese derecho 
universal. Especie de common law inglesa, veían al derecho 
romano en el fondo de todos los derechos, y no concebían 
que nadie intentase substraerse á su dominio, que á falta de 
la fuerza de las armas, la de la razón imponía. 

20. — El Emperador romano, por ficción, se consideraba 
soberano, si no de todo el mundo, cuando menos de Italia; 
y fuerza es de todo punto tomar en cuenta causas tan par- 
ticulares, que ciertamente poco concuerdan con el modo de 
ser actual de la mayor parte de los pueblos de derecho es- 
crito, para comprender los elementos morales que, aduna- 
dos á los reales y de un orden material, dieron origen á la 
teoría á que vengo aludiendo. Consecuencia de estos ele* 
mentos, consecuencia del carácter excepcional que al dere- 
cho romano se concedía, fueron las reglas dé Bartulo y sus 
secuaces; notando con razón Laurent, que probablemente 
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en tales fundamentos arraiga la tendencia de los glosado- 
res, á establecer el predominio de la ley personal sobre la 
ley real, el de la ley romana, á veces, sobre la del estatuto 
particular de cada Ciudad. 

21.— Reglas eran, pues, las de los estatutos, que todos 
aquellos elementos tomaban en consideración, de tal modo, 
que contendiendo dos ciudades italianas, bien pudiera re- 
solverse el conflicto, no á favor de ninguna de las ciudades, 
sino del derecho común, que tanto sobre uno, como sobre 
otro estatuto particular, podía prevalecer. 

22. — Tal era el carácter y las tendencias de las resolu- 
ciones de los glosadores, y si se atiende á que el extranjero 
no era el peregrino de los antiguos tiempos, sino el hués- 
ped con quien se cambiaban productos y riquezas comer- 
ciales, compréndese fácilmente toda la importancia del de- 
recho que á tantas relaciones jurídicas alcanzaba, y conflic- 
tos tan complexos estaba llamado á decidir. 

23. — La teoría de los estatutos, en su mayor desarrollo, 
puede resumirse en las siguientes reglas: 

I.* El estatuto personal, se rige por la ley nacional. 

2.* El estatuto real, por lo que á bienes muebles toca, se 
rige igualmente por ley nacional. 

3.* El estatuto real, por lo que á bienes inmuebles toca, 
se rige por la ley de la ubicación. 

^4,* Las obligaciones y contratos se rigen por la ley del 
lugar en que se celebran, en la parte que se refiere al víncu- 
lo de derecho. Lo que mira al cumplimiento ó ejecución de 
la obligación ó el contrato, se rige por la ley del lugar don- 
dé la ejecución se lleva á cabo. 

5.» El estatuto formal ó sean los procedimientos judicia- 
les y la forma de los actos jurídicos, se rigen por la ley del 
lugar en que tales actos se verifican. 

24. — Además, no sin excepción se aplicaban las reglas 
enunciadas. Con efecto, distinguían los glosadores entre es- 
tatutos favorables y desfavorables. Cedía á los primeros el 

Laúrent. — Droit civil intemational, T. I. 
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derecho común, y no asi á los desfavorables, sobre los cua- 
les predominaba; siendo de advertir, que respecto de la in- 
dicada calificación, casi siempre discrepaban los partidarios 
de la teoría á que me contraigo. 

25. — Por ejemplo, se consideraba generalmente favora- 
ble el estatuto de dudosa clasificación que permitía la resti- 
tución, respecto del menor de edad, y se admitía que tal 
estatuto se respetaría dentro de su territorio y fuera de él 
por su calidad de favorable, como dejo indicado. 

26. — Por el contrario, el estatuto que prohibía á la mu- 
jer heredar, también dudoso, se consideraba desfavorable, 
y por consiguiente, no se admitía su aplicación fuera de su 
territorio, en razón, como digo, de la calidad del estatuto, 
y porque al derecho común romano ó á otro estatuto parti- 
cular era contrario. 

27. — Repito que en esto, más que en otro particular, eran 
constantes las diferencias de los estatutistas. 

28. — Sea de ello lo que fuere, encuéntrase tal vez en la 
distinción que me ocupa, el germen de las limitaciones ad- 
mitidas respecto de la teoría de los estatutos, por la escue- 
la italiana del siglo XIX, la más adelantada, sin duda, entre 
todas las modernas. 

29. — En cuanto á las razones filosóficas que la teoría de 
los estatutos fundan, las recordaré brevísimamente, á reser- 
va de hacerlo con extensión, cuando de cada regla en par- 
ticular me ocupe. 

30. — No es conforme á la justicia ni á la razón, que el in- 
dividuo regido en su persona y relaciones de familia por la 
ley de su país, salga de éste y deba someterse á ley distin- 
ta. Mayor de edad en un lugar, no puede ser menor en el 
lugar vecino; padre de familia en su país, no es posible se 
le desconozca la patria potestad en lugar distinto; y otro 
tanto puede decirse de la potestad marital, de los derechos 
de hijo legítimo, y en general de todos aquellos que al es- 
tatuto personal ó á los derechos de familia pertenecen. 

31. — Las calidades propias del individuo, dependen en 
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gran parte de sus relaciones de ñliación y de las cj 
nes etnográficas de su país, y puestas en ejercicio si| 
un derecho adquirido que sería injusto desconocer. N^^^jj^^ 

32. — Si al estatuto real me refiero, por lo que á inmi 
bles toca, nada más puesto en razón y conveniente que se 
rija por la ley de la ubicación del inmueble. Servidumbres, 
hipotecas, propiedad, posesión, ¿por qué otra ley podrían 
regirse? Ejercen los Estados soberanos, por medio de sus 
gobiernos y poderes públicos, jurisdicción perfecta dentro 
de su propio territorio, y sin desconocer ésta, no puede ser 
admitida vigencia de ley ajena en territorio propio. 

33. — No obra la misma razón por lo que á muebles toca: 
éstos no arraigan en territorio determinado ninguno, y á 
falta de otra ley, deben someterse á ley nacional, del mismo 
modo que las relaciones jurídicas al estatuto personal per- 
tenecientes. 

34. — En cuanto á los contratos, no parece racional que 
en todo y por todo á la ley de la ejecución]queden sujetos; 
y más bien, por lo que atañe á la esencia del contrato y al 
vínculo de derecho, es de suponerse que los contrayentes 
tuvieron voluntad de someterlo á la ley de la celebración 
del contrato. No puede decirse otro tanto por lo que toca 
á la ejecución del contrato; respecto de ésta, es de presu- 
mirse que la voluntad de las partes fué favorable al lugar 
en que se lleva á cabo. 

35. — En materia de contratos, como se ve, se toma en 
cuenta un elemento nuevo, la voluntad de las partes; volun- 
tad que en el pormenor de los contratos puede establecer 
determinadas especialidades, siempre que á ello no se opon- 
gan las prescripciones de derecho público de la ley que al 
contrato rija; voluntad expresa que, respecto de la ley en 
general á que ha de someterse el contrato, con limitación 
del derecho público del lugar, cuya ley se elija y la de la 
nacionalidad de cada uno de los individuos que en la esti- 
pulación intervengan. 

36. — En cuanto á la forma de los procedimientos y de 
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los actos jurídicos, se impone, por decirlo asi, la ley del 
lugar donde se celebran. Absurdo sería pretender forma 
notarial para determinado contrato donde nótanos no exis- 
ten; as! como también exigir tal ó cual requisito ó procedi- 
miento judicial, donde lo repugna la organización judicial 
del lugar. Si de la esencia de los actos jurídicos se trata, 
ríja en buena hora la ley que corresponda y distíngase con 
toda exactitud lo que al derecho y á la forma pertenece; pe- 
ro ésta, indiscutible es que debe regirse por la ley del lugar. 

37. — Por poco que se reflexione, se comprende lo que ad- 
vierte Foelix en el proemio de su tratado de Derecho In- 
ternacional privado, y es que los defensores de la teoría de 
los estatutos la vinculan con la división de los objetos del 
derecho, como la proponía el derecho romano. Tres son 
los objetos del derecho según el párrafo 12, lib. I, tít II, de 
la Instituta de Justiniano: **omne autem jus quo utimur^ vel 
ad personas per iinet y vel adres ^ vel ad actionesr Muchos tex- 
tos romanos expresan que las cosas, asi como los derechos, 
son para los hombres. Pero si se toman en consideración 
las personas sujetos de los derechos y las cosas objeto de 
ellos, falta el vínculo de derecho, el acto jurídico que en- 
gendra el derecho en toda su plenitud y perfección. 

38. — Subdivisiones admite ciertamente esa clasificación, 
que Vinnio llama general y metódica para el estudio del de- 
recho; pero basta á mi intento indicar la relación que guar- 
da con ella, la teoría de que vengo ocupándome. 

39. — Los antiguos, lo mismo que los juristas modernos, 
tan luego como se presenta al estudio algutia materia, han 
buscado sus antecedentes en el derecho romano. 

40. — Hay quienes critiquen semejante sistema. No par- 
ticipo, sin duda, de esta opinión; juzgo, por el contrario, 
muy puesto en razón tal proceder. Los jurisconsultos ro- 
manos, no sólo por sus aptitudes especiales, por la sutileza 
de su ingenio y por su dedicación absoluta al estudio, sino 
por la época y el estado de la sociedad y de las costumbres, 
elevaron la ciencia á una altura prodigiosa. Cuestión tra- 
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tada por los romanos, lo fué casi siempre hasta llegar á las 
bases fundamentales del derecho, y multitud de controver- 
sias, nacidas de relaciones jurídicas perfectamente nuevas 
y modernas, encuentran acertada solución en el derecho ro- 
mano y en las sentencias de sus intérpretes. Si de Derecho 
Internacional privado se hubieren ocupado aquellos ilustres 
jurisconsultos, habrían llegado á los mismos resultados que 
en otras materias llegaron, y poco ó nada vacilaríamos hoy, 
prabablemente, respecto de la verdadera doctrina,. 

41. — Pero estudio semejante era imposible en aquellas re- 
motas épocas, y no me refiero á las doce tablas que consagra- 
ban el principio de que el extranjero ó enemigo se hallaba 
fuera de todo derecho: ^^adversus hostem esterna auctoritasf' 
sino á los tiempos de Antonino y Caracalla, en que se había 
concedido ya al extranjero la plenitud de los derechos del 
ciudadano romano; pues bien, ni en esta época, ni con poste- 
rioridad, nació el Derecho Internacional privado; fué nece- 
sario que se estrecharan las relaciones jurídicas y comercia- 
les de los pueblos para que ese Derecho se hiciera necesario. 

42. — Los glosadores creían encontrar sus principios en 
los buenos tiempos de la jurisprudencia romana, y en reali- 
dad se apoyaban únicamente en sus propios razonamientos, 
sin poder presentir el ensanche que han recibido y recibi- 
rán más adelante. 

43. — Mientras, el extranjero era el enemigo y el bárbaro, 
y aun cuando algunas atenuaciones se hayan concedido á 
esos primitivos rigores, ¿qué derecho puede concebirse? 

44. — Por poco que se reflexione, se comprende que sin 
la creencia universal de la igualdad de los hombres y de las 
naciones, y de la igualdad de los derechos de éstas, no pue- 
de existir verdadero Derecho Internacional. Por esto es 
que hoy existe y antes era un imposible. Cinco siglos han 
pasado desde que se propusieron los primeros principios, y 
triste es confesarlo, el estudio del Derecho Internacional 
privada no ha progresado en relación con el tiempo trans- 
currido. 
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45- — Opina Laurent, y con razón, que el estudio actual 
del Derecho Internacional privado tiene que basarse sobre 
la teoría de los estatutos. 

46. — Así es, en efecto, no porque ella provenga de escri- 
tores notables y tan adictos al derecho romano, ni por es- 
píritu de tradición, ni de escuela, ni por nada que signiñque 
reprobada esclavitud ni criterio erróneo ninguno, sino por 
lo que en sí tiene de justa, de filosófica, de conveniente y 
de ajustada á la razón. Resolveremos los conflictos actua- 
les como si por primera vez se presentaran, como si aque- 
llas disputas entre Venecia, Roma, Genova, Milán, Floren- 
cia, Módena, Asis, Perusia y Bolonia, no hubieran precedido 
á las que hoy se suscitan, por ejemplo, entre los Estados de 
la República Norte Americana ó entre los de la Federación 
mexicana, ó entre éstos y los Estados soberanos extranjeros. 

47. — Sí observaré, para concluir, que aun siendo ese el 
rumbo de nuestras investigaciones, no vagaremos al azar; 
con frecuencia se tratará de principios establecidos por 
nuestros antecesores y podremos aprovechar su ciencia, 
acomodándola á nuevos tiempos y á necesidades diferentes. 



Me he referido en esta lección, á la que tan poco desarrollo be podido dar, al comentario 
de Bartulo, á la ley I, Códig^o de Supnm, Tr/»//., comentario de que soy profundo admirador. 

En dicha ley, los Emperadores Graciano, Valentiniano y Teodosio, se dirigen á todos los 
pueblos que rige su clemencia, y les mandan que estudien los dogmas de la religión católica, y les 
estimulan con premios, y les amenazan coa castigos. 

Acursio, ó sea la Glosa, divide los diversos preceptos de la ley, al referirse á los pueblos que 
son objeto de la solicitud de los emperadores, y pregunta si en todos ellos han de observarse siem- 
pre las mismas leyes, y si el emperador manda por igual en todo el Imperio. 

De estos argumentos de la Glosa, se hace cargo Bartulo, y contesta con una bríllante^ez-. 
posición de la teoria de los estatutos, cuyos primeros fundamentos encuentran los autores en el 
comentario del sabio profesor de Pisa. 

Repito que es para mi admirable el texto á que aludo, y que debe estudiarse con el mayor 
detenimiento. 

No hay una sola cuestión de Derecho Internacional privado, civil ó penal, que no señale 
y resuelva, si bien el tecnicismo que emplea, como es fácil comprender, no es el actual de la 
ciencia. 

Por mi parte, hubiera deseado dar aquí una traducción del comentario á que me refiero, 
pero me ha detenido, sobre todo, la consideración de lo inútil del esfuerzo. 

Tal era el lenguaje y el criterio de los glosadores del siglo XIV, que estudiarlos hoy, es 
punto menos que imposible. 

Consultarlos es cosa diferente, y siempre se ocurrirá con provecho al insigne Bartulo, cuya 
autoridad no ha disminuido desde la remota fecha en que escribió hasta la presente. 
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LECCIÓN OCTAVA. 



Defectos 
de la teoría de los Estatutos. 

I. — Sabido es que en la actualidad, ni es aceptada la doc- 
trina de los estatutos en toda su extensión y que ha sido 
objeto de las más vehementes críticas. 

2. — ^Para señalar los verdaderos defectos de esa teoría, 
seguiré el método más adecuado en mi concepto, á fin de 
que la atención se concentre en lo substancial, sin perderse 
en los pormenores, con notorio perjuicio de la investiga- 
ción general que nos ocupa. 

3.— Por lo que toca á la regla de los estatutistas, aplica- 
ble al estatuto formal, ninguna objeción seria se ha presen- 
tado. Dificultades encuéntranse á cada paso para la aplica- 
ción de la regla, del mismo modo que para la aplicación de 
cualquier principio jurídico; pero substancialmente, repito, 
que juristas antiguos y modernos se hallan de acuerdo res- 
pecto de la regla á que me contraigo. 

4. — Otro tanto puede decirse de los principios relativos 
á los contratos. Poco, muy poco, sostienen los modernos, 
que no encuentre su fundamento en las enseñanzas de los 
estatutistas. 

5. — No sucede lo mismo respecto de las reglas referen- 
tes á cosas y á personas; permitiéndome por el momento 
hacer punto omiso de las cosas muebles, para referirme al 
estatuto real y al personal, únicamente en cuanto aquél 
comprende los bienes inmuebles. 
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6. — He aqui, dicen los contradictores de los estatutos, el 
grave inconveniente de la doctrina: distingue entre leyes 
relativas á las personas y leyes relativas á las cosas, ri- 
giendo las primeras por ley nacional y las segundas por 
ley real. 

7. — Ahora bien: tal distinción no constituye criterio se- 
guro para determinar la ley que deba regir la relación ju- 
rídica que se pretenda resolver. Respecto de actos y de con- 
tratos, se presentarán dificultades de aplicación, pero res- 
pecto de personas y cosas, la distinción no conduce á una 
conclusión verdadera. 

8. — Leyes relativas á las personas y leyes relativas á las 
cosas, se confunden; y por consecuencia, mientras algunos 
pretenderán la aplicación de la ley nacional, otros sosten- 
drán la aplicación de la ley real, precisamente en cumpli- 
miento de los mismos principios. 

9. — Como se comprende desde luego, la objeción no pue- 
de ser más trascendental, supuesto que obliga á formar una 
sola clase de relaciones jurídicas de lo que pertenece á las 
cosas y á las personas, correspondiendo buscar á continua- 
ción una ley común que domine unas y otras. 

10. — Recordaré los fundamentos de la división propues- 
ta por los estatutistas. Ella descansa en la naturaleza mis- 
ma de las cosas. Si tomamos el derecho en su conjunto, par- 
te se refiere á las personas, parte á las cosas y parte á los 
actos, según muy generalmente queda expuesto en la lec- 
ción anterior. Vinnio, en su comentario al párrafo de la Ins- 
tituta, que contiene la división de los objetos del derecho, 
dice: "El fin del derecho, según hemos dicho con frecuen- 
cia, es dar á cada uno lo que es suyo; de modo que es nece- 
sario primeramente saber qué es lo de cada uno, y después, 
cómo ha de dársele. El conocimiento de lo que es de cada 
uno, se toma ó de las cosas ó de los derechos que á algu- 
no corresponden, por razón de su condición y estado per- 
sonal." 

II. — Desde el momento en que las calidades y condicio- 
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nes de las personas dependen de la ley, se comprende fácil- 
mente que las personas forman un objeto del derecho. 

12. — Nadie es menor ó mayor, púber ó impúber, libre 
administrador de sus bienes ó sujeto á interdicción, si no lo 
disponen las prescripciones de las leyes, y siendo esto así, 
forzoso es reconocer que las personas son indudablemente 
objeto del derecho. 

13. — Si se supone un Estado en que todos los hombres 
sean absolutamente iguales, sin diferencia ninguna, ni por 
el sexo ni por la edad, ni por ningún motivo, en ese Estado 
no habría leyes relativas á las personas. Las habría relati- 
vas á las cosas, estableciendo cómo se dividen y hasta qué 
punto son susceptibles de propiedad ú otros derechos se- 
mejantes; pero respecto de las personas, nada establecería 
el derecho. Las respetaría en el estado de naturaleza, como 
perfectamente iguales, sin que ni el principio mismo de 
igualdad formase parte del derecho positivo. Entonces si 
las cosas y nada más que las cosas, serian objeto del dere- 
cho, desde el punto de vista que las considero. 

14. — Pero semejante estado social es imposible; y he aquí 
cómo, de todo punto necesario es tomar en consideración 
las leyes que á las personas, su estado y su capacidad se 
refieren. 

15. — No niego que estas leyes, cuando se referían á la 
esclavitud en sus diversos grados y establecían otras limi- 
taciones del derecho individual, como acontecía entre los 
romanos, tendrían carácter diferente del que hoy tienen; sin 
embargo, dependiendo todas las condiciones del estado del 
individuo de la ley, forzoso es, repito, reconocer que exis- 
ten leyes al estatuto personal pertenecientes. 

16. — Demostrar la existencia de leyes que á las cosas se 
refieren, no es necesario en mi concepto. Dividir las clases 
de las cosas, definir el derecho de propiedad, de posesión, 
de servidumbre y otros, indiscutible es de todo punto que 
constituye materia á las cosas perteneciente, y comprénde- 
se á primera vista, qué confusión tan grande no se causaría 
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y cuan poco fructífero sería el estudio del derecho, si su 
división en los objetos indicados no se aceptara. 

17. — Pero se dice: el hombre es sujeto de todos los dere- 
chos, y las cosas son objeto de los mismos derechos; y re- 
sulta de aquí una conclusión importante. Ley que adjudica 
tal ó cual cosa á determinado individuo, se ocupa de éste y 
se ocupa de la cosa; no es posible separar ambos objetos en 
el ejercicio del derecho. Se establece, por ejemplo, que el 
menor no puede enajenar sus bienes, y esto se refiere al mis- 
mo menor, supuesto que le limita sus facultades personales 
y le impide ejercitar determinados derechos, refiriéndose la 
propia disposición á los bienes, supuesto que significa un 
modo de ser, particular de ellos, y una imposibilidad legal 
de enajenarlos, si no es bajo ciertas condiciones. 

18. — ¿Esa prohibición de la ley, pertenece al primero ó 
al segundo objeto del derecho? Contestan los estatutistas: 
al primero, porque contiene una restricción de los derechos 
del individuo, y una modificación de sus facultades como 
personalidad jurídica; cierto que la modificación del estado 
de la persona, puesta en ejercicio, se refiere á determinados 
bienes, pero los resultados que en aquellos bienes se hacen 
sentir, son nada más que consecuencias de lo principal; esto 
es, que el menor no goza de la plenitud de sus derechos. Si 
se presentara, pues, un conflicto de leyes entre dos países, de 
los cuales acepta el uno, con sus acostumbradas limitacio- 
nes, el estado de minoridad y no el otro, se decidiría el con- 
flicto á favor del que lo aceptara, conforme á la regla de los 
estatutos que preconiza la ley nacional, no permitiéndo- 
se, en consecuencia, al menor, la libre enajenación de sus 
bienes inmuebles, cualquiera que fuese el lugar de la ubi- 
cación de ellos. Refiérese, si, la ley que voy suponiendo, 
á las personas y á las cosas; pero principalmente á las 
personas, y por la ley propia de éstas debe regirse el con- 
flicto. 

19. — No son de suponer, sino en casos excepcionales, le- 
yes que exclusivamente á las personas se refieran, y esto- 



Digitized by 



Google 



91 

más bien que de la misma ley, depende de las circunstan- 
cias en que se aplica; así, por ejemplo: el púber menor de 
veintiún años no es sui juris; esta ley, si se califica única- 
mente para la celebración del matrimonio, es de estatuto 
personal; pero si se inquiere cuáles son los derechos del me- 
nor en los bienes que forman la sociedad legal por el ma- 
trimonio constituida, resulta ley real, ó dudoso, mejor di- 
cho, su carácter. 

20. — No hay razón para reprobar la división romana de 
los objetos del derecho; únicamente es necesario darle el 
sentido en que se propone. Cuando se trata de un derecho 
de los que se ejercitan diariamente en la vida práctica, rara 
vez se fundará en toda su extensión en una sola disposición 
jurídica, sino que necesario será invocar en su apoyo mul- 
titud de ellas. Para la propiedad, por ejemplo, se recurre á 
todas las disposiciones relativas á la igualdad y á la capa- 
cidad del hombre, así como á la propiedad tal como la re- 
conoce determinado derecho civil; pero esto no quita que, 
tomada la relación jurídica en su conjunto, pertenezca más 
bien á uno que á otro objeto del derecho; por esto los esta- 
tutistas no dicen que pertenece al estatuto personal aque- 
llo que exclusivamente á ese estatuto se refiere, sino aque- 
llo que de un modo principal se liga con él, independiente- 
mente de que se refiera también á las cosas; correspondiendo, 
por el contrario, al estatuto real, lo que por modo principal 
le pertenezca, aun cuando secundariamente interese á las 
personas. 

21. — En consecuencia, se presenta desde luego la prime- 
ra atenuación respecto de la objeción propuesta. Las leyes 
en general, arguyese, se refieren á personas y cosas simul- 
táneamente; luego no es oportuna la distinción de los esta- 
tutos, ni conduce á la segura aplicación de determinada re- 
gla. Se contesta, que evidentemente se refieren las leyes en 
lo general á personas y á cosas; pero no directa y primaria- 
mente á ambos objetos del derecho, dominando siempre, 
por el contrario, un elemento, el cual constituye fundamen- 



Digitized by 



Google 



92 

to bastante para la aplicación de determinada regla. Ya ve- 
remos más adelante cómo no satisface la respuesta. 

22. — Estos precedentes conducen naturalmente á una re- 
gla de la mayor importancia para la recta aplicación de la 
teoría de los estatutos, y es ésta: en toda relación jurídica 
debe distinguirse cuidadosamente lo que pertenece á cada 
objeto del derecho para regirlo por su ley propia. No sola- 
mente todos los airtores están conformes en esta regla, sino 
que sus fundamentos ñlosóñcos se comprenden desde luego: 
lo que se dice de un estatuto se dice de él únicamente, sin 
que jamás haya podido imaginarse que lo que se comprende 
justo y filosófico para uno, lo sea para otro, mezclándolos y 
confundiéndolos. 

23. — En la más sencilla relación jurídica que se suponga, 
se encuentran siempre elementos que pertenecen á diversos 
objetos del derecho. Asi, por ejemplo, un menor compra bie- 
nes raices en un lugar que no es el de su nacimiento; pues 
bien, hay que tener en consideración el estatuto personal 
para decidir acerca de la menor edad; la ley de la ubicación 
del inmueble, por lo que pueda importar para el régimen y 
modo de ser de la propiedad; en cuanto á la forma del con- 
trato hay que considerar la ley del lugar, y hasta es posi- 
ble que para la adquisición del inmueble la ley de la patria 
del menor, exija la información de utilidad, permiso judi- 
cial ú otras de las formalidades llamadas habilitantes y que 
obligarían á hacer un examen de la condición y calidad del 
mismo menor, para decidir qué ley había de regir aquéllas. 

24. — Algunos hay tan obcecados, que suponen que por- 
que en una relación jurídica determinada parte se halla su- 
jeta á tal ó cual ley, lo ha de estar del mismo modo todo lo 
que forma la propia relación. Nada más inexacto y más ab- 
surdo. Si porque tiene que calificarse la mayor edad, se juz- 
ga de la extensión del derecho de propiedad y de la forma 
del acto, por ley nacional, ¿se estará en lo justo? No evi- 
dentemente; porque del mismo modo podría raciocinarse 
para regirlo todo por la ubicación del inmueble y por la ley 
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del lugar donde se diera forma al contrato. Jamás han pre- 
tendido tales absurdos los estatutistas; repito que es nece- 
sario deslindar lo que á cada objeto del derecho pertenece 
y regirlo por ley propia, hasta donde la naturaleza de la re- 
lación jurídica lo consienta. 

25. — A esta regla agregúese la que antecede, de que no 
es necesario que tal 6 cual prescripción legal se refiera ex- 
clusivamente á un estatuto, sino primaria y principalmente, 
y con esto se habrán evitado multitud de dificultades, por- 
que no hay que olvidar la preciosa enseñanza de Savigny, 
de que la teoría de los estatutos en muchos casos conduce 
á una solución verdadera; y me permito agregar, que si esto 
es así, es de investigarse por qué no conducirá igualmente 
á la solución de otros casos, que hasta hoy no puede decidir. 

26. — No obstante toda la eficacia de las dos reglas que 
anteceden, la que demuestra, sin duda, la experiencia diaria, 
subsiste el problema en toda su dificultad. 

27. — Efectivamente, casos hay en que aun deslindando 
todo lo accesorio y precisada la relación jurídica, la questio^ 
no es posible decidir si pertenece á las personas ó á las co- 
sas, porque ni primariamente se acerca á uno ó á otro objeto 
del derecho, sino que á ambos atañe igualmente, y la duda 
obscurece las más claras inteligencias, y el ánimo se halla 
perplejo para decidir la disputa. 

28. — Llegando aquí, no desconozco que sería el momento 
de presentar competente copia de ejemplos, que pusieran 
de resalto la verdad de lo que dejo expuesto en orden á la 
ineficacia de la teoría de los estatutos. Algunos autores lo 
hacen así, pero la generalidad rehuye el escollo, y por mi 
parte haré otro tanto. Comprueba efectivamente la lectura 
de los estatutistas, que su diversidad de opiniones respecto 
de casos especiales, ha engendrado las disputas intermina- 
bles que han redundado en perjuicio de los principios. ¿No 
se trata, por ventura, de casos dudosos, que así califican los 
más encumbrados jurisconsultos y para precisar cuya na- 
turaleza se confiesan impotentes? La duda excluye la certe- 
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za, y tal caso, para mí obscuro, puede ser claro como la luz 
para mi colega, de mayores conocimientos. Varias relacio- 
nes jurídicas han creídose pertenecientes á un estatuto, y con 
el tiempo se ha venido á comprender que pertenecen á otro; 
y así se cambiará de opinión continuamente; y basta lo ex- 
puesto, según mi parecer, para evitar los ejemplos, en el 
punto mismo en donde el buen método y la lógica parecían 
exigirlos con apremio. 

29. — Indicaré, no obstante, que todas aquellas disposicio- 
nes legales que á la adquisición de los inmuebles se refie- 
ren, ligándola con la calidad de las personas, son en las que 
la duda se presenta como imposible de esclarecimiento. Muy 
principalmente las cuestiones de dote, sociedad legal y ad- 
ministración de bienes matrimoniales, han dado, desde hace 
siglos, lugar á vehementes discusiones, sin haberse podido 
jamás poner de acuerdo los estatutistas; y conste que no se 
trata de estudio, de ingenio ni de sutileza, sino de confu- 
sión y vaguedad, por razón de la naturaleza misma de la 
materia jurídica á que en abstracto me refiero. 

30. — Y he aquí cómo algunos autores proponen su es- 
tatuto mixto, comprendiendo en éste el conjunto de dis- 
posiciones que simultáneamente se refieren á las personas 
y á las cosas, al estatuto real y al personal. Llámense du- 
dosos á los casos de que he venido ocupándome, llámense 
de estatuto mixto, no importa; el nombre no altera la cosa. 
Los mejores autores rechazan esta subdivisión, y la creo, en 
verdad, dañosa, y propicia para que jueces poco cuidado- 
sos recurran en toda dificultad á ella, y lleguen á decisio- 
nes injustas. Lo dificultoso, lo trascendental, no es propo- 
ner subdivisiones de los estatutos, sino enseñar las reglas 
para resolver las cuestiones á esas subdivisiones pertene- 
cientes. 

31. — Confieso que en multitud de casos puédense, en mi 
concepto, hacer con feliz éxito las distinciones y aprecia- 
ción á que anteriormente he hecho referencia; pero sosten- 
go que hay otros que no las admiten, y evitando toda pe- 
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ligrosa discusión casuística, quede establecida la duda, co- 
mo defecto capital del sistema de los estatutos y como pun- 
to de partida para las investigaciones científicas posteriores 
acerca de los principios que á él deban substituir. 

32. — Quiero exponer la dificultad en toda su extensión. 
Tolo lo dicho se refiere á una sola legislación. En vista de 
sus preceptos que resultan deficientes, ha de calificarse la 
relación jurídica y el objeto del derecho á que corresponde. 
Pues bien: no es una sola legislación la que ha de tenerse 
en cuenta, sino dos ó más, como sucede en todo confleto; 
de tal modo, que aun cuando llegue á poderse decidir la 
duda conforme á una legislación, puede la otra, en conflic- 
to, disponer lo opuesto diametralmente. Supóngase, por 
ejemplo, que tras de un dilatado estudio se llega á precisar 
el carácter personal del derecho de primogenitura que esta- 
blezca un Estado y que debe ejercitarse respecto de inmue- 
bles ubicados en Estado diferente. En éste, del mismo mo- 
do, se reconoce que el derecho de primogenitura tiene un 
carácter excepcional, exclusivamente real y que con el ré- 
gimen de la propiedad se liga; de manera que conforme á 
una ley puede pedirse por el primogénito la totalidad de los 
inmuebles, y conforme á otra, en apariencia igual, puede úni- 
camente otorgarse la mitad de ellos, ¿Qué ley decidirá el 
conflicto? 

33. — "Lex Fori," ley del lugar donde se desenlaza la re- 
lación jurídica, no es posible recurrir á ella, porque puede 
ser la del lugar del fallecimiento del padre del primogénito 
ó cualquiera otra accidental, que ninguna razón habría para 
invocar á su favor. 

34. — Como se ve, el origen de la duda no es el mismo en 
el caso que propongo que en el primero de que me he ocu- 
pado en esta lección; pero el resultado es idéntico; no es 
posible determinar la clase de relación jurídica que se tie- 
ne á la vista, resultando, por consecuencia, imposible la 
aplicación de las reglas de los estatutos. 

35. — Más adelante volveré sobre todas estas particulari- 
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posición general. 

36. — Como si no fueran bastante graves las díñcultades 
indicadas, preséntase otra, no de tanta entidad, pero que si 
requiere resolución acertada por parte del internacionalista. 

37. — Dice Savigny, y dice con razón: "La mayor parte 
de las relaciones de derecho, no conciernen á una sola per- 
sona, sino á varias personas al mismo tiempo. En todos es- 
tos casos no nos ofrece nuestra regla decisión ninguna, pues 
no nos indica medios para reconocer entre las diversas 
personas á quienes concierne la relación de derecho, aque- 
lla cuya ley debe determinar la aplicación de su derecho 
local/' 

38. — Así es, en efecto; dos leyes personales pueden en- 
contrarse en oposición: no hay duda sobre el carácter de 
ellas. ¿Cuál de las dos deberá prevalecer? 

39. — Siempre, por supuesto, que no puede conciliarse el 
respeto á las dos leyes simultáneamente, se aplicará la de 
aquel que domine, en vista de la clase de la relación jurídi- 
ca de que se trate. En algunas relaciones jurídicas, posible 
será determinar desde luego los derechos de qué personas 
prevalecen sobre los de otras; no sucederá otro tanto en la 
generalidad de las relaciones jurídicas; y sin poderse llegar 
á otra conclusión que la enunciada anteriormente, quede 
para más adelante indicar ciertas reglas de derecho, con ob- 
jeto de establecer la preferencia que al derecho de una par- 
te debe concederse respecto del de otra. 

40. — Dos palabras sobre cosas muebles. Suponen los es- 
tatutistas que no tienen ubicación determinada, y á falta 
de otra ley, las someten á la ley personal: mobilia non habent 
sequelam, Mobilia ossibus inhcerenty personam sequuntur. Los 
partidarios de la moderna escuela italiana suponen, por el 
contrario, que la ubicación de las cosas muebles, si bien pue- 
de cambiarse sucesivamente hasta lo infinito, en un mo- 
mento dado, es tan cierta como la de los inmuebles, y por 
esto las sujetan á la ley general del sistema, la personal con 
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las limitaciones que más adelante veremos. Resulta, pues, 
que por razones opuestas, los estatutos, como la escuela que 
los substituye, someten las cosas muebles á la ley personal. 
No hay, pues, oposición entre uno y otro sistema, al menos 
en cuanto á la parte dispositiva de las reglas. Baste esto 
para evitar otras observaciones que me reservo, deseoso, 
como dije al principio, de no distraer la atención con nada 
secundario, para reconcentrarla completamente en el pun- 
to capital, objeto del estudio de los internacionalistas. 

41. — ^¿Puede inferirse de todo lo expuesto que aquella di- 
visión de los objetos del derecho, en personas, cosas y ac- 
ciones, sea errónea y no conforme con la naturaleza de las 
cosas? No seguramente; ella es exacta, filosófica y verdade- 
ra, como teórica y adecuada para el estudio de la ciencia. 
Bajo este concepto es inatacable, pero extendida á otros 
fines, es decir, á servir de base para resolver los conflictos 
de Derecho Internacional privado, no es igualmente idó- 
nea. Por mucho que se dividan las leyes en determinadas 
clases, siempre se dirigen en conjunto al derecho del hom- 
bre, cuyas manifestaciones son infinitas, y por esto es que 
la repetida división no nos conduce fácilmente al término 
ideado por los estatutistas. Sin embargo, no es posible aban- 
donarla por completo, como enseñan los grandes maestros, 
y fuerza es seguir su rumbo, buscando siempre principios 
más seguros. 

42. — En la próxima lección me ocuparé del moderno sis- 
tema italiano, particularizando las modificaciones que con- 
tiene respecto de la teoría de los estatutos, á efecto de lle- 
nar sus deficiencias. 
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LECCIÓN NOVENA. 



Sistema Italiano. — Derecho público. — Sus caracteres. — Dispodciones del Código Civil 
Italiano. — Laurent, proyecto de Código Belga. — Ley personal.— Ley real. — Ob- 
servaciones respecto del Código Civil Italiano; 



I. — Expondré, con la mayor exactitud posible, la doctri- 
na italiana, tomando en consideración los artículos del Có- 
digo Civil Italiano que la sintetizan, y las enseñanzas de los 
autores. 

2. — En la Respública máxima gentium^ que seg^n la ex- 
presión de Wolf, forma el conjunto de los pueblos sujetos 
al Derecho Internacional, buscan éstos los medios de dejar 
á salvo su integridad material y moral, su identidad propia, 
con todos sus caracteres y prerrogativas. Así como el in- 
dividuo que forma parte de una sociedad particular, aspira 
á que sus derechos todos sean reconocidos y respetados, 
asi en la sociedad de las naciones libres, buscan éstas que 
sus derechos no padezcan alteración ni menoscabo; pero la 
entidad nación no se limita al ejercicio de sus derechos pro- 
piamente tales, vida propia tiene en todo aquello que sig- 
nifica manifestación de sus energías de todo género, y la ley 
que garantiza todas esas condiciones de vida, por fuerza ha 
de ser más amplia que las que resguardan los derechos é 
intereses de los individuos. No son únicamente derechos 
civiles los que constituyen el desarrollo de la vitalidad de 
una nación; y de aquí que el Derecho Internacional abrace 
diversos objetos que el Derecho Civil. Los principios eco- 
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nómicos, religiosos, las costumbres, las tradiciones, todo es- 
to determina la identidad de cada pueblo, y resguardar esta 
identidad en su progreso y desarrollo, debe ser el objeto del 
' Derecho Internacional privado. 

3. — Indiscutiblemente existen en cada nación, multitud 
de leyes que se refieren á derechos de los particulares, ó 
bien que interesan á la nación en general y que vienen á 
constituir modificación, regla ó establecimiento, que con su 
modo de ser especial y con su identidad se relacionan. To- 
das las disposiciones legales que se supongan, por fuerza 
atañen á los individuos y á la nación, pero algunas de ellas 
refiérense á los individuos como tales y no interesan prima- 
riamente á la nación; otras, por el contrario, directamen- 
te se refieren á la comunidad é influyen sobre su modo de 
ser especial, su carácter propio y sobre su conservación y 
desarrollo. 

4. — Á estas disposiciones trascendentales á que vengo 
refiriéndome, llamaré desde luego de orden y de derecho 
público, para facilitar la exposición del sistema italiano, sien- 
do así, que á esas propias disposiciones, á ese derecho pú- 
blico, á ese conjunto de leyes que determinan la identidad 
de un pueblo y constituyen sus condiciones necesarias de 
vida y desarrollo, en sus relaciones con los demás, recurre 
el sistema italiano para encontrar nuevo criterio de Dere- 
cho Internacional privado, abandonando la senda que si- 
guieron los estatutistas. 

5. — Salvar la identidad de cada pueblo, conservar sus 
condiciones particulares de progreso y desarrollo, conser- 
var incólume su derecho público, he aquí el principio de 
donde deben derivarse las reglas de Derecho Internacional 
privado. 

6. — No investigaremos ya si una ley restringe ó ensan- 
cha los derechos de las personas ó si se refiere á bienes in- 
muebles ó si atañe á uno ú otro objeto del derecho, nada 
importa todo esto; sea de la clase que fuere la ley de que 
se trate, examinaremos únicamente si interesa al derecho y 
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al orden público de las naciones. Si esto fuere as!, le dare- 
mos efecto extraterritorial, y si así no fuere, no se exija el 
predominio de la ley propia en territorio extraño. 

7. — Mucho importa fijar el principio fundamental del sis- 
tema italiano, que á su tiempo veremos las aplicaciones á 
que puede dar lugar, tratándose del Derecho Internacional 
privado Penal. 

8. — Adoptado el principio enunciado, lógicamente de- 
ben desde luego establecerse las siguientes reglas. 

9. — En el Estado á cuya ley se trata de dar efecto ex- 
traterritorial. — Las leyes relativas al derecho público del 
Estado, tienen efecto extraterritorial. Las leyes no referen- 
tes al derecho público del Estado, no tienen efecto extrate- 
rritorial. 

10. — En el Estado en cuyo territorio se trata de dar efec- 
to extraterritorial á la ley extranjera. — Son de respetarse 
leyes extranjeras relativas al derecho público de Estado ex- 
tranjero. No son de respetarse leyes extranjeras, no relati- 
vas al derecho público de Estado extranjero. 

II. — Considero el derecho público como elemento acti- 
vo, pero la primera regla de reciprocidad en el Estado que 
recibe la aplicación de ley extranjera, puede no ser tan ab- 
soluta como queda expuesto. Posible es que si derecho pú- 
blico exige aplicación de ley extranjera, derecho público 
del lugar de la ejecución se oponga á la aplicación del pri- 
mero. Dos derechos públicos en oposición, ¿á cuál se con- 
cederá la preferencia? Sin disputa al del lugar de la eje- 
cución ó en que se desenlaza la relación jurídica. No es po- 
sible la igualdad de las leyes entre sí, y el derecho público, 
como principio, tiene que tomarse en consideración, obran- 
do al mismo tiempo en dos ó más Estados en conflicto. 

12. — Siendo esto así, desde luege se presenta esta adi- 
ción á las reglas de reciprocidad á que vengo refiriéndome. 
Son de respetarse leyes extranjeras relativas al derecho pú- 
blico de Estado extranjero, en tanto no se opongan con el 
derecho público del lugar en que la ley recibe su ejecución; 
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regla que trae consigo, necesariamente, la limitación de la 
correlativa 6 recíproca, establecida para el Estado á cuya 
ley pretende darse efecto extraterritorial; debiendo asi que- 
dar redactada aquella primera regla: Leyes relativas al de- 
recho público del Estado, tienen aplicación extraterritorial, 
en tanto no lo impida el derecho público del lugar de la 
ejecución. 

13. — Queda, pues, considerado el derecho público con 
sus dos caracteres de activo ó positivo y negativo, con las 
preeminencias del segundo respecto del primero, conformes 
con la naturaleza de las cosas y únicamente no comprendi- 
das en las reglas anteriores, las disposiciones que no atañen 
al derecho público de ninguno de los Estados interesados 
en la contienda, y cuya aplicación ninguno de ellos reclama 
en ningún sentido. Estas disposiciones de orden secunda- 
rio, ¿qué ley las regirá? ¿La del Estado que pretende dar 
efecto extraterritorial á su propio derecho 6 la ley del lu- 
gar? Seguramente será ésta á la que corresponda la prefe- 
rencia. 

14. — Veamos cuál ha sido el desarrollo del principio del 
derecho público conforme al Código Italiano de 1865, al 
que varios otros códigos modernos han seguido casi literal- 
mente. 

Art. 6."* El estado y capacidad de las personas y las re- 
laciones de familia, se regularán por las leyes de la nación 
á que aquéllas pertenezcan. 

Art. 7.** Los bienes muebles están sometidos á las leyes 
de la nación del propietario, salvo lo dispuesto en contra- 
rio en la legislación del país en el cual se encuentren aqué- 
llos. Los bienes inmuebles están sujetos á las leyes del país 
en que radican. 

Art. II. Las leyes penales, de policía y seguridad pú- 
blica, obligan á todos los que se encuentren en el territorio 
del reino. 

Art. 12. No obstante las disposiciones de los artículos 
precedentes, en ningún caso las leyes, contratos y senten- 
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cías de un país extranjero, ni las disposiciones y contratos 
particulares, podrán derogar las leyes prohibitivas del rei- 
no que se reñeren á las personas, á los bienes ó á los con- 
tratos, ni las que en cualquier forma interesen al orden pú- 
blico y á las buenas costumbres. (Traducción de Romero 
Girón. 

1 5. — ^¿Concuerdan estos artículos con el principio fun- 
damental del derecho público que les ha dado origen? 

1 6. — El art. 6.** trata de leyes correspondientes al esta^ 
do y capacidad de las personas, y ordena que se rijan siem- 
pre por ley personal. El art. 7.** ordena que los inmuebles 
se rijan siempre por ley de la ubicación. 

17. — Cierto es que respecto de la ley personal, confor- 
me al art. 12, queda establecido que ella ha de aplicarse en 
tanto no se oponga el derecho público del lugar en que se 
desenlaza la relación jurídica. 

18. — En cuanto á bienes inmuebles, admitida en el sen- 
tido que lo está la expresada regla, no era posible imponer 
la limitación del derecho público del lugar. 

19. — A primera vista, en verdad, no parecen conformes 
los artículos del Código con el principio fundamental del 
derecho público. La ley personal se respeta en todo y por 
todo cuando se trata de estatuto personal; la ley real cuan- 
do se trata de estatuto real. El derecho público figura úni- 
camente como limitación de la ley personal, en los casos que 
corresponde aplicarla. 

20. — Mancini, autor de esos artículos, refiere que fueron 
modificados por la comisión encargada de la formación del 
Código.* Laurent, más explícito, indica cómo tales artícu- 
los no contienen, en realidad, las teorías italianas,* porque 
algunos de los autores de dicho Código no pudieron des- 
prenderse del espíritu de tradición y adoptaron reglas muy 
semejantes á las que hasta esa época habían sido recibidas 

1 Journal, D. I., P. 1874, pág. 322. Informe presentado al Instituto de Derecho 
Internacional, en su sesión de 1874. 

2 Proyecto de Reformas al Código Civil Belga, tít. preliminar, secc. II. 
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como verdaderas. Así es, en efecto: compárense los artícu- 
los del Código Italiano con las reglas de los estatutistas y 
se verá que afectan pocas diferencias, si bien contienen un 
elemento nuevo, el derecho público, como limitación de la 
ley personal. 

21. — Laurent, partidario de la teoría italiana, sí la esta- 
blece en toda su pureza, en su proyecto de reformas al Có- 
digo Civil Belga. 

He aquí los artículos relativos: 

Art. II. Las leyes concernientes al estado y capacidad 
de las personas, rigen á los belgas, por todas partes donde 
se encuentren. 

Art. 12. Las relaciones de familia y los derechos que de 
ellas se deriven, se rigen por las leyes del país al que per- 
tenecen las personas. 

Art. 13. Los bienes muebles é inmuebles, se rigen por 
la ley nacional de aquel á quien pertenecen. 

Art. 26. Las leyes relativas á los derechos de la socie- 
dad reciben aplicación, cualquiera que sea el lugar del con- 
trato, la nacionalidad de los interesados y la naturaleza de 
los bienes. 

Esta regla se aplica: 

L A las leyes que dependen del derecho público y del 
derecho penal. 

IL A las leyes que interesan á las buenas costumbres. 
IIL A las leyes que derogan los privilegios políticos en 
materia de sucesiones. 

22. — Desde luego se comprende la diferencia entre una 
y otra doctrina, filosóficamente consideradas. No son ya 
dos leyes, la personal y la real, limitada la primera por el 
derecho público, sino una sola ley, la personal, que rige á 
las personas y á las cosas, en tanto el derecho público del 
lugar de la aplicación no lo impida. 

23. — Como se ve, el principio de derecho público ha si- 
do respetado por Laurent, pero también únicamente como 
limitación. Ahora bien: señalé poco ha, dos caracteres del 
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derecho público, el positivo 6 activo y el negativo; si el pri- 
mero no ha sido acatado, otro elemento habrá que con ese 
carácter activo se considere en el sistema que me ocupa. 
Así es, en efecto, la ley nacional ó personal; no es un solo 
principio fundamental el de la ley italiana, sino una duali- 
dad: la ley nacional y el derecho público; por esto ha podi- 
do decirse, rija en todo ley nacional, limitada por el dere- 
cho público del lugar en que la ley se aplica, síntesis per- 
fecta del sistema italiano. 

24. — Laurent dice:* 

"La ciencia moderna y el Código Italiano han aclarado 
las dudas que abrumaban á los estatutistas. Toda ley es per- 
sonal, salvo que se encuentre en oposición con el interés so- 
cial del país en que se invoca. Cuando digo que ese es el 
término del movimiento que comenzó con los glosadores, 
doy á la ciencia y á la legislación una precisión á la que no 
ha llegado todavía, pero á la que habrá de llegar. Esa es la 
fórmula que propongo que se consagre en el nuevo Códi- 
go. Importa hacer constar que no propongo una opinión 
personal mía, sino principios á los que conducen seis siglos 
de trabajos jurídicos.** 

25. — Hemos llegado al problema más trascendental y 
arduo del Derecho Internacional privado: la preponderan- 
cia de la ley personal sobre la real, 6 de ésta sobre aquélla. 

26. — Al exponer la teoría de los estatutos, apoyado en 
autoridades irrecusables, indiqué cómo influyeron en el pre- 
dominio de la ley personal, proclamada por los glosadores, 
circunstancias especiales nacidas del estado político de Ita- 
lia, y de la preferencia que á toda costa quería conservar- 
se para el antiguo derecho romano. 

27. — A mitad del siglo XIX, ha sido parte también pa- 
ra proclamar la misma preponderancia de la ley personal, 
la situación especial en que se ha encontrado la clásica tie- 
rra del derecho. Llevadas de las cátedras al parlamento y 
al gobierno las teorías de Mancini que, como todos sus 

I Proyecto de reformas al Código Belga, tít. preliminar, secc. II. 
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compatriotas, veia en la consecución de la unidad italiana 
una nueva era de paz y de progreso, se aceptó con entu- 
siasmo la preferencia de la ley personal, una é igual para 
todos los hijos de una misma patria, no dividida ya en frac- 
ciones que á la vida y engrandecimiento de la nación se 
oponían. 

28.— Por razón de raza, de clima y otras condiciones, asi 
fisicas como morales, se determina la individualidad del 
hombre, y á esta individualidad, al perfecto desarrollo y go- 
ce de los derechos del hombre, se encaminan toda clase de 
disposiciones legales; de aquí que éstas afecten siempre un 
carácter personal, independientemente del objeto del dere- 
cho á que se refíeran. Inherentes á la persona son toda cla- 
se de leyes; los bienes no deben dominar á las personas, si- 
no éstas á aquéllos; la persona, como más noble, debe pre- 
dominar sobre los intereses. Sujeto el hombre de todos los 
derechos, nunca debe quedar subordinado á las cosas y al 
territorio, objeto de aquellos mismos derechos/ 

29. — He aquí las razones de los partidarios de la ley na- 
cional ó personal, razones hermosas, de un orden metafisi- 
co, y á las que no asienten los defensores de la ley real, en 
los diversos grados que proponen su adopción. 

30. — No es de todo punto cierto que las leyes se den pa- 
ra los hombres y no para el territorio. Algunas leyes son 
para los hombres, ya habiten su territorio propio ó el ex- 
tranjero; otras para el territorio, ya sean extranjeros ó na- 
cionales los que lo habiten, y leyes hay, por último, como 
al tratar de derecho público quedará demostrado, que vi- 
gentes en territorio propio, no alcanzan en todas sus par- 
tes al extranjero, sino al nacional únicamente. 

31. — Si bien se reflexiona, todo ese conjunto de disposi- 
ciones legales viene á constituir la individualidad caracte- 
rística de cada pueblo y su derecho público; pero á reserva 

I Véase Laurent. Proyecto de reformas, título preliminar, sección II, párrafo ü, 
en donde cita á Esperson, Bouhier, Dumoulin y otros autores, partidarios de la ley per- 
sonal. 
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de volver soore estos puntos, es perfectamente claro que, 
por regla general, tin Estado no legisla para sus naciona- 
les, cualquiera que sea el lugar donde se hallen, sino para 
su territorio, cualesquiera que sean las personas que lo ha- 
biten. 

32. — Si en un país hay naturales de él únicamente, que 
nunca le abandonan y que jamás conceden hospitalidad al 
extranjero, claro es que tal Estado sólo legisla para su terri- 
torio. Salen algunos de sus nacionales y llevarán consigno 
su ley, en tanto sea necesario para la conservación como 
tal, del Estado á que pertenecen. Llegan á su vez extranje- 
ros y se les permitirá regirse por ley propia, en tanto la con- 
servación de su Estado lo requiera, sin perjuicio de la ley 
indígena; pero tanto dominio de ley propia en territorio ex- 
tranjero, como sujeción de individuo extranjero á la ley pro- 
pia, son casos excepcionales; la regla general es: ley propia 
para territorio propio. En éste es donde se ejerce jurisdic- 
ción é imperio, de éste es de cuya tranquilidad y adelanto 
responde la ley propia, tranquilidad y adelanto que una ab- 
soluta facultad legislativa suponen. Cuantas razones se dan 
en apoyo del sistema del derecho público, indirectamente, 
abonan el predominio de la ley real, porque los elementos 
que componen el derecho público son, por lo general, ma- 
terias que de la ley real dependen y del ejercicio pleno de 
la soberanía, en territorio propio. 

33. — No sé si debo aducir un argumento, en mi concep- 
to, de mucha gravedad, tratándose del predominio de la 
ley real; juristas verdaderos, penetrados de los sanos prin- 
cipios de la ciencia de legislar, no lo repugnarán. Refiéro- 
me á largos años, durante los cuales han sido, de hecho, re- 
sueltos innumerables conflictos internacionales por la ley 
del lugar. A ésta se sujetan casi siempre las partes, sin ul- 
teriores dificultades, y á su fácil aplicación recurren en con- 
flictos de la mayor gravedad. Proceder semejante no argu- 
ye, en verdad, renuencia por parte de los interesados para 
aceptar la ley real, ni menos que por la aplicación de ésta 
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hayan considerado conculcados sus derechos; debe reflexio- 
narse sobre esto. 

34. — Explicado lo antecedente, sin dificultad llegarían á 
establecerse aquellas reglas directamente deducidas poco 
ha del principio del derecho público, como base del Dere- 
cho Internacional privado. 

35. — Derecho público de un Estado, tiene efecto extra- 
territorial; leyes que no interesan al derecho público, no tie- 
nen efecto extraterritorial. 

36. — Son de respetarse leyes extranjeras relativas al de- 
recho público de Estado extranjero, en tanto no se opone á 
derecho público propio. No son de respetarse leyes extran- 
jeras, no relativas al derecho público extranjero. 

37. — Leyes extranjeras de derecho público son de res- 
petarse, en tanto derecho público del lugar no se opone. 

38. — Leyes secundarias, que con el derecho público no 
se relacionan, se rigen por ley del lugar. 

39. — Se trata, por ejemplo, de determinar )a mayor edad 
para contraer matrimonio, y se responde que la ley que fija 
la mayoría de edad es de derecho público y debe regir en 
territorio extraño, que á su vez tiene que respetar ley ex- 
traña 6 extranjera. Se trata, por ejemplo, de los caracteres 
de especialidad y publicidad que debe tener la hipoteca, y 
se decide el conflicto en favor de la ley real, en razón de 
que el derecho público se halla interesado en que las hipo- 
tecas revistan los indicados caracteres. Se trata, por últi- 
mo, de que las leyes extranjeras sobre mayor edad la fijen 
con gran diferencia de tiempo, respecto de la que en el lu- 
gar de la aplicación de la ley se reconoce, teniendo esta ley 
del lugar carácter de derecho público; pues bien: la ley ex- 
tranjera, con ser de derecho público, quedará subalternada 
á la ley de igual carácter del lugar. 

40. — Para proponer todas estas decisiones, no inquiri- 
mos á qué objeto del derecho pertenecen las leyes en con- 
flicto, sea cual fuere él, atendemos únicamente al derecho 
público, subalternando el extraño al propio. Leyes de esta- 



Digitized by 



Google 



io8 

tuto mixto ó dudoso, leyes que no puede precisarse á cuál 
estatuto ú objeto del derecho atañen directamente, serán 
únicamente calificadas desde el punto de vista del derecho 
público que regula su aplicación. 

41. — Un tanto indeterminadas las anteriores reglas, sin 
espíritu servil de tradición, pero respetando ésta en cuanto 
conviene y significa la concatenación científica de las ideas, 
procuraremos precisarlas hasta donde fuere posible, asegu- 
rando así su recta y fácil aplicación por toda clase de jue- 
ees y magistrados. 

42. — Primera regla. Leyes concernientes al estado y ca- 
pacidad de las personas, deberán regirse por ley personal 6 
nacional. Leyes que atafíen al derecho público de una na- 
ción, deben tener efecto extraterritorial; es así que las le- 
yes concernientes al estatuto personal interesan al derecho 
público de una nación, luego deben tener efecto extraterri- 
torial. 

43. — En el Estado que recibe aplicación de ley extran- 
jera. Segunda regla. Leyes relativas á bienes inmuebles, 
se rigen por ley del lugar. Leyes que atañen al derecho pú- 
blico tienen efecto extraterritorial; es así que leyes rela- 
tivas á inmuebles son de derecho público, luego tienen 
efecto extraterritorial. Es decir, rigen el conflicto, no sólo 
en territorio propio, sino que se tienen en consideración 
aun en el extraño, á guisa de lo que se hace con la ley per- 
sonal. 

44. — El derecho público ha bastado para fundar las re- 
glas enunciadas. 

45. — Alguna confusión se origina de que la primera re- 
gla, la del estatuto personal, se ha establecido hasta aquí 
con referencia al Estado que exige aplicación de ley pro- 
pia en territorio extraño; mientras que la segunda, al esta- 
tuto real perteneciente, se refiere al Estado que recibe la 
aplicación de ley extraña; pero no hay que considerar más 
que el derecho público, que ejerce funciones contrarias, se- 
g^n obra en uno ú otro supuesto. Defectos de método si se 
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quiere, que no signíñcan contradicción lógica respecto de 
lo substancial del razonamiento. 

46. — Estatuto personal y estatuto real, ¿interesan al de- 
recho público, siempre y en todo caso, ó bien por regla ge- 
neral? Por regla general. Hay casos en que el estatuto per- 
sonal y el real no atañen al derecho público. Estos casos, 
¿por qué ley se regirán? Ya lo he indicado arriba: por ley 
del lugar. Se trata de salvar lo necesario á la vida y des- 
arrollo de cada pueblo: lo secundario pertenece á la ley real. 
47. — Llegamos á la dificultad principal; casos dudosos ó 
de estatuto mixto, no sabemos á cuál de las reglas estable- 
cidas pertenecen, al estatuto personal ó al real. Pues bien: 
he aqui la dificultad que dio origen al sistema del derecho 
público. Examínese si la ley pertenece á este derecho, sin 
estudiar otro punto, y decídase, en consecuencia, si ella de- 
be tener efecto extraterritorial. En ese examen estriba pre- 
cisamente la diferencia capital del sistema italiano con el 
de los estatutos. ¿Basta la substitución que trae consigo el 
sistema italiano? Al menos la ciencia, hoy por hoy, no pro- 
pone criterio más avanzado y seguro. 

48. — Sea de esto lo que fuere, el sistema queda comple- 
to y fácilmente se comprende. Derecho público considerado 
en sus dos caracteres de activo y negativo, sujeto lo secun- 
dario á ley real y proscrito el imperio de la ley personal, en 
lo que tiene de arbitrario. En consecuencia, las reglas de 
estatuto personal y real, admitidas tales como se contienen 
en el Código Italiano. Una sola regla, la del art. 12, amplia- 
da en su interpretación, ya que no en su texto. Ampare esta 
última regla el derecho público, no sólo como limitación 
de la ley personal, sino en todo su desarrollo, como es con- 
forme con el espíritu general del sistema, y podrán adop- 
tarse sin reparo las reglas referidas, como lo han sido en 
el Código Italiano, tan digno por mil títulos de encomio 
y que ha abierto para la ciencia nuevos y dilatados hori- 
zontes. 

49. — Se dirá: el derecho público, causa primordial, que 
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presta fundamento á las dos reglas establecidas, en tanto lo 
permite el derecho público. ¿Qué especie de reglas son esas? 
Más valdría dejar en pie el principio únicamente, sin reglas 
de aplicación de ningún género. 

so. — No es esto exacto. De reglas generales se trata que 
en multitud de casos tienen perfecta aplicación, pero no en 
todos. Esto resulta de que las leyes civiles de todos los pue- 
blos se han dado, no con la mira de precisar los casos de 
extraterritorialidad, sino con la de resguardar los derechos 
civiles de las personas sujetas á su vigilancia; algunas de 
esas leyes se vinculan con el interés de la generalidad, mien- 
tras que otras tienen en cuenta primariamente el bien par- 
ticular del individuo. 

SI. — Fácil sería obtener toda precisión, clasificando leyes 
de derecho público y leyes que no lo fuesen, si de un solo 
derecho público y de una sola nación se tratara; pero sien- 
do como es uno solo el principio, no es posible considerar- 
lo, si no es obrando al mismo tiempo respecto de dos nacio- 
nes que se hallan en conflicto. De aquí que se admitan las 
reglas tantas veces repetidas, como derivadas del derecho 
público, en tanto con otro derecho público no se halle en 
oposición. Por esto, al parecer, se cae en un círculo vicio- 
so; pero si bien se reflexiona, no es así; trátase de reglas 
que por su naturaleza tienen que conservarse dentro de cier- 
tos límites, y mientras de dos ó más legislaciones se trate, 
han de adolecer las propias reglas de cierta indeterminación 
inevitable. 

S2. — Ha necesitado la escuela italiana el auxilio de la ley 
personal, formando con ella los dos principios fundamenta- 
les del sistema. No lo creo indispensable, atentas las indi- 
caciones precedentes, y en realidad no he propuesto la subs- 
titución de la ley personal con la ley real, sino que, erigido 
en principio único fundamental el derecho público, se le 
considera como base de la ley real ó de la personal, según 
el Estado que aplica su propia ley y en atención á la natu- 
raleza de los conflictos que se presentan. 
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53- — En cuanto á la preponderancia de la ley real, en lo 
secundario y accidental, no significa variación substancial 
del sistema. Sí ha sido necesario reducir á sus verdaderos 
limites la ley personal, desechándola en todo aquello en que 
adolecía de arbitraria, porque su aplicación no se fundaba 
en el derecho público, ni en ningún otro principio filosófico 
reconocido. 

54. — En algún estudio mío sobre la ley que debe regir 
las sucesiones de bienes raíces, situados en diferentes Esta- 
dos de la República, decía: 

"Privan hoy, sin duda, los partidarios de la ley personal; 
hay, sin embargo, decididos defensores de la ley real, que 
sostienen se debe aplicar ésta de un modo absoluto; y lo 
que es más, países poderosísimos, sajones en su mayor par- 
te, admiten para la resolución de sus conflictos internacio- 
nales la ley real.*' 

"En mi concepto, la objeción más seria que puede pre- 
sentarse contra la ley personal y el sistema italiano, es la 
siguiente: concede este sistema preferencia completa á la 
ley personal, de modo que el nacional de un Estado que re- 
side en otro, se halla sujeto en todo á su propia ley, mien- 
tras que el nacional del país de su residencia, en sus rela- 
ciones jurídicas con el extranjero, sólo conserva sus leyes 
de derecho público. A su vez el individuo del país de la re- 
sidencia, abandona ésta y va al país del extranjero, en don- 
de le asisten todos sus derechos, menos los que veda el de- 
recho público del lugar. Aguarda, pues, el individuo á sa- 
lir de su propio país para gozar de todos sus derechos, y 
en su patria no se cree que sufre perjuicio eq ellos, porque 
conserve sólo los que al derecho público conciernen. ¿No 
parece más justo y racional proceder al contrario, y conce- 
der el predominio de la ley real y el goce perfecto de sus 
derechos al nacional, dentro de su territorio, respetando, 
sí, los que al derecho público del extranjero correspondan? 
El derecho público del extranjero subalternado al derecho 
público del nacional, en los casos de conflicto entre ambos, 
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derecho público en oposición á derecho público, con las di- 
ficultades inherentes á la calificación." 

55. — Asi es, en efecto; dejo sobradamente indicado en es- 
ta lección, cómo es que á la ley real tienen que concederse 
ciertas preeminencias que no redundan, felizmente, en per- 
juicio del sistema italiano, ni significan reprobación substan- 
cial de sus reglas de aplicación. 

56. — Mancini,' refiriéndose á los estatutistas, indica que 
su error consistía en suponer que ciertas leyes deberían te- 
ner efecto extraterritorial por su propia naturaleza, inde- 
pendientemente de los verdaderos principios filosóficos de 
la ciencia. 

57. — Cosa muy digna de notarse: los estatutistas, como 
los partidarios de todo el sistema de Derecho Internacional 
privado, están conformes substancialmente en las reglas de 
aplicación. 

58. — Fallan éstas á veces en la práctica y no conducen á 
una solución justa, y se busca el principio filosófico en que 
descansan y del que depende el alcance y la verdadera in- 
terpretación de las reglas. 

59. — Al proponer ese principio, los autores discrepan: 
quien sostiene una teoría, quien sostiene otra, todo lo cual 
indica el verdadero estado de la ciencia, que exige estudios 
filosóficos continuados para enlazar las reglas de la aplica- 
ción ya encontradas con la justicia, base primordial de to- 
do derecho. 

60. — Aquí es donde se proponen multitud de opiniones. 
Dicen unos: las reglas de aplicación son ciertas y se de- 
rivan de la voluntad presunta de las partes; otros las traen 
del lugar donde nace ó donde radica la relación jurídica; 
otros de la comttas gentium^ y así multitud de pareceres; pe- 
ro nótese bien, se trata de o^mionts kposieriori, después de 
alcanzada unanimidad acerca de las reglas de aplicación. 

61. — En estas condiciones se presenta la moderna escue- 

I Journal. D. I. P. T. 1874. Sesión del Instituto de Derecho Internacional en 
Ginebra. 
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la italiana, y he ahí su gran mérito. Bien está: enseña, que 
estatuto personal se rija por ley personal, y estatuto real 
por ley de la ubicación; pero estas reglas se derivan del 
principio del derecho páblico. Así como los individuos en 
sus relaciones entre sí, por medio del derecho civil, obtie- 
nen que su derecho propio se respete, del mismo modo las 
naciones, por medio del Derecho Internacional privado, 
conseguirán que sus derechos sean respetados por las de- 
más. Así como la libertad y el derecho de un individuo en 
sociedad no pueden ejercerse de un modo absoluto, sino 
que se restringen por derechos iguales, recíprocos de los 
asociados, del mismo modo en el consorcio de las naciones 
civilizadas, los derechos de las unas se limitan por los de- 
rechos de las otras, y sólo conservan lo necesario para su 
vida y desarrollo en el conjunto armónico que forman. Lo 
necesario para la vida y desarrollo de cada pueblo que los 
demás le reconocen, es lo que se llama su derecho público 
internacional, del que se derivan las reglas de toda clase 
que fueren, y que en tanto lo son, cuanto que satisfacen á 
ese objeto, á ese principio fundamental, que nace en último 
análisis de la justicia natural, como nace el derecho del in- 
dividuo. 

62.— La base fílosóñca del derecho público manifiesta, sin 
duda, indiscutibles ventajas respecto de las otras conoci- 
das y adoptadas, y por esto he sostenido que indica el punto 
adonde ha de concentrarse, hoy por hoy, la atención de 
quienes al estudio del Derecho Internacional privado se de- 
diquen. 
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LECCIÓN DÉCIMA. 



Cosas muebles. — Estatutistas. — Código francés. — Código italiano.~Ob8enraciones. 

I. — Si en la lección anterior me he ocupado del estatuto 
personal y del real, por lo que éste atañe á bienes inmue- 
bles, correspóndeme ahora tomar en consideración los bie- 
nes muebles, discurriendo acerca de la ley á que deban su- 
jetarse. 

2. — No está demás transcribir en seguida los siguientes 
artículos del Código Civil del Distrito Federal, que contie- 
nen la división en bienes muebles é inmuebles, de todo aque- 
llo que puede ser objeto de apropiación, por no estar exclui- 
do del comercio humano. Esos artículos concuerdan subs- 
tancialmente con los del Código Civil francés, con los prin- 
cipales códigos modernos, y muy conveniente e3 tener pre- 
sente su doctrina, cuando se trata de precisar las reglas á 
que deba sujetarse la solución de conflictos de leyes, á bie- 
nes muebles relativos. 

3. — He aquí los artículos: 

Art. 684. "Son bienes inmuebles:" 

I. "Las tierras y los edificios y demás construcciones que 
no pueden transportarse." 

II. "Las plantas y árboles, mientras estuvieren unidos á 
la tierra, y los frutos pendientes en los mismos árboles y 
plantas, mientras no sean separados de ellos por cosechas 
ó cortes regulares." 
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III. ''Todo lo que esté unido á un ediñcio de una manera 
fija, de modo que no pueda separarse sin deterioro irrepa- 
rable del mismo edificio 6 del objeto á él adherido." 

IV. "Las estatuas colocadas en nichos construidos en el 
edificio exclusivamente para ellas." 

V. "Cualquier objeto artístico, incrustado en el edificio." 
VI. "Los estanques de peces, los palomares, las colmenas 
y los demás viveros de animales." 

VIL "Las máquinas, vasos, instrumentos, utensilios y 
animales destinados por el propietario de una finca para el 
uso propio de la industria que en aquélla se ejerciere; y las 
cañerías de cualquier especie que sirven, ya para conducir 
el agua á la finca, ya para extraerla de ella." 

VIII. "Los animales que forman el pie de cria en los pre- 
dios rústicos, destinados total ó parcialmente al ramo de 
ganadería." 

IX. "Las servidumbres y demás derechos reales sobre in- 
muebles." 

Art. 685. "Las cosas á que se refieren las fracs. III, IV y 
V del articulo anterior, serán consideradas como muebles 
cuando el mismo dueño las separe del edificio, salvo el caso 
de que en el valor de éste se haya computado el de ellas, 
para constituir un derecho real á favor de un tercero." 

Art. 686. "Los bienes son muebles, ó por su naturaleza 6 
por determinación de la ley." 

Art. 687. "Son muebles por su naturaleza, los cuerpos 
que pueden trasladarse de un lugar á otro, ya se muevan 
por si mismos, ya por efecto de una fuerza exterior." 

Art. 688. "Son bienes muebles por determinación de la 
ley, las obligaciones y los derechos ó acciones que tienen 
por objeto cosas muebles ó cantidades exigibles, en virtud 
de acción personal." 

Art. 689. "Por igual razón se reputan muebles las accio- 
nes que cada socio tiene en las compañías de comercio ó de 
industria, aun cuando á éstas pertenezcan algunos bieneá 
inmuebles.'^ 
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Art. 690. "Son igualmente muebles, por determinación 
de la ley, las rentas [>erpetuas y las vitalicias, sea que gra- 
viten sobre el tesoro público, ó sobre propiedades privadas, 
6 que están garantidas por simple obligación personal." 

Art. '691. "Las embarcaciones de todo género son bienes 
muebles." 

Art. 692. "Los materiales procedentes de la demolición 
de un edificio, y los que se hubieren apropiado para cons- 
truir uno nuevo, serán muebles, mientras no se hayan em- 
pleado en la fabricación; así como los abonos para las tie- 
rras, mientras no se hayan aplicado á su objeto." 

Art. 693. "En general son bienes muebles todos los de- 
más no comprendidos en el art. 684." 

4. — Ante todo, conviene examinar cuál era la teoría de 
los glosadores y estatutistas, respecto de bienes muebles. 

5. — Debían éstos, según la teoría de los estatutos, regir- 
se por ley personal. Digo personal, sin distinguir entre ley 
nacional y entre ley de domicilio, porque en el punto en que 
se halla la investigación jurídica que nos ocupa, ambos ad- 
jetivos pueden usarse promiscuamente, toda vez que, en pu- 
ridad, se trata por el momento únicamenente de la ley que 
excluye la ley del lugar, la ley real. 

6. — Mobilta, non habent sequelam. Mcbilia ossibtis inharení^ 
personatn sequuntur. Las cosas muebles no cambian de es- 
tancia. Las cosas muebles van adheridas á los huesos y si- 
gnen á la persona. 

7. — En estas máximas, que sin excepción repiten el sin- 
número de estatutistas y glosadores conocidos, se conden- 
sa la teoría del sistema llamado de los estatutos, respecto 
de cosas muebles, considerándoselas sujetas, como bien cla- 
ro se indica, á la ley personal. 

8. — El Código Francés, cuya influencia en las legislacio- 
nes modernas, repetidas veces he anotado, contiene, como 
bien sabido es, en sus arts. 3.** y siguientes, la doctrina de 
Derecho Internacional privado admitida en la época en que 
se adoptó; y varios otros, inclusive el nuestro del Distrito 
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Federal, reproducen aquellos artículos y aceptan las pro- 
pías doctrinas, que son, en defínitiva, las de los estatutis- 
tas; siendo de advertir que, si respecto de estatuto perso- 
nal y real, tocante á inmuebles, contienen dichos Códigos 
las terminantes disposiciones á que he hecho antes referen- 
cia, respecto de muebles nada establecen, quedando con- 
esto franca la entrada á las doctrinas que los estatutistas 
admitían respecto de tales bienes muebles, doctrinas que 
completan el sistema, como lo tiene establecido invariable 
y constante jurisprudencia, que á ellas siempre ha recurri- 
do, cuando la solución de los conflictos á que me contrai- 
go se ha sometido á la decisión de las autoridades judi- 
ciales. 

9. — Las máximas arriba transcritas no expresan una ver- 
dad, sino una ficción, esto es, una suposición que no repre- 
senta la realidad de las cosas para deducir de ella reglas 
que de otro modo no se comprenderían. Si las cosas mue- 
bles no cambian de estancia, si se consideran como inheren- 
tes á la persona, forzoso es señalar un lugar en el que se 
presuman ubicadas, y éste ha de ser el del domicilio del 
dueño; y asi tenemos una ficción que supone las cosas mue- 
bles inmovibles, y una presunción que establece que el do- 
micilio del dueño es el lugar donde aquella inmovilidad de- 
be tomarse en consideración. 

10. — Dalloz se expresa así: ficción se dice de un orden 
de cosas, que no es real, que no existe en la naturaleza, pe- 
ro que la ley prescribe ó autoriza. La ficción difiere de la 
presunción, en que ésta establece como verdadero un he- 
cho falso, mientras que la presunción suple solamente á la 
prueba de un hecho verdadero. De este modo se presenta 
una doctrina completa que, con las ya conocidas reglas de 
los estatutistas, forman un sistema cabal; si bien los funda- 
mentos en que descausa na corresponden á la verdad y á la 
naturaleza de las cosas. 

1 1. — Cosas muebles ya se ha visto que son las que pue- 
den transportarse de un lugar á otro, lo cual no acontece 
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con las inmuebles, por lo que son de diversa calidad que 
las muebles. 

12. — Una casa, un monumento público, una mina, se en- 
cuentran siempre en el mismo territorio, mientras que los 
materiales de construcción, los accesorios del monumento 
y los minerales, pueden transportarse de un lugar á otro. 
Los semovientes, por sí mismos van de un lugar á otro. La 
movilidad de los muebles, ya lo sean éstos por su propia 
naturaleza, ya por determinación de la ley, mejor dicho, la 
imposibilidad de considerarles una ubicación fija, indujo á 
los estatutistas á suponer que no cambiaban de estancia, y 
si una estancia fija se les suponía, ella había de ser la de la 
persona del propietario. 

13. — El principio de jurisdicción sobre el territorio, que 
para los estatutistas sostenía la aplicación de la ley real, 
obrando de lleno respecto de inmuebles, no había para qué 
considerarlo respecto de bienes con referencia á los cuales 
se había admitido la ficción arriba indicada, y de aquí que, 
sujetos en todo y por todo los inmuebles á la ley real, que- 
dasen, por el contrario, regidos por ley personal los bienes 
muebles, del mismo modo que las relaciones jurídicas al es- 
tatuto personal pertenecientes. 

14. — Agregúese á esto tal cual tendencia, ya otras ve- 
ces indicada de los jurisconsultos italianos de todas épo- 
cas, á la preponderancia de la ley personal, y se compren- 
derá cómo es que ha imperado la regla á que vengo hacien- 
do referencia, por mucho que de un modo expreso y termi- 
nante no se haya siempre comprendido en los códigos es- 
tatutistas. 

15. — Pero si las cosas muebles no tienen ubicación y ra- 
dicación fija, constante y permanente como las inmuebles, 
no quiere esto decir que en un momento dado no la ten- 
gan tan concreta y precisa como ellas. 

16. — Sucede con frecuencia, que no es fácil, en ese mo- 
mento dado, determinar la ubicación, como respecto de la 
nave que conduce mercancías, de los objetos que lleva eí 
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viajero; pero la nave llega á su destino, llegan los objetos 
con el viajero, y entonces la radicación de las cosas mué- 
bles es tan precisa como la de las cosas inmuebles. 

17. — Es increíble, indica Savigny, á cuántos errores ha 
conducido la consideración de un estado excepcional y tran- 
sitorio de las cosas muebles, apartando la vista de su esta- 
do normal y ordinario. La naturaleza especial de las cosas 
muebles, creará dudas, dificultades de entidad para estable- 
cer la competencia de los jueces que las acciones á ellas re- 
ferentes decidan; pero por razón de la naturaleza de las 
mismas cosas, no hay motivo para considerarlas de diversa 
condición que las inmuebles, si su ubicación se toma en 
cuenta para fijar las reglas de Derecho Internacional pri- 
vado que decidan los conflictos á ellas relativos. 

18. — No discuto la división de las cosas en muebles é in- 
muebles, y menos cuáles de unas y de otras han debido ó 
no comprenderse en determinada categoría; sí sostengo, 
nada más que repitiendo las teorías modernas, que ninguna 
diferencia entre unos y otros bienes existe, desde el punto 
de vista que las examina el Derecho Internacional privado. 
Téngase presente que ningún punto de derecho ciyil se ven- 
tila, que se trata de establecer reglas derivadas de los ver- 
daderos principios filosóficos y no de los erróneos, en que 
el Derecho Internacional privado descansaba, y bastarán, 
sin duda, tales consideraciones para admitir con el sistema 
italiano, la perfecta semejanza de cosas muebles é inmuebles, 
en los términos enunciados. 

19. — Siendo esto así, veamos cuáles han sido las aplica- 
ciones del sistema moderno, que tan radicales variaciones 
admite respecto del antiguo de Ips. estatutos, en el punto 
que me ocupa. 

20. — El art. 7.** ¡del Código Italiano establece que los 
bienes muebles quedan sometidos á la ley nacional de su 
propietario, salvo el caso de disposiciones en contrario de 
la ley del lugar en qiíe se encuentren. 

21. — Si hay igualdad entre cosas muebles é inmuebles, y 



Digitized by 



Google 



I20 



para éstas ordena el mismo articulo que se respete la ley 
dé la ubicación, podríase preguntar, por qué no estableció 
dicho Código el iriisínó principio de la ubicación ó de la ley 
del lugar para las cosas muebles; pero ya hé indicado cómo 
es que lo dispuesto respecto dé inmuebles, arguye inconse- 
cuencia por parte de la comisión autora del repetido códi- 
go, Constituyendo como constituye uno de los principios 
fundamentales de lá escuela italiana la ley personal. Por tan- 
tó, la primera parte referida del art. 7.**, es la que debe con- 
siderarse como doctrina del Código Italiano, respecto de 
cosas muebles. 

22.— Para evitar alguna confusión que traen consigo los 
términos de los artículos del Código Italiano, á muebles y á 
inmuebles referentes, recordaré el artículo relativo del pro- 
yecto de reformas del Código Civil belga, por Laurent, 
quien, como eá sabido, propuso en toda su plenitud las teo- 
rías italianas. 

Art. 13. "Los bienes muebles y los inmuebles se rigen 
por la ley nacional del propietario." 

23.— Desde luego se presenta un elemento nuevo, la ley 
del propietario, que es la que ha de regir la relación ju- 
rídica. 

24. — Ya Savigny decía al exponer la teoría de los esta- 
tutos (párr. 361, lib. III). "A estas consideraciones se aña- 
de una circunstancia importante. La mayor parte de las 
relaciones de derecho no conciernen á una sola persona 
sino á varias personas al mismo tiempo. En todos estos casos 
no nos ofrece nuestra regla decisión ninguna, pues no nos 
indica ningún medio para reconocer entre las diversas per- 
sonas á quienes concierne la relación de derecho, aquella 
cuyo domicilio debe determinar la aplicación de su dere- 
cho local." 

25.-^Así es, en efecto; cuando se invoca únicamente la 
ley personal, se excluye la ley real, pero no se dice ley per- 
sonal de quién, ni se propone una regla segura de solución. 
El sistema moderno ha dado, sin duda, algún ensanche á los 
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antiguos principios, proclamando en todo caso la prepon- 
derancia de la ley del propietario respecto de la de quien 
no lo es. 

26. — El mismo Savigny, más adelante (párr. 366) indi- 
ca las dificultades de aplicación de esta regla, cuando se 
trata de la translación de la propiedad y no se sabe si se de- 
signa al antiguo ó al nuevo propietario, presentándose igual 
perplejidad cuando la propiedad misma se halla en cues- 
tión. Propone el sabio jurisconsulto, la ley del poseedor 
que, hasta cierto punto, nada más aparta las dificultades. 

27. — No creo evitable la adopción de esta regla, que de 
los escritos de los autores italianos se deduce y que ya he 
mencionado. 

28. — En los casos de aplicación de ley personal, y cuan- 
do no sea posible la aplicación de la ley de todos los inte- 
resados, preferirá la de aquel cuyos derechos predominen, 
dada la naturaleza de la relación jurídica de que se trate. 

29. — Sea de todo esto lo que fuere, duda no cabe que en 
los textos transcritos se califican por igual cosas muebles é 
inmuebles, debiendo unas y otras depender de la ley per- 
sonal; y si esto se propone, es en virtud del predominio que 
á la ley personal reconoce la escuela italiana, y que junta- 
mente con el derecho público forma las bases de su sistema. 

30. — He indicado arriba hasta qué punto puede ser ar- 
bitraria la preponderancia concedida á la ley personal res- 
pecto de la real; y si esto es así, y al derecho público y á la 
ley real debe concederse cuanto les corresponde, confor- 
me á la naturaleza de las cosas, por fuerza habrá que admi- 
tir alguna reforma á las reglas á que hago alusión. 

31. — No pretenden los partidarios de la ley real, que la 
ley por regla general se dé para el territorio y para las co- 
sas, no; cosas y territorio no son susceptibles de actos ni de 
derechos y obligaciones. Las leyes se dan para los indivi- 
duos, pero en tanto forman parte de determinado Estado y 
habitan determinado territorio. El hombre, en tanto se con- 
sidera como tal y con el carácter que le imprime la patria 
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y la tierra á que pertenece, es el sujeto de toda legislación, 
y si para significar esos dos vinculos se dice que cada Es- 
tado legisla para su territorio, no por esto se pretende sig- 
nificar cosa distinta de lo que dejo expresado. 

32. — Por excepción se legisla para el hombre ausente de 
su patria; por excepción para el extranjero residente en te- 
rritorio propio; regla general es que cada Estado legisla 
para sí mismo, y su identidad la forman, no sus hombres ni 
su territorio, sino ambos elementos en conjunto. 

33. — Si el reconocimiento de la ley real y el recurrir al 
derecho público, como base fundamental del sistema, al- 
guna explicación motivaron anteriormente respecto de los 
textos del Código Italiano, ig^al variación traerán consigo, 
por lo que á muebles toca, iguales éstos en todo á los in- 
muebles. 

34. — El derecho público, por regla general, según se es- 
tableció poco ha, trae consigo el predominio de la ley real 
respecto de la personal, en cuanto á bienes inmuebles; é 
igual razonamiento significará preponderancia de la ley 
real respecto de muebles y en oposición á la ley personal. 

35. — El derecho público, en los conflictos que me ocu- 
pan, obra diversamente respecto de muebles que de inmue- 
bles, como es consiguiente con la natu raleza de ellos; pero 
en general, puede interesarse por modo igual, tratándole 
de unos y otros bienes. El dominio eminente del Estado, 
acerca de¡ünos y otros, se ejerce del mismo modo. El valor 
de unos y otros es igual, atento el desarrollo de la rique- 
za. El régimen de la propiedad, las leyes de producción, el 
engrandecimiento de las familias, todo se liga igualmente 
con l^s disposiciones relativas á bienes muebles y á inmue- 
bles; y siendo asi, forzoso es adoptar, respecto de muebles, 
la regla misma que para las inmuebles, en los. términos in- 
dicados en la lección anterior, derivada esa regla del prin- 
cipio fundamental del derecho público, quedando bajo el 
dominio de la ley del lugar lo secundario, por razón de la 
preponderancia propia de esta ley. 
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36. — Mucho se detienen algunos autores en considerar 
los bienes muebles como formando parte de una universa- 
lidad, una herencia ó un concurso, por ejemplo, y desde 
este punto de vista entienden que debe resolverse la prefe- 
rencia de determinada ley, y aun creen que el problema así 
propuesto es como presenta todas las dificultades propias 
de su índole. Herencia y concurso, relaciones jurídicas son, 
que requieren especialísimo estudio, y no juzgo indispen- 
sable ocuparme de las cosas muebles, bajo eí aspecto que 
indican los autores á quienes aludo, para determinar la ley 
que las rige. Por mi parte, he considerado y debido con- 
siderar únicamente las relaciones jurídicas que tienen por 
objeto ó se refieren á muebles, del mismo modo que proce- 
dí respecto de las cosas inmuebles; y ocioso hasta lo sumo 
sería presentar ejemplos de relaciones jurídicas á muebles 
referentes, porque á diario se presentan y se deciden como 
al derecho ó á los intereses de las partes convienen. 

37. — Cuando dos leyes se hallan en oposición en cuanto 
á la calificación de bienes muebles 6 inmuebles, ¿qué ley de- 
berá prevalecer? 

38. — Fiore se hace cargo de la cuestión, y dice que debe 
adoptarse la ley real. En mi concepto, el caso es de los más 
dudosos, principalmente si por el sistema de los estatutos 
hubiera de resolverse. 

39. — Que se entable demanda de propiedad, por ejem- 
pío, respecto de un objeto de arte definitivamente coloca- 
do en un edificio ó de una acción de compañía mercantil, 
poseedora de inmuebles, en el domicilio del poseedor, en el 
que se consideran raíces tales bienes, declarándolos, por el 
contrarío, muebles la ley del acreedor, ¿qué ley se aplica- 
ría para resolver el conflicto? 

40. — El demandante invocaría su ley personal, mobilia 
ossibtis inharent. Por su parte, el demandado alegaría la ley 
real, por tratarse de inmuebles. Repito, que conforme al 
sistema de los estatutos, el conflicto es de los que ofrecen 
mayor dificultad. 
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41. — Veamos qué enseña el sistema italiano, tal como se 
establece por el Código del Reino. 

42. — Bienes muebles se rigen por la ley del propietario, 
)' bienes inmuebles por la ley del lugar de la ubicación, en 
tanto el derecho público del lugar la sostiene. Si, como es 
de suponerse, la clasificación de bienes, sin fijar la atención 
en que sean muebles ó inmuebles, interesa al derecho pú- 
blico del lugar, fácil es comprender que la ley de éste pre- 
ponderaría en cada caso de conflicto. Sin embargo, la re- 
dacción del articulo es tal y tan semejante á las reglas de los 
estatutos, que no siempre se hallará exenta de discusión la 
decisión del caso, fundada, como digo, en el art. 12 del Có- 
digo Italiano, que las preeminencias del derecho público es- 
tablece, como limitación de la ley personal. 

43. — Si á la escuela italiana pura, tal como se propone 
por Laurent, recurrimos, se llega con más facilidad á una 
solución lógica, si bien no del todo conforme con la natu- 
raleza de las cosas. 

44. — Ríjanse los conflictos todos por ley personal, en 
tanto el derecho público del lugar no se oponga, principio 
es que, sin duda, reduce la cuestión á examinar la califica- 
ción de los bienes, hecha por la ley del lugar: si ésta es de 
derecho público, como siempre lo será, habrá de predomi- 
nar sobre ley personal. 

45. — Si el imperio de la ley personal reducimos á sus 
verdaderos límites, la solución se presenta tan lógica como 
la anterior y más conforme con la naturaleza de las cosas. 
Ley real, directamente derivada del principio del derecho 
público del lugar, que sólo cede al derecho público extran- 
jero, regla es que conduce á la más fácil y racional solución 
del conflicto. 

46. — Las razones que apoyan la ley real y ponen coto á 
un predominio exagerado de la ley personal, no pueden po- 
nerse en duda, y la más ligera reflexión persuade de que 
ellas son ineludibles. Predominio de ley personal para co- 
sas muebles, para cosas inmuebles, para contratos, en los 
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casos que lo permite la teoria italiana, vienen á significar, 
en su conjunto, una desaparición casi completa de la ley 
real; y si el derecho público, que significa la identidad de 
los pueblos, funda el Derecho Internacional, no sé hasta qué 
punto puede conciliarse el respeto que se le debe, con esa 
aplicación constante de leyes extranjeras, ante las cuales 
desaparece la propia y aun resulta el nacional protegido 
inferiormente al extranjero. 

47. — Fíjese la atención en el sinnúmero de conflictos de 
Derecho Internacional privado que se presentan diaria- 
mente, y se comprenderá la casi imposibilidad de resolver^ 
los, teniendo en cuenta la ley personal de los interesados. 
Primeramente, las cuestiones de nacionalidad son de la ma- 
yor gravedad; la prueba del derecho extranjero no lo es 
menos; y aquí séame permitido apuntar las disposiciones 
de los Códigos modernos que exigen, para la aplicación de 
ley extranjera, que sea solicitada expresamente por las par- 
tes y sin perjuicio de la prueba del derecho que correspon- 
de; de tal modo, que el extranjero de hecho queda sometido 
frecuentísimamente á ley del lugar, á pesar de reconocér- 
sele el derecho de ser regido por su ley propia. 

48. — La preferencia entre varias leyes nacionales no se 
presenta á veces criterio fácil para establecerla, y todos esos 
inconvenientes se eluden con la adopción de la ley real, úni- 
ca y de indiscutible mayor facilidad de aplicación. 

49. — Más todavía: los inconvenientes apuntados aumen- 
tan de gravedad si se trata de los conflictos de derecho in- 
terno, y no basta á evitarlos el que la ley del domicilio y 
no la de la nacionalidad, sea la que prepondere en los casos 
que corresponda. 

50. — A medida que más se reflexiona, se presentan más 
y más dificultades. En países como el nuestro, por ejemplo, 
del cúmulo de decisiones judiciales que se pronuncian, casi 
no habría una sola que no se convirtiese en intrincado con- 
flicto de Derecho Internacional privado, si no se impidiese 
toda injustificada extralimitación de ley personal. 
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51. — Razones son éstas que obran, sin duda, en el áni- 
mo de los litígantes, y asi se comprende, cómo cuantos con- 
flictos pudieran dar lugar á interminables discusiones, re- 
suélvense fácilmente por sujeción voluntaría de las partes 
á la ley del lugar en que se deciden, hecho constante al 
que con anteríorídad me he referido, indicando cómo, en mi 
concepto, mal puede pasar inadvertido para el legislador. 
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LECCIÓN UNDÉCIMA 



PreferencíA entre leyes peisonales.— Derecho público. 



I. — Dos puntos quedan señalados en las lecciones ante- 
riores, que requieren alguna explicación para dejar esta- 
blecidas las bases en que descansa el moderno sistema de 
Derecho Internacional privado. 

2. — Entre dos leyes de varios individuos én oposición, 
he indicado que se respetará la de aquel cuyos derechos 
prefieran, dada la índole de la relación jurídica de que se 
trate. 

3. — El problema es arduo. Los estatutistas establecían 
únicamente predominio de ley personal respecto de real; 
pero ya Sávigny preguntaba, ¿ley de quién de los intere- 
sados? 

4. — Y con efecto así es; no basta arrancar del imperio 
de la ley real, determinada relación jurídica, para que pue- 
da llegarse á una solución práctica. 

5. — Después de Savigny, el Código Italiano establece 
algunas preferencia^ de ley personal de un iiiterdsaclo res- 
pecto de la de otro, y por esto, en su artículo 7.®, sujeta los 
bienes muebles á la ley del propietario; y en el 8'.% ordena 
que las sucesiones, en cuánto' al orclen de suceder y á íá va- 
lidez intrínsica ide las disposiciones, se rijan por la ley del 
autor de la herencia. Por ló demás, el art. 6.® del Código 
Italiano, manda que el estado y la capacidad de las perso- 



Digitized by 



Google 



128 

ñas, así como las relaciones de familia, se rijan por la ley na- 
cional de los interesados, con lo que deja consignado un 
principio tan indeterminado y general como el de los esta- 
tutistas, que sentaron los primeros rudimentos de la ciencia. 

6. — Laurent, en su proyecto de reformas al Código Bel- 
ga, establece, igualmente, art. 12, que las sucesiones se rigen 
por la ley del autor de la herencia. En el art. 13 propone, 
como ya se ha visto anteriormente, que bienes muebles é 
inmuebles se regulen por la ley del propietario y no del 
lugar de la ubicación. El art. 16 establece que las disposi- 
ciones unilaterales entre vivos ó por causa de muerte se 
rijan por la ley del disponente, á menos que manifieste vo- 
luntad en contrario. El art. 17 dispone que las obligacio- 
nes que nacen únicamente de la autoridad de la ley, se rijan 
por ley personal de aquel en interés de quien se han esta- 
blecido los administradores legales. 

7. — Por lo demás, el eminente jurisconsulto belga (arts. 
II y 12), propone en general, que las leyes concernientes 
al estado y capacidad de las personas y á los derechos de 
familia, se rijan por ley nacional de los interesados. 

8. — Como se ve, Laurent se dio cuenta de la dificultad, 
y sólo en casos muy limitados se permitió decidir preferen- 
cia de una ley personal respecto de otra; y si se reflexiona 
sobre la principal tal vez de esas preferencias, quiero de- 
cir, sobre la del propietario respecto del que no lo es, tra- 
tándose de bienes muebles ó inmuebles, ya hemos visto que 
Savigny, refiriéndose en general á la aplicación de la ley 
personal, enseña que en las disputas sobre propiedad no 
es de fácil aplicación, porque precisamente se duda quién 
es el propietario, y si se resuelve que prevalezca la ley del 
poseedor, por modo semejante puede argüirse si se litiga 
sobre la posesión. 

9. — De la misma manera pueden presentarse casos de 
suma dificultad respecto de sucesiones y de las otras rela- 
ciones jurídicas referidas. Tal es la variedad de conflictos, 
y de tan múltiples maneras se oponen entre sí en lo princi- 
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pal 6 en lo accesorio dos ó muchas leyes de diversos países, 
que casi es imposible sujetar tan complexas cuestiones jurí- 
dicas á una sola y misma regla de decisión. 

lo. — No dejaré de recordar los conflictos sobre naciona- 
lidad y naturalización. No solamente las leyes relativas se 
encuentran en oposición, sino que esto acontece respecto 
del mismo individuo. Renuncia el nacional de un país su 
propia ley para adquirir distinta nacionalidad, y sucede que 
la ley de la nacionalidad que abandona y la que elige se opo- 
nen diametralmente. A veces se pueden respetar los pre- 
ceptos de la una, y una vez perdida la nacionalidad, adqui- 
rir los derechos que otorga la otra, acatándolas ambas; pero 
no siempre es factible, y en estos casos, con relación á un 
mismo individuo y á un mismo acto, se encuentran dos le- 
yes personales en oposición. 

1 1. — Como ha de verse adelante, es á los conflictos sobre 
estatuto personal á los que principalmente se contrae la apli- 
cación de la ley nacional, y son éstos de tan varia natura- 
leza, que sin vacilación me inclino á favor de la regla de 
preferencia tal como queda arriba enunciada, y que significa 
indiscutiblemente menos peligro que otras, en manos de 
jueces maliciosos ó ignorantes. Por lo demás, aunque no 
propuesta tal vez con bastante precisión esa regla, se infiere 
de las decisiones de los internacionalistas italianos, que por 
ella resuelven conflictos de trascendencia. 

12. — Siguiendo á Fiore, con razón uno de los doctrina- 
rios italianos más apreciados, he podido observar, cómo es 
que, estableciendo, por ejemplo, que la ley del marido es la 
del matrimonio, no todos los conflictos á éste relativos los 
decide por aquella ley, sino que á veces respeta la ley de la 
esposa, cuyos derechos prefieren á los del marido. Mayor 
edad, en oposición ley del padre con la del hijo, preponde- 
rará casi siempre la ley de éste, por la clase de derechos 
que le asisten. Cuestiones todas de paternidad y filiación, 
admiten solución varia, prefiriendo á veces la ley del padre, 
á veces la del hijo. Cuestiones de reconocimiento de hijos, 
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en muchos casos prepondera la ley del hijo. Acontece otro 
tanto con la adopción, con la legitimación, la tutela, la cú- 
ratela y la ausencia; al gí*ádo dé qué, como dejo dicho, si 
peligroso és, por una parte, decidif preferencia constante 
de ley personal respecto de determinado interesado, conve- 
niente á todas luces es, por otra, y casi ineludible, regular 
esa preferencia por el principio establecido, siquiera sea él 
tan vago é indeterminado, como lo permite el carácter de 
las necesidades que llena. 

13.— Examen cuidadoso y detenido de la relación jurídi- 
ca dé que áe trate, conducirá siempre al verdadero jurista 
á cóncedet el predominio de la ley de aquel cuyos derechos 
prefieran. 

14. — Ya en este punto no es posible guiar el criterio de 
los encargados de la aplicación de la ley; el derecho prefiere 
á la obligación; ló especial deroga lo general; ampliar lo 
favorable y restringir lo odioso; lo más comprende lo me- 
nos; las reglas sobre interpretación de contratos y otros 
principios semejantes, podrán ayudar en su tarea á los jue- 
ces; pero nada más que lo expuesto enseña hasta hoy la 
cien'éia, á la que causa retraso incalculable el no haberse 
adoptado definitivamente los principios primordiales en que 
descansa, á pesar de las interminables disputas bien cono- 
cidasi dé los iriternacionalistas. 

15. — Otro particular que no ha sido suficientemente ex- 
pláíniado en las lecciones anteriores, es el derecho público, 
tíómo base fundamental del Derecho Internacional privado. 

16. — Creo que puede adoptarse esta definición de dere- 
cho público: "£/ conjunto de principios jurídicos^ políticos^ re- 
ligióSos, económicos ó de cualquier otro género, que rigen en un 
Estado, como necesarios ó directamente encaminados d su conser- 
vación y desarrollo, en sus relaciones con los demds Estados, que 
forman la gran comunidad de los pueblos civilizados, sujetos al 
Derecho Internacional** 

17. — Justihiano, párr. IV, lib. I, tít I de la Instituta, de- 
fine así el derecho publico: ^^Publicum jus est, quod adstatum 
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rei Romana spectati' y el privado: ^^Privatum est, quod ad pri- 
vatorum utilitatem pertinei" Derecho público es el que jii- 
teresa al Estado Romano; privado, el qtie á la utilidad dé 
los particulares pertenece. El comentarista Vipnio dic,(?: "c/i 
este lugar, y en consideración á su fin y objeto, solamente se 
llama derecho público el que interesa á la utilidad pública; 
esto es, utilidad de todo el pueblo, universal y conjuntamen- 
te, y no de cada individuo en particular,, si no es secundaria- 
mente y por consecuencia. Porque, lo que públicamente es 
útil, no puede ser perjudicial á los particulares, y sucede á 
veces, que de la utilidad de los particulares deducimos la 
pública;, como cuando se dice: conviene públicamente que 
se cumplan las últimas voluntades de los hombres; á la, Re- 
pública conviene que nadie haga mal uso de su propiedad; 
y así otras afirmaciones del mismo género." 

i8. — Toda ley, dicen otros autores, se dirige álos indi- 
viduos que componen una comunidad; pero acontece que 
los considera utistngulió uit uníver sitas; en el primer caso 
domina el interés individual; en el segundo se advierte lo 
contrario, y de esto podemos deducir si de derecho público 
ó privado se trata. 

19. — La definición antes propuesta, se -asemeja á la roma- 
na, y si algunas palabras se han añadido, siguiendo á los au- 
tores italianos, conviene así, para mayor claridad y supues- 
to el ensanche que á la noción del derecho público se ha 
dado, al proclamarlo base del Derecho Internacional pri- 
vado. 

20. — El art. 12 del Código Italiano deja á salvo, de. la 
manera que con anterioridad he expuesto, las leyes prqhi- 
bitivas del Reino y su derecho público. ¿Por qué las leyes 
prohibitivas?' Laurent dice: "El Código Italiano parece ha- 
"ber tomado de Savigny, la frase leyes prohibitivas. No e3 
"ésta, ciertamente, muy feliz. ¿Por qué l^s leyes coactivas, 
"según Savigny, prohibitivas según el Códigp. Italiano, cons- 
**tituyen excepción al estatuto personal d^l extranjero? Sin 

I Proyecto de reforams del Código Belga, título preliminar, párr. 7? 
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"duda porque el legislador, al expresar en forma de prohi- 
"bidón ó coacción, entiende imponer la regla que establece 
"á toda oíase de personas^ sin distinción de nacionalidad, y 
**si quiere que los extranjeros queden á ella sometidos, es 
"que la prohibición se considera de interés general para to- 
"da la sociedad. ¿Puede deducirse de aquí, que toda dispo- 
"sición prohibitiva obligue á los nacionales así como á los 
"extranjeros? No, puesto que la forma de una ley no deter* 
"mina necesariamente su carácter y naturaleza* Hay en el 
"Código Napoleón disposiciones prohibitivas que son de 
"interés privado y á las que pueden derogar las partes, no 
"obligando, por tanto, tales disposiciones ni á nacionales ni 
"á extranjeros. Muchos casos hay en que la ley, á pesar de 
"su. forma prohibitiva,, permite expresamente renunciar á 
"sus disposiciones." 

21.^ — El art. 6.° del Código Francés, que salva el derecho 
público, nó contiene la distinción del Código Italiano; si la 
acepta el art. 6.® y relativos del Código Civil del Distrito 
Federal. Por otra parte, en la legislación romana no se en- 
cuentra vestigio de aquella distinción, anatematizada con 
razón por el autor cuyas palabras he transcrito. 

22. — El derecho público es, pues, al que recurren los in- 
ternacionalistas modernos, para resolver los conflictos de 
Derecho Internacional privado. 

23. — Laurent, profundizando la materia, llama leyes de 
orden social al derecho público, y decide, conio se ha visto 
con anterioridad, que son leyes de orden social: las que de- 
penden del derecho público y del derecho penal, las que ata- 
fien á las buenas costumbres, las que derogan Iqs derechos 
polltícoá en materia de sucesiones y las que rigen la pres- 
cripción; regulándose, la prescripción adquisitiva por la ley 
del lugar dé la sitqación de los bienes, y la negativa por la 
del lugar en que nadó. la obligación. 

24. — En tesis general, no es posiblenegar que las mate- 
rias indicadas pertenecen al derecho público; sin embi^rgo, 
tal es la múltiple naturaleza de los conflictos de.Dprecho In- 
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temacional privado que, aun así, pueden encontrarse dispo- 
siciones determinadas que no requieren aplicación extrate- 
rritorial 6 que no impiden á su vez aplicación del mismo 
género de ley extraña; y si esto es como digo, preferible 
es no adoptar especificación ninguna, dejando en cada caso 
á la apreciación judicial, lo que deba calificarse como dere- 
cho público. 

25. — Principios de este género los hay imperativos, pro- 
hibitivos y aun facultativos. Una ley ordena que el menor, 
bajo patria potestad, presente autorización escrita del pa- 
dre para contraer matrimonio: precepto imperativo. Otra 
ley prohibe ocurrir al consentimiento del padre y que se 
presente autorización escrita para el matrimonio: mandato 
prohibitivo. Otra ley permite que se presente ó no permiso 
paterno para el matrimonio, á arbitrio del menor contra- 
yente: precepto facultativo. 

26. — Este es ocasionado á confundirse con la falta abso- 
luta de precepto sobre determinada materia jurídica; pero 
si bien se observa, no es lo mismo falta de precepto, que pre- 
cepto facultativo, ni conduce á los mismos resultados en la 
práctica. El precepto facultativo en positivo ó negativo se 
trueca, según el extremo de que se hace uso; sin embargo, 
conviene conservarle su carácter propio. 

27. — Dentro de territorio propio, hay principios que 
comprenden al nacional como al extranjero, otros al nacio- 
nal únicamente y algunos al extranjero nada más. Las pro- 
hibiciones á los individuos de determinada nación ó raza 
para ejercer el comercio y aun para permanecer en territo- 
rio nacional, son de este género. La justificada prohibición, 
vigente en México respecto de nacionales de Estados limí- 
trofes, para adquirir terreno dentro de determinada zona 
fronteriza, pertenece, igualmente, á la última, clase de prin- 
cipios referidos. 

28.— Hay preceptos de derecho público para fuera de 
territorio propio, y se refieren al nacional únicamente ó al 
naqipii^] y ^1 extranjero; pero hay q^ue^dv^rtír que cuando 
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se refieren al extranjero, es porque éste llegue á la Repúbli- 
ca ó porque lleve á efecto actos que en ella deban ejecutar- 
se, pues de otro modo no se encuentran ni la sangre ni la 
tierra, únicas causas de donde se deriva el imperio de de- 
terminada ley. ' 

29. — La materia de obligaciones se presta á considerar 
el derecho público bajo diversas fases. Si un contrato se 
celebra en Londres, sujetándolo á la ley de México, y se 
exige su cumplimiento en Milán, el juez de este lugar de- 
berá tomar en consideración, primeramente, el derecho pú- 
blico de México, por ser la de este país la ley del contrato. 
En segundo lugar, debe tener presente el derecho público 
de Milán, por ser éste el lugar donde se desenlaza la rela- 
ción jurídica. 

30. — A veces deberá tenerse en cuenta el derecho pú- 
blico de la patria de los interesados^ porque posible es que 
la ley de ella contenga tales prescripciones que aquéllos no 
puedan menospreciar. 

31. — Por último, aunque el lugar donde se dio forma 
al contrato, por regla general, ninguna importancia ha de 
tener en el caso, sin embargo, tal puede ser el contrato 
mismo y tan contrario á toda clase de principios legales, 
que aun la ley secundaria á que me refiero deba conside- 
rarse. 

32. — Si el contrato que voy suponiendo es ilícito en sí 
mismo, como sucede con el de contrabando que se estipula 
en un lugar para ejecutarse en otro, todas las clases de dere- 
cho público enunciadas se lesionan y deben tomarse en con- 
sideración por el juez que decide el conflicto. 

33. — Derecho público del contrato, del lugar de su eje- 
cución, de la nacionalidad de las partes, del lugar en que 
se da forma al contrato, todos estos derechos públicos in- 
validan la reprobada estipulación, porque ningún Estado 
acepta de ninguna manera que se desconozcan ciertos prin- 
cipios vigentes en otros é íntimamente ligados con su modo 
de ser y vida social. Cuenta que no trato la cuestión sino des- 
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de^l punto de vista civil, lo cual basta, repito, para nulificar 
determinados pactos. Si éstos se consideran bajo su aspecto 
penal, el derecho público exige á veces, no ya la nulidad de 
lo convenido, sino el castigo de los contratantes. El dere- 
cho público, que es fundamento del Derecho Internacional 
privado penal, como lo es del civil, y á su tiempo ha de 
versecómo de él dimana toda aplicación de ley penal pro- 
pia en territorio extraño y de ley extraña en territorio pro- 
pio; no siendo, sin duda, este modo de considerar el dere- 
cho público, el de menos importancia entre las múltiples for- 
mas que puede afectar. 

34. — La trata de negros es anatematizada por las nacio- 
nes todas; y esto, por qué? Porque es de derecho público 
universal, reconocer la libertad del hombre y que no pue- 
de ser enajenado como cosa. 

35. — En el ejercicio de los derechos que al individuo ga- 
rantizan las leyes, podemos encontrar: i.**. Relaciones de 
particular á particular; y 2.°, Relaciones de particular con 
la sociedad; de las primeras nace el derecho privado, que 
es el que norma las relaciones de los particulares entre sí; 
de las segundas se deriva el derecho público, que es el que 
regula las relaciones de los particulares con la autoridad ó 
con la nación. Pero este derecho público es interior, y el 
derecho público á que hago referencia tiene mayor exten- 
sión, por esto digo: que es el conjunto de principios nece- 
sarios para la vida de un pueblo, en sus relaciones con los de- 
más, que forman la comunidad de los pueblos cultos. Uno es, 
pues, el derecho público interno, y otro el derecho público 
internacional; éste es al que se recurre como base y funda- 
mento de todo Derecho Internacional privado. 

36. — En el derecho civil de cada pueblo que forma parte 
de su derecho privado, puede haber principios que sean de 
derecho público internacional, lo mismo en las leyes de 
procedimientos y en las costumbres; por el contrario, reglas 
de derecho público interno, como las del derecho constitu- 
cional, penal y administrativo, pueden perfectamente no ser 
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de derecho público internacional, á pesar de que son de de- 
recho público interno. 

37. — Esta distinción es fundamental y la juzgo del todo 
necesaria para hacer comprender la base del sistema mo- 
derno de Derecho Internacional privado. 

38. — Los principios de este derecho que adopta cada 
país, ¿son de derecho público ó de derecho privado? Cuan- 
do se dice que el estatuto personal se rige por ley nacional 
y el real por ley de la ubicación, se establecen reglas que 
dirimen las contiendas de los particulares entre sí; pero no 
son particulares de una misma nación, sino de diversas na- 
ciones. 

39. — Ahora bien: esta clase de particulares no se hallan 
en relaciones, si no es por conducto de sus gobiernos, y he 
aquí cómo con ser preceptos, al parecer de derecho priva- 
do, son de derecho público, son de Derecho Internacional, 
porque regulando los derechos de los particulares, se refie- 
ren, sin embargo, á relaciones de éstos con sus autoridades, 
y no solamente, sino que ligan en cierto modo á éstas con 
las autoridades de otro país. Esto explica cómo los prin- 
cipios de Derecho Internacional privado no son propia- 
mente de derecho privado, no son de derecho público inter- 
no, sino de Derecho Internacional. 

40. — Siendo esto así, ¿puede decirse que con arreglo al 
tecnicismo hasta aquí adoptado, los principios de Derecho 
Internacional privado de cada país, pueden considerarse 
como de derecho público internacional, de modo que exi- 
gen respeto, como necesarios para el desarrollo y la vida de 
un pueblo? 

41. — De un modo general, sí son preceptos de derecho 
público internacional, esto es, necesarios para la vida y des- 
arrollo del pueblo que los adopta, pero dentro de esos prin- 
cipios y por virtud de ellos se comprenden infinitas dis- 
posiciones que ño son todas de derecho público; así, se pro- 
clama la ley nacional para el estatuto personal, y este es 
principio de derecho público en sí mismo, pero no lo son, 
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igualmente, todas las disposiciones de estatuto personal, 
porque muchas habrá que no se liguen directamente con la 
vida y desarrollo de la sociedad. Del mismo modo, si se 
adopta el estatuto real, el principio en sí es de derecho pú- 
blico, pero no todas y cada una de las reglas al mismo es- 
tatuto real referentes. Todavía más: si los principios de De- 
recho Internacional privado que se aceptan en un país no 
son diametral mente opuestos á los de otro, sino que caben 
dentro de ellos, pueden interpretarse ampliamente los pri- 
meros, á fin de evitar un conflicto sin solución. Si se adop- 
ta la ley nacional y otro país adopta la del domicilio, no hay 
oposición y pueden respetarse casi siempre mutuamente, 
porque el principio no es tan absoluto que rechace la admi- 
sión de otro que no es del todo contradictorio; lo mismo 
puede decirse del estatuto real y del derecho de las obliga- 
ciones, por loque considero como de derecho público inter- 
nacional, las reglas de Derecho Internacional privado, pero 
en tanto cuanto es necesario en su aplicación para resguar- 
dar la vida y conservación de cada pueblo y con sujeción 
á derecho público extraño. Es decir, que estos principios, 
como todos y cada uno de los preceptos, que por virtud de 
ellos exigen aplicación extraterritorial, son en sí mismos de 
derecho público, pero no en todas sus partes, sino con las 
limitaciones indicadas. 

42. — Cuando se dice que el estatuto personal se rige 
por la ley nacional, se quiere decir que lo relativo al esta- 
tuto personal por ser de derecho público; y así eg verdad 
en general, pero en el pormenor multitud de preceptos hay 
que no resultan de derecho público internacional. Lo mis- 
mo puede decirse de los otros estatutos, y todo estriba en 
la distinción apuntada del derecho público interno y del de- 
recho público internacional. Este es cosa distinta, y de no 
fijar en ello la atención, proceden los errores y las dificul- 
tades. En suma, de la inmensa multitud de toda clase de 
leyes y costumbres vigentes en un país, de derecho púbJi- 
co, privado y de cualquiera condición y carácter, hay que 
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extraer lo que constituya derecho público internacional; lo 
demás no exige aplicación extraterritorial. 

43. — Decir que los preceptos de derecho público son los 
que se relacionan con la conservación de un país, en sus re- 
laciones con los otros, no salva la dificultad, porque sobre 
esa íntima relación versará la disputa; sin embargo, impor- 
ta establecer que esa relación del precepto, con los elemen- 
tos indispensables para la conservación de un pueblo, no ha 
de ser objeto de interpretación extensiva, sino por el con- 
trario, restrictiva. 

44. — Se ha visto ya, y se verá más adelante con más de- 
tenimiento, cómo es que sólo por razón de justicia y con- 
veniencía internacionales, puede admitirse restricción de 
las facultades amplísimas de cada Estado para gobernarse 
á sí mismo, ejerciendo su propia soberanía en toda su ple- 
nitud. Tratándose de estatuto personal, no es posible que 
un individuo vaya sufriendo alteración en su estado á me- 
dida que cambia de residencia, y de necesidad tan ingente, 
nace la obligación para territorio extraño, de reconocer el 
estado y capacidad del individuo conforme á su ley perso- 
nal. Del mismo modo se procede tratándose de los demás 
estatutos. Forzoso es tener presentes estos principios gene- 
radores de las reglas de Derecho Internacional privado acep- 
tadas, y recurrir á ellos para precisar en cada caso lo que 
debe considerarse de derecho público, lo que corresponde 
al desenvolvimiento y aplicación de los principios enuncia- 
dos. Si duda se presenta acerca de que tal ó cual precepto 
sea ó no de derecho público, no se pierda de vista que se 
trata de un derecho público que en determinados principios 
filosóficos se apbyaj y de éste modo se evitará toda perju- 
dicial interpretación extensiva. 

45. — A una duda, en consecuencia, ha venido á substituir- 
se otra duda. Si antes no podía decidirse que determinadas 
disposiciones jurídicas pertenecieran al estatuto personal ó 
al real, hoy no puede resolverse si pertenecen al derecho 
público de una nación, y si son necesarias para la conserva- 
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ción de la misma. Ejemplos de duda, en las mismas mate- 
rias en que no puede determinarse el estatuto á que éstas 
pertenecen, pueden presentarse fácilmente. Sin embargo, la 
regla propuesta por el sistema italiano es indiscutiblemente 
de más fácil' y segura aplicación, y como no deroga, sino 
que explica las reglas hasta hoy recibidas, señalando su 
verdadero origen filosófico, indudablemente constituye un 
notable progreso de la ciencia; y lo que es más, ha señalado 
el rumbo de los futuros adelantos. Sobre esa base del dere- 
cho público, vendrá la elaboración constante de los interna- 
cionalistas á establecer ampliaciones y sistema seguro de 
aplicación. Hoy por hoy, no se ha conseguido aún, pero ad- 
mitida la base, los casos se presentarán y la observación y 
el raciocinio harán lo restante. 

46. — Fiore contiene en su obra de Derecho Internacio- 
nal privado (segunda edición) un resumen del todo exacto 
de la teoría italiana, y establece tres principios fundamen- 
tales de ella: el primero, que todos los pueblos están des- 
tinados á vivir en sociedad; el segundo, que cada pueblo 
legisla por sí mismo; y el tercero, que este derecho de le- 
gislación se extiende fuera del territorio, siempre que el 
derecho público de la nación con que la primera se halla en 
relación no se oponga. 

47. — Los dos primeros principios son axiomáticos, el ter- 
cero es deductivo. Lo lógico hubiera sido decir que este 
derecho de legislación se extiende hasta donde y cuando lo 
exige el derecho público. 

48. — Si bien se reflexiona, para los casos llamados de es- 
tatuto mixto, para los casos dudosos, dos sistemas podrían 
únicamente adoptarse: la ley personal ó la ley real; asistien- 
do indudablemente claras razones de preferencia á esta ley 
respecto de aquélla. En casos de estatuto personal, ley per- 
sonal hubiérase podido decir; en casos de estatuto real, ley 
real; y en casos dudosos, ley real. No se ha procedido así, 
se ha buscado el respeto del derecho hasta donde más es 
posible, y se recuerda que las reglas establecidas sólo son 
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generales, se ocurre á la causa, se examina si el derecho pú- 
blico de las naciones se halla interesado, y en ese terreno, 
libres de toda otra regla de aplicación, deciden los jueces, 
en conciencia, del modo más conforme á justicia y como á 
la harmonía de las naciones conviene. 

49. — Séame permitido insistir en las ventajas que resul- 
tan de reducir el dominio de la ley personal á los límites 
que le corresponden, porque interpretándose estrictamente 
lo que al derecho público atañe, y conservando sus pre- 
eminencias propias á la ley real, ningún desequilibrio se pro- 
ducirá, ni perjuicio para la soberanía interior de cada país, 
aun cuando se incurra en alguna apreciación excesiva ó 
errónea de la propia ley real. Muy por el contrario, si se- 
mejante apreciación trajese consigo una injustificada apli- 
cación de la ley personal, se seguirían males de trascenden- 
cia y se conculcarían sagrados derechos. 

50. — En suma, conforme del todo, por mi parte, con los 
principios del sistema italiano, difiero únicamente respecto 
de algunas de sus consecuencias; y á mi entender, sólo en 
ese punto requiere alguna atenuación la obra de Mancini y 
sus ilustres colaboradores. A esa atenuación, otras vendrán 
sucediéndose y perfeccionarán una ciencia sobre cuyas ba- 
ses fundamentales tanto se discutirá aún. 
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LECCIÓN DUODÉCIMA. 



Domicilio, nacionalidad. — ¿Qué ley debe preferir? — Conflictos extemos é internos.-— 
La cuestión en la República Mexicana. 



I. — Sucede con los problemas de Derecho Internacional 
privado, que todos parecen ser el más arduo y grave, y así 
acontece con el que me ocupa en estos momentos, de la pre- 
ferencia entre la ley nacional y la del domicilio. 

2. — El art. 2^ del Código Civil del Distrito Federal, dice 
á la letra: 

. "El domicilio de una persona es el lugar en que reside 
habitualmente.** 

"A falta de éste, el en que tiene el principal asiento de 
sus negocios.'* 

- "A falta de uno y de otro, se reputa domicilio de una 
persona el lugar en que ésta se halle." 

3. — Savigny, en sus principios de derecho romano, tra- 
tando la cuestión, párrafo 353, dice: "Se considera como do- 
micilio de un individuo, aquel en donde reside constante- 
mente y que ha elegido libremente como centro de sus ne- 
gocios y relaciones jurídicas. La residencia constante no 
excluye una ausencia momentánea ó una variación ulterior; 
la reserva de esta facultad se implica por sí misma," 

"El domicilio, de igual manera que el origo^ establecía 
un lazo de dependencia entre los individuos y una comuni- 
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dad urbana; por tanto, se refería siempre al territorio de 
una ciudad y comprendía no solamente los habitantes de la 
ciudad misma, sino también los habitantes de las aldeas y 
casas de campo aisladas (colonias) que formaban parte de 
este territorio." 

"Las personas que por razón de su domicilio dependen 
de un común urbano, se designan ordinariamente con la ex- 
presión de vicola,** 

"Por la definición que he dado del domicilio, se ve que 
difiere esencialmente de la simple residencia y de la pose- 
sión territorial. La residencia que no está acompañada de 
fijeza y perpetuidad, no constituye domicilio, aunque por 
circunstancias accidentales se prolongase por largo tiempo; 
tal es, por ejemplo, la residencia de los estudiantes en la po- 
blación donde hacen sus estudios: según una ley de Adriano, 
para que esa residencia pudiese ser considerada como cons- 
tante y constituyendo, por tanto, domicilio, debía ser al me- 
nos de diez años. La posesión de un inmueble situado en el 
territorio de una ciudad, no es condición necesaria para el 
domicilio ni basta para fijarlo." 
4. — La ley 7 C. de Incolis, dice: 

^^Cives quidem origo, manumtssiOy allectio^ vel adoptio: in- 
calas vero ficut et Divus Hadrianus Edicto fuo manifeftissime 
declaravit, domicilium facit, Et in eodem loco fingulos habere 
domicilium non ambigitur, ubi quis larenty rerumquCy ac fot- 
tunarum suarutn summum constituit, unde (rursus) non sit dis- 
cessuruSy si nihil avocet\ unde cumprofectus est^peregrinarivu 
detuVy quod si rediity peregrinari jam destitit" 

5. — Multitud de autores antiguos y modernos han de- 
finido ó descrito más bien, el domicilio, empleando paráfra- 
sis más ó menos felices para explicar la residencia habitual 
y el animus manendiy que forman sus dos elementos consti-' 
tutivos; pero basta lo expuesto para fijar la noción de do- 
micilio como conviene, para que sirva de punto de partida 
en la investigación que nos ocupa. 

6. — La nacionalidad es el vínculo que une á determinado 
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individuo con la nación á que pertenece, como subdito ó 
ciudadano. Causas de este vínculo son: el nacimiento, la na- 
cionalidad de los padres y la voluntad, por medio de la na- 
turalización. El origo es esencialmente distinto del domici- 
lio; \?L patria de la domus; el lugar del nacimiento del de la 
residencia habitual. 

7. — Llaman algunos autores domicilio de origen, al lugar 
del nacimiento ó de la patria, y domicilio legal al que se 
deriva de la residencia acompañada de las circunstancias 
necesaríasi para constituir verdadero domicilio. Nada más 
ocasionado á confusiones. El domicilio de origen, según el 
tecnicismo moderno, es la nación á que se pertenece; ley 
nacional es la de esa nación, que rije determinadas relacio- 
nes jurídicas. 

8. — El domicilio es uno, cuyo carácter he procurado de- 
finir; domicilio legal como le llaman unos, domicilio actual 
como le llaman otros, domicilio como sencillamente debe 
llamarse, en oposición á ley nacional y otra con la que suele 
confundirse, la de la residencia. 

9. — La simple residencia, cosa es dintinta, como á pri- 
mera vista se comprende, del domicilio, al que suple en ca- 
sos especiales; y evitando todo equívoco entre domicilio de 
origen, domicilio legal y simple residencia, conviene ya exa- 
minar las razones que á la ley del domicilio abonan, en pa- 
rangón con la de la nacionalidad, no sin tener presentes 
oportunas indicaciones sobre ésta última, contenidas en lec- 
ciones anteriores. 

10. — Si un individuo nace en un lugar donde nacieron 
sus padres, donde éstos y él habitan de continuo, donde 
tienen y administran sus escasos bienes y llevan vida pa- 
triarcal, pocas dudas se ofrecerán acerca de la ley que deba 
regir las relaciones jurídicas de tales personas; pero si una 
de ellas se ausenta y adquiere domicilio y bienes en otro 
lugar, surge- ya la duda, sobre si la ley de su origen ó la ley 
del domicilio deben regir sus relaciones jurídicas; y cuenta 
que no me refiero aquí á las cosas, ni á los derechos reales. 
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ni á los contratos, sino á la ley que rija á la persona, en 
cuanto á su estado y capacidad y en sus relaciones de fa- 
milia. 

II. — Aquel estado primitivo de los hombres y de las fa- 
milias ha casi desaparecido; y he aquí cómo conflictos de 
antaño, por todo extremo raros y excepcionales, se presen- 
tan á diario y han de presentarse en lo futuro con más fre- 
cuencia todavía, á medida que los hombres se comuniquen 
y se liguen más estrechamente unos con otros, contribuyen- 
do así al engrandecimiento y bien universales. 

12. — Examinemos los motivos que obran en favor de la 
ley nacional para preconizarla como preferente á la ley del 
domicilio. 

13. — El vínculo de nacionalidad es de suyo más estrecho 
que el vínculo del domicilio, y es á la vez más permanente, 
más cierto y seguro y menos susceptible de cambiarse que 
el del domicilio. 

14. — Expliquemos estas cualidades que son las alegadas 
en favor de la ley nacional. Que el lazo de nacionalidad es 
más estrecho que el del domicilio, se prueba por la compa- 
ración entre sí de uno y otro vínculo. La nacionalidad se 
determina por el lugar á que se pertenece por la libre vo- 
luntad del hombre, porque si bien es cierto que la naciona- 
lidad dimana á veces de haber nacido el individuo en cierto 
lugar ó de haber nacido en él sus padres, estos motivos no 
impiden que la libre voluntad se considere siempre como 
la causa que sostiene la nacionalidad. Cuando esa libre vo- 
luntad no existe, cualquiera que sea el lugar del nacimien- 
to, cualquiera que sea el de los padres, el hombre no per- 
tenece á ellos, y si esa libre voluntad existe, cualquiera que 
sea igualmente el lugar del nacimiento y el del nacimiento 
de los padres, el hombre pertenece á la nación que escoge 
su libre albedrío. Por otra parte, aun apartando la vista de 
la voluntad, vínculo de sangre, vínculo de nacimiento, son 
motivos nobilísimos que engendran la nacionalidad. 

15. — Ésta, en sí misma, cualesquiera que sean los moti- 
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VOS de su existencia, significa vínculo privilegiado y prefe* 
rente al del domicilio. ¿A qué no obligan los lazos con la 
patria? Formar parte de su gobierno directamente 6 por 
derecho de representación, defenderla, sacrificándole la vi- 
da si es necesario, tomar parte en la formación de sus leyes, 
es decir, dar reglas bajo las cuales ha de vivir y perpetuar- 
se, interesarse en la marcha de sus asuntos, anteponerlos á 
veces á los propios, advertir los peligros, ver en todo por 
su conservación y progreso, prescindir del bien individual 
por el común, mirar por el porvenir y postergar el presen- 
te, en una palabra, tener á la vista siempre la entidad mo- 
ral de preferencia al individuo que, sin embargo, forma el 
componente primordial de aquélla y que en ultimo análisis 
viene á constituir la razón de ser y el objeto de su existen- 
cia; he aquí el vínculo de la patria, he aquí la nacionalidad 
en toda su hermosa é imponente expresión. 

i6. — Por otra parte, el domicilio es el lugar donde se vi- 
ve, donde se tienen afectos, donde se adquieren costumbres, 
amistades, relaciones y donde se observan reglas á las cua- 
les se ajustan la vida y la conducta del hombre. En el do- 
micilio se adquiere la subsistencia, se celebran contratos y 
llevan á cabo negocios, y ¿qué otra cosa puede tener el hom- 
bre á la vista^ en su inteligencia y en su corazón, sino aquello 
que le rodea, personas, cosas, costumbres, leyes, afectos; 
modo de ser, en una palabra, físico y moral, que impone la 
sociedad en que se vive? 

17. — Variantes y muchas pueden ofrecer estos dos ele^ 
mentos principales que dominan al hombre que vive en so- 
ciedad; porque á veces el vínculo de domicilio hará olvidar 
el de la nacionalidad; á veces la nacionalidad se elige en 
odio del domicilio ó de otra nacionalidad; ninguno de estos 
accidentes importa; en último análisis los vínculos de nacio- 
nalidad y domicilio dimanan de las causas indicadas y sig- 
nifican los delineados lazos del hombre en sociedad con sus 
semejantes. 

18. — Llegados á este punto, aducen los autores que sos- 
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tienen la nacionalidad, que es ésta la que debeVegir al indi- 
viduo por lo que toca á su estado y capacidad y á sus rela- 
ciones de familia y á todo lo que con tales objetos se rela- 
ciona. Ser mayor ó menor de edad, aptitud de contraer 
matrimonio, potestad sobre los hijos, derechos sobre la es- 
posa, tutela, cúratela, ¿cómo no han de regirse por ley 
personal, por ley de la nación á la que el hombre pertene- 
ce y que es como una continuación del individuo mismo, y 
la más perfecta manifestación de su libertad? ¿Y tales rela- 
ciones jurídicas, qué motivos puede haber para que se rijail 
por ley del domicilio? ¿Escoger determinado lugar para vi- 
vir 6 para negociar, influye tanto sobre el individuo, que de- 
ban claudicar ligas tan sagradas como las de la nacionalidad? 

19. — Insisten los defensores de la ley del domicilio, en 
que cualesquiera que sean los deberes para con la patria, lá 
vida real y verdadera se halla sujeta á las condiciones es- 
peciales del domicilio elegido. La vida del momento y toda 
clase de afectos y relaciones del hombre en sociedad, allí 
existen y le imprimen carácter, por lo que imposible es, por 
ningún concepto, postergar lazos tan respetables. 

20. — A decir verdad, no puede sostener ventajosa com- 
paración el domicilio con la nacionalidad, por razón de la 
clase de vínculo que uno y otro significan; si bien es nece- 
sario no perder de vista, que única y exclusivamente se tra- 
ta de lo que al estatuto personal y á las relaciones de fami- 
lia pertenece; porque si de cosas se trata, de contratos, no 
significan tanto las preeminencias de la ley nacional y sí 
adquieren valor y fuerza las que constituyen el domicilio 
que á veces preponderarán. 

21. — Si de las preeminencias de la ley nacional sobre la 
del domicilio se trata, por razón de las personas, no hay 
que olvidar, como ya lo indiqué, que cualesquiera que sean 
las doctrinas hoy adoptadas, y que reconocen la voluntad 
como base primordial de la nacionalidad, muy frecuente- 
mente hay que considerar las causas de la sangre y áé la 
tierra. 
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22. — A falta de voluntad expresa se presume á veces la 
voluntad á favor de la nacionalidad de los padres, que es el 
vínculo de la raza y de la sangre; y se presume á veces á 
favor del vínculo de la tierra, que es el lugar del nacimiento. 

23. — Peligrosa es, sin duda, en el estudio que me ocupa, 
la adopción de presunciones y ficciones legales; mas cir- 
cunscribiendo la materia á la realidad de las cosas, la ver- 
dad es que, independientemente del vínculo moral y prime- 
ro de la voluntad, en multitud de casos de nacionalidad y 
naturalización, habrá que considerar los vínculos de la san- 
gre ó de raza y del lugar de nacimiento. 

24. — Éstos influyen material y fisiológicamente sobre el 
individuo, determinando su carácter; por esto no pueden 
menospreciarse ni subalternarse á relaciones de un orden 
inferior. 

25. — Veamos ahora lo que se dice acerca de la certeza, 
de la invariabilidad del vínculo de nacionalidad, en oposi- 
ción al domicilio. 

26. — Que la nacionalidad no sea susceptible de cambiar- 
se una ¡por otra, que no sea posible alegar dos nacionalida- 
des á un mismo tiempo, que todo hombre debe tener una 
nacionalidad, que el cambio de ésta se halle sujeto á condi- 
ciones más difíciles de llenar que el cambio de domicilio, 
verdades son todas, relativas ciertamente, y que no pueden, 
en su conjuntOj determinar de un modo tan absoluto, como 
se ha creído, superioridad de la ley de la nacionalidad so- 
bre la del domicilio. 

27. — Que la nacionalidad sea de todo punto cierta en 
todo caso, sin que pueda cambiarse ó substituirse por otra, 
no es sostenible en la actualidad; aquellos principios de la 
sujeción perpetua, perpetual allegiance, y el aforismo de 
^^Once a subject^ allways a suhject,'* sostenidos principalmente 
por' Inglaterra, pasaron yaá mejor vida y no hay país cul- 
to que no reconozca que el hombre es libre para renunciar 
en todo tiempo su nacionalidad, adquiriendo otra en substi- 
tución y con sólo llenar los requisitos legales establecidos. 
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28;— En cuanto á que éstos sean; por regla general, de 
más entidad y njás difíciles de llenar que los necesarios pa- 
ra adquirir domicilio, incuestionable es en mi concepto; re- 
gístrense las leyes de extranjería de todos los países, ■ fíjese 
la atención en la renuncia de la nacionalidad anterior, en el 
tiempo de residencia, en la comprobación del modo hones- 
to de vivir y en otros requisitos, y fácilmente se llegará á 
la conclusión apuntada. Por otra parte, para adquirir do- 
micilio, aun desentendiéndose de aquellas legislaciones que 
conceden ese derecho con prodigalidad, la verdad es que 
los requisitos son fáciles de llenar: la declaración ante las 
autoridades, corto tiempo de estancia, giro de negocios, 
posesión de inmuebles y otros motivos semejantes^ han sido 
y son motivos legales para que se considere adquirido el 
derecho de domicilio. 

29. — En cuanto á que todo individuo se presume que 
tiene una sola nacionalidad y no varias, cierto es cotno pre- 
sunción; pero á veces fraudulentamente ó no, pueden ale- 
garse dos nacionalidades distintas por haberse adquirido 
conforme á las legislaciones que las rigen. Del mismo mo- 
do pueden alegarse dos domicilios, así como puede suceder 
que ninguno se tenga y que todo derecho de nacionalidad 
se haya perdido, encontrándose los individuos á quienes tal 
acontece, en el caso de recurrir á la residencia actual, como 
único medio para subsanar ambos defectos. No decido, sino 
apunto, las cuestiones referidas, y cuenta con que las reso- 
luciones que á ella se den, en mucho dependerán de las le- 
yes particulares sobre nacionalidad ó domicilio que en ca- 
da caso deban tomarse en consideración. 

30. — Así, pues, én razón de las mayores facilidades para 
obtener el domicilio que la nacionalidad, las alteraciones 
del domicilio y las anomalías, casi siempre fraudulentas que 
quedan indicadas, claro es que la nacionalidad constituye 
vínculo más cierto, más seguro y menos sujeto á variación 
y falsas apreciaciones que el domicilio. 

31. — Ley personal y ley real, palabras son que he usado 
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frecuentísimamente en estas lecciones y muchas veces de 
propósito, sin mayor especificación. Ley personal, ley de la 
persona. ¿Qué 9e entiende por ella? Todas las leyes son 
persQnales; á las cosas nada puede ordenárseles, no son sus- 
ceptibles de actos. 

32.— Ley personal es aquella que se origina de una cau- 
sa que radica en el individuo, física .6 moralmente conside- 
rado. Ley nacional es personal, porque^e origina de la vo- 
luntad, de la sangre, de la nacionalidad de los padres; es 
personal, porque se origina de la tierra, del lugar del naci- 
miento, en cuanto á que todos estos elementos influyen por 
modo determinado en el individuo y le imprimen carácter 
particular. 

33.-:-Ley real es aquella que se origina de una causa in- 
dependiente del individuo y que obra respecto de él, suje- 
tándole á determinados preceptos. Ley de la ubicación de 
un inmueble es ley real, se origina de esa misma ubicación; 
no nace del individuo mismo, y sin embargo, por ser tal ó 
cual esa ubicación, sujeta al individuo á determinadas re- 
glas. Ley de la celebración del contrato es ley real, porque 
independientemente del individuo, le sujeta del mismo mo- 
do á determinados preceptos. Ley de la ejecución del con- 
trato es igualmente ley real; ley de las formalidades exter- 
nas, ley de los procedimientos, son igualmente leyes reales. 
La causa de la que se originan es el lugar, la tierra que se 
impone respecto del individuo y le obliga á someterse á 
ciertas reglas. 

34. — Reflexiónese en todos y cada uno de los casos indi- 
cados sobre las causas del imperio de determinada ley, y se 
encontrará que por ser tal ó cual la situación del inmueble 
hipotecado, las relaciones jurídicas vinculadas cop la hipo- 
teca se -rigen por ley del lugar; se encontrará igualmente 
que el Locus regit actum, principio fundamental para la so- 
lución de «todos los conflictos al derecho de las obligaciones 
pertinentes, no radica ni en la voluntad, ni en la sangre, ni 
en nada que signifique el individuo mismo y la expresión 



Digitized by 



Google 



150 

de su libertad; y en cuanto al vínculo de la tierra, que subs- 
tancialmente es el del lugar, fuerza es decir que obra; por di- 
versos modos cuando funda la preponderancia de la ley real 
que la de la ley personal. Respecto de ésta, es tan sólo un 
elemento de vida, de modo de ser del individuo, tan respe- 
table como el de la sangre y el de la voluntad; respecto de 
la ley real, el mismo elemento no obra de igual modo, sino 
que independientemente del individuo, y como antagónico 
tal vez del otro vinculo de la tierra, se impone únicamente 
para regir determinadas relaciones jurídicas. 

35. — Esto expuesto, consideraremos la ley del domicilio. 
¿Nace ésta de motivos que radiquen en el individuo mismo, 
ó bien en elementos extraños? Como es sabido, no consti- 
tuye exclusivamente el domicilio el hecho de vivir ó de gi- 
rar negocios en determinado lugar; necesario es que se 
agregue al animus manendi, la voluntad y la intención de 
vivir permanentemente, por mucho que accidentalmente se 
abandone el lugar. Siendo esto así, el domicilio debe conside- 
rarse bajo dos aspectos: como ley personal y como ley real. 

36. — Supongamos que, como muchos autores, sajones en 
su mayor parte, se admite cómo regla general para decidir 
los conflictos de estatuto personal, el domicilio; pues bien: 
en apariencia sería ley real la que se opusiera á la naciona- 
lidad, porque si ésta depende del individuo mismo, el do- 
micilio se considera como lugar de residencia habitual, de 
la que parece originarse una ley real, que á la ley personal 
se opone y parece dominar; pero descartado todo motivo 
de confusión, si bien se observa, ley personal es la del do- 
micilio, que se opone á otra ley igualmente personal y que 
sólo la circunstancia accidental de la residencia constante 
hace aparecer como ley real. 

37. — No es ya el conflicto de estatuto personal, sino de 
estatuto real, y disputan los autores sobre si ha de regirse 
por ley del domicilio ó por la de la ubicación de la cosa; y 
desempeña entonces papel de ley personal el domicilio, en 
oposición á ley notoriamente real. 
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38. — Otro tanto acontece si de conflictos pertenecientes 
al derecho de las obligaciones ó al estatuto formal se trata. 
Pero la verdad es que sólo hay motivo para considerar par- 
ticularidades de la ley del domicilio, á la que el animus fna- 
nendi basta para clasiñcar como personal, ya se oponga á 
ley á todas luces personal, como la de la nacionalidad, ya á 
leyes reales, como las que rigen las cosas, las obligaciones y 
las formas externas de los actos. 

39. — La nacionalidad puede unirse á la residencia, y sin 
embargo no es ley real en el sentido explicado; de igual 
naturaleza es el domicilio. 

40. — En vista de las reflexiones que anteceden, no es po- 
sible sostener la preponderancia de la ley del domicilio res- 
pecto de la nacionalidad, por lo que toca al estatuto perso- 
nal; bien entendido que, como de costumbre, he procurado 
sintetizar, tocando los puntos esenciales de la cuestión, que 
fácilmente podrá el discípulo ampliar y apoyar con sólidos 
y mejores argumentos. 

41. — Heme referido en todo lo expuesto, á los conflic- 
tos que pueden suscitarse entre países de gobiernos centra- 
les, sujetos á una sola legislación civil; pero es la verdad, 
que tomar en consideración naciones sujetas á régimen fe- 
deral, cualesquiera que sean sus particularidades, se presta 
á profundas reflexiones que den por resultado, tal vez, mo- 
dificar las conclusiones presentadas hasta aquí como indis- 
cutibles. 

42. — Así como en tiempos remotos, los primeros con- 
flictos de Derecho Internacional que se suscitaron eran de 
provincia á provincia y de ciudad á ciudad, de calle á ca- 
lle y aun de casa á casa, como observa Savigny, desapare- 
cidas al fin de la edad media todas esas clases de divisiones 
territoriales y formados gobiernos centrales, en las nacio- 
nes más civilizadas desaparecieron también aquellos con- 
flictos, quedando en pie solamente los internacionales ex- 
temos de una con otra nación y que sobradamentelie definí- 
do ya. Pero es muy de notar que aquellos remotos casos 
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de conflictos reviven ahora y se presentan muy semejantes, 
si bien engendrados por nuevas causas que tarde ó nunca 
desaparecerán. Las subdivisiones territoriales, que como 
mal inevitable antes se imponían, hoy se reconocen y se re- 
gularizan por las Constituciones y las leyes, tomándolas co- 
mo base de las mejores formas de gobierno. 

43. — Indiscutible es, en verdad, que los conflictos que ac- 
tualmente surgen en Confederaciones ó Federaciones, con- 
flictos internos ó externos, más semejanza maniñestan con 
los conflictos que hacia el siglo XIV dieron lugar á las doc- 
trinas de Bartulo, Baldo y sus sucesores, que á los que se 
han suscitado en los tiempos modernos, durante el presente 
siglo principalmente, entre las naciones más poderosas de 
Europa, sujetas á regímenes centrales. 

44. — Pero la reacción se ha hecho sentir, es necesario no 
apartar la vista de la realidad: en Suiza, en la Gran Breta- 
ña, en España, en Italia, en Alemania, en los Estados Uni- 
dos del Norte, en todas las Repúblicas Hispano-America- 
nas, y en México muy particularmente, conflictos internos 
pueden producirse á diario, conflictos de índole distinta 
que los externos. 

45. — Siendo esto así, conviene examinar cuál ley, si la 
de la nacionalidad ó la del domicilio, debe regir los con* 
flictos á que vengo haciendo referencia. 

46. — Recurramos á los maestros. Savigny plantea asi el 
problema. 

(Párrafo 347, sistema del derecho romano). 

"Entre los derechos territoriales contradictorios, cuya 
colisión va á ocuparnos ahora, pueden existir dos diferen- 
tes clases de relaciones; y aunque /as reglas que han de apli- 
carse fermajtecen siempre las mismas, esa diferencia influye 
mucho sobre el modo de su aplicación.*' 

"Estos derechos territoriales pueden regir diferentes dis- 
tritos de^un mismo y solo Estado ó diferentes Estados inde- 
pendientes entre sí." 

"He designado en otro lugar los derechos particulares 
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existentes en el seno de un miismo Estado, bajo el nombre 
de defechos particulares, por oposición al derecho común 
de este Estado. Estos derechos particulares pueden reves- 
tir la forma de leyes ó la de costumbres." 

"Su origen histórico y las limitaciones que á éste se re- 
fieren, son extraordinariamente variadas. En tiempo del im- 
perio de Alemania, las relaciones entre los diferentes Esta- 
dos que el imperio comprendía daban lugar á las más im- 
portantes aplicaciones de esta clase de derechos. Semejantes 
relaciones existían dentro de cada uno de los Estados que 
componían el imperio y existen también hoy, aunque el im- 
perio haya sido disuelto." 

"Estos derechos particulares rigen ya una provincia, ya 
una subdivisión de la misma, ya un municipio. Lo más fre- 
cuente es que se establezcan para el territorio de una ciu- 
dad, y aun algunas veces para una parte de este territorio." 

"Cuando se extiende un derecho particular á una pro- 
vincia ó á una parte de ella, es frecuentemente señal de que 
la provincia formaba antes un Estado independiente, ó bien 
pertenecía á un Estado diferente de aquel al cual se encuen- 
tra incorporado." 

"Con frecuencia el derecho particular que en una ciu- 
dad rige, es instituido por el soberano del país ó por la au- 
toridad municipal, con el consentimiento del soberano." 

"Este origen del derecho particular de las ciudades se 
encuentra ya en el imperio romano, donde antes que se in- 
corporasen á él, tenían su legislación especial, que no per- 
dían completamente por su reunión al imperio, por más que 
se encontrasen sometidas siempre á las leyes nuevas dicta- 
das en Roma, que son precisamente las que en general han 
proporcionado á los jurisconsultos romanos la ocasión para 
tratar el asunto que nos ocupa. Su derecho contrasta como 
derecho particular, con el derecho romano común. Los de- 
rechos que en la edad media se formaron en casi todos las 
ciudades de Italia son mucho más extensos é importantes; 
contrastan no sólo con el derecho romano, sino también con 
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el derecho lombardo, considerando uno y otro como dere- 
cho común. Precisamente para estas ciudades se creó la ex- 
presión técnica statuta, que fué después aplicada á otros 
países, y á la cual se reñere la teoría de los statuta persona- 
Hay realiay mixta'' 

*'He aquí un caso que podría pretenderse referir á la co- 
lisióA de los derechos territoriales en el seno del mismo Es- 
tado, pero que en realidad tiene una naturaleza muy dife- 
rente, y no pertenece en modo alguno á la presente indaga- 
ción. Pueden existir en cada Estado derechos particulares 
subordinados unos á otros, y extendiéndose gradualmente 
desde el territorio más pequeño hasta el Estado entero. 
Aquí todavía se puede hablar de colisión, porque cada uno 
de estos derechos particulares está en vigor en determina- 
do lugar; y si se contradicen, puede preguntarse, á propó- 
sito de un caso dado, cuál de estos derechos debe suminis- 
trar la regla que ha de aplicarse. Pero entonces la cuestión 
de la colisión, si se quiere emplear este término, tiene un 
sentido completamente distinto del que ofrece cuando se 
trata de derechos particulares de un mismo Estado, coloca- 
dos en presencia unos de otros, sin que haya entre ellos 
ningún lazo de subordinación ni de dependencia. Cuando 
se trata de varios derechos subordinados unos á otros, la 
regla es muy sencilla: se aplica con preferencia el derecho cu- 
yos limites son más estrictos^ d menos que no exista en el dere- 
cho superior una disposición que tenga carácter de absoluta'' 

"La colisión entre varios derechos particulares indepen- 
dientes no puede resolverse por una regla tan sencilla. Exi- 
ge una investigación más profunda, que se encontrará en el 
transcurso del presente capítulo. Como nos ocupamos aquí 
únicamente de los derechos particulares de un solo Estado^ po^ 
dria creerse que la colisión de estos derechos ha sido regulada 
por la legislación general de cada Nación, Pero esto no se ha 
verificado de una manera completa en ninguna de ellas^ y las 
cuestiones más importantes en esta materia han sido abando^ 
nadas al dominio de la ciencia," 
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47- — Necesario es, además, para seguir un método con- 
veniente y las tradiciones de la ciencia, remontarnos al an* 
tiguo derecho romano. Sigo en esta parte también al ilustre 
profesor de Berlín. 

"Párrafo 357. Principios del derecho romano sobre el origo 
y el domi^iliunu Efecto de estas relaciones** (Continuación). 

"Del conjunto de esta indagación resulta, que el que 
pertenece á una ciudad determinada se encuentra someti- 
do: I.^ á las cargas municipales; 2.^ á la jurisdicción de la 
ciudad; y 3.**, al derecho positivo especial que la rige. To- 
das estas consecuencias se relacionan por un enlace intimo 
y se las puede considerar como de la misma especie. Exis- 
te entre ellas, sin embargo, una diferencia importante que 
se trata de señalar." 

"Cuando una persona pertenecía á varias ciudades por 
razón del derecho de ciudad ó de domicilio, se encontraba 
al mismo tiempo sometida á las cargas municipales y á la 
jurisdicción de cada una de estas ciudades, pero no podía 
estar á la vez sometida al derecho positivo de las mismas, 
porque esto hubiera implicado contradicción. Esta persona 
podía, en efecto, ser citada ante diferentes Magistrados, á 
elección del demandante, pero no podía ser juzgada según 
reglas de derecho diferentes y acaso diametralmente con- 
trarias. No pudiendo estar sometida cada una- más que á 
un solo derecho local, era preciso optar necesariamente en- 
tre las diferentes ciudades, por más que estuviesen al mis- 
mo nivel, en cuanto á las cargas municipales y á la juris- 
dicción." 

''Tengo pof cosa incontestable^ que cuando una persona tenia 
derecho de ciudad y domicilio en diferentes ciudades^ el derecho 
local que le correspondía estaba determinado por el derecho de 
ciudad y no por el del domicilio. He aquí los motivos que mi- 
litan en favor de esta opinión. Desde luego, si se compara 
el derecho de ciudad con el domicilio, el cual dependía de 
una voluntad arbitraria y caprichosa, habrá de concederse 
que el derecho de ciudad era un lazo más estrecho y supe- 
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rior en sí mismo. Enseguado lugar, era también más anti- 
guo, puesta que se remontaba á la época del nacimiento, y 
el domicilio existente en otro lugar no podía ser niás que 
el resultado de un acto posterior de la voluntad Ubre: -no se, 
ve, pues, razón alguna para cambiar el derecho territorial, 
una vez constituido respecto á la persona. Por último, en 
los textos del derecho romano, citados antes, se lee: *'si. . . 

alio, jure civitas ejus utatur' y quoniam nullius certae cu. 

vitatis civis est expresiones que indican claramente 

que el derecho de ciudad y no el domicilio, determinan el 
derecho territorial aplicable á cada uno." 

48. — Después de esto, se ocupa Savigny del origo y el 
doniicilium actuales, enseñando, que del origen no existe ni 
vestigio en Alemania, toda vez que los orígenes de todas y 
cada una de las ciudades alemanas se funden en uno solo, 
el de la patria coman alemana, de la que por modo igual se 
reputan nacionales ú originarios todos los nacidos dentro 
de su territorio. 

49. — Pero sí subsiste, el domicilio, aunque no idéntico. 
El domicilio romano se refería siempre á la comunidad ur- 
bana, y si esta clase de domicilio puede considerarse vigen- 
te para el fuero, no sucede así si se le considera como ley 
especial que los conflictos de derecho internacional resuelva. 

50. — Bajo este aspecto considerado el domicilio, tiene 
hoy extensión mucho mayor; no se refiere á una ciudad si- 
no á un Distrito, auna provincia, á una división territorial 
más ó menos extensa, y esta clase de domicilio es la que 
prepondera, según algunos, para la resolución de los con- 
flictos de Derecho Internacional entre leyes de un mismo 
Estado, y no sólo entre éstas, sino aun en los que se suscitan 
entre Estados soberanos é independientes entre sí. ' 

51. — En cuanto al derecho novísimo, conviene consultar 
el Código Civil Alemán de 1896. Meulenaere, profesor de 
Gante, en el prólogo de la traducción que ha publicado, 
califica de únicas en el mundo, las dificultades del derecho 

I Savigny. Derecho Romano, tomo VI, párr. 359. 
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interno alemán; dificultades que. en parte, está el Código 
destinado á hacer desaparecer. En la ley de introducción ó 
transitoria de dicho Código se contienen algunas disposi- 
ciones de Derecho Internacional privado.. Se recurre, por 
modo semejante á Suiza, á la ley nacional y á la del domi- 
cilio,, que rige respectivamente determinadas relaciones ju- 
rídicas, No acusan tales disposiciones, en mi concepto^ tan- 
ta diligencia como el estudio del Código, y nada de ellas 
creo utilizable para la adopción de un sistema completo y 
general, adaptable á nuestras instituciones., 

52.— r.Concluye así Savigny (párrafo 358). 

"Después de haber expuesto las grandes modificaciones 
que se han verificado en el transcurso de los tiempos anti- 
guos á los modernos, puede señalarse como una singulari- 
dad notable, que en una pequeña nación de Europa se ha 
formado, un estado de derecho semejante al de los romanos, 
es decir, un origo diferente del domicilium y que tiene sobre 
este último una influencia predominante." 

"Este estado de derecho no es un resto ni una imitación 
de la organización romana; tiene sus caracteres particula- 
res. Así no descansa exclusivamente sobre el derecho de 
ciudad en una población, sino sobre el derecho.de ciudada- 
nía en un municipio, ya sea urbano, ya rural. Este estado 
de derecho existe en la mayor parte de los cantones de la 
Suiza alemana; allí el derecho de ciudadanía en un deter- 
minado municipio, que es al mismo tiempo una condición 
necesaria para adquirir el derecho de ciudadanía cantonal, 
regula con preferencia al domicilio, que puede existir en 
otra parte, las más importantes relaciones de derecho, tales 
como la capacidad de derecho y la capacidad de obrar, el 
matrimonio, el poder paterno, la tutela, el derecho de tes- 
tar y el de suceder ab intestato. Respecto á varias de estas 
relacionas, el derecho de origo (el derecho de ciudadanía en 
un municipio) determina con preferencia al domicilio y no 
sólo el derecho, local aplicable, sino también la jurisdicción. 
Así tiene lugar principalmente para las acciones de divor- 



Digitized by 



Google 



15» 

CÍO y de petición de herencia. Todas estas disposiciones 
descansan tanto sobre tradiciones antiguas como sobre con* 
venios hechos entre muchos cantones." 

53. — No es fuera de caso transcribir igualmente una 
nota al párrafo 347 arriba citado; dice asi: 

"Volvemos á encontrar una relación casi semejante en- 
tre los pequeños Estados soberanos que formaban la unión 
de los Países Bajos, pero que no estaban sometidos como 
los Estados alemanes á un poder político superior ni á una 
legislación coman. Los casos de colisión que se presenta- 
ban frecuentemente han movido á los jurisconsultos holan- 
deses (Rodenburg, P. Voet, J. Voet, Huber) á ocuparse 
especialmente de la cuestión que nos ocupa. Existe tam- 
bién la misma relación entre los Estados de la América del 
Norte." 

54. — Laurent, tomo III, lección II, párrafo II, se ocupa 
de los principios adoptados en Inglaterra y en los Estados 
Unidos de Norte América, y critica acerbamente á Westla- 
ke, que apoya el dicho de Travers Twiss, quien sostiene que, 
según el domicilio, debe juzgarse de la nacionalidad; herejía 
jurídica conforme á las ideas y tradiciones universalmente 
aceptadas, según se expresa el sabio profesor de Gante. No 
se muestra éste menos severo con Story, que usa de las pa- 
labras national domicile^ palabras confusas á no poder serlo 
más; dice Laurent, que vienen á hacer imposible la adop- 
ción de las reglas que la razón enseña. Westlake dice: "En 
Inglaterra, cuando se admite el estatuto personal, se deter- 
mina según el domicilio y no según la nacionalidad políti- 
ca." (V. Asser y Rivier, Derecho Internacional privado, 
sección i.*, párrafo 8.) "El mismo eminente jurisconsulto, 
único autor inglés que haya aceptado de lege ferendea * el 
principio de la nacionalidad, reconoció en una memoria á 
la asociación de ciencias sociales, que la admisión de ese 
principio en Inglaterra todavía no es posible." 

55. — A mi entender no reflexionó debidamente Laurent, 

I Sesión del Instituto de Derecho Internacional en Oxford. — i8So. 
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al ocuparse de la materia, que Félix y otros muchos auto* 
res abordan por modo semejante á Savigny. 

56. — Asser y Riyier, en su Derecho Internacional priva- 
do, insisten sobre la confesión de Story, en el prólogo de su 
obra, de no existir aún tratato sistemático que abarcase to- 
das las materias agrupadas por él; y al referirse á Beach 
Lawrence, adicionador de Wheaton, observan cómo es que, 
exponiendo y combinando casos particulares y positivos, no 
llega á una exposición metódica y á una doctrina completa. 

57. — No creo poder hacer deducciones decisivas para el 
estudio que me ocupa de las teorías inglesas y norteameri- 
canas; sí citaré una nota de Story, precisamente al definir 
el domicilio, en el cap. III que trata del nat tonal domicile^ 
tan criticado por Laurent. 

58. — "La palabra domicilio, en el sentido técnico en que 
la usa el Derecho Internacional privado (conflict of laws), ^ 
siempre significa una región ó territorio sujeto á un sistema 
de leyes. No significa ningún lugar especial dentro de esa 
región. El objeto de la rama del derecho de que se trata en 
esta obra, es determinar por qué sistema de leyes debe re- 
girse cada caso particular. Cuando se decide por la ley del 
domicilio, esta ley es la de la región ó comarca en la que la 
persona se halla domiciliada. El objeto de la inquisición de 
su domicilio se obtiene desde el momento en que se ha pre- 
cisado en qué región lo ha fijado. A esa región es á la que 
el término domicilio se aplica. Todos los hechos que moti- 
van el domicilio pueden existir igualmente respecto de un 
lugar particular de esta región; pero esto no hace al caso 
ni acontece siempre; Mr. Dicey, prueba que una persona 
puede estar domiciliada en una región sin estar domicilia- 
da en ningún lugar particular de ella; por ejemplo, un fran- 
cés podría ir á Inglaterra y vivir en Manchester, con la in- 
tención de vivir permanentemente en Inglaterra, residiendo 
en Manchester por un tiempo muy limitado; ó bien una per- 
sona domiciliada en Inglaterra podría vivir en una casa 
que hubiera tomado por tres años; ó bien una persona que 



Digitized by 



Google 



i6o 

no tiene residencia permanente, pasando de uno á otro lu- 
gar de veraneo." 

^*Lord Westbury dice: la ley de Inglaterra y de casi to- 
todos los paises civilizados, considera para cada individuo, 
á su nacimiento, dos distintos estados ó condiciones legales» 
Uno, por virtud del cual viene á ser subdito de determina- 
do país, con el cual se liga por la natural allegiancey consis- 
tiendo en esto el estado político del individuo. Otro, por 
virtud del cual se le considera como ciudadano de determi- 
nada región, lo cual le impone ciertas obligaciones y dere- 
chos municipales. Este lazo determina el carácter civil y 
es diferente del estado político. Éste depende de diversas 
leyes, según los diferentes lugares, mientras que el estado 
civil se rige universalmente por un solo principio, el del 
domicilio, que es el criterio establecido para regir el esta- 
. do civil. Por esa ley se determina la mayoría de edad, los 
derechos matrimoniales, las sucesiones testadas é intestadas 
y otros varios derechos." 

59. — Paso á ocuparme de Suiza, respecto de cuya con- 
federación ha publicado Roguin un interesante tratado. ' 
Las relaciones intercantonales, así como las internacionales^ 
son objeto de las observaciones del profesor de Lausana. És- 
tas son de la mayor importancia, por cuanto á que demues- 
tran que en Suiza se tiene derecho de origen, así como de 
vecindad ó domicilio en cada uno de los cantones que for- 
man la Confederación, independientemente de la nacionali- 
dad federal; existe la nacionalidad cantonal, distinta de la 
vecindad y del domicilio. Es, como dice el autor citado, en 
tono humorístico, un vestido formado de tres telas super- 
puestas. 

60. — Perfectamente determinados esos tres estados, de- 
pendientes, sin duda, del principal, que es la nacionalidad 
federal, dan lugar á conflictos especiales, ora internos, ora 
externos y que por reglas especiales deben resolverse. 

I Roguin. Conflits des lois suisses en matiére intemationale et intercantonale. — 
Lausanne, 1891. 



Digitized by 



Google 



177 

la materia al parecer exige, los autores todos están confor- 
mes en que á falta de voluntad expresa debe buscarse la 
presunta, de modo que siempre quede como regla funda- 
mental del derecho de las obligaciones la voluntad de las 
partes, y á falta de voluntad expresa, suponen que la volun- 
tad presunta se dirige al lugar de la celebración del con- 
trato 6 al de su ejecución, sin contar por el momento con 
detalles sobre competencia judicial, que con una ó con otra 
ley se relacionan. 

38. — No sé hasta qué punto hayan debido considerarse 
forzados los internacionalistas para seguir el camino indi- 
cado. Cierto que la voluntad representa elemento princi- 
palísimo en la legislación á contratos perteneciente, pero no 
único y absoluto; y siendo así, pudo plantearse el problema 
del mismo modo que respecto de cualquier otro objeto del 
derecho. 

39. — Recordemos nociones anteriores. Admitida la jus- 
ticia como base inconmovible de todo derecho, siempre se 
ha preguntado cuál es lo justo, lo racional para decidir tal 
ó cual conflicto, y se ha llegado á establecer esta base: lo 
que salva el derecho público de ambos Estados contendien- 
tes, y de aquí se han deducido conocidísimas reglas á esta- 
tuto personal y real relativas. 

40. — Procedamos del mismo modo por lo que toca al de- 
recho de las obligaciones. Lo justo, lo racional, es respetar 
el derecho público, y este derecho público ordena, en pri- 
mer lugar, acatar la voluntad de las partes. Indudable es 
esto, atentas las legislaciones todas conocidas, y ninguna di- 
ficultad hay para derivar esta regla del conocido principio. 

41. — ¿Pero es única esa regla, ó encuéntranse por el con- 
trario diversos preceptos en las legislaciones de los pueblos 
cultos, pertenecientes á la materia de contratos y que indu- 
dablemente son de derecho público? Evidente es lo segun- 
do en mi concepto, y por esto, dejando á salvo principios 
de toda clase del privilegiado carácter dicho, entiendo que 
debe discurrirse en materia de obligaciones del mismo mo- 
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do, con igual criterio que respecto de los otros objetos del 
derecho, sin conceder á la voluntad preeminencias que no 
le corresponden y que en definitiva vienen á significar difi- 
cultades y confusión, como todo lo que constituye error en 
el método de investigación. 

42. — Sea de esto lo que fuere, y como felizmente los re- 
sultados á que se llega no difieren substancialmente, conti- 
nuemos el examen de las sabias doctrinas que nos sirven de 
guía en materia tan grave como la que me ocupa; 

43.-¡-En la situación expuesta, importa determinar, á fal- 
ta de voluntad expresa, cuál es la voluntad presunta, y des- 
de luego corresponde examinar la doctrina italiana, conden- 
sada en el art. 9.° del Código del Reino, comentado por los 
autores modernos y estrechamente enlazada con las ense- 
ñanzas de los glosadores y estatutistas. 

44. — La doctrina italiana comprende varios casos. 

I. Si dos individuos de una misma nacionalidad, contra- 
tan, en cualquier lugar que sea, se presume que tuvieron 
voluntad de sujetarse á la ley de su nacionalidad. 

II. Si los contratantes no pertenecen á la misma nacio- 
nalidad, se presume que quisieron sujetarse á la ley del lu- 
gar de la celebración del contrato, pero esto no se extiende 
á toda la relación jurídica, sino que hay que distinguir en- 
tre el vínculo de derecho, vinculum juris y e\ onus conventio- 
níSy entre la esencia y la ejecución del contrato, rigiéndose 
la primera por la ley del lugar de la celebración, y la segun- 
da por la ley del lugar de la ejecución, ya sea éste forzoso 
por razón de la clase de contrato, ya sea accidental ó elec- 
tivo, porque así lo consienta el convenio, origen derla dis- 
cusión. 

45. — En cuanto á los procedimientos, no se trata de ellos 
ahora: deben regirse por la ley del lugar en que se verifi- 
can, conforme á los principios relativos al estatuto formal. 

46. — Presunción es la consecuencia deducida de un he- 
cho cierto y conocido para establecer la verdad de otro des- 
conocido é incierto. No se sabe cuál es la voluntad de las 
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partes, y se presume que es la ley de la nacionalidad, por- 
que los pontratantes pertenecen á un mismo país. 

47. — No se sabe cuál es la voluntad de las partes, y se 
presume que es la del lugar en que se encuentran, por lo 
que mira á la substancia del acto y en razón de hallarse las 
mismas en el propio lugar de la celebración. 

48. — No se sabe la voluntad de las partes, y se supone 
que es, en cuanto á la ejecución del contrato, la ley del lu- 
gar de la ejecución, porque la ley de éste debe haberse te- 
nido presente respecto de esa parte de la relación jurídica. 

49. — En oposición á lo expuesto, buen número de auto- 
res sostienen la preponderancia de la ley de la ejecución, 
como regla general para decidir los conflictos al derecho de 
las obligaciones pertenecientes. 

50. — Savigny dice (párr. 370): "En toda obligación en- 
contramos dos apariencias visibles que pueden servirnos de 
guía. Toda obligación, en efecto, resulta de hechos visibles; 
toda obligación se cumple por hechos exteriores; unos y 
otros se verifican necesariamente en un lugar. Así, pues, 
para determinar el asiento de la obligación y la jurisdicción 
especial llamada á conocer de ella, tenemos que elegir en- 
tre el lugar en que la obligación nace y el lugar en que se 
cumple, entre su principio y su fin, considerando el asunto 
de una manera general. ¿A cuál de estos dos territorios da- 
ríamos la preferencia?*' 

"No será en modo alguno al primero, que es en sí un he- 
cho accidental, fugitivo, extraño, tanto á la esencia de la 
obligación como á su desenvolvimiento y á su eficacia ulte- 
rior. Si bien el lugar en que la obligadón ha nacido tiene 
á los ojos de las partes una gran importancia que debía ex- 
tenderse al porvenir, ésta no resultaría ciertamente del so- 
lo hecho de la realización del acto, sino de circunstancias 
exteriores extrañas *á este hecho, las cuales justificasen que 
la esperanza de las partes se dirigía expresamente hacia es- 
te lugar." 

**No sucede lo mismo con el cumplimiento que se refie- 
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re á la esencia de la obligación. En efecto, consiste ésta en 
hacer cierta y necesaria una cosa antes incierta y sometida 
al libre arbitrio individual. Ahora bien: lo que llega á ser 
necesario y cierto, es precisamente el cumplimiento de la 
obligación; sobre este punto se encuentra la esperanza de 
las partes; por tanto, es esencial para la obligación, que el 
lugar del cumplimiento se considere como asiento de la mis- 
ma, y que en este lugar se coloque la jurisdicción especial 
de ella, en virtud de la sumisión libre." 

51. — Laurent, en su proyecto de revisión del Código 
Belga, transcribe el párrafo anterior, si bien no lo aprueba. 
El profesor belga, substancialmente admite la teoria italiana, 
si bien es de notar lo escaso de su doctrina en la materia, 
condensada en el art. 14 del proyecto y reducida, aparte 
ciertos requisitos de forma, á establecer que, cuando á los 
jueces no conste la voluntad de los contratantes, deben apli- 
car la ley nacional, si éstos pertenecieren al mismo país, y 
si cuando esto así no fuere, la ley del lugar en que el con- 
trato se celebre, será la que resuelva el conflicto. 

52. — Mucho se ha discutido respecto de la doctrina Ro- 
mana sobre la cuestión. La ley 6 de Evict, La ley 21 de oblig. 
et act. y las leyes i, 2 y ^ de reb. auct,jud. han sido amplia- 
mente discutidas por Savigny, quien no opina que establez- 
can diferencias entre el lugar de la celebración y el de la 
ejecución. Lo contrario juzga Fiore, fundado en respetables 
autoridades. (Véase Savigny, párr. 372, III, y Fiore, libro 
II, cap. I, segunda edición francesa). 

53. — Ciertamente no creo fácil pronunciar fallo decisi- 
vo sobre el particular; sí consta en el comentario de Bartulo 
á la ley i.* del Código de Summ, Trinit, y en multitud de an- 
tiguos autores la distinción indicada, por lo que he encon- 
trado semejanza casi completa entre la doctrina italiana 
primitiva sobre Derecho Internacional privado en materia 
de contratos y la establecida por el Código Civil del Reino, 
en 1865. 

54. — No creo merezca el nombre de jurista quien menos- 
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precia las enseñanzas del derecho romano; pero de esto á 
suponer que las necesidades sociales son las mismas que ha- 
ce diez y siete siglos, y que debe legislarse como entonces, 
hay un abismo. 

55. — Planteado así el problema, veamos cuál puede ser 
su más acertada solución, en vista de las dos opiniones enun- 
ciadas. 

56. — Por lo que toca á la presunción fundada en la na- 
cionalidad de las partes y que cuando ésta es la misma, su- 
pone que á su ley y no á otra han querido sujetarse, no tie- 
ne á su favor fundamentos sólidos. Parece como esfuerzo 
supremo y plan preconcebido para sacar avante el princi- 
pio de la nacionalidad y para darle cabida en materia que 
por su naturaleza sale de su dominio, para entrar forzosa- 
mente en el de la ley real, cualquiera que ésta sea. No re- 
pararon los autores que sostienen la presunción que me ocu- 
pa, en las complicaciones que suscita en la práctica y que, 
unidas á la poca filosofía de sus fundamentos, traen consigo 
que sin agravio de la feliz solución del punto á discusión, 
pueda ser eliminada, parte que de tan graves defectos ado- 
lece. 

57. — La presunción favorable á la ley del lugar de la ce- 
lebración fúndase en que la ley de tal lugar y no otra, es 
probable que hayan tomado en consideración las partes pa- 
ra comprometerse; y así es la verdad, sin que negarse pue- 
da que esta segunda presunción tiene mayor fuerza que la 
anterior; pero en verdad que no es del todo indudable, ne- 
cesaría, de modo que forzosamente se deduzca la voluntad 
de las partes, de sujetarse á la ley de determinado lugar 
por haberse encontrado en él al tiempo de la celebración 
del contrato. 

58. — Si pensaron las partes en que el contrato había de 
ejecutarse en otro lugar, ¿por qué no suponer que á la ley 
de este segundo lugar quisieron someterse y no á la del 
primero? 

59. — Recuérdese que no hay voluntad expresa y reflexió- 
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nese sobre cuál pueda ser la voluntad de los contratantes 
en la situación supuesta, y se encontrará que, cuando me- 
nos, hay tanta razón para presumir que la voluntad se incli- 
na á favor de uno como de otro lugar, si no es que, como 
dice Savigny, debe presumirse que la voluntad se dirige 
hacia el lugar de la ejecución. Dos individuos residentes 
en Francia, convienen en que el uno pague al otro determi- 
nada cantidad en México. ¿A qué ley entendieron sujetar- 
se? A la de Francia, dicen los italianistas; á la de México, di- 
ce Savigny y los que siguen sus doctrinas. Hay que confesar 
que si éstos no tienen razón, cuando menos está muy lejos 
de ser tan necesaria y lógica, como suponen los italianistas, 
la presunción que sirve de base principal á su sistema. 

6o. — Los defensores de éste no proclaman la ley del lu- 
gar de la celebración en todo y para todo, sino que distin- 
guen y separan la esencia del contrato de su ejecución, y 
cualquiera que sea la ley del principio de la obligación y la 
voluntad presunta de las partes respecto de su esencia, con- 
vienen en que no puede extenderse á la ejecución, que por 
fuerza ha de regirse por ley del lugar en que se lleva á ca- 
bo, respecto de la cual se presume también voluntad de las 
partes interesadas. 

6i. — Parece, según esto, como que ceden de su terreno 
los italianistas en favor de la doctrina contraria, y puestos 
estos antecedentes, conviene estudiar en la práctica los re- 
sultados de una y otra doctrina bosquejadas. 

62. — Supóngase el caso que se quiera del derecho de las 
obligaciones. No hay voluntad expresa de las partes, no hay 
lugar en que forzosamente haya de ejecutarse la obligación 
por su naturaleza misma. ¿Cómo debe proceder la autori- 
dad que decida el conflicto? Primeramente investigará la 
nacionalidad de las partes para fijar si esa ley y no otra de- 
be decidir el conflicto. En segundo lugar, tiene que deter- 
minarse el lugar de la celebración, lo cual es de inmensa di- 
ficultad cuando se trata de convenios celebrados por con- 
ducto de enviados, por cartas, por intermediarios, por tele- 
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gramas, por teléfono 6 por cualquier otro medio semejante; 
y después de fijado el lugar del contrato, se distingue entre 
la esencia del mismo y su ejecución, aplicándose después 
una ú otra ley que corresponda, según lo explicado. En se- 
guida, se atiende á la ley del procedimiento, porque muy 
bien puede suceder que una sea la ley de la ejecución y otra 
la del juicio. Si se estipula, por ejemplo, pagar en determi- 
nada ciudad, para el consentimiento y la validez de la obli- 
gación, se tiene en cuenta la celebración; para la mora y los 
intereses, el lugar de la ejecución, y si el cumplimiento del 
contrato es exigible en otro lugar donde el reo se encuen- 
tre, por domicilio ó accidentalmente, deben tomarse en con- 
sideración las leyes de estos últimos lugares, que el juicio 
y los procedimientos norman. 

63. — No es poco ardua la tarea del magistrado que con 
tales reglas haya de decidir los conflictos que se sujetan á 
su decisión, comprendiéndose á primera vista toda la in- 
mensa trascendencia de cada uno de los puntps por resol- 
ver. No es el momento de transcribir todas las opiniones 
acerca de contratos celebrados en dos lugares por corres- 
pondencia ó por otro medio; pero quien quiera que no sea 
profano absolutamente á la ciencia del derecho, convendrá 
en las dificultades gravisímas que se presentan diariamente 
para decidir cuál es el lugar donde se perfeccionó la obli- 
gación y concurrieron los consentimientos. 

64.— En cuanto al vinculum juris y el onus conventionis, no 
siempre es fácil separarlos con claridad; consentimiento, en- 
trega de la cosa vendida, intereses, cláusula penal, solidari- 
dad, tradición, son otras tantas cuestiones que se discuten 
diariamente hasta lo infinito, y las diferencias que dividen á 
los autores, dimanan de la naturaleza misma del asunto, que 
pertenece indudablemente á los más abstrusos de la ciencia 
jurídica, sujeto á circunstancias mil especiales que concu- 
rren en cada caso de conflicto. Agregúese á esto que las 
formalidades llamadas habilitantes y muchos puntos de 
prueba, pertenecen á la esencia de los contratos y no á los 
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procedimientos, y se tendrá idea clara de la suma de incon- 
venientes que en la práctica ofrece el sistema italiano. 

65. — Y si de los conflictos externos á los internos se pa- 
sa, la dificultad sube de punto; no dos sino varías leyes pue- 
den encontrarse en oposición, y esto á cada momento, á ca- 
da disputa que se lleva ante los tribunales. 

66. — ¿Y posible será que la justicia verdadera se sacrifi- 
que en aras de discusiones bizantinas sobre natividad, do- 
micilio, esencia del contrato, lugar de la ejecución, del pro- 
cedimiento y otras que pueden suscitarse? 

67. — El sistema que proclama la ley de la ejecución del 
contrato, sin duda ninguna simplifica las dificultades. Sim- 
plifica, se dirá, pero hiere los derechos del individuo. He 
aqui la cuestión. 

68. — Hemos visto que el sistema de la ley de la celebra- 
ción descansa en la presunción de ser esa la voluntad de las 
partes, y tal presunción de ninguna manera es necesaria, lo 
mismo puede presumirse la voluntad de ellas respecto de la 
ley de la ejecución; paréceme esto indudable, mientras más 
reflexiono sobre el punto, y siendo así no se vulneran dere- 
chos, sino que se respetan y se resguardan por medio de le- 
yes fáciles en la práctica. 

69. — El lugar de la nacionalidad no se investiga, tampo- 
co el de la celebración, únicamente el de la ejecución: ésta 
domina todo, lo mismo lo relativo al cumplimiento de la 
obligación que á su esencia, y sirve de base para la solución 
de los conflictos sobre obligaciones. 

70. — Lugar de la ejecución puede ser forzoso por razón 
de la naturaleza del contrato y puede ser accidental, porque 
los contratos se celebran para que se respeten como válidos 
y se cumplan en todas partes. Si el reo se encuentra en un 
lugar con la cosa ó sin la cosa que debe entregar, puédese 
perfectamente surtir fuero, conforme á las reglas de com- 
petencia de tal lugar, y en este caso, el contrato en el pro- 
pio lugar se ejecuta; no por pacto, no por necesidad, sino 
por accidente, y esa ley de la ejecución, que es la misma de 
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la competencia, decide á veces de un contrato estipulado 
en pais extraño, sin que jamás pensaran los contratantes en 
el precepto que en definitiva viene á regular sus derechos. 

71. — Cuando hay voluntad expresa de las partes respec- 
to de la ley que deba regir el contrato, se respeta ésta en 
cuanto á la esencia y en cuanto á la ejecución. Dos mexica- 
nos celebran en Francia un contrato que ha de ejecutarse 
en México y lo someten á las leyes de Holanda. Esta vo- 
luntad es respetable, se promueve el juicio en México y el 
juez aplica la ley Holandesa, con la única taxativa de la ley 
del procedimiento y del derecho público de México. 

72. — ¿Con toda esa extensión debe respetarse la volun- 
tad de las partes? 

73. — Así lo traen consigo los principios aceptados y las 
doctrinas de los autores. La voluntad de las partes es la ley 
suprema en materia de contratos; los preceptos de las leyes 
han sido adoptados en beneficio de las mismas. ¿Qué taxa- 
tiva tendrá esa voluntad? El derecho público. ¿El derecho 
público de qué lugar? 

74. — Dos individuos contraen en Francia y se someten 
deliberadamente á la ley de México, en donde se ha de cum- 
plir la obligación. ¿Cuál derecho público tiene que conside- 
rarse? El de México, siendo la ley de este pais, ley de eje- 
cución y lex fori, 

75. — Dos individuos contraen en Francia y la ejecución 
del contrato es forzosa en México; el derecho público de 
México debe respetarse y ley de la ejecución es lex foru 

y6. — En el mismo caso, el deudor no puede ser reconve- 
nido en México porque falte cualquier requisito conforme 
á las leyes de competencia, y si puede ser demandado en el 
lugar de su domicilio ó de su residencia accidental. ¿Qué 
derecho público se respeta? El del lugar de la demanda y 
la ley de la ejecución no es /exfort) pues ley de la ejecu- 
ción está ya determinada por la naturaleza del contrato ó 
por la voluntad expresa; y respetándose el derecho público 
del lugar de la competencia, también hay que considerar el 
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de la ley de la ejecución forzosa ó pactada, por la que se 
decide todo lo que con el procedimiento no se liga y que en 
sus preceptos de derecho público sirve de limite á la volun- 
tad de las partes. 

JT. — En consecuencia, y por regla general, un solo dere- 
cho público, el de la ley de la ejecución; cuando ésta no se 
confunde con lex fori^ derecho público de la ley de la eje- 
cución y de la competencia ó de la lex fori^ simplificada la 
materia hasta donde lo permite su naturaleza complexa. 
Por regla general, un solo derecho público, el de la ley de 
la ejecución. ¿El derecho público del lugar de la celebra- 
ción será para siempre proscrito? No lo creo así; habrá que 
considerarlo en ciertos casos excepcionales. Más todavía: 
derecho público del lugar de la nacionalidad, porque prin- 
cipios hay que al nacional siguen dondequiera que va, de 
modo que, por regla general, un derecho público, en contra- 
rio de lo que acontece en el sistema italiano. En éste, siem- 
pre y por siempre dos derechos públicos, el de la celebra- 
ción y el de la ejecución, sin contar con el de la nacionali- 
dad y el del lugar de los procedimientos. 

78. — Son de tanta dificultad las apreciaciones que con el 
derecho público se relacionan, que no conceptúo la última 
de las ventajas del sistema que propongo, la eliminación de 
factores, como el último á que he hecho referencia y que 
hacen casi imposible, en la práctica, la solución de los con- 
flictos. 

79. — Voluntad expresa de las partes no hay; pero el con- 
trato debe tener forzosa ejecución en determinado lugar, 
como sucede con la entrega de una casa ó de una neg^ocia- 
ción mercantil, y la ley de la ejecución forzosa es la que 
domina la materia. ¿La domina como voluntad presunta de 
las partes ó porque á falta de voluntad expresa la ley dis- 
pone? 

80. — Nótese que la escuela italiana procede de este mo- 
do: á falta de voluntad expresa, es voluntad presunta la del 
lugar de la celebración y la de la ejecución; la primera pa- 



Digitized by 



Google 



i87 

ra la esencia, la segunda para el cumplimiento; pero soste- 
nidas ambas leyes por la voluntad presunta. 

8i. — Adoptado el principio de la ley de la ejecución co- 
mo propongo, siempre que no hay voluntad expresa ha de 
seguirse la ley de la ejecución que todo lo domina, y esa 
ejecución forzosa ó accidental no significa voluntad presun- 
ta de las partes, como en el sistema italiano, sino lo mismo 
que toda regla de Derecho Internacional privado: justicia, 
razón, derecho público de los Estados que contienden por 
medio de sus nacionales. 

82. — En resumen, el sistema de la ley de la ejecución, 
considerado en abstracto, responde tanto ó más que el ita- 
liano, á las exigencias de una sana filosofía, y en la práctica 
le asisten incomparables ventajas respecto del primero. 

83. — Casi todas las dificultades de aplicación desaparecen, 
y el que á veces se confunda ley de la ejecución con lex 
fori, ni es defecto, ni deja de acontecer con el sistema italia- 
no, cuando se trata de que la ley de la ejecución se respete 
en todo lo que atañe al cumplimiento de la obligación, cum- 
plimiento que puede exigirse conforme á diversas reglas de 
competencia. 

84. — He dicho que éstas pueden llegar hasta hacer res- 
ponder al individuo en cualquier lugar que se le encuentre. 
No es mi ánimo tratar ahora estas cuestiones secundarias; 
pero cualquiera que sea la extensión que se dé á la compe- 
tencia, ningún inconveniente hay en que la respete la ley de 
la ejecución. 

.85. — Todo contrato será exigible en todas partes, y las 
más veces conforme á la ley del lugar en que se pone la de- 
manda, esto es hacedero y fácil en la práctica. Derechos de 
nadie se conculcan, y menos cuando leyes especiales lo es- 
tablezcan por modo igual para todos, y que en las costum- 
bres de los individuos se infiltre. 

86. — El sistema se recomienda por sí mismo para los con- 
flictos internos, y contribuirá, tal vez, á que por modo per- 
fecto las partes estipulen lo necesario en los contratos para 
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la salvaguardia de sus derechos, supliendo así toda deficien- 
cia de la ley. * 

I Aunque no es . mi ánimo tratar aquí cuestión ninguna de legislación actual 
mexicana, relativa al Derecho Internacional privado, haré brevísima reminiscencia 
de algunas disposidones vigentes, que vienen á significar cuál es el lugar de la ejecu- 
ción de los contratos y que mucho importa, por consiguiente, tener presentes, por 
cuanto que son reglamentarías del principio de la ley de la ejecución, ley que, seg6n 
se sostiene en esta lección, debe ser la que ríja como principal, en materia de obli- 
gaciones. 

£1 art. i6 del Código Civil del Distrito, enseña que toda obligación que nazca 
de contratos otorgados en el extranjero por mexicanos, debe regirse por ley mexicana, 
en caso de que dichos contratos deban ejecutarse en México. 

Conforme al art. 17 del mismo Código, si los contratantes no son mexicanos sino 
extranjeros, ó cuando menos uno de ellos es extranjero, puede elegir ley extranjera 
respecto del contrato que se ejecute en México y por cuanto toca á bienes muebles; 
pero si no eligen ley extranjera ó se trata de inmuebles, ley mexicana será la que ríja 
la relación jurídica. 

Algunas otras disposiciones secundarías pudieran citarse del Código Civil, sobre 
sociedad conyugal, y del Código de Comercio, sobre compaAfas extranjeras, letras de 
cambio, quiebras y contratos celebrados por correspondencia. 

Ninguna de esas disposiciones deja suponer la distinción entre el vincubtmjuris 
y el onus corwmtiomSt sino que se refieren á la ley de la ejecución, que ha de normar 
todo lo relativo á los litigios que se susciten sobre interpretación y cumplimiento de 
los contratos. 

£1 mismo Código Civil del Distrito contiene algunos otros artículos sobre los que 
debe fijarse la atención: El art. 25 que dispone que todo mexicano ó extranjero resi- 
dente en México, puede ser demandado en el país, por obligaciones contraídas dentro 
ó fuera de la República. 

Aunque no residan en ella, dice el art. 26, pueden ser requeridos ante los tribu- 
nales mexicanos, todo mexicano ó extranjero que en el país tenga bienes afectos á las 
obligaciones contraídas ó cuando éstas deban tener su ejecución en la República. 

Es de observarse que se trata siempre de la ley de la ejecución, como que com- 
prende todo lo relativo á la relación jurídica, sin hacer distinción entre la esencia y la 
ejecución de los contratos. 

El art. 1,520 del repetido Código, contiene disposiciones notables por más de un 
título; dice así: 

* ^Fracción I. Si el objeto de la obligación es un mueble determinado, el pago 
se hará en el lugar en que el objeto se hallaba al celebrarse el contrato. '' 

"Fracción II. En cualquier otro caso, preferirá el domicilio del deudor, sea cual 
fuere Ja acción que se ejercite." 

"Fracción III. A falta de domicilio fijo, preferirá el lugar donde se celebró el 
contrato, cuando la acción sea personal, y el de la ubicación de los bienes, cuando la 
acción sea real.*' 
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Concordantes con estas disposiciones son las del Código de Procedimientos Civi- 
les del Distrito, en sus arts. 154 y 185 á 209. No puedo hacer un análisis de todas 
ellas; pero baste observar, que designan como lugar para la ejecución de un contrato 
el señalado para su cumplimiento; á falta de éste, el del domicilio del deudor, y á fal- 
ta de domicilio fijo, el del lugar de la celebración del contrato, cuando la acción sea 
personal, y el de la ubicación de la cosa, cuando la acción sea real. 

Como el art. 27 del Código Civil citado, en ciertos casos reputa domicilio la resi- 
dencia, el Código de Procedimientos Civiles del Distrito enseña, en su art. 209, que 
esa residencia ha de ser de seis meses, al menos. 

O Código de Comercio, en su art. 114 y relativos, concuerda con las disposicio- 
nes de los Códigos Civil y de Procedimientos citados. 

£1 Código de Procedimientos Federales, de Octubre 6 de 1897, contiene disposi- 
ciones de la mayor importancia sobre la materia de competencia. 

En su art. 93 establece que todo juicio federal debe promoverse y seguirse ante el 
juez designado para el cumplimiento de la obligación, y advierte que se surte fuero no 
sólo para ese cumplimiento, sino para la rescisión y nulidad del contrato. Como éstos 
puntos pertenecen indudablemente á la esencia del contrato, no parece que admite la 
distinción entre ésta y la ejecución del mismo contrato. 

Estable después otros modos de surtirse fuero, concordantes con los artículos ci- 
tados del Código Civil del Distrito; contiene, por último, en su art. 26, una disposición 
de la mayor entidad, puesto que ordena que para determinar el domicilio de una per- 
sona, se estará á lo dispuesto por el Código de Comercio, y en su caso, por el Código 
Civil del Distrito Federal. 

Este Código, por consecuencia, en la parte citada es Federal, y cualesquiera dispo- 
siciones de Códigos especiales de Estados sobre la materia, quedan subalternadas- á él. 

Antes de este Código, cuando dos Códigos de Estado diferían entre sí, aunque re- 
conociendo el principio del domicilio, no encontraba la Suprema Corte, encargada de 
resolver las competencias, entre tribunales de diversos Estados, criterio seguro para 
dirimir la contienda; hoy sí, porque hay ya regla general que á todos los Estados obli- 
ga, y los que á ella no se sujeten, verán claudicar sus reglas particulares. 

En la lección anterior sostuve que si el domicilio había de proclamarse á veces 
como principio para la resolución de los conflictos de leyes internos, forzoso era adop- 
tar disposiciones Federales sobre domicilio. 

De incierta constitucionalidad el punto, aunque no para mí, y resuelto como se 
halla en el sentido de mi indicada opinión, siguiendo el texto del Código Civil del 
Distrito, no es dudoso ya cuál es el domicilio de cualquier individuo, Corporación ó 
Sociedad establecida en la República, y por este motivo, se podrá ya señalar siempre 
con fijeza el lugar de la ejecución del contrato, ejecución cuya ley ha de regir todo lo 
perteneciente al mismo contrato. 

Además del lugar del domicilio, quedan sobradamente resguardados el lugar de 
la ejecución forzosa del contrato, el de la ejecución voluntaria por designación de las 
partes y el de la ejecución por ubicación de la cosa; de tal modo, que casi siempre ley 
de la ejecución será la del fuero, sin pexjuicfe de que se presente á veces el caso de que 
sea una la ley de la ejecución y otra la ley del fuero. 
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Todas estas singularidades son propias del sistema de la ley de la ejecución, conao 
bien advertido queda en el cuerpo de la lección á que pertenece esta nota, y si á esto 
se agrega, que disposiciones de fondo, como son las de los arts. i6 y i8 del Código 
del Distrito, declaradas Federales, se inclinan á favor del sistepia de la ley de la ejecu- 
ción, se comprenderá que todos los precedentes jurídicos de la legislación de México, 
no sólo apoyan y favorecen las opiniones por mí expuestas, sino que casi hacen impo- 
sible la adopción de otro sistema. 

No considero definitivas las disposiciones del Código Civil del Distrito declaradas 
Federales, sino por el contrarío, transitorias y de ninguna manera dignas de elogio; por 
tal modo, que pudiera más adelante adoptarse el sistema italiano contrarío al de la 
ley de la ejecución ; pero si así fuese, cuando menos nunca habría que perder de vista, 
que necesarío era concordar con él, las disposiciones citadas en esta nota, favorables 
al sistema opuesto y que indican el espíritu de nuestra legislación á medida que va ex- 
tendiéndose á todos los diversos ramos que debe abrazar, por mucho que aun falte la 
ley general, que adopte determinados principios de Derecho Internacional privado, 
para la solución de conflictos extemos é internos. 
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LECCIÓN DECIMOCUARTA. 



Estatuto formal. — ¿Qué ley debe regirlo? 

I. — Pasemos al estatuto formal. Este es el conjunto de 
disposiciones relativas á la forma de los actos jurídicos. 

2. — Personas, cosas y acciones: he aquí la división de los 
objetos del derecho que siempre hemos tomado como pun- 
to de partida. Estudiadas las personas y las cosas, asi como 
las obligaciones, quedan por estudiar las acciones. 

3. — ^¿Qué es acción? Actio nibil aliud est^ quam jus perse- 
quendi injudicio qjiod nostrum est^ aut nobis debetur. — Próem. 
instit.y lib. IV de act. 

4. — No hay que confundir el derecho con la acción; si 
compro una casa tengo derecho de exigir la entrega del 
precio y acción para obtener esa entrega por medio de pro- 
cedimientos determinados. Vinnio, en una nota al texto ci- 
tado, dice: "El autor de esta definición es Celso (ley 51 de 
act.) Por lo demás, la acción, en cuanto constituye el tercer 
objeto del derecho, más bien debe considerarse como vía y 
medio por el cual llegamos á la consecución de lo que es 
nuestro ó se nos debe, que como derecho adquirido; pues 
de este modo considerada la acción y formando parte de 
nuestro patrimonio, pertenece, sin duda, á las cosas, segundo 
objeto del derecho (ley 49 de verb. sign,). 
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5. — Por esto nuestro Código de Procedimientos Civiles 
del Distrito, á semejanza de todas las leyes actuales moder- 
nas de procedimientos, define la acción como el medio de 
hacer valer ante los tribunales los derechos establecidos 
por la ley. 

6. — Los derechos, antes de poderse deducir en juicio por 
medio de procedimientos determinados, necesitan amoldar- 
se dentro de ciertas formas ó reglas generales de clasifica- 
ción, constituyendo éstas parte de los derechos, bajo el as- 
pecto que las considera la ley romana, ó bien de los proce- 
dimientos, como las consideran las leyes actuales modernas 
de enjuiciamiento. Acción, derecho y acción, procedimien- 
to, como dice un práctico. 

7. — ¿Acciones ó procedimientos, por qué ley deben re- 
girse? 

8. — Por la ley del lugar en que se ejecutan ó verifican; 
pero ley de los procedimientos no se refiere exclusivamen- 
te á éstos, sino á todos los actos jurídicos desde el punto de 
vista de su forma; asf, pues, para el Derecho Internacional 
privado, actos como procedimientos quedan comprendidos 
en el tercer objeto del derecho, y se rigen, como queda in- 
dicado, por ley del lugar en que se verifican. Locus regit ac- 
tum, dicen los doctrínanos. 

9. — Ley de la nacionalidad de los interesados, ley de 
ubicación de la cosa, forzosamente tienen que ser proscri- 
tas, lo mismo ley de la celebración de los contratos; ley del 
lugar en que los actos se verifican, se impone en la matería. 

10. — ¿Por qué ley del lugar ha de regir los procedimien. 
tos y la forma de los actos? 

II. — Contestan los estatutistas, porque así se respetan 
los derechos de las partes y lo exige la razón, con más apre- 
mio seguramente que respecto de cualquier otra matería 
jurídica sujeta á ley local. 

12. — Persuade la más ligera reflexión que la forma de los 
actos ha de regirse por ley del lugar, porque, ¿con visos de 
razón y de justicia qué otra ley podría regirla? 
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13- — Además, otra ley significaría á veces un imposible, 
dice Savigpiy (párr. 381). "Cuando un prusiano cae enfermo 
en Francia y quiere hacer testamento, debería, según la regla 
más arriba expuesta, recurrir á la intervención de un tribu- 
nal, puesto que el derecho prusiano no reconoce otros testa- 
mentos que los que se hacen ante la justicia. Pero hallándose 
en Francia, atribuida exclusivamente esta función á los no- 
tarios, no tiene ningún tribunal facultad para intervenir en 
la confección de un testamento." Claro es lo expuesto, en 
mi concepto. Si la ley de un país exige, por el contrario, 
forma notarial y no existen notarios donde se dé forma al 
testamento ó al contrato, es imposible llenar ese requisito. 

14.— Así discurren los estatutistas, admitiendo, sin duda, 
las acostumbradas limitaciones del derecho público y de lo 
favorable ó desfavorable, y sea de esto lo que fuere, impor- 
ta determinar el alcance de la regla expuesta, tal como hoy 
se acepta generalmente, que es substancialmente como se 
ha admitido desde las más remotas épocas del Derecho In- 
ternacional privado. 

15. — Primeramente, la ley del lugar, como queda enun- 
ciada, significa un derecho facultativo, es decir, que los in- 
teresados pueden adoptar forma local, sin perjuicio de se- 
guir la establecida en el lugar en que el acto jurídico ó el 
contrato han de ponerse en ejecución. 

16. — ^¿De dónde viene esta facultad? ¿No es cierto que 
la razón sostiene el principio enunciado, y si esto es así, de- 
be acatarse en toda su extensión? Contesto que como se 
funda en la razón el principio, así sus taxativas y particula- 
ridades, porque ningún inconveniente presenta el ajustarse 
á ley extraña, cuando así conviene á las partes y derecho 
público del lugar de la ejecución no se vulnera. 

17. — Si así discurren por modo intachable los estatutis- 
tas, veamos si en algo favorece al desarrollo de sus teorías 
la adopción del principio de derecho público, como base 
fundamental del Derecho Internacional privado, según con 
anterioridad se ha explicado. 
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1 8. — Por regla general, el derecho público del lugar se 
halla interesado en los procedimientos y requisitos de for- 
ma; pero no de un modo absoluto, sino que principios hay 
de forma, que no se ligan directamente con el bienestar y 
progreso de las sociedades, ni se consideran como indispen- 
sables para su conservación. 

19. — Siendo todo esto inconcuso, dedúcense con facilidad 
estas reglas: los procedimientos y las formas, se rigen por 
ley de lugar propio, en tanto la sostiene el derecho públi- 
co. Ley de lugar extraño puede respetarse en tanto que 
el derecho público no se opone; lo secundario, lo que con 
el derecho público ni de uno ni de otro lugar contendiente 
se liga, puede regirse por ley de lugar en que el acto se ve- 
rifica, ó bien del de la ejecución del acto, por que toda es- 
ta libertad de las partes consiente la materia. 

20. — Esto es, se discurre en materia de estatuto formal 
del mismo modo que respecto de estatuto personal, real y 
de derecho de las obligaciones. (Véase lecc. IX). 

21. — Esto expuesto, importa advertir primeramente que 
el lugar donde los actos ó los procedimientos se verifican 
no es dudoso, lo que sí sucede con el lugar donde los con- 
tratos se celebran. Imagínese la forma que se quiera, escri- 
ta, que es á la que principalmente me refiero ó verbal ante 
testigos ó cualquiera otra, nunca puede suscitarse duda 
acerca del lugar en que tuvo su efecto. 

22. — Al establecer la ley real como principio para resol- 
ver los conflictos de qiíe me ocupo, es de todo punto claro 
que me refiero exclusivamente á la forma y no á la substan- 
cia ó la esencia. Observación semejante siempre he hecho 
al tratar de los estatutos personal, real y del derecho de las 
obligaciones. 

23. — Si de una hipoteca se trata, uno es el derecho hipo- 
^tecario, otra la forma del contrato; una ley regirá lo prime- 
ro y otra lo segundo; pero querer que todo se rija por una 
misma ley, defecto es que conduce á los más trascendenta- 
les extravíos. Lo he dicho con mucha frecuencia, es nece- 
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sano deslindar en toda relación jurídica todos sus elemen- 
tos componentes y regir cada uno de ellos por la ley que le 
es propia. A la forma ha de reducirse lo que á la forma per- 
tenece, sin que por que tal ó. cual ley la rija, se pretenda que 
ha de dominar la esencia del acto, la capacidad de las perso- 
nas y bastas las cosas á que se refiere. 

24. — Contrayéndome á los procedimientos y por lo que 
toca á la prueba, necesario es distinguir lo que es de forma 
y lo que es de esencia. Puntos de prueba se presentan y 
medios probatorios especiales, que no significan forma sino 
derecho concedido bajo el amparo de determinada ley, y en 
este caso la prueba no se rije por la ley del procedimiento, 
que es la del lugar, sino por la ley que corresponda, seg^n 
el estatuto á que el derecho pertenece. 

25. — Formalidades hay llamadas por los civilistas habi- 
litantes. Laurent, proyecto de reforma al Código Belga, 
sección III, dice: ''Se llaman formalidades habilitantes, las 
que la ley prescribe en razón de la capacidad de las partes 
que figuran en un contrato. Su objeto es habilitarlas, es de- 
cir, dar capacidad á esas mismas partes contratantes. Tales 
formalidades nada tienen de común con las formas extrín- 
secas y se rigen por estatuto diferente." Así es la verdad, 
esas formalidades se refieren al derecho y no á su forma, y 
por la ley del derecho tienen que regirse. 

26. — Hay requisitos de forma en sí mismos, que en re- 
quisitos de esencia se convierten por ministerio de la ley, y 
éstos no han de regirse por la ley de la forma sino por la 
ley del derecho. Nuestra ley civil del Distrito, por ejem- 
plo, para la venta de inmuebles requiere la escritura públi- 
ca; si ésta se considera de forma, se rige por la ley del lu- 
gar en que el contrato se formaliza; pero si se considera, 
como debe considerarse, de esencia, se respetará nuestra ley 
del Distrito y conforme á ésta se dará forma al contrato, si 
bien del modo material que establezca la ley del lugar en 
que se ocurra ante el notario, quedando á esto reducida en 
el caso la regla principal á estatuto formal perteneciente. 



Digitized by 



Google 



196 

27* — La sutileza de algunos autores ha producido la más 
lamentable confusión en asunto tan claro, por no fijarse con 
exactitud los términos de la distinción propuesta; pero si se 
atiende á que requisito de forma, por mucho que lo sea en 
si, en requisito de esencia á menudo se convierte, ninguna 
dificultad presenta la solución de objeciones, fundadas en 
el defecto indicado. 

28. — De propósito no me hago cargo de todo el desarro- 
llo que se ha dado por los autores á las reglas relativas al 
estatuto formal, que en gran parte depende de que los prin- 
cipios sobre la materia, clarísimos en si mismos, se desnatu- 
ralizan en su aplicación, y tengo para mí, que la simple pon- 
deración de ellos con ánimo imparcial, suple con ventaja á 
las disquisiciones interminables de los autores, fundadas en 
un falso' y á veces equívoco significado de las palabras. 

29. — Solemnidades internas y externas^ formas extrínse- 
cas é intrínsecas, no parecen sino términos excogitados ad 
koq, para producir obscuridad respecto de los principios so- 
bre estatuto formal. 

30. — Que no sea fácil á veces decidir qué es lo que per- 
tenece á la forma y qué á la esencia; que muchos yerren al 
hacer la clasificación, nada significa en contra de los princi- 
pios. Lo mismo y con más frecuencia acontece cuando se 
trata de calificar si determinada parte de tal ó cual relación 
jurídica pertenece á las personas, á las cosas ó á las obliga- 
ciones. 

31. — Multitud de casos, á estatuto formal correspondien- 
tes, tienen que ser objeto de estudio particular, aun cuando 
no sea más que por razón de las discusiones á que han da- 
do lugar entre los autores. De ellos me ocuparé en la parte 
especial detestas lecciones, y dejo ya sobradamente indica- 
do cómo es que sólo en ocasiones tales podrán los princi- 
pios por mí sostenidos en todas materias, desarrollarse de- 
bidamente y presentarse con la extensión que conviene. 
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LECCIÓN DECIMOQUINTA. 



Sucesiones, ¿qué ley debe regirlas? 

I. — Correspóndeme ocuparme aqui de las sucesiones; 
materia es, sin duda, de las de mayor dificultad y que á más 
discusiones ha dado lugar entre los internacionalistas. 

2. — ^¿Por qué tratar separadamente de las sucesiones, si 
éstas, conforme á la Instituta de Justiniano, que hemos toma- 
do como punto de partida, forman parte de las cosas ó sea 
del segundo objeto del derecho? 

3. — Las obligaciones que según la aludida división for- 
man también parte de las cosas, han sido tratadas especial- 
mente en la lección anterior, y no insistiré más ya sobre 
punto suficientemente depurado, como es el de la naturale- 
za de la división de los objetos del derecho propuesta, por 
Justiniano, intachable, sin duda, para su objeto, pero no con- 
siderada como punto de partida de las verdaderas reglas 
del Derecho Internacional privado; si bien es cierto, que 
con las variantes y segregaciones oportunas, ocupa siempre 
el alto puesto que le señalaron desde los primeros estatu- 
tistas y que ninguna otra teoría puede aspirar á ocupar. 

4. — Siendo esto asi, sin contrariar el método hasta aqui 
seguido, posible es, y necesario, agregaré, ocuparnos por 
modo especial de las sucesiones, relación jurídica que así lo 
exige por su naturaleza propia. 
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5- — El tít. I, lib. II de la Instítuta, De rerum divisione et 
adquirenda ipsarum dominio, reasume la doctrina expuesta 
por los antiguos jurisconsultos romanos en dos títulos di- 
versos: De divisione rerum, tít. 8, lib. I D. y Z>^ adquirenda 
rerum dominio, tít. 41, mismo libro D. 

6. — Jusiíniano, después de explicar la división de las co- 
sas en comunes, públicas, de una universalidad y de los par- 
ticulares, se ocupa de los medios de adquirirlas á título par- 
ticular, y trata de la ocupación, del aluvión, de la accesión, 
la confusión y otros. 

7. — Posteriormente trata de la adquisición de las cosas 
á título universal, y entonces deñne lo que son las sucesio- 
nes y establece que se dividen en testadas é intestadas (véase 
párr. 7, lib. 2, tít. 9, Inst.). 

8. — Puede adquirirse, á título particular, la totalidad de 
un acervo de bienes como por donación ó legado, y puede 
adquirirse una sola cosa determinada á título de herencia, 
como cuando el testador divide el haz de ésta en varias par- 
tes y señala lo que á cada heredero debe corresponder; pe- 
ro esto no obstante, lo primero significa transmisión de la 
propiedad de la cosa á título particular, porque son deter- 
minados los derechos que á ella se adquieren, y lo segundo 
significa transmisión á título universal, no porque sea una 
universalidad de cosas, sino una universalidad de derechos, 
todos los del testador respecto de la cosa de que se trata. 
Título particular ó título universal de adquirir, lo son por- 
que según su naturaleza propia son adecuados para adqui- 
rir derechos particulares ó bien una universalidad de dere- 
chos; y así es como la jurisprudencia los reconoce, sin tener 
en cuenta el valor ó la proporción de los bienes que se ad- 
quieren. (Véase Vinnio, com. al párr. 7, lib. II, tít. 9 y 
Proem., mismo libro y título). 

9. — Sea esto como fuere, en cuanto á sus efectos, la he- 
rencia es'un modo de transmitir la propiedad de los bienes, 
que admite exacta comparación con cualquier modo de ad- 
quirir el dominio á título particular. 
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lo. — La Instítuta coloca la herencia entre los modos de 
adquirir el dominio, y éstos forman parte de las cosas. Las 
obligaciones se consideran también como parte de las co- 
sas, porque éstas se toman en su más lata signiñcación, se* 
gún ya he explicado; por esto es que la repetida división 
de los objetos del derecho, generalísima como es, admite, 
que diversas materias sean tratadas en especial, y si procu- 
rándose la mayor unidad posible en el estudio, no se han 
propuesto mayor número de divisiones, no es porque haya 
inconvenientes insuperables para ello; muy por el contra- 
rio, la generalidad misma de la división y la naturaleza de 
los objetos que comprende, admite no solamente las segre- 
gaciones hechas hasta aqui, sino una multitud más; prueba 
de ello es el proceder de Savigny, quien ya hemos visto en 
cuántas partes considera subdivididos los objetos del dere- 
cho para señalar el lugar en que cada relación jurídica tie- 
ne su asiento, y por tanto, la ley que la debe regir. 

II. — La sucesión ó herencia transmite la propiedad del 
mismo modo que la donación, el legado, la compraventa ó 
cualquier otro modo de adquirir el dominio; pues si bien 
estos modos de adquirir el dominio tienen modo de ser pe- 
culiar y taxativas por la ley establecidas, otro tanto acon- 
tece con la herencia. 

12. — En la relación jurídica de sucesión, hay persona de 
quien se adquiere por testamento ó por intestado parte ó 
toda la herencia, y persona que adquiere, asistiendo á una 
y á otra, derechos y obligaciones recíprocas. 

13. — A primera vista, del mismo modo que acontece con 
las obligaciones, la relación jurídica de herencia se refiere 
tanto á las personas como á las cosas, y dada esta semejan- 
za, ¿por qué no regir la sucesión por la misma ley de las 
obligaciones y los contratos? Ley de la celebración del con- 
trato, ley de la ejecución, esto es, ley donde se extiende el 
testamento ó donde muere quien no lo hace, ó de la ubica- 
ción de las cosas hereditarias, ó de la competencia para co- 
nocer del juicio testamentario, éstas son las leyes que pue- 
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den equivaler á la del lugar de la celebración y á la de la 
ejecución, que son las aplicables á los contratos. 

14. — En la donación, en la venta y en otros contratos, 
inedia la voluntad de las partes, y se presume que quisieron 
obligarse allí donde contrataron respecto de cosas particula- 
res. En la herencia no hay esa misma clase de voluntad, és* 
ta se dirige, no á ningún objeto en particular, sino á una uni- 
versalidad, á todo un conjunto de condiciones y cualidades, 
á una personalidad completa que se transmite el heredero. 

iS.^Qué pasa con el contrato de matrimonio? ¿Se rige 
por ley de la celebración, por ley de la ejecución? De nin- 
guna manera. El contrato de matrimonio se rige por ley 
personal, y aun cuando no se trate del acto de estado civil, 
sino del matrimonio en relación con los bienes, se sostiene 
siempre la preponderancia de la ley personal. Dudosas son 
todas las cuestiones relativas á matrimonio, y con mucha 
frecuencia se vacila entre considerarlas de estatuto real ó 
de personal, pero siempre es cierto que no se resuelven por 
las reglas generales sobre contratos, en razón de la natura- 
leza especial de vinculo tan sagrado. Al hablar de matri- 
monio ampliaré estos puntos. 

16. — Algo semejante acontece con las sucesiones; no es 
posible suponerlas sujetas á ninguna ley del lugar, porque 
es relación jurídica cuyo carácter especial lo repugna. En 
la voluntad del testador no descansa la herencia como los 
contratos, y de aquí que tenga determinada Índole que la 
segrega de los contratos, que en sus resultados, sin embar- 
go, pueden con ella compararse. 

17. — Ley de la celebración del testamento, ¿qué influen- 
cia puede tener sobre la validez del mismo, la parte que to- 
ca á los herederos y los derechos de éstos? Ley del lugar 
donde las cosas se hallan, muebles, inmuebles, acciones, ¿qué 
importancia puede tener para el mismo efecto? Lugar de 
la muerte ó el accidental de la competencia, para conocer 
del juicio testamentario, ¿qué puede significar respecto del 
fondo de los derechos hereditarios? 
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flicto? Ninguna en verdad. He comenzado por comparar 
en cuanto á sus efectos la testamentífícacióñ con diversos 
medios dé adquirir á título particular, primero, procurando 
regirla por la misma ley que éstos, y comprendiendo des- 
de luego que esto es imposible, sin quererlo expresamente 
y al mismo tiempo, he procedido por eliminación, quedan- 
do como consecuencia proscrita toda ley real, no quedando 
por tanto otro arbitrio que la ley personal, para regir la 
relación jurídica de que me ocupo. 

19. — ^¿No sucede otro tanto con el matrimonio? ¿No es 
cierto que aun cuando se refiere á los bienes no es posible 
clasificarlo dentro de los contratos y que la duda se presen- 
ta entre los estatutos real y personal, dominando éste las 
más veces, aparte de que como acto del estado civil el ma- 
trimonió, pertenece indiscutiblemente al estatuto personal 
y se rige por ende por ley nacional? 

20.— Pues de la misma manera, comparada la relación 
de sucesión con aquellas que tiene mayor analogía, por su 
naturaleza misma, por la extensión y carácter que le es pro- 
pio, queda segregada de la ley real, para entrar de lleno en 
el dominio de la ley personal. 

21. — En la relación de sucesión encontramos dos dere- 
chos correlativos, los del testador y los del heredero, por- 
que no basta decir que tal ó cual relación jurídica se rige 
por la ley nacional cuando hay varios interesados, y siem- 
pre he advertido que necesario es decidir la ley de cuál 
de ellos debe prevalecer. En la relación de sucesión, del 
mismo modo que toda ley del lugar queda eliminada pa- 
ra el testador lo queda para el heredero, cuyos derechos 
y obligaciones posible no es que queden subalternadas 
á ley de celebración, ni de ejecución, ni de competencia, 
sino que caen directamente bajo el dominio de la ley per^ 
sonal. 

22. — Dos leyes personales en oposición. ¿Cuál debe do- 
minar? Ya lo he sostenido repetidas veces, la de aquel cu- 

96 
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yos derechos preñeran, dadas las circunstancias y condicio- 
nes del conflicto. 

23. — Del mismo modo se resuelven multitud de casos» 
del marido respecto de la esposa, del padre respecto del 
hijo, del propietario respecto del comprador, y otros que 
sería prolijo enumerar; pero, ¿es posible establecer prepon- 
derancia indudable, constante, perfecta, ineludible de los de- 
rechos del testador respecto de los del heredero? Asi pare- 
ce que deberia ser; sin embargo, son tan desemejantes los 
casos, tal la multitud de conflictos y la diversa naturaleza 
de las disposiciones legales respecto de derechos heredita- 
rios, que sin negar la preponderancia que por regla gene- 
ral ha de obtener la ley del testador respecto de la del he- 
redero, no creo imposible que se presenten casos en que 
acontezca lo contrario. 

24. — Ejemplos veremos al tratar de derechos conyuga- 
les, de paternidad de reconocimiento de hijos, legitimación 
y otros en que la ley del marido 6 del padre claudican, y he 
aquí por qué prefiero consignar nuevamente conocidas re- 
glas de preferencia entre dos leyes personales, que estable- 
cer un principio absoluto, peligroso, que á soluciones injus- 
tas podría alguna vez conducir. 

25. — Han de regirse, pues, las sucesiones, por ley perso- 
nal, y entre ley personal del testador y ley personal del he- 
redero, por regla general preponderará la primera, pero sin 
olvidar que cuando dos leyes personales se hallan en opo- 
sición, prevalece la de aquel cuyos derechos dominan, dada 
la índole del caso de que se trate y cuando la aplicación de 
ambas leyes personales no pueda concillarse. (Véase la lec- 
ción XI). 

26, — Pero se dirá: ¿cómo es posible regir por ley perso- 
nal lo que mira á las solemnidades y formas de los testa- 
mentos, cómo regir por una y misma ley derechos reales, 
acciones de todos géneros, cosas muebles é inmuebles y to- 
do cuanto forma el conjunto, la universalidad de una heren- 
cia á la que se refieren derechos del testador y del heredero? 
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27. — No pretendo regir todo cuanto pueda referirse á la 
relación jurídica de sucesión por la regla que domina ésta, 
sino lo principal, la relación jurídica de sucesión en sí mis* 
ma, independientemente de cuestiones diversas aunque co- 
nexas con ella. Considero la relación de sucesión como lo 
hace el Código Italiano en su art 8.^ que dice á la letra 
(traducción de Romero Girón): 

''Las sucesiones legítimas y testamentarías, lo mismo en 
"lo que se refiere al orden de succeder que d la entidad de los 
^^derechos hereditarios y á la validez intrínseca de las dispo- 
^'sictonesy se regulan por las leyes de la nación á que perte- 
"nezca la persona de cuya herencia se trata, cualesquiera 
"que sean los bienes y el país en que se encuentren." 

28. — Nada más adecuado, en mi concepto, para separar 
la relación de sucesión en si misma, de cuestiones distintas 
que han dado lug^r á que se produzca la mayor confusión 
posible en el estudio de materia ligada tan estrechamente 
con el ejercicio de la libertad y los más respetables dere- 
chos del hombre. 

29. — ^.Claro es que considerada la relación que me ocupa 
del modo que dejo indicado, se vincula á veces con estatu- 
to real y se presta á confusiones. Si se testa, por ejemplo, 
una propiedad que solamente puede ser poseída y adminis- 
trada bajo ciertas condiciones según la ley del lugar, posi- 
ble es que ley de tal lugar se imponga sobre la subsistencia 
de la institución y tenga que respetarse; pero esto en nada 
altera la exactitud de la regla general. ¿Por qué? Porque se 
trata de un punto de estatuto real á todas luces, que no 
puede ser regido por ley personal. No sostengo ni podría 
sostener, sin incidir en el más lamentable de los absurdos, 
cien veces condenado, de regir todo lo perteneciente á 
una relación jurídica por una sola y misma ley. No; la va- 
lidez intrínseca, la relación de herencia en sí misma, el me- 
dio de transmitir el dominio de índole especial, el vínculo 
de derecho entre el autor de la herencia y su heredero, es 
lo que se rige por ley personal; pero si en su aplicación se 
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involucra con ley real y ésta domina^ no hay razón por la 
que no se dé á ésta preferencia. En el matrimonio, por ejem- 
plo, la relación jurídica en casi todas sus ligas y conexiones 
se rige por ley personal; sin embargo, pueden presentarse 
puntos de propiedad ó administración marital, que incon* 
cusamente pertenezcan al estatuto real. . . 

30. — Hemos llegado á la principal de las dificultades que 
en materia de sucesión se suscita, esto es, la duda sobre si 
pertenece al estatuto personal ó al real. Duda es ésta, in- 
discutiblemente, la capital en materia de Derecho Interna- 
cional privado y que por largos afios ha dividido á los in- 
temacionalistas,^ y en verdad que en pocas materias afecta 
forma tan grave y se presenta con tales caracteres, como en 
la relación de sucesión. 

31. — Multitud de autores han sostenido que esta relación 
jurídica es de estatuto personal; otros de tal manera supo- 
nen que la voluntad del testador se refiere á las cosas, que 
sostienen como evidente que pertenece al estatuto real. 
D'Argentré llega á decir que de esto ni los niños dudan, y 
la verdad es que si ejemplo buscamos de relación jurídica 
que se haya presentado á las más variadas interpretaciones, 
ninguno más adecuado, repito, que la sucesión. 

32. — Por mucho tiempo ésta se creyó indiscutiblemente 
de estatuto real, si bien en ello jamás consintieron las auto- 
ridades de más peso; hoy se considera sin discrepancia de 
estatuto personal, y por esto digo que la sucesión consti- 
tuye, sin duda, comprobación irrefragable de la promiscui- 
dad y liga de los estatutos entre sí, que tantos desvelos ha 
causado á los internacionalistas. 

33. — Ahora bien: que lo principal de una relación jurídi- 
ca se decida por una ley; que en determinado conflicto pre- 
pondere otra; que lo accesorio se rija por otra más, nada 
puede significar que destruya la regla general y sus funda- 
mentos filosóficos, porque de reglas únicas jamás he enten- 
dido tratar, sino de mezcla inevitable de materias y de es- 
tatutos, que á veces origina grandes dificultades de percep- 
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ción y aplicación, que sólo pueden resolverse concediendo 
á cada elemento lo que le es propio y le pertenece- 

34. — Supóngase que porque se ha resuelto que la rela- 
ción de herencia pertenece al estatuto personal, se quiere 
regir por ley de éste, el procedimiento en el juicio testa- 
mentario ó la forma del instrumento misnio por medio del 
que se testa. ¿Se procedería cop buen criterio? No, en ver- 
dad; á la forma hay que conceder lo suyp; al procedimiento 
hay que respetarlo, conforme á la ley del lugar,. y hada de 
esto significa objeción á la regla general, sino aplicación de 
ella misma y de principios ampliamente establecidos con 
anterioridad. 

35. — Idénticamente las mismas dificultades que se presen- 
tan respecto de la relación jurídica de herencia, se presen- 
tan respecto de cualquiera otra. La hipoteca, por ejemplo, 
que garantiza un contrato, conao derecho real se rige por 
ley de la ubicación, y el contrato se rige por sus leyes pro. 
pias. Dificultades de apreciación respecto del derecho de 
las obligaciones y del estatuto real, se presentan como pue- 
den presentarse entre otros estatutos, por razón de las par- 
ticularidades de cada caso. 

36. — No niego que la dificultad mayor sea la que se sus- 
cita para la calificación de estatuto personal y real, y tanto 
es así, que sin esa dificultad, en gran parte se hubieran mi- 
norado las disputas de los autores, conformes en casi todo 
lo que á otros estatutos pertenece. De esa dificultad han 
nacido los estatutos mixtos, de ella proviene el derecho pú- 
blico, como lo preconiza el sistema italiano, del que se de- 
rivan las diversas reglas de aplicación de Derecho Interna- 
cional privado hoy recibidas. Cuando la duda surge, se re- 
curre al derecho público, principio filosófico que sostiene 
las reglas modernas, substancialmente iguales á las de los 
estatutos, y con esa piedra de toque se decide si ley propia 
exige aplicación en territorio extraño y ley extraña en te- 
rritorio propio, sin que la soberanía y condiciones esencia- 
les de vida de los Estados interesados sufra detrimento. 
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37. — Si con toda atención se fijan estos precedentes; si 
se recuerda lo que para cosas muebles, inmuebles, derechos, 
acciones y toda otra clase de objetos del derecho se ha es- 
tablecido, se comprenderá fácilmente cómo es que todos 
los casos que se presenten relativamente á sucesiones, pue- 
den resolverse del mismo modo que los pertenecientes á las 
otras materias de que nos hemos ocupado, sin que quede 
postergado en ningún caso el derecho público, que papel 
tan importante desempeña en el sistema de Derecho ínter* 
nacional privado, tal cual en estas lecciones se ha aceptado. 
38. — ¿Por qué en materia de sucesiones no proceder co- 
mo en contratos, fijando como ley primera que rija esa rela- 
ción jurídica la de la voluntad de las partes? En materia de 
sucesiones no es posible reconocer á las partes el derecho 
de someterse á la ley que les parezca conveniente. No tie- 
nen las disposiciones respecto de sucesión el mismo carác- 
ter que las que se refieren á contratos, las que respetan en 
todo el deseo de los interesados en tanto el derecho público 
no se oponga. 

39. — Las leyes sobre sucesiones no son libres para los 
interesados, sino forsozas, del mismo modo que las leyes de 
estatuto personal, que las de estatuto real, las que por regla 
general se sostienen por el derecho público del lugar á que 
respectivamente corresponden. Bien está que algunas dis- 
posiciones á estos estatutos pertenecientes no sean de dere- 
cho público internacional, conforme á la extensión que le 
concede el sistema italiano; sin embargo, la regla general 
es esa y tiene aplicación respecto de sucesiones, lo cual no 
se observa respecto de obligaciones, en las que casi todas 
las disposiciones legales miran á la utilidad particular de 
las partes, ligándose algunas directamente, como por excep- 
ción, con la vida y desarrollo de los pueblos. 

40. — Esa unión precisamente de la relación jurídica de 
sucesión con el derecho público, da por resultado que las 
reglas referentes á ésta se vinculan con perfección con to- 
do el sistema, resultando éste homogéneo y filosófico en to- 
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das sus partes, deducidas sus diversas reglas de aplicación 
del principio fundamental 

41. — Como respecto del estatuto formal, de propósito 
hago punto omiso de las disquisiciones de los autores anti* 
guos 7 modernos respecto de sucesiones. 

42. — Tratada la materia desde diverso punto de vista, 
siguiendo las teorías italianas y la tan justamente encomia- 
da redacción de Mancini en el transcrito art. 8.® del Código 
Italiano, las teorías de hoy son substancialmente las de los 
jurisconsultos romanos, de los glosadores y estatutistas más 
prominentes, de Savigny, Laurent, Fiore y tantos otros mo- 
dernos que van á la delantera de tantas eminencias como al 
estudio de tan complexas cuestiones se han dedicado. 

43. — Cierto que numerosos autores defienden la prepon- 
derancia de la ley del domicilio en oposición á la ley nacio- 
nal del autor de la herencia, mas esto no significa contra- 
dicción ni divergencia con las opiniones expuestas. 

44. — En ésta, como en otras materias, lo de gravedad en 
la discusión es resolver si por ley real ó por ley personal 
debe decidirse el conflicto; pero una vez admitido predomi- 
nio de ley personal sobre ley real, es secundario que sea ley 
nacional ó ley de domicilio, ambas son personales; ley de 
domicilio como ley nacional significan anatema de la real 
y se apoyan en razones de la misma especie; más aún: las 
razones que en defensa de la ley nacional se invocan, no 
obran del mismo modo cuando de gobiernos centrales se 
trata ó de conflictos externos, que cuando se estudian con- 
flictos internos y sistemas federales; de tal modo, que los 
mismos principios y las mismas razones que en un caso sos- 
tienen preferencia de la ley nacional, conducen en el otro á 
ley de domicilio, sin que haya diversidad de sistemas ni de 
leyes, sino por el contrario, homogeneidad perfecta, identi- 
dad de principios filosóficos y jurídicos, que la aplicación 
de una y otra ley sostienen. 

45. — Tanto como me ha sido posible he procurado sin- 
tetizar, aun á riesgo de aparecer como ignorante de las dis- 
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elisiones que la materia de sucesión ha originado, así como 
de la multitud de opiniones y sistemas propuestos para es- 
clarecerla; más sí todos estos elementos engendran confu- 
sión y alejan la deseada cíaridad/he debido, sin duda, segre- 
garlos, á reserva dé ampíiáreñ'ía párté especial de la obra, 
la doctrina general aquí expuesta separadamente de sus co- 
nexiones y complicaciones m'ás'frécüentés. 
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LECCIÓN DECIMOSEXTA. 



Conflictos sobre competencia de jurisdicción. — Domicilio. — Recursos para hacer 
. efisctivos los principios de Derecho Internacional privado. 



I. — Tan graves como los conflictos de leyes externos ó 
internos, en cuanto al fondo, ó sea en cuanto á la ley que 
debe regir la relación jurídica de que se trate, son los con- 
flictos de leyes relativos á jurisdicción 6 competencia. 

2. — Acontece frecuentemente que de la competencia se 
deduzca la ley de fondo, y esto constituye lamentabilísimo 
error. Decidir que tal ó cual juez deba conocer del caso, y 
regir éste por la ley de ese juez, 6 sea la que él aplica por 
razón del lugar en que ejerce su noble oficio, repito que es 
insostenible ante los progresos de la ciencia, que quieren 
que toda ley se aplique por todo juez; quien, por otra par- 
te, tiene en su mano los medios necesarios para conocer é 
interpretar las diversas leyes que le corresponde ejecutar. 

3. — Sucede también que las leyes sobre competencia son 
diametralmente opuestas entre si, y el conflicto no tiene so- 
lución, como no la tiene el que surge por oposición absolu- 
ta de dos leyes relativas al fondo de cualquier cuestión que 
se suponga. 

4. — Recuerdo que con referencia á esta última clase de 
conflictos, he establecido anteriormente y con mayor am- 
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plitud, esta doctrina: si por arbitraje 6 cualquier otro modo 
accidental, tribunal 6 potencia tercera interviene en el con- 
flicto y lo decide, el mismo conflicto recibe cumplida solu- 
ción, porque la tercera entidad que media en el caso pesa 
una y otra ley de los Estados contendientes, y acepta aque- 
lla que es conforme con los sanos principios del Derecho 
Internacional privado; pero si no se presenta tal situación 
excepcional, cada Nación interesada aplica su ley conforme 
á los principios que proclama, la interpreta como le place, 
y en definitiva, el derecho cede al hecho y á la fuerza. Lo 
dicho respecto de conflictos de fondo, conviene igualmente 
á los conflictos sobre competencia ó jurisdicción. Establez- 
ca un Estado el fuero de la ubicación de la cosa, por ejem- 
plo, y rechácelo otro, cada uno de ellos continuará sus pro- 
cedimientos y pronunciará sentencia, ejecutándola en todo 
aquello que le fuere materialmente posible, redundando to- 
do esto en evidente perjuicio para los particulares intere- 
sados en la contienda, perjuicio de tanta trascendencia co- 
mo el que pueda originarse de la aplicación de leyes con- 
tradictorias para la decisión de los derechos, en cuanto á su 
parte substancial. 

5. — Y estos conflictos de competencia pueden ser igual- 
mente externos ó internos, y del mismo modo en unos y 
otros, si no interviene tercera entidad que los resuelva, se 
reducen á nada los principios del derecho y las enseñanzas 
de la ciencia. 

6. — Inevitables tales conflictos cuando son externos, no 
pueden revestir el mismo carácter cuando se producen den- 
tro de un mismo pais, por más que en él imperen diversas 
leyes sobre competencia de Estados libres y soberanos, en 
cuanto á su régimen interior. 

7. — Cuestión es esta por mucho tiempo debatida en nues- 
tro Derecho Constitucional, fenecida hoy, felizmente, por 
virtud de las prescripciones del último Código de Procedi- 
mientos Federales, que apoyado en la facultad expresa que 
la Constitución concede al Supremo Tribunal Federal para 
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dirimir las competencias que se susciten entre los tribuna- 
les de la Federación, entre éstos y los de los Estados, ó en- 
tre los de un Estado y los de otro, ha dado diversas reglas, 
á las que muy en general he de referirme. 

8. — Muy notables son esas disposiciones contenidas en 
el Código de Procedimientos Federales, de 6 de Octubre 
de 1897. Mencionaré de ellas primeramente las contenidas 
en los arts. 105 y 106, por las que se establece que: "cuando 
las leyes de los Estados cuyos jueces compiten, se rijen por 
las mismas disposiciones respecto del punto jurisdiccional 
controvertido, conforme á ellas se dirimirá la competencia, 
y en caso de que aquellas leyes se hallen en conflicto, las 
competencias que promuevan los jueces de. un Estado y los 
del otro, se decidirán con arreglo al cap. 3.**, tít. I de dicho 
Código/' 

9. — He aqui evitado el conflicto sin solución; he aqu! la 
norma para caliñcar las leyes de cada uno de los Estados 
contendientes; si ellos tienen legislación igual, ésta se inter- 
pretará por el Tribunal Supremo Federal; pero si no la tie- 
nen, si establecen principios contrarios y que ningún apoyo 
encuentran en las sanas doctrinas de la ciencia, claudica 
una ó las dos leyes en oposición ante aquella norma común, 
y por ella se regulan definitivamente los derechos de ambas 
partes contendientes. 

10. — En el cap. 3.° citado, y en los términos que en él 
puede verse, se admite el fuero del contrato, el del lugar de 
la ubicación, y por último, el del domicilio, sujetando éste á 
las disposiciones del Código de Comercio y del Código Ci- 
vil del Distrito Federal, en los casos pertinentes respecti- 
vamente á una y otra ley. 

II. — Sobre domicilio el Código Civil del Distrito Fe- 
deral, general en el punto para toda la República, como 
digo, así como el de Comercio, siguen las mejores doctrinas 
hasta hoy recibidas, es decir, que tomando como punto de 
partida el derecho romano, admiten teorías de sobra co- 
nocidas y que no repetiré aquí para evitar difusión. 
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12. — Quiero ocuparme en esta lección, que puede llamar- 
se de resumen, supuesto que no contiene sino ideas enun- 
ciadas anteriormente, de una objeción, si asi puede llamar- 
se, contra la eficacia de las reglas del Derecho Internacio- 
nal privado. 

13. — Se dice que éstas no tienen á su favor sanción de 
ningún género, ni se funda en ellas acción, ni se da proce- 
dimiento para que sean debidamente observadas. 

14. — Las reglas y principios de Derecho Internacional 
privado son de derecho público interior, como en otra oca- 
sión he manifestado, y tienen á su favor los mismos proce- 
dimientos, las mismas acciones, las mismas excepciones, los 
mismos recursos, que todos los principios del género indi- 
cado. 

15. — Soportan propia comparación con los constitucio- 
nales de cada nación y muy en especial de la nuestra, y á 
nadie ocurrirá que tan elevados preceptos no encuentren en 
la legislación sanción suficiente. 

16. — Los principios de Derecho Internacional privado 
civil son reglas de preferencia de diversas leyes civiles, y en 
su aplicación se confunden con éstas; de manera que si se 
menosprecia el principio relativo de Derecho Internacional 
privado, el resultado es el mismo que sí se postergara cual- 
quier ley civil en que la sentencia se funde; los recursos, los 
procedimientos, lo relativo á acciones y todo lo que se re- 
fiere al enjuiciamiento puede ser eficaz, tanto respecto de 
cualquier ley sobre cualquier materia de derecho civil, 
como del principio de Derecho Internacional privado en 
que la misma se apoye. 

17. — Puede suceder, como con multitud de principios de 
derecho público, que las reglas de Derecho Internacional 
privado en primer término no se apliquen por las autorida- 
des judiciales, sino por las administrativas, y en este caso 
puede reclamarse su aplicación del mismo modo exacta- 
mente que la de cualquiera otra disposición legislativa. 

18. — Por ejemplo, manda el principio de Derecho Inter- 
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nacional privado que el estatuto personal se rija por ley na- 
cional del extranjero, y en un litigio sobre nulidad de ma- 
trimonio el juez no aplica ley extranjera, sino lex forü Pues 
bien: la parte podrá entablar contra la sentencia los mismos 
recursos que si se hubieran desoído sus defensas sobre la 
principal causa alegada de nulidad. 

19. — El mismo precepto que favorece á la ley extranje- 
ra es deconocido por un juez del registro civil que, como 
es sabido, desempeña funciones administrativas; pues la par- 
te ofendida puede reclamar ante el superior administrativo, 
y si ni aun de este modo consigue que se respeten sus de- 
rechos, en la forma, tiempo y modo que permitan las leyes, 
llevará la contención ante la autoridad judicial competente, 
siendo de advertir que no es, sin duda, en la República don- 
de escasean los medios para reclamar contra los yerros de 
autoridades, ora judiciales, ora administrativas, por eleva- 
das que unas y otras sean. 

20. — Por esto decia que ni objeción puede llamarse la pro- 
puesta; pero no está de más aclarar ciertos puntos que, mal 
ó bien, han dado lugar á dudas, que á fuerza de repetirse 
han tomado cuerpo y hasta apariencia de dificultades ver- 
daderas. 

21. — De los motivos de que se origina competencia, tie- 
ne doble carácter y principalísima importancia el domici- 
lio. ¿Por qué? Claro está, porque ley del domicilio, además 
de constituir la causa principal y privilegiada de surtirse 
fuero, debe á veces regir, según he explicado, el estatuto . 
personal del mexicano en los conflictos internos, porque ley 
del domicilio regirá igualmente en ciertas ocasiones los 
conflictos de igual clase externos, y por ella se vendrá en 
conocimiento de la ley civil de cada uno de los Estados de 
la República, aplicable á cada caso que á la resolución de 
los jueces se presente. 

22. — No sé hasta qué punto haya fijado su atención la 
comisión encargada de redactar el citado Código de Proce- 
dimientos Federales, en el alcance de sus disposiciones arri- 



Digitized by 



Google 



214 

ba referidas; mas sea de esto lo que fuere, la significación 
de los textos legales no admite duda, si bien no excluye que 
más adelante se adopten tal vez disposiciones nuevas, con- 
formes con el progreso de la ciencia y como las circunstan- 
cias puedan exigirlas; 

23. — Es la verdad que las disposiciones sobre domicilio 
han sido siempre un escollo para el legislador y un venero 
inagotable que la mala fe ha sabido de continuo explotar. 

24. — Algunos, como los autores del Código Italiano, se 
inclinan á considerar el domicilio como vinculo puramente 
jurídico y voluntario, ante el cual desaparece el elemento 
material de la residencia. 

25. — Otros, por el contrario, en ésta se fijan casi exclusi- 
vamente y la confunden con el domicilio. 

26. — Es de recordarse que si la nacionalidad, como en 
lecciones anteriores se ha dicho, se considera como vínculo 
jurídico voluntario, ningún inconveniente parece que existe 
para que se considere del mismo modo el domicilio. 

27. — Pero la residencia se presenta siempre como moti- 
vo digno por mil títulos de consideración, y que ha de res- 
petarse, ya se trate de las leyes que rijan al individuo en 
oposición con otras leyes, ya de arrastrar al mismo ante los 
tribunales, para que produzca sus defensas y oponga sus 
excepciones; y he aquí por qué parece ineludible esa unión 
de la voluntad y de la residencia habitual, unión de donde 
se derivan todas las dificultades de apreciación y todas las 
falsas soluciones en la práctica. 

28. — Separar para siempre el elemento material de la re- 
sidencia del elemento moral de la voluntad, constituye tal 
vez para lo futuro el adelanto de la ciencia de la legislación, 
sin que esto signifique que la residencia por sí sola no sur- 
ta fuero á veces, y se combine con el domicilio para la más 
fácil administración de justicia. 

29. — Que se combine el elemento moral de la voluntad 
con la residencia, como con el lugar del contrato, con el de 
la ubicación de la cosa, y otros de los que forman el con- 
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junto de motivos por los que se surte fuero y corresponde 
jurisdicción á los jueces. 

30. — El Código Italiano es, en mi sentir, el más adelan- 
tado sobre la materia (tít. 2.®, lib. I). Distingue entre el do- 
micilio civil de una persona, que es el lugar donde tiene 
el principal asiento de sus negocios, y la residencia, que es 
el lugar de su estancia habitual. 

31. — Admite dicho Código, domicilio especial para de- 
terminados negocios, y contiene algunas otras disposiciones 
tan liberales como las enunciadas. 

32. — La ley Federal suiza, de Junio 25 de 1891, que fija 
ciertas bases para resolver los conflictos de Derecho Inter- 
nacional privado internos y externos, sigue las antiguas tra- 
diciones y reúne siempre los dos elementos de la residen- 
cia y de la voluntad para determinar el domicilio. El Código 
alemán de 1898 hace otro tanto, y no se aparta de las tradi- 
ciones del derecho romano, si bien admite expresamente la 
pluralidad de domicilios. 

33.— Sobre el particular que me ocupa, materia es que 
siempre requerirá atención preferente del legislador, la fija- 
ción del domicilio de las asociaciones y personas morales. 

34. — Como se ve, alguna que otra disposición ha surgi- 
do recientemente, que se separa de las antiguas leyes y tra- 
diciones, si bien la República, como todos los demás Esta- 
dos modernos, adopta éstas en todo, y á ellas ha ajustado 
sus últimas disposiciones legislativas á que he hecho refe- 
rencia. 

35. — Partidario como soy de la justicia natural, base de 
todo derecho, reconozco que sus oráculos no se dejan oir 
en toda clase de materias jurídicas, de las cuales multitud 
de ellas pueden, sin daño de la justicia, reglamentarse en 
uno ú otro sentido, atendiendo á la utilidad y á la conve- 
niencia. No que la razón no se escuche ni se procuren in- 
vestigar sus dictados, pero sin que se crea que se trata de 
derechos sacratísimos, los cuales en ningún caso es lícito 
violar, y tengo para mí que del género á que me contraigo. 
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es la cuestión de domicilio que, andando el tiempo, ha de 
regarse por nuevas disposiciones, más llanas y hacederas, 
sin que por otra parte derechos ningunos se conculquen. 
Nacionalidad, ya hemos visto que puede adoptarse la de la 
voluntad; vínculos de la sangre y de la tierra, se respetan 
pero no dominan al primero; por modo semejante tal vez 
se proceda respecto del domicilio, considerándolo exclusi- 
vamente como vinculo jurídico, segregado todo componen- 
te que con la residencia se relacione, que es á lo que podrán 
conducir las doctrinas del Código Italiano, hoy en bosque- 
jo, según de los artículos relativos se desprende. Registros, 
padrones, constancias oficiales preceptuadas ya por muchas 
leyes y de muy difícil sanción penal ciertamente, apoyarán 
tal vez el nuevo sistema que en las costumbres llegue tal 
vez á entrar; pero sin que sea obvio descubrir tan lejanos 
horizontes, téngase al menos presente lo de hoy, lo actual, 
lo existente, que sin duda facilita en mucho la aplicación de 
los sanos principios del Derecho Internacional privado. 
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LECCIÓN DECIMOSÉPTIMA 



Conflictos internos entre diversas entidades Federativas de la Unión. — 
¿Qué leyes deben regirlos? 

I. — De un modo general, como convenía, señalé en la 
lección II las diversas clases de conflictos de leyes inter- 
nos y externos que pueden presentarse en la Federación 
Mexicana, y en la secuela de estas lecciones me he referido 
á unos y otros, señalando sus diferencias; comprendiendo 
por fin á ambos en mis conclusiones, por cuanto á que he 
venido á proponer un sistema que los resuelve todos y que 
descansa en los mismos principios fundamentales. 

2. — Pero ha sido objeto de mis investigaciones hasta 
aqu! únicamente el individuo en relación con otro indivi- 
duo, bien nacional ó bien extranjero, y forzoso es ocuparme 
de todas aquellas entidades de la República, susceptibles 
de derechos y obligaciones en sus relaciones de todo géne- 
ro, aclarando una materia que sin duda lo exige y que no 
ha sido aún objeto de las necesarias subdivisiones. 

3. — Tomaré como único punto de partida el Estado, sub- 
división política de la Federación Mexicana, y señalaré sus 
relaciones con otras entidades federativas, sujetas, sin du« 
da, á los principios del Derecho Internacional privado. 

a8 
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4. — Un Estado de la Federación Mexicana puede encon- 
trarse en relación y en conflicto sus leyes: 

I. Con un Estado soberano extranjero. 
II. Con un Estado de Federación extranjera. 

III. Con la Federación Mexicana. 

IV. Con un Estado de ésta. 

V. Con un Territorio de la misma. 
VI. Con el Distrito Federal. 
VIL Con un Municipio del mismo Estado ó extraño. 

VIII. Con un particular. 

5. — Que el Estado de San Luis tenga una discusión ju- 
rídica con el gobierno francés, por ejemplo, por cualquier 
contrato que se suponga, factible es y puede preguntarse 
qué ley debe preponderar para decidir la contienda. 

6. — Con fundamento de las doctrinas norteamericanas, é 
interpretando las fracciones relativas de los artículos cons- 
titucionales, que establecen la competencia de los tribuna- 
les Federales de México, se ha sostenido que puede un go- 
bierno extranjero presentarte ante la Suprema Corte Fede- 
ral Mexicana, demandando á un Estado de la Federación 
Mexicana, para lo cual desde luego se comprende que es 
indispensable que el Estado extranjero se someta volunta- 
riamente á los tribunales nacionales, porque de otra mane- 
ra el caso es imposible, supuesto que el Derecho Interna- 
cional veda hasta la más remota pretensión de ejercer ju- 
risdicción ó imperio sobre las potencias extranjeras. He 
debido apuntar el caso para examinar el principio de De- 
recho Internacional privado que á efecto de decidirlo sería 
necesario invocar. 

7. — Conflictos de leyes de Estado con leyes de la Fede- 
ración. Éstos pueden ser frecuentísimos. En cuanto á la 
competencia, es indiscutible. El art 97 de la Constitución 
expresamente declara que toda controversia en que la Fe- 
deración fuere parte, corresponde resolverla á los tribuna- 
les Federales. Cuestiones de todos géneros relativas á per- 
sonas, cosas, á contratos, á testamentos, á estatuto formal, 
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á competencia, pueden suscitarse entre los Estados y la 
Federación; y la oposición entre las leyes civiles de una y 
de otra parte interesadas, puede ser tan completa, tan dia- 
metral como la que se presenta entre dos Estados sobera- 
nos extranjeros ó entre dos Estados de la Federación Me- 
xicana. ¿Por qué principios se decidirá la contienda? 

8. — Conflictos entre leyes de dos Estados soberanos en 
cuanto á su régimen interior. Éstos se presentan á diario é 
igualmente pueden referirse á todos y cada uno de los ob- 
jetos del derecho. La jurisdicción, por otra parte, es evi- 
dente, porque el art. 97 de la Constitución establece que la 
Suprema Corte de Justicia conocerá de toda clase de cues- 
tiones entre dos ó más Estados de la Federación. 

9. — Conflictos con el Distrito Federal ó los Territorios, 
se equiparan por modo absoluto á los conflictos entre los Es- 
tados. Conflictos con individuos del mismo Estado ó con 
municipios que con los individuos se equiparan, bajo el 
punto de vista que los considero, no son conflictos. Con- 
flictos con individuos de otro Estado ó con municipios de 
otro Estado, sí lo son y corresponde igualmente decidirlos 
al Supremo Tribunal Federal, conforme al citado artículo 
de la Constitución que reglamenta el Código de Procedi- 
mientos Federales, y todas estas clases de conflictos, ¿se ri- 
gen por los mismos principios que los conflictos entre indi- 
viduos sujetos á diversas leyes? 

10. — Supongamos dos Estados de la República: ambos 
tienen su Código Civil propio, estos Códigos contienen dis- 
posiciones opuestas, y los Estados que los han adoptado se 
encuentran directamente interesados en reñida discusión. 
Que la Corte Suprema decida la controversia no se pone 
en duda; pero preferirá ley real, ley del contrato, ley de la 
ejecución, del mismo modo que si se tratara de un litigio 
entre dos particulares ciudadanos de los mismos Estados 
contendientes y que sometieran sus diferencias á cualquier 
tribunal civil competente. 

II. — Del mismo modo que un Estado de la Federación 
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se halla ligado por todos los lazos jurídicos que tengo indi- 
cados, que pueden dar lugar á colisión de diversas leyes, la 
Federación puede encontrarse en condiciones idénticas, el 
Distrito Federal y los Territorios, y por último, el indivi- 
duo, cuyo derecho particular puede encontrarse en oposi- 
ción con el de alguna potencia extranjera, el de un indivi- 
duo extranjero y el de un mexicano, sujeto á ley de diverso 
Estado de la República; y repito aquí: ¿serán los mismos 
principios los que rijan todo este conjunto de conflictos, 
que los que deciden los que se suscitan entre individuo é 
individuo? 

12. — Primeramente reflexionemos que de no ser asi ten- 
dría que buscarse una tercera ley civil, preponderante so- 
bre las dos en cuestión, que quedarían como extinguidas, 
sin valor ni efecto. ¿Qué ley podría ser esa? Únicamente la 
ley civil Federal, que absorbiera toda ley local para el caso 
de contienda. 

13. — ^¿Y esto por qué? ¿Qué razón habría para que un Es- 
tado se rija por determinadas leyes y que éstas caduquen 
en caso de contienda con otro Estado? Un Estado se da á 
sí mismo especial legislación civil, porque ésta conviene con 
su modo de ser y es la más idónea para poder alcanzar to- 
do el desenvolvimiento material y moral de que es suscep- 
tible. Descansa la facultad de legislar de un Estado en la 
Constitución, y se comprende desde luego que toda ley ci- 
vil local representa algo invulnerable, que únicamente ante 
el interés general cede; ¿cómo es posible suponer que por 
sólo encontrarse en disputa un Estado con otro Estado, mo- 
tivos tan sagrados caduquen y desaparezcan, que derechos 
nacidos al amparo de leyes, que se creyeron justas, cambien 
de esencia y de naturaleza, sólo por encontrarse en pugna 
con otras de igual entidad, que á su vez también perecen 
para que surja nueva ley que ni se acomode á las necesida- 
des, ni desarrolla los elementos de vida, ni respeta el orden 
establecido por el pacto Federal, sino que todo lo confunde, 
todo lo desnaturaliza ante un interés del todo secundario? 



Digitized by 



Google 



14. — Si los Estados, lo mismo que la Federación, que 
los Territorios, son personas morales susceptibles de dere- 
chos y obligaciones por modo igual á las personas físicas y 
á los individuos, como la Constitución y las leyes de la Re- 
pública lo ordenan, fuerza es reconocer que las leyes civi- 
les á que respectivamente se hallan sujetos no pueden ca- 
ducar en caso de conflicto, para que la ley civil Federal 
solamente se aplique, sino por el contrario, respetadas to- 
das esas leyes civiles con sus preeminencias propias, tienen 
que calificarse por quien competa, dándose la preferencia 
á aquella que corresponda, según los principios de Derecho 
Internacional privado ap.licables á los individuos. Entre 
dos Estados contendientes de la Federación Mexicana, lo 
mismo que entre dos nacionales de la misma, lo mismo que 
entre un nacional y un extranjero, tienen aplicación exacta 
é ineludible los principios de Derecho Internacional priva- 
do, con todas las particularidades que les pertenecen, según 
de un modo general se ha explicado en estas lecciones. 

15.— El derecho público de cada Estado contendiente 
tiene la misma importancia que se le ha señalado cuando 
de conflictos internos y externos entre particulares se trata, 
y constituye, en definitiva, el último recurso para decidir 
acerca de la aplicación extraterritorial de las leyes al esta- 
tuto real ó personal pertenecientes, según se ha probado 
anteriormente con todo detenimiento. 

16. — El lugar de la ejecución deberá tenerse presente 
como ley principal de los contratos; el lugar donde se veri- 
fican los actos suministrará la ley para la forma de éstos, y 
en general, estatuto personal, real, sucesiones, contratos, to- 
do será regido por los principios establecidos, y el tribunal 
Federal llamado á dirimir la contienda, dará preferencia á 
una ú otra ley, según las reglas del Derecho Internacional 
privado que comprende á las entidades Federativas lo mis- 
mo que á los individuos. 

17. — Competencia no hay para qué repetir que corres- 
ponde decidirla igualmente á la justicia Federal; y he aquí 
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cómo las instituciones de la República prestan poderosísi- 
mo auxilio al desarrollo del Derecho Internacional priva- 
do. El primer paso fué dado por la ley de extranjería, que 
puso las relaciones de los extranjeros bajo la egida de la 
ley Federal; las relaciones jurídicas de los Estados y de los 
individuos sujetos á leyes de diversos Estados, por la Cons- 
titución, se hallan sujetos igualmente á la ley Federal; he- 
cho esto pueden adoptarse tales principios que no dejen á 
la vaguedad de las doctrinas de los autores la aplicación de 
la ley, sino que suministren en todos casos regla para deci- 
dir el conflicto que se presente y juez competente para pro- 
nunciar justa sentencia. 

1 8. — Conflictos sin solución no puede haberlos, supuesto 
que una es la regla de decisión, y aquéllos se producen úni- 
camente cuando las reglas de decisión son distintas. 

19. — Puede acontecer que en algunos casos no pueda 
señalarse cuál es el Estado cuya ley debe aplicarse, por 
ejemplo, si se trata del dominio de un terreno y se duda en 
jurisdicción de qué Estado se halla. La misma duda puede 
presentarse si se trata del lugar de la ejecución de un con- 
trato ó de las formas á que se sujetó, peculiaridades todas 
de la clase de conflictos que me ocupa y que no pueden 
presentarse cuando de individuos particulares se trata. Por 
esto, cuando por circunstancias excepcionales la aplicación 
de las reglas del Derecho Internacional privado fuere im- 
posible, habrá que recurrir á la ley Federal, como único 
medio posible de solución. 

20. — El sistema propuesto no puede suscitar, en mi con- 
cepto, dificultades serias en la práctica; sí las traería, adop- 
tar la ley Federal civil como reguladora de las relaciones 
jurídicas entre entidades federativas iguales entre sí, y otro 
tanto acontecería con cualquiera otro sistema que llegara 
á adoptarse. 

21. — Atendiendo á los antecedentes filosóficos y jurídi- 
cos del sistema propuesto, ningún inconveniente se presen- 
ta para su adopción en los términos que dejo indicados. 
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Forzoso es recordar que los principios actuales de Derecho 
Internacional privado nacieron cuando las repúblicas y pe- 
queñas nacionalidades italianas traficaban entre si, engen- 
drando relaciones jurídicas de todos géneros entre sus res- 
pectivos nacionales. 

22. — Si bien políticamente tales nacionalidades no de- 
pendían unas de otras, sí etnográficamente, como que cons- 
tituían los restos del antiguo imperio de los Césares; y para 
conflictos internos se idearon el sistema de los estatutos y 
los otros que andando el tiempo han venido 'corrigiéndose 
y reformándose, hasta componer lo que hoy se llama el con- 
junto más avanzado de los principios del Derecho Interna- 
cional privado. 

23. — Aplicáronse aquellas reglas á los conflictos de leyes 
externos, y tal desarrollo adquirieron tratándose de éstos, 
que hasta el origen de las mismas parecía olvidarse, y algu- 
nos autores las han creído propias únicamente para decidir 
tales conflictos y no para los internos de donde nacieron. 

24. — ^Los tiempos han cambiado, así como los gobiernos, 
y ante la evolución política que significan Estados Fede- 
rales, como los Estados Unidos de An^érica y México, for- 
zoso es comprender todo el desarrollo que aguarda al De- 
recho Internacional privado. Muy especialmente en Méxi- 
co tiene que ser éste notabilísimo, si la razón y el estudio 
presiden á él. Lo mismo la Federación Mexicana que se 
encuentra en conflicto con potencia extranjera, que el últi- 
mo nacional cuyos derechos pueden ser resueltos por di- 
versas leyes, toda la escala de personas jurídicas que me- 
dian entre una y otra entidad, y que las leyes de la Repú- 
blica reconocen, pueden ser objeto de las reglas del Dere- 
cho Internacional privado. A la imperfección de los antiguos 
sistemas políticos correspondía la simplicidad de los con- 
flictos; á la perfección del sistema Federal corresponde la 
multiplicidad de ellos; pero nótese bien, ni uno solo deja de 
comprenderse dentro de las reglas del Derecho Internacio- 
nal privado, desde el más alto hasta el de menor interés. 
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todos se deciden por ley y por justicia, y no al acaso ni por 
la arbitrariedad, constituyendo en estas condiciones el De- 
recho Internacional privado, el más feliz coronamiento de 
instituciones, que son á su vez el término apetecido de siglos 
enteros de experiencia, quebrantos y vacilaciones. 
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LECCIÓN DECIMOCTAVA. 



Nacionalidad. — Naturalización. — Observaciones generales sobre la materia. 

I. — Nacionalidad ¿qué es? El vínculo jurídico que une á 
un individuo con la Nación á que pertenece. A primera vis- 
ta podríase objetar que lo definido entra en la definición, 
pero no es así. El individuo puede pertenecer á un Estado, 
como nativo de él, como ciudadano, como domiciliado, y en 
todos estos casos hay un vínculo jurídico que respetar, pe- 
ro no es el que une con la Nación, con la patria que se tie- 
ne y á la que se pertenece. 

2. — Este vínculo de nacionalidad ha sido objeto de las 
más frecuentes discusiones, no guiadas todas por el mejor 
método científico. La nacionalidad se ha estudiado en su 
conjunto y en particular, respecto de determinado indivi- 
duo; la nacionalidad de origen, la nacionalidad voluntaria 
ó sea la naturalización, la nacionalidad voluntaria ó jurídi- 
ca, la nacionalidad etnográfica y otros mil puntos conexos 
se han tratado conjuntamente con los indicados, casi siem- 
pre al principio de los tratados de Derecho Internacional 
público ó privado, indistintamente. 

3. — Procederé por partes: la nacionalidad en su conjun- 
to, es decir, el vínculo que une á multitud de individuos en 
determinado territorio establecidos y que constituyen una 
Nación ó Estado, se confunde con éste y entran en su for- 
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mación multitud de elementos extraños, desemejantes y 
aun opuestos entre sí, que se combinan y producen un re- 
sultado determinado. Esos elementos, como digo, se multi- 
plican hasta lo infinito y casi imposible es sujetarlos á una 
apreciación exacta. Cada Estado se forma de sus elemen- 
tos propios, y en vano se pretendería establecer perfecta 
comparación entre los que componen uno ú otro. 

4. — Verdades hay que á fuerza de evidentes no necesi- 
tan demostración. 

5. — ¿Qué elementos forman el Estado, el consorcio, la 
Nación mexicana? Tales ó cuales que los sociólogos disgre- 
garan cuidadosamente y apreciaran con exactitud. ¿Qué 
elementos formaron el imperio británico, cuáles la Repúbli- 
ca de Norte América, cuáles Francia, cuáles Italia, cuáles 
España? Inútil de todo punto sería responder de un mismo 
modo á pregunta tan complexa en sí misma y tan ocasio- 
nada á la disputa y al error. 

6. — Bien que los sociólogos encuentren en toda sociedad 
6 Estado sin excepción, ciertos caracteres que determinan 
los períodos de su formación, el período agricultor, el mi- 
litar, el industrial y otros que se manifiestan desde los pri- 
meros pasos de una reunión de hombres, hasta su engran- 
decimiento, su prosperidad y su cultura; pero aparte de 
estos grandes lineamientos, á los que sujetó el Creador la 
marcha de la humanidad, qué de diferencias, qué de coli- 
siones, de luchas, de guerras, trastornos y cataclismos, has- 
ta que lucen la civilización y la paz. Y esos elementos son 
los que constituyen las sociedades, con sus igualdades y sus 
diferencias, sus tendencias opuestas y aun contradictorias, 
bajo el imperio de ciertas leyes generales, hasta hoy más 
bien imaginadas que precisamente definidas. 

7. — Sea de esto lo que fuere, las discusiones apuntadas, 
tan propicias para el estudio y para dar muestras verdade- 
ras ó falsas de erudición, se refieren á la nacionalidad co- 
lectiva, en cuanto á que viene á constituir el Estado, y úti- 
lísimas como son, pertenecen más bien á la historia, á la et- 
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nografía, á la biología, á la sociología y aun al Derecho 
Internacional público; pero no son concretamente del do- 
minio del Derecho Internacional privado. 

8. — Pradier Foderé, en una nota al capítulo de Fiore, 
segunda edición, sobre nacionalidad, dice, al hacerse cargo 
de las diñcultades del asunto, que se ve tentado de consi- 
derar exclusivamente la nacionalidad como un hecho y un 
punto de partida; y en verdad asiste razón al profesor fran- 
cés; pero esto aparte, la nacionalidad, como vínculo jurídico 
del individuo, como particular con su patria, sí forma obje- 
to preferente de. la atención del internacionalista y debe 
dedicársele todo estudio. 

9. — ¿La nacionalidad es acaso una de tantas materias al 
estatuto personal pertenecientes, sujeta á las mismas leyes 
que dicho estatuto rigen, según los principios en capítulos 
anteriores sostenidos? 

10. — Indiscutiblemente la nacionalidad se refiere y mo- 
difica el estado de la persona. Si ésta es mayor ó menor de 
edad, casada ó soltera suijuris ó alieni juris^ materias son 
todas que pertenecen al estatuto personal, y la nacionalidad 
es vínculo del mismo género, pero de más alto carácter, y 
que por modo más directo influye seguramente sobre el es- 
tado y la capacidad del individuo. Que éste sea mayor ó 
menor de edad, casado ó soltero, significa menos en cuanto 
á sus relaciones jurídicas, que pertenezca á determinada 
nacionalidad. 

II. — Por sil calidad de mayor puede el individuo con- 
traer matrimonio, celebrar contratos, hacer testamento y 
llevar á cabo todos los actos de la vida civil. ¿Y qué son 
éstos comparados con los derechos cuyo goce le asegura la 
nacionalidad? Derechos del hombre, derechos políticos, de- 
rechos civiles que son derivación de la nacionalidad, que 
por decirlo así, le imprimen carácter, asegurándole la pro- 
tección de su gobierno dentro y fuera del territorio patrio, 
y dondequiera haga valer esa misma nacionalidad, conforme 
á sus leyes particulares adquirida y por ellas resguardada. 
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12. — Si esto es así, no existe motivo, al parecer, para ocu- 
parme en especial de la nacionalidad; como una de tantas 
materias de estatuto personal, supóngase sujeta á su ley 
propia y por ésta resuélvanse los conflictos á ella relativos, 
porque es de tenerse presente que si se presentan casos de 
matrimonio, de paternidad, de tutela, de ausencia, en los 
que se duda sobre la ley que debe aplicarse, del mismo mo- 
do se suscitan disputas sobre nacionalidad, y no puede de- 
cidirse á primera vista cuál ley debe decidir la cuestión, y 
es este precisamente el modo de considerar en Derecho 
Internacional privado el vínculo jurídico que forma objeto 
de mis actuales observaciones. 

13. — Como dejo indicado, los conflictos que estudio son 
de naturaleza muy semejante, y así como cuestiones de va- 
lidez de matrimonio, por ejemplo, puede suscitarse esta 
otra. ¿A qué nacionalidad pertenece tal ó cual individuo? 
Y es de notarse que estas disputas, estos conflictos, son mu- 
cho más frecuentes de lo que se cree, y casi siempre acom- 
pañan y son previos á los conflictos sobre estatuto perso- 
nal, real, derecho de las obligaciones ó cualquiera otra 
materia de Derecho Internacional privado que se suponga. 

14, — Se trata de regir un matrimonio por ley nacional 
del marido, y lo primero que ha de investigarse es cuál es 
la ley nacional, y sobre este punto surge la duda, porque el 
extranjero no suministra pruebas bastantes de su naciona- 
lidad, porque sus leyes no concuerdan con las del país en 
que reside, porque éstas se oponen á aquéllas, ó porque el 
individuo ha llenado los requisitos de varias leyes sobre 
nacionalidad, ó lo que muy bien puede suceder, las ha des- 
preciado todas y ninguna nacionalidad tiene. 

15. — Recórranse las leyes sobre nacionah'dad de las di- 
versas naciones civilizadas, y se verá cuánto difieren entre 
sí, de cuan diverso orden son los requisitos para adquirir 
la nacionalidad, y se comprenderá cómo es que esas leyes 
en su aplicación pueden producir iguales y tan graves con- 
flictos como los referentes á otros objetos del derecho, sin 
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contar lo que ya expuse acerca de la resolución previa de 
los conflictos sobre nacionalidad, que casi siempre tiene 
que hacerse en la práctica, en toda discusión de Derecho 
Internacional privado. 

i6. — Puestas estas premisas, desde luego ocurre propo- 
ner lo siguiente. Los conflictos sobre nacionalidad se deci- 
den" por la ley de ella misma, á semejanza de los de estatuto 
personal, con la limitación del derecho páblico, como se 
procede respecto de todo conflicto á dicho estatuto perso- 
nal perteneciente. 

17. — De ningún modo considero inútil la regla expuesta. 
Se trata de caliñcar la nacionalidad de un francés: califiqúe- 
se conforme á la ley francesa y no á la del país en que resi- 
de; no á la ley del lugar sino á la ley personal, porque de 
una calidad y muy elevada se trata, que no consiente pre- 
dominio de ley extraña. 

18. — Claro es lo que dejo expuesto. Espíritus poco me- 
tódicos han arrojado tal confusión sobre la materia, que 
verdaderamente son de lamentarse sus errores. Ley de do- 
micilio han dicho, sólo por ley del lugar se califica, y ley 
de la nacionalidad del mismo modo. ¿Cómo podrá consén' 
tirse que ley extraña venga á decidir en territorio propio 
lo que se entiende por domicilio, por nacionalidad, mate- 
rias que por su naturaleza caen exclusivamente bajo la fé- 
rula de la ley del lugar? 

19. — Incurren, como digo, en lamentable confusión tales 
autores. Bien está que al derecho público se conserven sus 
preeminencias; pero cuando no habla, ley nacional y nada 
más que ella puede pretender decidir la cuestión. Por es- 
to, si un francés reclama su nacionalidad, por ley francesa 
ha de decidirse si la conserva ó la ha perdido, y el mayor 
de los absurdos sería pretender que por ley local se deci- 
diera la cuestión. 

20. — Importa, pues, fijar la regla enunciada por la nacio- 
nalidad y también por el domicilio. El domicilio constituye 
ley personal, según he demostrado anteriormente, á pesar 
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de que algunas de sus singularidades le hagan confundir 
con ley real, el domicilio que á la nacionalidad ó á la ciu- 
dadanía substituye á veces en países sujetos al régimen Fe- 
deral, lo mismo que la nacionalidad se rige por su ley pro- 
pia, y es ir contra la razón pretender que se decida por ley 
local á guisa de lo que se propone para la nacionalidad. 

21. — Así como conflictos sin solución posible aparente, 
surgen con frecuencia respecto de todos los objetos del de- 
recho, se presentan relativamente á nacionalidad. Llenos 
están los Ministerios de Estado de reclamaciones, que más 
de una vez llegan á resolverse de hecho, y aquella regla de 
que tales discusiones sólo se terminan eñcazmente, cuando 
por arbitraje ó de otro modo accidental, tercer Estado en- 
tiende el asunto y lo resuelve á favor del país que procla- 
ma los sanos principios de la ciencia y en contra del que los 
desconoce, recibe plena confirmación en el particular que 
me ocupa. 

22. — La naturalización es la nacionalidad adquirida por 
la voluntad. En esto se hallan actualmente conformes todos 
los pueblos civilizados: todo hombre tiene derecho de ad- 
quirir la nacionalidad que le plazca, renunciando la ante- 
rior, fuere de origen ó electiva. 

23. — Los Estados Unidos de Norte América, en sus leyes 
de 10 de Febrero de 1855 y Julio 27 de 1868, establecen 
por modo bien explícito el principio, y equiparan absoluta- 
mente al ciudadano por naturalización con el de origen. 
Substancialmente, lo mismo reconocen las leyes de todos 
los países cultos, muy especialmente la nuestra de extran- 
jería de 28 de Mayo de 1886, inspirada en las más amplias 
y liberales doctrinas. Hasta la conservadora Inglaterra, en 
sus leyes de 6 de Agosto de 1844 y Mayo 12 de 1870, pro- 
clama ya iguales principios, habiendo renunciado para 
siempre á \?í perpetual allegiance y al antiguo aforismo de 
^^once a subject, allways a subjectJ' 

24. — La naturalización, como desde luego se comprende, 
se halla sujeta á las mismas leyes que la nacionalidad, su- 
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puesto que, como repito, es la nacionalidad de la libre elec- 
ción. 

25. — Si un individuo renuncia á su nacionalidad de ori- 
gen y adquiere otra de elección, puede preguntarse cuál de 
las dos leyes tienen que respetar para la elección misma, la 
de la nacionalidad que abandona ó la de la que adquiere. 
Fácil es, en mi concepto, la respuesta, porque entre esas dos 
leyes personales en oposición, es de admitirse generalmen- 
te el predominio de la segunda sobre la primera ó sea el de 
de la nacionalidad que se adopta (Ve Fiore, 3.* edición. 
Parte especial, Lib. i.°, cap. 3.% párr. 332,-regla e-). 

26. — Compréndese á primera vista cómo es que entre 
los conflictos de leyes sobre nacionalidad, son los más oca- 
sionados á resoluciones contrarias los de naturalización, 
porque suelen ser las leyes relativas á ésta diametralmente 
opuestas, si bien en estos últimos tiempos, por lo que toca 
á América principalmente, se han hecho laudables esfuer- 
zos para adoptar un sistema homogéneo de naturalización. 
Así lo comprueban los preceptos de nuestra ley de extran- 
jería y lo explica su notable exposición de motivos. 

27. — La nacionalidad he dicho, así como la naturaliza- 
ción, se asemejan, se equiparan con las materias pertene- 
cientes al estatuto personal, pero no son absolutamente 
idénticas. 

28. — La nacionalidad es como punto previo de estatuto 
personal. Al definir éste he tomado como punto de parti- 
da la división romana de los objetos del derecho, y bajo 
este concepto se ha decidido siempre que tal ó cual rela- 
ción jurídica pertenece al estatuto personal y no al real ó 
al derecho de las obligaciones ó á los testamentos. 

29. — Si estas son las nociones científicas adoptadas como 
fundamentales, claro es que la nacionalidad no puede repu- 
tarse del mismo modo pertinente al estatuto personal, co- 
mo la tutela, la filiación, la ausencia y demás relaciones ju- 
rídicas, que desde la jurisprudencia romana se han com- 
prendido invariablemente en dicho estatuto. 



Digitized by 



Google 



232 

30. — Pero comparar la nacionalidad con el estatuto real, 
la hipoteca ó la posesión ó con las obligaciones, es de todo 
punto imposible, y por esto propongo equipararla con el es- 
tatuto personal. 

31. — Filosóficamente considerada la cuestión no admite 
réplica, porque indudablemente la nacionalidad significa 
modificación de la persona y de su estado, de mayor impor- 
tancia, más radical, más evidente que cualquiera otra de las 
indicadas relaciones jurídicas. 

32. — Por otra parte, la nacionalidad no es de Derecho 
Internacional público bajo el aspecto que indico, no intere- 
sa directamente á las naciones sino á los individuos que son 
parte en el conflicto. Cierto que éste puede con frecuencia 
extenderse á la nación entera; cierto que pueda lastimar su 
interés, su respetabilidad, pero el ser ocasionado á degene- 
rar en controversias de Derecho Internacional público, di- 
rectamente sostenidas entre las naciones interesadas, no le 
quita su naturaleza propia, ni cambia sus elementos consti- 
tutivos á los que la ciencia debe estar siempre atenta. 

33. — Por marcado que sea el carácter personal de los 
conflictos que me ocupan, hay que convenir en que afectan 
especialísimas condiciones. Un autor dice que son á mitad 
de derecho público y á mitad de privado; derecho semi-pú- 
blico ha dicho otro escritor. Yo no puedo admitir estas 
partículas de derecho público; comprendo que haya dificul- 
tad en definirlo, que el derecho del hombre es uno, que se 
desarrolla diversamente y toma distintas formas, y si esto 
por necesidad engendra vaguedad y confusión, no debe és- 
ta transmitirse al método científico, ideado precisamente 
para obtener una claridad que no presenta de suyo la ma- 
teria. 

34. — La doctrina de Derecho Internacional privado, tal 
como queda expuesta en lecciones anteriores, es completa 
y perfecta. Este es el derecho civil, estos son sus objetos, 
dentro de ellos caben todas las relaciones jurídicas posibles, 
adóptense tales ó cuales leyes para regirlas. ¿Cuál es enton- 
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ees el lugar que corresponde á la relación jurídica de na- 
cionalidad, aparte algunos puntos indicados en que es de 
considerarse como cualquiera otra relación jurídica de es- 
tatuto personal? 

35. — Ya lo he indicado; la nacionalidad, como el domi- 
cilio, como la competencia, son materias del Derecho In- 
ternacional privado conexas con las principales, sujetas á 
principios y á especialidades cuyo estudio es necesario pa- 
ra que las mismas materias principales adquieran todo su 
desarrollo y puedan ser objeto de aplicación en la práctica. 

36. — En lecciones pasadas he manifestado cómo la com- 
petencia era necesario decidirla para poder aplicar las re- 
glas del Derecho Internacional privado, é indiqué cuáles 
eran las teorías sobre competencia admitidas. 

37. — Del mismo modo, refiriéndome al domicilio, señalé 
cuáles son y pueden ser las mejores teorías, pudiéndose, 
aun entre dos leyes á domicilio referentes, una sabia y la 
otra torpe, elegir la primera, con menosprecio de la segunda, 

38.— Ojalá el Derecho Internacional privado hubiese al- 
canzado sobre estas materias secundarias y accidentales, el 
mismo grado de adelanto que sobre lo principal de la doc- 
trina; pero si no es así, he debido contentarme con ligeras 
indicaciones sobre los particulares enunciados; la verdad es 
que la materia de nacionalidad ha sido mucho más profun- 
damente estudiada que las otras referidas, por mucho que 
su lugar y clasificación metódica en la ciencia deba ser la 
misma, en el sentido que dejo expuesto. 

39. — Examinaré, pues; aunque breve y generalmente, las 
doctrinas mejor recibidas sobre nacionalidad, refiriéndome 
á los estudios de los internacionalistas, lo cual no pude ha- 
cer tratándose de domicilio y de competencias, que han si- 
do y son del dominio del derecho civil. 

40. — Nacionalidad ¿qué es, de dónde se deriva, cuáles 
son los principios en que se funda, qué reglas son las acep- 
tadas por la mayoría de los pueblos cultos para determi- 
narla? 
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41. — Nacionalidad he dicho que es el vínculo jurídico 
que une al individuo con la nación á que pertenece. ¿De 
dónde se deriva ese vínculo? 

42. — La voluntad, la sangre y la tierra: he aquí los fun- 
damentos del vínculo de nacionalidad. 

43. — Nace un individuo y pertenece á la nación en cuyo 
territorio ve la primera luz; se ausenta y tiene hijos, res- 
pecto de éstos hay ya lugar á duda sobre si pertenecen co- 
mo nacionales al lugar en que nacen ó al de la patria del 
padre. 

44. — Sucede que ni una ni otra patria satisface á la vo- 
luntad de tales individuos, y es de preguntarse si son libres 
para adoptar la que les plazca. ¿Qué orden y qué gradua- 
ción existe entre estos tres principios en que se funda la 
nacionalidad? ¿Qué es el hombre? Un compuesto de espíri- 
tu y materia que funciona fisiológicamente, del que depen- 
de su condición física y moral, su modo de ser particular y 
su estado y capacidad jurídica. De esas condiciones fisioló- 
gicas dependen sus facultades para ser considerado como 
mayor ó menor, su aptitud para el matrimonio, para regir- 
se por sí mismo en todos sus negocios, para ejercer pater- 
nidad, tutela y demás derechos pertenecientes al estatuto 
personal. Al preguntar, pues, cuál es la ley que debe pre- 
ponderar para decidir la nacionalidad, se pregunta cuál es 
la ley que constituye al hombre físico y moral, le imprime 
carácter y preside á su desarrollo. 

45. — Negar que todas esas indicadas condiciones depen- 
den en parte de la tierra, es negar lo evidente; esto supues- 
to, importa fijar desde luego cómo es que la sangre influye 
asimismo sobre el individuo, comparando ambos elemen- 
tos para calificar su preferencia. 

46. — En oposición la sangre con la tierra, mucho se ha 
escrito en favor de la primera; cuestiones son éstas en par- 
te fisiológicas y biológicas y he de tener presente en su es- 
tudio solamente la verdad clara, indudable, por hechos de 
igual género demostrada. 
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47- — Escójase un individuo cualquiera nacido en un te- 
rritorio é hijo de padres extranjeros: ¿qué cualidades le dis- 
tinguirán? ¿Las propias de los hijos del país ó las propias 
de las personas que le dieron el ser? 

48. — Indudablemente las segundas, y habrá que tomarlas 
en consideración para fijar todos los puntos relativos al es- 
tatuto personal del individuo que, en definitiva, como aca- 
bo de advertir, de esas cualidades se derivan las leyes po- 
sitivas. Paréceme esto inconcuso: el subdito inglés trans- 
portado al Ecuador no ha de adquirir la precocidad viril, 
ni la ardiente imaginación, ni ninguna de las cualidades que 
distinguen á los hijos de la zona tórrida; por el contrario, 
trasládese á éstos á los nebulosos climas de las tierras gla- 
ciales, y conservarán el fuego de su sangre que parece para 
siempre caldeada por el sol de los trópicos. 

49. — La sangre, pues, predomina sobre la tierra; es incal- 
culable la trascendencia de estas verdades que en hechos 
fisicos se funda y de las cuales se deriva el derecho. Indu- 
dable como es de todo punto lo que dejo expuesto, por lo 
que toca á nacionalidad, hánse deducido consecuencias de 
la mayor importancia; los hijos siguen la condición de los 
padres, la esposa la del marido, á falta de padre conocido 
el hijo sigue la condición de la madre, y á falta de patria 
conocida el individuo tiene la del lugar en que se encuen- 
tra, así como otras que á su tiempo se examinarán; pero no 
es esto sólo, el hombre lleva consigo la ley de su patria; es- 
to es innegable y ella determina su capacidad; de aquí que 
el estatuto personal se rija por la ley del individuo por 
dondequiera que va; de aquí la proscripción de la ley local, 
y esto es lo de mayor trascendencia, porque el hombre no 
podrá quedar sujeto en el ejercicio de sus derechos á todas 
y cada una de las leyes de los lugares por donde pase, y 
dada esta imposibilidad, queda admitido el Derecho Inter- 
nacional privado y la ley de la nacionalidad. Nunca se exa- 
gerará bastante la importancia del principio de la sangre, 
como predominante sobre el de la tierra, si bien reserván- 
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dome sobre el particular algunas consideraciones ya hechas 
y otras por hacer, que conceptúo de toda gravedad. 

50. — ^¿Qué lugar corresponde al otro fundamento del 
vinculo de nacionalidad, la voluntad? Veámoslo; una sola le- 
gislación de país culto no deja admitir el principio de natu- 
ralización como lo tengo indicado, y entre nosotros, no sólo 
la ley secundaria de extranjería, sino la Constitución Fede- 
ral de la República, lo reconoce Ubérrimamente, no hacien- 
do más que repetir lo mismo que consignaban leyes ante- 
riores, desde las antiguas españolas. 

51. — ^¿Por qué esa amplia libertad de adquirir la naciona- 
lidad que el individuo elija? Aquí no hay vínculos materia- 
les ni fisiológicos, no hay tierra, ni sangre, ni aptitudes pa- 
ra determinados actos, ni imposibilid^ides para otros. El 
germano, como el brasileño, como el norte-americano, pue- 
den, todos por igual, disfrutar los derechos de la raza y que 
garantiza la Nación que por su libre voluntad elijan, y esto 
depende del progreso del mundo, de la fe en el derecho 
que no es patrimonio de una raza ni determinadas condi- 
ciones físicas, sino de los hombres todos, que por serlo, y 
con cortas diferencias, son llamados al goce de todas las 
preeminencias, las yentajas, las comodidades que la huma- 
nidad en su desarrollo se proporciona á sí misma. 

52. — Desapareció ya el vínculo material fundado en cau- 
sas más ó menos respetables; se trata exclusivamente de un 
vínculo moral y jurídico que radica en la voluntad y la li- 
bertad humanas; y entiéndase bien, sólo á falta de voluntad 
se respetan aquellos otros dos principios de la sangre y la 
tierra á que me refería ha un momento. 

53. — Antes de señalar las reglas adoptadas en casi todas 
las leyes de extranjería, deducidas de las verdades antece- 
dentes, insistiré aún en señalar el verdadero carácter de los 
dos vínculos de la sangre y de la tierra, de diferente orden, 
como digo, que el de la voluntad. 

54. — Siempre y por siempre se dice, prepondera la san- 
gre sobre la tierra, y esto en determinado individuo y en 
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época determinada, parécerae mconcuso. Pero el hijo del 
extranjero casa con indígena y continúa su descendencia 
por multitud de años. ¿Se encontrarán los mismos caracte- 
res de la raza primitiva en los últimos descendientes que en 
el padre progenitor? Los últimos pósteros habrán insensi- 
blemente asimiládose las condiciones propias del. lugar en 
que viven, y en definitiva no podría resolverse muchas ve- 
ees si es la sangre ó la tierra la que imprime carácter y de- 
termina el modo de ser fisiológico del individuo. 

55. — Este es un hecho innegable; y después de todo, ¿la 
sangre qué significa? ¿Las razas todas tienen tal identidad 
de origen y de desarrollo, que puedan clasificarse por modo 
perfecto é indiscutible, predicándose de ellas determinados 
atributos? No en verdad. Los orígenes son comunes, no 
pueden deslindarse con exactitud; en su desenvolvimiento 
las razas adquieren determinado carácter, y con el trans- 
curso del tiempo lo que fué armonía se trueca en guerra; 
de la misma familia proceden enemigos que se odian cruel- 
mente, y diferencias de costumbres, de tendencias, de con- 
diciones físicas y morales, no dejarían adivinar el origen co- 
mún, si la historia y la sociología no vinieran á demostrarlo. 

56. — Claro está que toco una materia que no puedo pro* 
fundizar en estas lecciones, pero consigno hechos absoluta- 
mente indiscutibles. No iré hasta discutir, como algunos, 
si fué uno sólo el hombre creado por Dios, ni cómo se po- 
blaron las partes del mundo, ni hasta qué punto los acci- 
dentes geográficos de la tierra influyen y determinan las 
razas y las nacionalidades; pero el hecho que aduzco y que 
basta á mi intento es inconcuso é indiscutible. 

57. — Parece fuera de toda controversia que los climas 
constituyen el agente principal de las segregaciones llama- 
das nacionalidades, y el clima se represetita por la tierra. 
Por esto juzgamos este elemento como motivo del vínculo 
de nacionalidad, y que no es posible sacrificar del todo á la 
sangre, que suponen algunos vínculo único determinante de 
la personalidad jurídica del individuo. 
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58. — Sangre y tierra en concreto pueden separarse, si 
bien en realidad constituyen tal vez un mismo vínculo. Por- 
que ¿de dónde se originan las cualidades de la raza y de la 
sangre? En su germen, en su principio, de las condiciones 
físicas del clima y de la tierra, pero no hace esto al caso; 
repito que en determinado individuo pueden tomarse en 
cuenta separadamente, y lo que importa, á mi propósito es 
que el segundo vínculo no se postergue ni desaparezca del 
todo ante el primero, conservándose, por el contrario, á ca- 
da uno de ellos el lugar que le pertenece. 

59. — Llegado aquí, debiera hacer reseña, al menos ge- 
neral, de cómo se han aplicado los principios fundamenta- 
les á que me he contraído y cuáles son los casos de mayor 
gravedad que, aunque discutidos con insistencia por los in- 
ternacionalistas, se han resuelto por fin de cierto modo, que 
han admitido la mayoría de los pueblos cultos; pero no es 
posible extenderme tanto como deseara sobre la materia. 

60. — Nacionalidad, naturalización, naturalización colec- 
tiva en caso de adquisición de territorio, nacionalidad de 
los hijos calificada por la ley del padre, nacionalidad de la 
esposa, de la viuda, del que no tiene padres conocidos, del 
que ninguna tiene , del menor bajo tutela, de los hijos suje- 
tos á patria potestad, naturalización ordinaria, naturaliza- 
ción privilegiada por razón del vínculo de sangre ó de tie- 
rra que puede invocar á su favor quien pretende naturali- 
zarse, por último, derechos de los nacionales, protección á 
los mismos y procedimientos para la naturalización ordina- 
ria ó privilegiada: he aquí en conjunto las particularidades 
que forman las leyes de nacionalidad, extranjería y natura- 
lización. 

61. — Decídense todos estos puntos por modo semejante, 
si bien desgraciadamente no igual, en todas las leyes mo- 
dernas de extranjería, y es de observar cómo leyes sabias á 
cuya categoría pertenece, sin duda, la nuestra de 28 de Ma- 
yo de 1886, respetan todos los principios fundamentales in- 
dicados, les conservan su lugar y prelacia, los combinan y 
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acomodan á los diversos casos de mayor dificultad y resuel- 
ven éstos en razón y justicia. Si á profundizar esto descen- 
diera, me extralimitaría de mi intención en estas lecciones 
y emprendería tarea sobre dilatada, inútil, toda vez que la 
expresada ley ha de ser objeto especial de estudio, comen- 
tando todos y cada uno de sus preceptos, conforme á la ex- 
posición de motivos que la antecede y á la que me remito 
aquí por conclusión. 

62. — No quiere esto decir que en la parte especial no 
amplíe las indicaciones en los párrafos anteriores conteni- 
das, pero sí explica suficientemente mi proceder, del que 
con satisfacción me apartaría, si la índole de esta parte ge- 
neral de mis estudios lo permitiera. 
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LECCIÓN DECIMONOVENA. 



Derecho Penal Internacional. 

I. — Dije al comenzar estas lecciones, que el Derecho In- 
ternacional penal pertenecía al Derecho Internacional pri- 
vado y no al público, y consecuente con esa indicación voy 
á emitir, siquiera sea ligeras ideas, sobre materia tan tras- 
cendental como poco tratada. 

2. — La ley civil tiene efecto extraterritorial en los tér- 
minos y según las reglas que he procurado explicar con 
anterioridad. Todo juez aplica toda ley civil y se obtiene 
de este modo respeto universal á la legislación de todos los 
pueblos cultos, que se funda en el reconocimiento de aque- 
llo que se considera necesario para la vida y desarrollo de 
cada pueblo en sus relaciones con sus congéneres, que for- 
man la gran República de las naciones civilizadas. 

3. — Veamos si acontece lo mismo con la ley penal. ¿x\sí 
como ley extranjera para estatuto personal, contratos y 
otras materias predomina en territorio extraño, igualmen- 
te puede aplicarse ley de carácter exclusivamente penal, 
que castiga y reprime los crímenes y delitos? 

4. — Juez de territorio propio que aplica ley extraña; 
juez mexicano, por ejemplo, que aplica ley francesa, no se 
concibe, al menos en el estado que la ciencia guarda; juez 
de territorio propio aplica ley propia y nunca ley extraña. 
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5. — ^¿Por qué esta primera diferencia del derecho penal 
con el civil? ¿Por qué la extraterritorialidad de una y otra 
ley se sujeta á diversas reglas? ¿Debemos admitir juez de 
territorio propio que aplica hoy una ley penal, mañana otra, 
que en el ejercicio de su jurisdicción y su imperio no se ci- 
ñe á una misma y sola regla, que se vincula con el derecho 
público de un Estado y fuera de la cual parece que mengua 
el prestigio de la ley y pierde algo de su carácter, con el 
que se liga la moralidad y la vida social de un pueblo? Re- 
cuerdo que ocupándome de sistemas exagerados que recla- 
man la aplicación exorbitante de la ley personal, que da- 
rían por resultado que nunca, ó casi nunca, se aplicara ley 
propia del territorio, indiqué cómo el derecho público de 
un país se interesa en qu e sus leyes sean sus leyes, y como 
tales se consideren y respeten, sin que á fuerza de conceder 
aplicación extraterritorial á ley extraña, desaparezcan aqué- 
llas para ceder el puesto á otra y otras extranjeras, que vie- 
nen á suplantar á la ley propia á la autoridad propia, al do- 
minio que representa la autoridad en su territorio, que se 
identifica con una legislación á la que se encarga el desarro- 
llo de la sociedad. Y estas razones, tratándose de la ley pe- 
nal, obran con mayor energía, y he aquí cómo hoy por h.oy, 
seg^n el adelanto que acusan las sociedades, por regla ge- 
neral el derecho público se opone á que juez propio casti- 
gue por medio de ley extraña. 

6. — Hay más: tal es la naturaleza de la ley penal, que así 
como rechaza la extraña en territorio propio, así en los po- 
cos casos en que reclama ser respetada en un territorio ex- 
traño, quiere serlo por modo completo, exigiendo la pre- 
sencia del delincuente y el ejercicio respecto de él de todos 
aquellos medios de jurisdicción é imperio, que son como 
partes complementarias de la misma ley penal y del dere- 
cho de castigar; y por esto si derecho público del lugar no 
consiente aplicación de ley penal extraña por juez propio, 
cuando ley extraña pretende aplicación en territorio pro- 
pio, exige que sea por juez propio, y de esta manera, dere- 

3» 



Digitized by 



Google 



242 

cho público activo de la ley que pretende aplicación extra- 
territorial y derecho público pasivo del país que laconsien- 
te, se hallan de acuerdo en que esa aplicación ha de hacerse 
por el juez mismo de la ley, es decir, establecido por ella, 
que la aplica é interpreta en su propio territorio y nunca 
fuera de él, si bien, como haré notar más adelante, todo es- 
to lo refiero al estado actual de la ciencia, que bien podrá 
más adelante mitigar sus rigores. 

7. — Estas breves consideraciones conducen seguramen- 
te á esta primera regla de solución para los conflictos de 
Derecho Internacional privado penal. La ley que prevale- 
ce es la del fuero, lex fori. No puede darse caso de que se 
aplique ley que no sea la propia del juez que la interprete; 
así como los jueces civiles, puede decirse, están obligados 
á conocer toda clase de leyes extranjeras, los jueces pena- 
les no, porque sólo aplican su propia ley. La pregunta se 
reduce, pero no se contesta. ¿Cuál es la lex fori ^ es decir, 
cuál es la ley que domina el conflicto, que viene á ser lex 
fori por la naturaleza especial del conflicto y mediando ex- 
tradición ó aprehensión accidental del delincuente? 

8. — Si un individuo comete homicidio en un país y se 
refugia en otro, puede preguntarse si se le castiga en el pri- 
mero ó en el segundo lugar. Delitos hay que se castigan en 
todas partes, en el lugar de su comisión, que se interesa 
principalmente en la represión del delito y en cualquiera 
parte donde se encuentra al delincuente, por la gravedad 
de su crimen que, tanto ofende á la sociedad en que se per- 
petró, como á aquella en que el criminal vive y que no pue- 
de permitir que el mismo quede sin castigo. 

9. — Delitos hay, los leves sin duda ninguna, que sólo re- 
quieren castigo del lugar en que se cometieron y nunca de 
otro, y conste que sólo establezco esa diferencia entre los 
delitos, sin pretender hacer una completa clasificación de 
ellos, indicando sí la razón que puede fundar el castigo de 
unos y el perdón de otros. ' 

I Véase notable exposición de Ortolán. Eléments de droit penaL 1 . V. Part. II, 
tlt. III. 
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lo. — Se condensa esta razón, en mi concepto, en el dere- 
cho público, cuya definición he dado con anterioridad, y á 
este derecho público pueden reducirse todos los motivos 
de los criminalistas, alegados en defensa de la aplicación 
extraterritorial de la ley, que consideran desde el punto de 
vista que les es peculiar y que se refiere á la represión del 
delito y á la corrección del delincuente. Por mi parte abor- 
do las mismas cuestiones, si bien consideradas bajo diverso 
aspecto, como es necesario para el establecimiento de las 
reglas del Derecho Internacional privado penal. 

II. — El derecho público, digo, es el que puede fundar 
que se castiguen determinados delitos, no únicamente den- 
tro del territorio en que se cometen, sino fuera de él. Las 
sociedades civilizadas forman todas una sociedad mayor, y 
para que ésta prospere y viva, necesitan respetarse mutua- 
mente y acatar todo aquello que es necesario para la vida 
y conservación de cada una de ellas en particular, lo cual 
constituye su derecho público, según lo considera el Dere- 
cho Internacional privado. Ahora bien: si para la vida y 
conservación de un pueblo es necesaria la represión de 
ciertos delitos, debe ésta llevarse á cabo por todas las na- 
ciones congregadas, porque de otra manera no ayudan á la 
vida de cada una de ellas, sino que más bien la contrarían 
y se oponen á ella, y así se comprende cómo determinados 
delitos deben ser anatematizados en todas partes, si dere- 
cho internacional ha de existir y comunión de sociedades 
por ese mismo derecho ligadas. 

12. — Siendo esto así, admitida como necesaria la repre- 
sión general de cierta clase de delitos, se comprende con 
facilidad cómo es que los conflictos de leyes penales pue- 
den presentarse tan frecuentemente como los civiles. 

13. — Trátase de una conspiración, por ejemplo, llevada 
á cabo en territorio extranjero; que el delito debe conside- 
rarse tal en todas partes no es dudoso, porque interesa á la 
vida y conservación de una nación amiga; la ley extranjera 
debe reprimirlo, pero en su aplicación se encuentra en con- 
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flicto con la ley del Estado ofendido, que á su vez pretende 
igualmente el castigo del propio delito. He aquí los con- 
flictos de Derecho Internacional privado penal. ¿Qué ley 
debe prevalecer, la de la comisión del delito ó la del Esta- 
do ofendido, y qué reglas deben adoptarse para la solución 
del conflicto? Nuevamente entiendo que tiene que recurrir- 
se al derecho público, fuente de todo Derecho Internacio- 
nal privado, y en consideración á él decidir qué país debe 
castigar y reprimir el delito. 

14. — Delitos contra la seguridad interior del Estado, su 
independencia, la integridad de su territorio, los atentados 
contra el personal de su administración, la falsifícación de 
sellos públicos, de moneda, de títulos y documentos de cré- 
ditos, de billetes de banco y otros de igual naturaleza, in- 
dudablemente interesan al derecho público de una nación, 
y entre la ley de ésta y la del lugar de la comisión del de- 
lito, parece que la segunda debe ceder el paso á la primera. 

15. — Los delitos indicados y otros semejantes, si ha de 
haber comunidad y mutuo apoyo de las sociedades entre 
sí, no pueden quedar sujetos á las leyes de'países cuyos de- 
rechos no lastimen; pueden éstas, y lo son de facto, absolu- 
tamente inadecuadas «para corregir el mal. ¿Cómo pueden 
leyes extrañas calificar la gravedad de las conspiraciones, 
del atentado contra la vida de los funcionarios y de otros 
delitos semejantes; cómo pueden asimilarse las condiciones 
de vida de otros pueblos y castigar proporcionalmente de- 
litos leves ó atroces, según el criterio con que se les califi- 
que? ¿Y si unas sociedades han de coadyuvar á los fines de 
las otras y no destruirlas, posible es que tales delitos que- 
den sin represión y castigo? No, en mi concepto; funda el 
derecho público el castigo universal de ciertos delitos y se- 
ñala á cuál ley corresponde imponerlo. Así como el dere- 
cho público trae consigo el Derecho Internacional privado 
civil, así trae consigo el penal y funda la aplicación extra- 
territorial de la ley de esta útima clase, aplicación que lle- 
va invívita la competencia para aplicarla, porque también 



Digitized by 



Google 



245 

derecho público se opone, hoy por hoy, y en el estado ac- 
tual de la ciencia, según he asentado, á que ley penal extra- 
ña se aplique por juez propio, lo cual no sucede con la ley 
civil. Por esto último, el art. 184 del Código Penal del Dis- 
trito, que contiene lo principal de la doctrina de Derecho 
Internacional privado penal, adoptada por México sobre la 
materia, enumera algunos delitos en que ha lugar á la apli- 
cación extraterritorial de la ley penal, y fija como primera 
condición para ella, que el acusado se encuentre en la Re- 
pública, ya sea porque haya venido espontáneamente ó ya 
porque se haya obtenido su extradición.* 

16. — De los diversos artículos de dicho Código Penal, 
que contienen toda la doctrina relativa á la materia que me 
ocupa, evidentemente el principal de ellos es el 184 citado, 
y todos los delitos que enumera interesan claramente al de- 
recho público de la Nación Mexicana. Tal vez no suceda 

I Art. 1S4. Los delitos contra la independencia de la República, la integridad 
de su territorio, su forma de gobierno, su tranquilidad, su seguridad interior y exterior, 
6 contra el personal de su Administración, así como la falsiñcación de sellos públicos, 
de la moneda mexicana corriente, de papel moneda mexicano en circulación, de bo- 
nos, títulos y demás documentos de crédito público de la Nación, del Distrito Fede- 
ral ó del Territorio de la Baja California, ó de billetes de un Banco existente por ley 
en la República, se castigarán en ésta y con arreglo á sus leyes, aun cuando dichos de- 
litos se hayan cometido en terntorío extranjero, sean mexicanos ó extranjeros los de- 
lincuentes, si fueren aprehendidos en la República ó se hubiere obtenido su extra- 
dición. 

Art. 185. Los delitos continuos que, cometidos antes en el extranjero, se sigan co- 
metiendo en la República, se castigarán con arreglo á las leyes de ésta, sean mexica- 
nos ó extranjeros los delincuentes. 

Art. i86. Los delitos cometidos en territorio extranjero, por un mexicano contra 
mexicanos ó contra extranjeros, ó por un extranjero contra mexicanos, podrán ser cas- 
tigados en la República y con arreglo á sus leyes, si concurren los requisitos siguientes: 

I. Que el acusado esté en la República, ya sea porque haya venido espontánea^» 
mente, ó ya porque se haya obtenido su extradición. 

II. Que si el ofendido fuere extranjero haya queja de parte legítima. 

III. Que el reo no haya sido juzgado deñnitivamente en el país en que delinquió, 
y que si lo fué, no haya sido absuelto, amnistiado ó indultado. 

IV. Que la infracción de que se le acuse tenga el carácter de delito en el país en 
que se ejecutó y en la República. 
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esto en el mismo grado con los delitos á que se refiere el 
art. 186 y siguientes; sin embargo, el mismo fundamento 
del derecho público sostiene la aplicación extraterritorial 
de ley penal en los casos por ellos previstos, que se com- 
prenden expresamente en las doctrinas reputadas como las 
más recomendables sobre la materia. Ortolán, lugar y obra 
citados, dice: que por lo menos desde 1830 todos los mejo- 
res códigos europeos se ajustan á los principios que con em- 
peño sostienen principalmente los autores latinos. ' 

Admitidos los principios, fácil es ponerse de acuerdo 
respecto de sus consecuencias. No es mi ánimo de ninguna 
manera sostener que tales ó cuales delitos interesan forzo- 
samente al orden y al derecho público de las naciones, ni 
mucho menos especificar todos los de ese carácter. En este 
punto divergencias puede haber y de mucha entidad, pero 
á mi intento basta indicar los principios, y si errores se co- 

V. Que con arreglo á las leyes de ésta merezca una pena más grave que la de 
arresto mayor. 

Art. 187. En el caso del artículo anterior, si un reo juzgado en el extranjero que- 
brantare su condena, se le impondrá en la República la pena que las leyes de ésta se- 
ñalen, abonándole el tiempo que haya sufrido de la que se le impuso en el extranjero. 

Art. 188. Los delitos cometidos fuera del territorio nacional por extranjeros con- 
tra extranjeros, no serán perseguidos en la República; pero quedará á salvo la facul- 
tad constitucional del Gobierno para expulsar á los delincuentes como extranjeros 
perniciosos. 

Art. 189. Se consideran como ejecutados en territorio de la República: 

I. Los delitos cometidos por mexicanos 6 por extranjeros en alta mar, á bordo de 
buques nacionales, sean de guerra 6 mercantes. 

II. Los ejecutados á bordo de un buque de guerra nacional, surto en un puerto 



I No es posible dejar de citar el caso del ciudadano norteamericano A. K. Cut- 
ting (1886 y 1887). Un juez del Estado de Chihuahua le encausó por delito de difa- 
mación contra mexicano, cometido en los Estados Unidos, y el procedimiento dio lu- 
gar á reclamaciones tan vehementes por parte del gobierno norteamericano, que 
amenazaran romper las buenas relaciones que llevaba con el de México. Las notas 
cambiadas sobre el asunto se refieren al punto jurídico capital, esto es, á la exterrito- 
rialidad de la ley penal sancionada por el art. i86 del Código Penal del Distrito, re- 
petido por el Código Penal del Estado de Chihuahua. Son por todos extremos intere- 
santes dichas notas y dignas de cuidadoso estudio. 
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meten en su aplicación, esto nada significa en contra de la 
justicia y verdad de ellos. 

17. — Atentos todos los antecedentes sobre la materia, no 
es muy fácil establecer si la mayoría de las naciones cultas 
tiende á restringir en su aplicación el principio que funda 
el efecto extraterritorial de la ley penal ó bien á ampliarlo. 
El Instituto de Derecho Internacional, que no ha llegado á 
decisiones completas, desde 1877, sesión de Ziarich, intentó 
tratar la cuestión; sucesivamente en sesiones posteriores 
procuró llegar á conclusiones definitivas, y sólo en 1883, se- 
sión de Munich, aprobó ciertas proposiciones relativas á 
competencia penal. Éstas, así como las adoptadas en Ox- 
ford en 1880, y en Ginebra en 1882, sobre extradición, se 
inclinan más bien en favor de la aplicación territorial de la 
ley penal. La verdad es que, hoy por hoy, lo que importa 
mucho es la conformidad acerca de la legitimidad del prin- 

6 en las aguas terrítoríales de otra nación. Esto se extiende al caso en que el buque 
sea mercante,- si el delincuente no ha sido juzgado en la nación á. que pertenezca el 
puerto. 

III. Los cometidos á bordo de un buque mercante extranjero, surto en puerto na- 
cional ó en las aguas territoriales de la República, si el delincuente ó el ofendido no 
fueren de la tripulación ó se turbare la tranquilidad del puerto. 

En caso contrarío, se obrará conforme al derecho de reciprocidad. 

Art. 190. Cuando un extranjero cometa un delito contra la segundad exterior de 
la República, ó el de rebelión, podrá el Gobierno general expulsarlo desde luego del 
país ó someterlo á juicio. Pero si en este segundo caso se impusiere al reo la pena de 
uno á cinco afios de prisión, se le podrá expulsar cuando haya cumplido la mitad de 
su pena. 

Si ésta excediere de cinco afios de prisión, se le expulsará precisamente cuando 
haya cumplido la mitad y no antes. 

Art. 191. Cuando un extranjero cometa algún delito común cuya pena sea de las 
mencionadas en el artículo que precede, si el Tribunal que pronuncia la última sen- 
tencia creyere justa la expulsión del reo, lo hará presente al Gobierno general, á fin 
de que, si lo estima conveniente, lo expulse cuando haya sufrido la mitad de la pena. 

Plore, Derecho Penal Internacional, recapitula así sus doctrinas, cap. II, párr. 56. 

LXXXIIl (segundo). Todos los principios expuestos en el presente capítulo, pue- 
den resumirse del modo siguiente: 

Ninguna soberanía puede ejercer su poder represivo sobre un territorio sometido 
á otra soberanía. Sin embargo, cuando suceda que de un hecho realizado en el ex- 
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cípio fundamental; respecto de las consecuencias, posible 
es que en una época se inclinen las naciones á favor de la 
interpretación extensiva y en otras de la restrictiva; mas 
todavía tales ó cuales países, por razones de ubicación, de 
límites y otras, tengan tal vez que pronunciarse en deter- 
minado sentido, mientras que á otros Estados aislados y de 
situación y condiciones especiales convenga probablemen- 
te seguir doctrina opuesta. Regla universal considero que 
es imposible; pero sí es universal el fundamento filosófico 
de la regla que se adopte, cualquiera que sea la extensión 
de ella que las circunstancias traigan consigo. En estos mo- 
mentos en que escribo (Septiembre de 1898), es conocido 
del mundo entero, como uno de los crímenes que infaman á 
la especie humana, el asesinato de la Emperatriz de Austria 
Hungría, Isabel, y hablase con insistencia de renovar las 
medidas represivas contra los anarquistas y de promover 

tranjero resultara un atentado contra un derecho protegido por la ley del Estado, la 
soberanía de este Estado tiene soberanía sobre el culpable, ya consiga apoderarse de 
su persona ó ya obteniendo su extradición. 

Deben considerarse comprendidos en la regla precedente: 

Los delitos contra la seguridad del Estado y contra el crédito público. 

Los delitos contra los derechos familiares y el estado civil, cometidos por un na- 
cional que reside en el extranjero. 

Los delitos contra la propiedad ó contra las personas, cuando el culpable se en- 
cuentra en Estado extranjero, ó la ley nada dice del delito por él cometido, en el ca- 
so de consumar impunemente un hecho determinado, en fraude de la ley de este país, 
según la cual este hecho era reprensible; 

O bien el hecho de transportar al país los objetos adquiridos por medio del delito; 

O bien por parte de un extranjero, el haber aconsejado, excitado ó inducido al 
autor de un delito cometido en el interior de un Estado, á perpetrarlo. 

Los delitos contra el Derecho Internacional, tales como: 

La trata de negros y todo hecho cualquiera que sea relacionado con la trata ó co- 
mercio de esclavos. 

La destrucción ó alteración de telégrafos submarinos ó de los aparejos que de él 
forman parte, cables, hilos metálicos ú otras cosas equivalentes. 

Los deterioros ó destrucción de vías férreas internacionales, de canales ú obras 
destinadas al uso común de las naciones, causados con intención fraudulenta en tiem- 
po de paz, ó por individuos no autorizados especialmente para ello en tiempo de 
guerra. 
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una convención internacional, para que tan espuria gente 
no encuentre amparo ni refugio en ningún rincón del orbe. 

1 8. — Se ve, pues, cómo nuevas necesidades pueden im- 
pulsar la opinión general en favor de la aplicación extrate- 
rritorial de la ley penal para ciertos casos, y sin entrar en 
las reflexiones que sugiere suceso tan extraordinario, per- 
mítaseme advertir cómo es que derecho público de la na- 
ción ofendida, en el sentido que lo proclaman los interna- 
cionalistas, derecho público de todas las naciones al dere- 
cho de gentes sujetas, suministra fundamento bastante para 
sostener cualesquiera prescripciones que lleguen á adoptar- 
se en la convención internacional propuesta ó de cualquier 
otro modo, contra crímenes tan excepcionales, y que por 
modo tan trascendental ofenden al Estado contra quien se 
dirigen, así como á toda la comunidad de las naciones cultas. 

19. — Esto expuesto, no dejaré de presentar algunas lige- 

Respecto á los delitos de las tres últimas clases, hay en ellas que hacer observar 
que porque atentan á los derechos de todos los pueblos, la jurisdicción en lo que á ellos 
se refiere pertenece al Estado que primero se apodera de la persona del culpable. No 
obstante, es menester que se trate de delitos reconocidos como tales en derecho inter- 
nacional, y para evitar cuantas dudas se pudieran surgir respecto al crimen de pirate- 
ría, será conveniente atenerse á las reglas siguientes: 

A. Será considerado como acto de piratería, todo robo con violencia ó depreda- 
don en alta mar con intención de robar y saquear, sin distinguir si los autores de tales 
hechos enarbolan el pabellón de su Estado y tienen libros de bordo. 

B. Los piratas, no pudiendo ser considerados como ciudadanos de ningún Esta- 
do, pueden ser juzgados por cualquier Estado que los tenga en su poder. 

C. Cuando los actos de piratería son cometidos en las aguas territoriales de un 
Estado, su jurisdicción deberá ser reconocida con preferencia á la de todo otro Estado. 

D. El que tenga pruebas de que un barco es culpable de piratería, ó tenga gra- 
ves motivos para suponer de él tal crimen, puede apoderarse del navio, pero debe 
conducirle á un puerto de un Estado para poder llevarlo ante los Tribunales. 

E. Ningún navio puede ser condenado por piratería sino en conformidad con las 
reglas de derecho internacional. Las leyes particulares de un Estado, en las que se 
califica como actos de piratería actos que no tienen este carácter en derecho interna- 
cional, pueden ser únicamente aplicados á los navios del Estado que las dictó. 

F. No puede calificarse como acto de piratería, por parte de un individuo, el he- 
cho de cometer actos de violencia ó depredación, cuando está encargado de una comi- 
sión regular ó de una nación beligerante, aun en el caso de que hubiera excedido los 
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ras observaciones que sugiere la aplicación del principio 
del derecho público, como el Derecho Internacional priva- 
do lo reconoce y que tanto estudio requiere aún para fijar 
su verdadero alcance. 

20. — Primeramente nótase con claridad cómo el derecho 
público ha de considerarse como activo y como pasivo, se- 
gún nomenclatura por mí anteriormente adoptada. Percí- 
bese fácilmente cómo en ciertos casos el derecho público 
de una nación se interesa en que determinado delito sea re- 
primido por su propia ley, entregándosele al criminal, y es- 
te es el derecho público activo. Compréndese igualmente 
cómo derecho público del lugar donde el delito se comete, 
puede oponerse á la extradición del criminal, y derecho pú- 
blico del primer país cede ante el del segundo preferente. 
Derecho público en toda su extensión, derecho público no 
únicamente el que limita la aplicación de ley extranjera á 

poderes concedidos para tal comisión. Sin embargo, en este caso el autor de tales ac- 
tos tendría que responder de ellos ante los Tribunales competentes. 

LXXXIV. La institución de la extradición forma parte integrante de nuestra doc- 
trina, pero no tal como hoy existe, considerada como un acto de administración. Di- 
remos en la segunda parte de esta obra, cómo debería estar regulada esta importante 
institución y cómo debería proveerse por medio de la ley á la supresión de los abusos 
del Po<ler Ejecutivo y al de la arbitrariedad de los tratados. Los principios que á este 
propósito expondremos, son necesarios para completar ciertas cuestiones que no po- 
demos desenvolver aquí por no alterar el plan de nuestro trabajo. 

Digamos, sin embargo, desde ahora, que según nosotros debe considerarse la ex- 
tradición como obligatoria entre los Estados, y no solamente por imposición de los 
convenios diplomáticos, sino como teniendo por objeto poner en práctica el deber de 
solidaridad de los Estados en la administración de justicia. Según creemos, el Juez 
natural de los malhechores es el del Estado cuya ley ha sido violada, y sobre quien 
recaería el daño resultante de la impunidad. Según esto, la extradición deberá tener 
por objeto hacer volver á los malhechores ante sus naturales jueces. 

En resumen, en nuestra doctrina reducimos á límites bien determinados, en cuan- 
to es posible, el caso de exterritorialidad en materia de derecho penal, y extendemos 
la institución de la extradición considerándola como obligatoria entre los Estados ci- 
vilizados y como regulada por leyes que tienen justamente por objeto impedir las me- 
didas arbitrarías. De este modo, en nuestro sentir, puede verse realizada la justa as- 
piración de ver á todos los Estados solidarios en el ejercicio del deber de la protección 
jurídica, solídanos en la represión de los delitos. 
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la que se concede un predominio exorbitante. Al ocuparme 
del sistema italiano de Derecho Internacional privado civil, 
indiqué cómo reconocía dos principios fundamentales, el de 
la ley personal y el del derecho público como limitación de 
ella, y agregué que, en mi concepto, uno y único era el prin- 
cipio fundamental de todo Derecho Internacional privado, 
el derecho público, que así limita la aplicación de ley ex- 
traña como exige el respeto á la ley propia, quedando bajo, 
el imperio de la ley del lugar todo aquello que no interesa 
necesariamente á la vida y conservación de un país. En de- 
recho penal obsérvase, como digo, con facilidad, lo atinado 
de la objeción contra el sistema italiano; se comprende con 
toda claridad el derecho público activo; por último, se pal- 
pan, por decirlo así, los inconvenientes de conceder exage- 
rada importancia á la ley personal, sosteniendo que debe ella 
regir las relaciones jurídicas del individuo en todo aquello 
que no lo impida derecho público ajeno. ¿Si teoría semejante 
se sostuviera para el derecho penal, qué quedaría de la po- 
testad y el imperio que debe ejercer un gobierno en su te- 
rritorio propio? Mientras que concedida la verdadera exten- 
sión al derecho público extraño, á nadie se perjudica, nada 
se desconoce de lo indispensable para la vida de un pueblo 
y para la vida de todos los pueblos reunidos en sociedad que 
la humanidad entera forma y que preside la justicia. 

21. — Otra observación á que se presta el derecho públi- 
co, tal como lo considero, es ésta: el derecho internacional 
penal pertenece al Derecho Internacional privado y no al 
público. 

22. — Indudablemente el interés primario en todo conflic- 
to es el de los individuos que son parte, y el interés secun- 
dario es el de la nación á que pertenecen. Acontece exac- 
tamente lo mismo con el Derecho Internacional privado ci- 
vil, y es ésta una razón capital para que el derecho penal se 
considere de Derecho Internacional privado y no público; 
pero además, si el derecho público es fundamento de uno y 
otro, si en el estado actual de la ciencia precisar esa noción 
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es el estudio de mayor importancia, ¿por qué no reunir am- 
bas ramas y referirlas á una causa común, para proceder con 
todo método y llegar á más lejanas y legítimas consecuen- 
cias? Abandónese, por el contrario, ese criterio, estúdiense 
ambas ciencias separadamente y nunca se obtendrá la uni- 
dad deseada ni se llegará á verdades tan claras, tan indis- 
cutibles, y que por modo tan seguro afianzan los derechos 
• de los individuos. Reflexiónese sobre la neutralidad, la gue- 
rra, el privilegio de extraterritorialidad y otras cuestiones 
de derecho internacional público, y se comprenderá con 
facilidad cuan ventajoso es profundizarlas separadamente 
por el método científico que les es propio y sin mezclarlas 
con las de Derecho Internacional privado, cuyo dominio 
importa extender tanto cuanto más sea posible, supuestas 
las sólidas bases filosóficas en que descansa y la sanción que 
lo apoya, excelencias que á su favor no cuenta el derecho 
internacional público. 

23. — Recuerdo que anteriormente he indicado las difi- 
cultades que para su perfecta solución ofrecen al interna- 
cionalista los conflictos de leyes sobre contratos, cuando la 
estipulación llevada á cabo versa sobre contrabando que ha 
de llevarse á efecto en país diverso de aquel en que se ce- 
lebra el pacto. La obligación es perfecta, dicen unos; el ob- 
jeto no es ilícito, así como tampoco se interesa el derecho 
penal del lugar, porque no se trata del delito que en él se 
cometa y que ley propia castigue; en consecuencia, nada se 
opone á que el contrato se cumpla, que los jueces se avo- 
quen al conocimiento de la cuestión y resuelvan á favor de 
uno ú otro interesado lo que demande en vista del reproba- 
do contrato. Ahora bien; considérese el contrabando como 
es, delito previsto y castigado por la ley de determinado 
lugar; admítase, como debe admitirse, que es contrario al 
derecho público de éste, supuesto que le priva de los me- 
dios más eficaces de subsistir, y desde luego ningún incon- 
veniente hay para calificar como delito la causa de la obli- 
gación que ningún tribunal puede, por tanto, respetar. 
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24. — El tráfico de esclavos, la trata de negros después 
de las convenciones universales y reiteradas disposiciones 
particulares de todos géneros que las anatematizan, consti- 
tuyen verdaderos delitos; el derecho público de cada país 
civilizado se interesa en verlos reprimidos, y he aquí cómo 
proscrita cualquier sutileza sobre reglas de cumplimiento 
de contrato y principios de Derecho Internacional privado 
que las establezcan, tales actos de lesa civilización en una y 
en otra parte, y en todas las que se presente el caso, han de 
ser castigados, porque derecho público lo exige así, dere- 
cho público de todas las naciones cultas y civilizadas. 

25. — En orden al respeto debido á los derechos de na- 
ción extraña que con su ley penal se relacionan, no son las 
disposiciones transcritas del Código Penal del Distrito las 
únicas que conviene tener á la vista. Va más allá de lo in- 
dicado nuestro código, supuesto que castiga en México, por 
medio de ley propia y de las autoridades judiciales que co- 
rresponden, delitos cometidos en el extranjero ó en Méxi- 
co contra nación extranjera, y que sólo secundariamente 
cedan en perjuicio del orden social en la República. 

26. — En esto, como en todo, sigue nuestro código las doc- 
trinas europeas, principalmente las francesas é italianas, y 
son muy de notarse, entre otros, los arts. 670 y siguientes, 
el 685, el 704 y algunos otros que sería prolijo enumerar. 

27. — Por ellos se ve que el que en la República falsifique 
ó introduzca del extranjero moneda falsificada de curso le- 
gal, se castiga con pena de prisión y multa. El que falsifi- 
que en la República moneda extranjera que no tenga cir- 
culación legal, igualmente se castiga con aquellas severas 
penas. 

28. — El art. 679 pena la falsificación de moneda extran- 
jera hecha por mexicano en el extranjero, siempre que la 
nación ofendida reclame el castigo. 

29. — El que falsifique sellos de nación extranjera en la 
República, será castigado conforme al art. 704 del Códi- 
go Penal. 
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30. — Por último, los capítulos relativos á los delitos con- 
tra el derecho de gentes, que son, segán el citado código, 
la piratería, la violación de inmunidad diplomática, el trá- 
fico de esclavos y la violación de los deberes de humanidad, 
en rehenes y prisioneros, no se refieren exclusivamente á 
actos cometidos en la República y contra sus leyes, sino 
que se extienden á castigar ofensas aun contra leyes extra- 
fias, y aun cuando los delitos no se hayan cometido dentro 
del territorio nacional. Por poco que se reflexione, se com- 
prende cuánto adelanto significan las indicadas disposicio- 
nes, si se las compara con las teorías exclusivistas, que sólo 
atienden á interés propio y ley penal propia en territorio 
propio. 

31. — Hay quienes consideran como una verdadera utopía 
esto de la aplicación extraterritorial de la ley penal, y en 
verdad no juzgan con acierto. El problema no es nuevo, y 
siglos hace ha sido planteado en toda su extensión. 

32. — Refiriéndome á Bartulo en su celebre comentario á 
la ley primera del Código de Summa Trinitate^ en gran 
parte se refiere al derecho penal, y es de notarse, como su- 
pone, no solamente que ley propia puede tener aplicación 
en territorio extraño, sino que ley propia puede castigar 
en territorio propio delito cometido en perjuicio de nación 
extraña, y más todavía, que juez propio puede aplicar no 
solamente ley propia, sino también ley extraña penal, á se- 
mejanza de lo que pasa con la ley civil. Como se compren- 
de desde luego, el afamado glosador que se apoya en leyes 
romanas y autoridades del mayor peso, presenta la cuestión 
tal como es en sí misma, en abstracto y en el terreno de la 
ciencia, independientemente de las dificultades de hecho, 
de la conveniencia y de las opiniones apasionadas de las 
naciones. 

33. — Cuando decía ha un momento que hoy por hoy es 
imposible aplicación de ley penal extraña por juez propio, 
quería significar que no hay para ello inconveniente insu- 
perable, sino que el estado actual de la ciencia y de las re- 
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laciones internacionales no lo permiten aún, sin embargo de 
que más adelante se alcance tal vez ese progreso. Por eso 
los glosadores, que ya es sabido para qué situación excep- 
cional establecían sus doctrinas, con llaneza abordan la 
cuestión y discuten qué ley debe preponderar para el cas- 
tigo de un delito. ¿La de la patria del delincuente ó la del 
lugar en que cometió el delito? Esto es, proponen la cues- 
tión exactamente del mismo modo que si se tratara de la 
aplicación extraterritorial de la ley civil, y fuerza es conve- 
nir de que en el campo de lo especulativo es irreprochable 
el modo de discurrir de las autoridades á que me refiero. 

34. — Tan obcecados son, en mi concepto, algunos esta- 
tutistas, que al tratar la cuestión penal, proceden en todo 
de igual modo que refiriéndose á la aplicación de la ley ci- 
vil. Es de verse cómo sostienen que la ley penal atañe á la 
persona y debe seguirla por dondequiera que va. Hay 
quien opina que la ley penal sigue la regla de los estatutos 
reales, y con mucha frecuencia se encuentra una equipara- 
ción completa de los delitos con los contratos, para regirlos 
por ley de donde se celebran 6 cometen. (Véase Bartulo, 
lugar citado). 

35. — Admiro la sutileza de los glosadores y estatutistas 
á que me refiero; pero entiendo que es de todo punto indis- 
pensable substraer el derecho internacional penal del domi- 
nio de las doctrinas referidas. 

36. — Recuerdo que Laurent, refiriéndose á la teoría de 
los estatutos que en algunos casos conduce á una solución 
verdadera, según Savigny, dice que el defecto capital de 
esa teoría es suponer como principios absolutos ciertas re- 
glas de aplicación que se fundan en determinado principio 
filosófico, el cual, según he demostrado, no es otro que el de- 
recho público, y por esto los estatutistas se confunden, y en 
gran número de casos no hallan solución para el conflicto, 
la que' sólo se presenta ascendiendo al principio fundamen- 
tal y filosófico de la teoría. Hemos visto que en multitud de 
casos no puede decidirse si tal ó cual relación jurídica per- 
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tenece al estatuto personal ó al real; hemos visto que las 
obligaciones por modo igual interesan á las personas y á 
las cosas, y no bastan, por consiguiente, las reglas á perso- 
nas ó cosas referentes. Tratándose de la ley penal, no son 
ya las dificultades mismas á que estamos avesados, es el 
absurdo el que se seguiría si quisiéramos encontrar allí los 
mismos tres objetos del derecho tan sólo relativos á la ley 
civil, y he aquí por qué desdeñadas todas las sutilezas á que 
me refiero, desechado por modo absoluto el criterio de los 
estatutistas, sin admitir en poco ni en mucho las reglas de 
aplicación de ese sistema, directamente hay que ocurrir á 
su fundamento filosófico que sostiene el derecho penal in- 
ternacional, del mismo modo que el civil, del mismo modo 
que todo aquello que con el Derecho Internacional privado 
se relaciona. 

37. — Repito que ese principio fundamental es el derecho 
público, y tengo ya de sobra indicado cómo es que obra res- 
pecto de la ley penal y lleva consigo aparejadas determina- 
das reglas de aplicación, por mucho que motivos acciden- 
tales las extiendan ó restrinjan, como de una y otra cosa 
pueden presentarse repetidos ejemplos. 

38. — A riesgo de parecer difuso, no puedo dejar de trans- 
cribir las siguientes doctrinas de Ortolán, elementos de de- 
recho penal, lib. IV, parte 2.*, tít. III, párrafos 880 á 886 in- 
clusive. 

"Las cuestiones de que se trata aquí son cuestiones de 
poder de la ley penal y de jurisdicción. Los elementos que 
se presentan, no solamente son elementos de lugar, el terri- 
torio nacional ó el extranjero, sino también elementos de 
persona, la calidad de nacional ó la calidad de extranjero, 
sea respecto del agente ó bien del paciente del delito. He 
aquí por qué nos ha sido necesario, para abordar esta mate- 
ría, disgregar antes, por medio del análisis, la naturaleza de 
uno y otro de los elementos mencionados." 

"Mucho se ha controvertido entre los jurisconsultos an- 
tiguos y aun entre los modernos, para precisar si la ley pe- 
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nal es ley territorial 6 ley personal; se han invocado las 
distinciones de estatuto real y estatuto personal, y por nues- 
tra parte abandonaremos del todo tales complicaciones de 
palabras y de ideas que, pertenecientes á otra época y á 
otras ramas del derecho, no hacen sino obscurecer el proble- 
ma penal." 

"La ciencia del derecho penal, ciencia de derecho públi- 
co interno, es menos complicada, y si se atiende á sus prin- 
cipios fundamentales, la solución se presenta por si misma/' 

"Dos situaciones hay que distinguir: la de los delitos co- 
metidos dentro del territorio nacional, y la de los delitos 
cometidos fuera de ese territorio." 

"Para los delitos cometidos dentro del territorio, nin- 
guna dificultad se presenta. El derecho de castigar en la 
tierra un acto contrario á la ley moral de lo justo, pertene- 
ce al Estado cuyo interés lastima ese acto, y cuya conserva- 
ción y bienestar se contrarían por la impunidad. Por esta 
razón la justicia de la sociedad humana castiga los actos 
culpables. Entre los diversos Estados á quienes atañe el de- 
lito, el principal interesado es aquel en que se cometió, aquel 
cuya vigilancia se burló, cuya autoridad se insulta y cuyo 
derecho de protección resultó ilusorio, aquel cuya pobla- 
ción se alarma, en donde surge el peligro del mal ejemplo, 
á menos que la pena no ponga coto á tales daños, sin que 
importe que el delincuente sea nacional ó extranjero. Des- 
de el momento en que hay un autor del crimen en quien 
concurren las condiciones de imputabilidad y responsabili- 
dad, el derecho de castigar á ese hombre existe á favor del 
Estado herido en sus más caros intereses de conservación y 
bienestar social." 

"Déjense á un lado toda clase de fraseologías y de razo- 
nes secundarias, que no hacen más que debilitar el razona- 
miento; compréndese espontáneamente cómo es que sobre 
la base misma del derecho penal se apoya esta verdad. To- 
do Estado tiene derecho de castigar los delitos cometidos 
dentro de su territorio, sin distinción entre nacionales y ex- 
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tranjeros. Pero, ¿qué ley aplicará? Evidentemente la que 
impera en ese Estado como justa y necesaria, la propia que 
rige en toda la extensión del territorio. Podrá ser inadecua- 
da, es el defecto posible de toda clase de ley positiva; pero 
si adolece de tal defecto, será para el nacional como para el 
extranjero: se califica la ley, pero esto nada significa contra 
el derecho de castigar que al Estado pertenece." 

"En cuanto á esta primera situación, en abstracto, como 
en concreto, salvas diferencias de razonamiento, todos se 
hallan conformes sobre la legitimidad de la consecuencia. 
Bajo este primer aspecto es como puede decirse que la ley 
penal es esencialmente territorial." 

"Por lo que toca á delitos cometidos fuera del territorio, 
dos teorías opuestas se han sostenido." 

"Según una de ellas, un acto delictuoso, sin que importe 
cuál sea el lugar donde se cometa, debe ser castigado en to- 
das partes, y á cada Estado que tiene en su poder al culpa- 
ble le asiste derecho de imponerle la pena correspondiente. 
Fácil es comprender que esta teoría no es sino una conse- 
cuencia que deriva el derecho de castigar únicamente de la 
noción de la justicia, eliminando la utilidad ó la necesidad 
de la sociedad." 

"Según la otra teoría, por el contrario, el poder penal 
de cada Estado se limita exclusivamente á los casos cometi- 
dos dentro de su territorio, y desde el momento que se tra- 
ta de actos ejecutados fuera del mismo, cualesquiera que 
sean los autores ó las víctimas, así como las circunstancias 
que concurrieron, el derecho de castigar no existe. Bajo 
este segundo aspecto es como los partidarios de la opinión 
que me ocupa dicen que la ley penal es exclusivamente te- 
rritorial, y como desde luego se comprende la frase es de 
doble sentido y no es de admirar que dé lugar á verdaderos 
equívocos. Fundada esta segunda teoría en una razón ex- 
clusivamente material, no satisface nial principio de la jus- 
ticia absoluta ni al de la necesidad ó de la utilidad social, 
que ante ella desaparecería." 
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"Por poco que se reflexione, se comprende que ni la pri- 
mera ni la segunda de las indicadas teorías son verdaderas." 

"Adviértese bien que no es la cuestión establecer que un 
Estado pueda ir á otro para castigar los delitos en él come- 
tidos, aprehendiendo á los delincuentes, oyendo testigos y 
ejerciendo autoridad y jurisdicción. Este poder no es poder 
penal, es omnipotencia, es derecho de soberanía cuyo ejer- 
cicio, salvas pocas excepciones por el derecho de gentes es- 
tablecidas, concluye en el límite de las fronteras. El pro- 
blema es saber si un Estado puede alguna vez castigar dentro 
de su territorio delitos cometidos fuera de él. Ese derecho 
de castigar indudablemente pertenece al Estado dentro de 
cuyo territorio se cometió el delito; pero necesario es saber 
si le pertenece á él únicamente ó corresponde también á 
otros Estados." 

"Ahora bien: para la solución del segundo problema, co- 
mo para la del primero, es necesario recurrir á la teoría 
fundamental del derecho de castigar, siempre el mismo 
principio y siempre las mismas consecuencias, siempre esta 
verdad, que el derecho de castigar existe para la sociedad 
desde el momento en que se encuentran reunidas estas dos 
condiciones: la justicia y la necesidad social que autoriza á 
un Estado á inmiscuirse en la aplicación del castigo; he aquí 
los elementos del derecho de castigar á favor de determi- 
nada autoridad." 

"Con efecto, tomando el indicado punto de partida se 
comprende que un Estado, cuando se trata de un acto mo- 
ralmente injusto y que ha tenido su verificativo fuera de su 
territorio, ningún interés tiene en reprimirlo, y debe, por 
consecuencia, permanecer indiferente." 

"¿Pero no es cierto que puedan presentarse multitud de 
circunstancias que se vinculan con la conservación y su 
bienestar de ese Estado, y que le otorgan, por decirlo así, el 
derecho de castigar? ¿Si el acto moralmente delictuoso, aun- 
que cometido en país extranjero, se ha dirigido contra el 
Estado mismo, contra su seguridad, contra su fortuna; si se 
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ha dirigido contra alguno de sus nacionales, á los que debe 
protección aun fuera de su territorio, ó bien por uno de sus 
nacionales sobre quien tiene mayor autoridad, cualquiera 
que sea el lugar donde se encuentre, si en éste y otros va- 
rios casos el delincuente nacional ó extranjero llega á terri- 
torio propio, en el que su presencia es un peligro, una alar- 
ma, de tal manera que es necesario demostrar á los habi- 
tantes que el Estado no se halla impotente y desarmado con- 
tra malhechores sobre los que puede ejercer su autoridad? 
Indudablemente son éstas las hipótesis en que al Estado, se- 
gún la gravedad de los hechos, corresponde la represión del 
delito, por razón de su interés y de sii seguridad, casos en 
los que, por consiguiente, la misma teoría del derecho fun- 
damental de castigar, enseña que tal derecho pertenece al 
Estado ofendido/' 

**En vano se objetaría que el ejercicio de la soberanía in- 
terna de cada país se detiene en los límites del territorio; 
no se trata de ejercer en casa ajena actos de soberanía, se 
trata de ejercer en territorio propio el derecho de castigar 
que legítimamente se posee." 

"Ni vale decir que compete á cada Estado garantizar en 
su territorio la paz y la seguridad pública, y que ninguna 
potencia extranjera tiene derecho de mezclarse en el asun- 
to; no se trata de paz y seguridad extraña, sino de paz y se- 
guridad propias." 

'*Se dirá que los hechos cometidos fuera del territorio 
mal pueden turbar la paz pública de un país; pero lo con- 
trario es lo cierto, hay hechos, según su naturaleza y sus cir- 
cunstancias que, aunque cometidos en territorio extraño, 
alteran la paz y la seguridad propias, y precisamente esos 
hechos son los que es necesario fijar. 

"Por último, no podría argüirse diciendo que el Estado 
que intenta castigar delitos fuera de su territorio, se halla 
desprovisto de los medios necesarios para la comprobación 
de esos hechos, que no puede examinar testigos, ni inspec- 
cionar lugares, ni poner en práctica otros medios, viéndose 
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obligado á deferir á los actos oficiosos de un poder extraño. 
Todo ello es cierto; pero no se trata sino de dificultades de 
ejecución, que es necesario evitar en lo posible, pero que 
nada significan en contra de la existencia del derecho de 
castigar en sí mismo." 

"Este derecho de cada Estado, de castigar en ciertas 
circunstancias actos cometidos fuera del territorio nacional, 
no se presenta, pues, como una excepción á las reglas funda- 
mentales de la penalidad, sino como aplicación de esas mis- 
mas reglas. Aquí, como en todo caso, la tarea del crimina- 
lista en cuanto á la ciencia racional, y la del legislador, en 
cuanto á la ley positiva, consisten en determinar cuáles son 
los actos y cuáles las hipótesis en las que las dos condicio- 
nes de justicia é interés social se reúnen para justificar y 
para exigir el ejercicio del poder penal." 

Más adelante, párr. 894, dice: 

"Para eludir esta dificultad algunos han ideado recurrir 
á los tratados diplomáticos, y este expediente ha seducido 
á algunos espíritus sencillos. Decimos que esto significaría 
eludir la dificultad y no resolverla, porque se la transmiti- 
ría del legislador al negociador, y se abandonaría la senda 
de una solución general y uniforme para adoptar varias 
parciales, accidentales y variables. No pueden tratarse así 
las cuestiones de penalidad; el poder represivo, parte esen- 
cial de la soberanía interna, no puede ser objeto de nego- 
ciaciones internacionales. Cada pueblo, cuando castiga den- 
tro de su territorio, ejerce un derecho que le pertenece y 
no que le concede un tratado diplomático. Castiga, y no 
puede castigar sino porque el hecho en sí mismo es puni- 
ble según la moral, según sus leyes, teniendo, además, el mis- 
mo pueblo interés directo é interés propio en que el crimi- 
nal no quede impune. Querer subordinar el derecho de cas- 
tigar á la existencia de un tratado, es menguar la soberanía 
nacional, es considerar el derecho de castigar como un ser- 
vicio prestado á una potencia extranjera, mientras que só- 
lo se funda en la justicia y la necesidad social." 
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"Es necesario no confundir el derecho de castigar con 
las facilidades y el concurso que puede prestar la potencia 
extranjera en ¡cuyo territorio se cometieron los delitos." 

"La extradición de los delincuentes, la cooperación pa- 
ra las diligencias del proceso, son buenos oficios internacio- 
nales que los Estados, fuera de todo compromiso particu- 
lar, son libres de prestar ó rehusar, y pueden, ciertamente, 
ser objeto de un tratado; pero el derecho de castigar existe 
independientemente de esas facilidades, y sería un grave y 
peligroso error someter á una misma regla casos tan dife- 
rentes entre sí y raciocinar por semejanza ó por analogía 
de razón." 

En otro lugar, cap. I, párr. 24, el mismo autor dice: 

"Para concluir con estas nociones preliminares, nos que- 
da únicamente preguntarnos, á qué división pertenece por 
su naturaleza el derecho penal." 

"Toda clasificación es una operación de orden y debe 
apoyarse en un fundamento común; mas como pueden pre- 
sentarse diversos fundamentos, se sigue que los mismos 
objetos pueden clasificarse diversamente, según los distin- 
tos puntos de vista desde que se les considere. Esta obser- 
vación, verdadera en general, lo es más respecto del de- 
recho." 

"Así es como desde el punto de vista de su objeto, he- 
mos distinguido en el conjunto del derecho y en cada una 
de sus partes el derecho que determina, ó sea el precepto 
y el derecho que sanciona, esto es, la organización de la ju- 
risdicción, el procedimiento y la penalidad. El derecho pe- 
nal bajo este aspecto considerado, pertenece á la clase de 
los derechos que sancionan." 

"Existen otras muchas clasificaciones posibles, pero la 
más importante, en mi concepto, la que es invariable y no 
arbitraria, es la clasificación derivada del sujeto del dere- 
cho, es decir, de las personas entre quienes las relaciones 
de derecho se establecen. El sujeto del derecho no puede 
ofrecer sino estos dos términos: el hombre considerado in- 
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dividualmente y el hombre considerado colectivamente, 6 
sea la sociedad. Ahora bien: dos términos combinados en- 
tre sí no pueden dar por resultado más que cuatro resulta- 
dos. Estos resultados en derecho son los siguientes: 

I. Relaciones de particular á particular, de donde nace 
el derecho privado. 

II. Relaciones de particular con la sociedad y recípro- 
camente, de donde nace el derecho público interno; y 

III. Relaciones de sociedad á sociedad, de donde se de- 
riva el derecho público externo, ó sea el derecho de gentes 
6 derecho internacional.'* 

"El derecho penal no es una relación de particular á 
particular, porque entre particulares puede haber derecho 
de defensa durante el peligro; derecho de reparación de 
perjuicios, pero no derecho de castigar. El mal que la víc- 
tima del delito causa al delincuente, por causa del daño re- 
cibido, sería venganza y no justicia penal. En consecuencia, 
el derecho penal no forma parte del derecho privado." 

"El derecho penal no es tampoco relación de nación á 
nación; en consecuencia, el derecho penal no forma parte 
del derecho público externo, ó sea el derecho internacional." 

"Las personas que figuran en el derecho penal son, por 
una parte, la sociedad que castiga, y por otra el que viola el 
derecho y que soporta el castigo. En consecuencia, el de- 
recho penal es parte especial del derecho público interno, 
que sanciona y asegura el respeto de toda clase de dere- 
chos." 

39. — Lo expuesto hasta aquí respecto de la extraterrito- 
rialidad de la ley penal y de los conflictos externos de Dere- 
cho Internacional privado penal. En la lección siguiente me 
ocuparé de los conflictos internos del mismo derecho. 



Digitized by 



Google 



264 



LECCIÓN VIGÉSIMA. 



Derecho Internacional privado penal.— Conflictos internos en México. 

I. — El art. 184 del Código Penal del Distrito, inspirado, 
como ya hemos visto, en las doctrinas de uno de los más 
acreditados criminalistas conocidos, contiene, como he te- 
nido oportunidad de observar, lo principal de la doctrina 
del Derecho Internacionl privado penal mexicano. 

2. — Dicho artículo especifica que los delitos contra la in- 
dependencia de la República y otros, la falsificación de do- 
cumentos de crédito público de la Nación, del Distrito Fe- 
deral ó del Territorio de la Baja California ó de billetes de 
un Banco, existentes por ley en la República, se castigarán 
en ésta, con arreglo á sus leyes y cuando concurran las cir- 
cunstancias de los arts. 185 y siguientes. 

3. — Es de notarse cómo cuando el articulo se refiere á la 
independencia de la República, á su seguridad, su forma de 
gobierno, el personal de su administración y los demás de- 
litos que enumera, habla de la República, esto es, de la Fe- 
deración, de la Unión Federal Mexicana, siendo así que al 
especificar otros delitos se refiere al Distrito Federal y Te- 
rritorio de la Baja California. ¿Por qué esta diferencia? La 
respuesta es obvia: porque el Código Penal del Distrito Fe- 
deral es al mismo tiempo Código Penal del Territorio de 
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la Baja California, que está sujeto á la misma legislación ci- 
vil y penal que el Distrito Federal, y la verdad es que si 
ahora se redactara el Código Penal referido, tendrí^se que 
agregar el Territorio de Tepic, erigido por la ley de Di- 
ciembre 12 de 1884, y que así como el de la Baja California 
se halla regido por la legislación del Distrito Federal. 

4- — Como digo, el Código Penal del Distrito, á la par que 
local es Federal, segán se declara expresamente en su art. 
2.**, de tal modo, que todas sus reglas y principios genera- 
les sobre penas y aplicaciones de las mismas, se ejecutan 
constantemente por los jueces Federales, al mismo tiempo 
que aplican esas propias reglas los jueces locales del Distri- 
to Federal y de los Territorios de Tepic y de la Baja Cali- 
fornia ya mencionados. 

5. — La trascendencia del paso dado por el legislador de 
f87i, al promulgar el Código Penal del Distrito, es incalcu- 
lable, dada la situación en que se hallaba entonces el pais 
y que en parte desapareció por virtud de las disposiciones 
del referido Código de 1871. 

6. — Legislación civil y penal no hay una sola en la Re- 
pública; conforme á los arts. 40 y relativos de la Constitu- 
ción, que establecen la forma Federal, hay tantas legislacio- 
nes cuantos Estados, y no es posible pretender castigar un 
delito en un Estado como en otro; como no es posible deci- 
dir contiendas civiles del mismo modo, cuando surgen en 
diversos Estados; como no es posible seguir procedimien- 
tos, ora civiles, ora penales, si no es ajustándose á las reglas 
particulares de la legislación que se ha dado á si mismo ca- 
da Estado, en ejercicio de su soberanía, que le reconoce 
plenamente la Constitución, en cuanto se relaciona con el 
régimen interior. 

7. — Dentro de ese cámulo de soberanías existe otra de 
diverso orden, que es la soberanía Federal. 

8. — Toda contienda entre diversos Estados que atañe al 
interés interior de todos ellos, formando una sola Nación ó 
que se relacione con el interés de la Federación en sus re- 
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laciones con el exterior, por su naturaleza misma es Fede- 
ral, y es de toda imposibilidad que se halle sometida á legis- 
laciones particulares de los Estados. De aquí la jurisdicción 
y la justicia Federal tan sabiamente ideadas por los autores 
de la Constitución Norte-Americana, que por modo tan fe- 
liz perfecciona el sistema Federal, y que, desarrollada y re- 
glamentada por leyes adecuadas, ofrece el grandioso espec- 
táculo de que no se produzca un solo litigio, un solo caso 
de discusión entre todas las entidades jurídicas extrañas y 
propias que reconoce el complicado sistema Federal, que 
quede sin regla de solución, sin jurisdicción que sea com- 
petente y sin medios coercitivos para llevar adelante las 
resoluciones que pronuncien idóneos tribunales. 

9. — He allí la ley Federal; ley civil Federal, ley penal 
Federal, ley de procedimientos penales Federales, ley civil 
de procedimientos Federales, que en su conjunto constitu- 
yen el complemento de la jurisdicción Federal en toda su 
vasta extensión. 

10. — Países que no han aceptado la forma Federal, paí- 
ses que no han llegado á tan alto progreso, no es posible 
que lleguen á esa correlativa perfección del poder judicial; 
regidos por gobiernos centrales, sin que las diversas partes 
de la Nación puedan legislar para sí mismas, no es posible 
que el gobierno Federal, como el Estado, como el Munici- 
pio, como el particular, tengan cada uno su lugar sin dife- 
rencias de nadie á favor de nadie, pudiendo la Nación, lo 
mismo que el particular, lo mismo que el extranjero, pre- 
sentar sus quejas ante los tribunales locales ó Federales, 
para que sean decididas en justicia, sin un privilegio, sin 
una prerrogativa, sin que haya un sólo caso para que la le- 
gislación civil Federal no procure un remedio. Tocque- 
ville, en su "Democracia en América," hablando de lo con- 
tencioso administrativo y de las funciones de los Consejos 
de Estado en los gobiernos centrales, dice que nunca pudo 
hacer comprender la institución á un distinguido norte- 
americano. Tengo para mí que más dificultades habría to- 
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davia para hacer comprender á europeos, poco versados en 
el derecho constitucional norte-americano, la justicia Fe- 
deral en todas sus ramificaciones y beneficios; si bien no 
hay que olvidar que las naciones del continente europeo se 
dan á si mismas, como las del nuevo, las leyes que conside- 
ran propias para su conservación y desarrollo. 

II. — En otra ocasión he advertido cómo es que dividi- 
das en cien partes las principales naciones del mundo du- 
rante la edad media, fueron unificándose paulatinamente, y 
es de notar cómo á principios de este siglo y durante todo 
él fué acentuándose ese trabajo de concentración hasta pre- 
sentar el mundo actual, casi en totalidad, un conjunto de na- 
ciones regidas por gobiernos centrales, unas é indivisibles 
en todo lo relativo á su régimen exterior é interior. 

12. — Después de la vieja Europa toca su turno á Améri- 
ca, que nace en otra atmósfera y en nuevas condiciones de 
vida; que mucho que lo que se consideraba como error, da- 
ño y terrible abuso, quede hoy reglamentado y encauzado 
como conviene para alcanzar el fin de toda sociedad. La 
divisibilidad de las naciones, su segregación en mil partes, 
antes daño que se corrigió á costa de grandes sacrificios, es 
hoy base fundamental y punto de partida de las Federacio- 
nes modernas. Reglamentación de las sociedades que con- 
cede al poder central lo que es suyo y á los locales lo que 
les pertenece, de la que depende, si es acertada, el éxito fe- 
liz y el adelanto ó el desmoronamiento de los pueblos. 

13. — Toda esa importancia tiene entre nosotros la ley Fe- 
deral, y por esto juzgo tan trascendentales los ordenamien- 
tos del Código Penal de 1871, que al mismo tiempo que son 
locales, contienen una especificación completa de los deli- 
tos Federales, así como disposiciones generales sobre penas 
y su aplicación, que son comunes á los preceptos de las dos 
categorías que dejo enunciadas. 

14. — Antes del Código Penal del Distrito se consideraba 
ley penal Federal la contenida en la antigua legislación es- 
pañola, modificada por algunas disposiciones patrias de ob- 
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servancia general, y el Distrito Federal, para el que no se 
había promulgado legislación especial penal ninguna, que 
no había hecho uso de las facultades que la Constitución le 
reconoció, se regía también por aquella antigua legislación 
española, en la que se confundían los más sagrados y altos 
principios del orden penal, con otros absurdos y de imposi- 
ble aplicación actual. En cuanto á procedimientos penales 
Federales, no se ha expedido aún el código correspondiente, 
de lo que resulta que la nueva legislación se aplica por me- 
dio de procedimientos no del todo adecuados, sin duda, á la 
índole de ella y entre tanto se llena la deficiencia que indico. 

15. — Veamos qué es lo que acontece con la ley civil Fe- 
deral. Después del Código Civil del Distrito de i88r, que 
es puramente local, se promulgó el código de 1884, que tie- 
ne idénticamente el mismo carácter y que de ninguna ma- 
nera puede llamarse Federal, es decir, que en materia civil 
no se ha seguido el mismo sistema que en materia penal. 

16. — En compensación, código de procedimientos civi- 
les federales sí se expidió ya, en Octubre del año actual de 
I 898, y siendo ésto así, resulta que la ley penal sustantiva 
del código de 1871 se aplica por medio de ley adjetiva que 
radica en la legislación española, y por el contrario, en ma- 
teria civil ley sustantiva antigua, que se vincula con las le- 
yes españolas, se aplica por medio de procedimientos mo- 
dernos, si bien seguro es que, como dejo dicho, pronto des- 
aparecerán los vacíos señalados. 

17. — El Código Civil del Distrito cierto es que en mu- 
chos puntos rige los derechos de la Federación por dispo- 
sición especial de leyes relativas á materias especiales, que 
no es del momento enumerar; pero no puede decirse que 
sea ley civil Federal en toda su extensión que haya venido 
á sustituir á las antiguas leyes modificadas y reformadas en 
repetidas materias.. 

18. — Por otra parte, muchos Estados de la República 
han adoptado como legislación civil propia el Código Civil 
del Distrito, y por eso he dicho en otra ocasión que, si no 
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de derecho, sí de hecho disminuyen los conflictos internos. 
Si el Código Civil del Distrito se declarara ley civil Fede- 
ral supletoria, aquellos conflictos disminuirán más todavía, 
y mucho quedaría adelantado para conseguir el gran bene- 
ficio de la unificación de la ley civil en toda la República. 

19. — Sea de esto lo que fuere, indicado ya el carácter del 
Código Penal del Distrito bajo su doble aspecto, importa 
únicamente insistir sobre la libertad que asiste á cada enti- 
dad federativa para adoptar la legislación penal que crea 
conveniente, no sin mencionar aquí lo prescrito por el art. 
113 de la Constitución, que terminantemente establece para 
cada Estado la obligación de entregar sin demora los cri- 
minales de otros Estados á la autoridad que les reclame, 
disposición que, junta con el art. 115 que obliga á todos los 
Estados á dar fe y crédito á todos los actos públicos y pro- 
cedimientos judiciales de los otros, y con el art. 40 y relati- 
vos que establecen la completa soberanía de los Estados, en 
todo aquello que se relaciona con su régimen interior, for- 
ma el conjunto de los preceptos constitucionales que deben 
tenerse presentes en la investigación que rae ocupa. 

20, — Así como en materia civil ha sido adoptado el Có- 
digo Civil del Distrito, en muchos Estados de la Federa- 
ción, del mismo modo se ha adoptado el Código Penal, pe- 
ro tienen otros Estados, código penal propio, y rígense aún 
algunos por la antigua legislación española, de manera que 
hay perfecta semejanza entre los conflictos internos civiles 
y penales, debiéndose buscar para éstos como para aquéllos 
se ha hecho, reglas seguras de solución. 

21. — Esto expuesto, procediendo del mismo modo que 
para los conflictos penales externos, procuraré señalar los 
límites de los internos en la República, en vista de la Cons- 
titución y leyes particulares indicadas arriba. 

22. — ^¿Si un individuo nativo ó domiciliado en un Estado 
comete un delito, qué ley debe aplicársele, la de su Estado 
ó la del lugar donde cometió el delito? 

23. — Derechos de este último lugar lastimó, sin duda, y 
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en él encontramos los elementos del derecho de castigar; 
pero raciocinando del mismo modo que lo hicimos cuando 
sosteníamos la aplicación de la ley penal extraterritorial, po- 
demos exigir en determinados casos aplicación de la ley del 
Estado principalmente ofendido, por mucho que lo haya si- 
do también el Estado á que pertenece el lugar donde el de- 
lito se cometió. 

24. — Decir que la ley penal es de estatuto personal, ó 
que debe ser exclusivamente real, ó que debe equipararse 
con el derecho de las obligaciones, nada de esto cabe en 
nuestro sistema; pero el derecho público, base de estas re- 
glas sin aplicación en lo penal, si ha lugar á considerarlo 
del mismo modo que en lo civil, como en todo lo que con 
el Derecho Internacional privado se relaciona. 

25. — Al tratar de los conflictos internos civiles, indiqué 
cómo es que debían adoptarse determinadas reglas entre 
nosotros; cómo es que se fundan en el derecho público del 
mismo modo que las reglas para los conflictos externos, y 
cómo esas reglas debían aplicarse en tanto derecho público 
del lugar lo exija y en tanto derecho público del lugar no 
lo impida, según los casos y naturaleza especial de los con- 
flictos. 

26. — Y si ese derecho público se admitió en derecho ci- 
vil, debe admitirse asimismo con todas sus altas prerroga- 
tivas en materia penal, de modo que se le satisfaga cuando 
exige aplicación extraterritorial de la ley penal, y que se le 
respete igualmente cuando impide aplicación extraterrito- 
rial de ley extraña, en los términos que dejo explicados en 
otros lugares. 

27. — Siendo esto así, se presenta por sí misma la regla 
para la solución de los conflictos penales, y su enunciación 
se encuentra en el art. 184 del Código Penal del Distrito. 
Si en los casos que él enumera puede exigirse aplicación de 
ley propia en territorio extraño, en los mismos puede exi- 
girse aplicación de ley propia de un Estado en Estado ex- 
traño, porque así lo sostiene el derecho público. 
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28. — He indicado más arriba cómo es que en la aplica- 
ción de los principios puede haber divergencia de opinio- 
nes y adoptarse disposiciones extensivas ó restrictivas, esto 
es, el pormenor, el detalle; pero la clave está hallada: si un 
funcionario de un Estado es muerto en otro; si contra la 
seguridad de un Estado se conspira en otro; si en las mis- 
mas condiciones se falsifican documentos de crédito, admí- 
tase en buena hora la aplicación extraterritorial de la ley, 
y si son estos casos, más ó menos, los que ha de compren- 
der la ley, no lo sostengo, indico únicamente que si Derecho 
Internacional privado penal interno ha de haber, el camino 
que ha de seguirse es el iniciado por el art. 184 del Código 
Penal del Distrito. 

29. — Ocupándome ya de lo que convenga establecer pa- 
ra lo futuro, fuerza es tener presentes algunas razones de 
gran trascendencia. 

30. — Se recordará que tratando de los principios de De- 
recho Internacional privado civil, opté á veces por ley de do- 
micilio y por ley de la ejecución del contrato, sin desconocer 
las preeminencias de la ley nacional ni la del lugar de la ce- 
lebración del contrato. ¿Por qué procedí así? No porque des- 
conociera los sólidos fundamentos que apoyan á una y á 
otra de estas leyes, ni el mérito de los doctrinarios que las 
sostienen, sino porque en la práctica no conducirían á los 
resultados que son de desear. 

31. — Ahora bien: del mismo modo, con referencia al de- 
recho penal, reconozco el derecho público, comprendo has- 
ta qué grado puede obrar lo mismo en los conflictos de 
nación á nación, que de Estado á Estado de una misma Fe- 
deración; sin embargo, creo que es de aceptarse como pre- 
ferente la ley del lugar de la comisión del delito. Cierto 
que á veces parecerán postergados derechos sagrados de 
un Estado y que éste no podrá reprimir con mano firme el 
daño que se le causó; esto no obstante, males son todos los 
indicados que deben ceder ante beneficios de un orden su- 
perior. 
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32. — Primeramente la multiplicidad y complicación de 
leyes y las dificultades para dar á una ú otra la preferencia, 
se evitarán con la proclamación de la ley de la comisión del 
delito. En segundo lugar, fuerza es considerar que, respe- 
table como es el derecho público de cada Estado, en opo- 
sición con derechos de otro Estado, no lo es en grado tan 
alto como el derecho público de la nación en oposición con 
derecho de otro Estado soberano; de manera que bien pue- 
de ceder al bien común. 

33. — La fácil aplicación de la ley penal, la prontitud para 
llevarla á cabo, la eliminación completa de eternas discusio- 
nes en materia penal principalmente, son bienes inmensos 
para las sociedades, y á ellos no es posible sacrificar los de- 
siderata de los teóricos y las sutiles conclusiones á que lle- 
gan ciertos ingenios que en alas de su imaginación acaban 
por perder de vista la tierra. 

34. — La comisión del delito, esta es la ley que como 
principal debe respetarse en Derecho Internacional priva- 
do interno. 

35. — La ley de la comisión del delito será aplicada por 
el juez que corresponda, por el juez competente. ¿Qué ley 
determinará la competencia? La ley adjetiva de procedi- 
mientos, el Código de Procedimientos Penales Federales 
que llegue á expedirse. 

36. — Este Código de Procedimientos Federales estable- 
cerá tal vez como ley de la competencia, también la de la 
comisión del delito, y he aquí cómo accidentalmente y fiján- 
dose en cada caso cuál es el juez competente, quedará tam- 
bién fijada cuál es la ley de fondo por la que se ha de juzgar. 

37. — Con referencia á los conflictos externos, en la lec- 
ción anterior expuse cómo es que sólo puede hacer aplica- 
ción de ley propia juez propio y no extraño, por lo que po- 
día fácilmente incurrirse en el error de que la competencia 
decidía del fondo de la aplicación de la ley penal; pero de- 
mostré cómo puede pedirse extradición de reo que delin- 
quió en territorio extraño, y otros particulares indiqué, por 
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los que se viene en conocimiento de lo que pertenece al fon- 
do y de lo que pertenece á la jurisdicción ó á la forma. 

38. — Del mismo modo relativamente á los conflictos in- 
ternos, una es la ley de fondo, la de la comisión del delito; 
otra la ley de competencia, que será la que establezca el 
Código de Procedimientos, y queda con esto indicada la 
segunda regla que, en mi concepto, debe adoptarse en ma- 
teria penal, y que consiste en reconocer que la competen- 
cia ha de decidirse por el Código de Procedimientos Fede- 
rales, que necesariamente ha de ocuparse de todos aquellos 
puntos conexos con materia tan importante. 

39, — Fijadas las dos reglas anteriores, cuya separación 
es del todo oportuna, he de ocuparme ahora de otra clase 
de conflictos internos que pueden presentarse en la Repú- 
blica. 

40. — Ley de la Federación puede encontrarse en conflic- 
to con ley de Estado. La jurisdicción Federal, lo mismo 
que la local, nace ó del lugar, ó de las personas, ó de la ma- 
teria, y fácil es comprender que pueden presentarse casos 
en que castiga ley de la Federación y ley de la localidad, 
pudiendo una y otra invocar á su favor razones de prefe- 
rencia, correspondiendo al internacionalista fijar las reglas 
por las que esta preferencia ha de regirse. 

41. — El atentado contra funcionarios federales, crímenes 
cometidos en mares territoriales, falsificación de timbres ó 
de cierta clase de documentos, pueden interesar á la Fede- 
ración lo mismo que á un Estado. ¿Qué ley preferirá? 

42. — Razones de peso aducen tanto la Federación como 
el Estado; sin embargo, preferente es la ley de la Federa- 
ción, porque representa el interés de todos los Estados, el 
interés de toda la Nación, y ante él caduca el interés local. 

43. — Recuerdo que al tratar de los conflictos civiles. Fe- 
deración y Estados quedaron equiparados para ser regidos 
por los principios de Derecho Internacional privado adop- 
tados para los individuos, con la salvedad de que por la es- 
pecialidad del caso prefiriera la ley de la Federación, por- 

35 
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que interés de toda ella viniera á resultar en oposición con 
el de un solo Estado. 

44. — Ahora bien: en materia penal, la excepción consti- 
tuye la regla; ley Federal preponderará siempre sobre ley 
local, y es éste el tercer principio que debe tenerse presen- 
te, en mi concepto, respecto de la materia que me ocupa. 

45. — Ley Federal preponderante sobre ley local, cuán- 
tas y cuántas complicaciones no surgirán en su aplicación. 
Discusiones de competencia que habrán de resolverse siem- 
pre á favor de la jurisdicción Federal por los altos derechos 
que representa, dificultades de acumulación, de delitos co- 
nexos, de reincidencia, de complicidad, lugar de aplicación 
de la pena y otros se presentarán sin duda. El fuero Fede- 
ral es atractivo, han dicho siempre los doctrinarios y lo di- 
rán en lo futuro, en una ó en otra forma, y en cuanto á las 
dificultades indicadas, objeto serán de las disposiciones del 
Código de Procedimientos. 

46. — Así como éste fijará reglas de competencia y de ju- 
risdicción, así obviará á las emergencias que indico, y que- 
da con esto precisado lo que al derecho internacional co- 
rresponde y á la ley de fondo, así como lo que es propio de 
la ley de forma y de procedimiento con la ley de fondo co- 
nexa y á la que no es de mi incumbencia referirme, y que, 
atentos los principios al estatuto formal relativos, debe de- 
cidirse. 

47. — Fijadas las anteriores reglas, he de ocuparme aán 
de los conflictos internos, no ya de Estado con Estado, no 
ya de Estado con Federación, no ya de Federación con Es- 
tado soberano extranjero, sino de Estado de la Federación 
mexicana con Estado soberano extranjero, conflictos que 
han de ser en la práctica los más frecuentes, porque dada 
nuestra forma de gobierno, acontecerá con más frecuencia 
que ley de Estado pretenda castigar delito cometido en el 
extranjero y no ley Federal, porque se trate de delito con- 
tra la Federación cometido. ' 

I Me refiero aquí nuevamente al caso de A. K. Cutting (1S86}, en el que M6cico 
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48. — Respecto de estos últimos, no hay para qué repetir 
la doctrina del art 184 del Código Penal, y en cuanto á au- 
toridad que intervenga en la reclamación ó en la discusión 
del conflicto, claro es que ha de ser la Federal, que por me- 
dio de su Ejecutivo trata todas aquellas cuestiones que con 
el régimen exterior de la Federación se relacionan. Cons- 
piración, rebelión y otros delitos no darán ciertamente lu- 
gar sino á demandas de extradición y á reclamaciones del 
Ejecutivo Federal hacia el Estado soberano que correspon- 
da; pero de todo esto he tratado ya. 

49. — Si un Estado es interesado en la contienda, si quie- 
re castigar delito cometido en el extranjero, de injurias, de 
difamación, de homicidio ó cualquiera otro, ¿cómo puede 
hacerlo? 

50. — Hay que reflexionar que el Código Penal del Dis- 
trito es del Distrito, y además Código Federal, como he di- 
cho repetidas veces." 

51. — Si se trata, pues, de un delito Federal, las autori- 
dades todas judiciales Federales, esparcidas en todo el país 
y que dependen de la Suprema Corte Federal, á su vez en 
relación con el Ejecutivo Federal, procederán llanamente 
en vista de los repetidos arts. 184 y siguientes; pero si se 
trata de un Estado, hay que atender á su legislación local. 

52. — Ésta puede ser la misma que la Federal, y puede 
ser diversa; Estados hay que han adoptado el Código Pe- 
nal Federal y del Distrito, y en este caso fácil es fijar las 
condiciones en las que un Estado de la República puede 
pretender castigo de un criminal que delinquió en territo- 
rio extranjero. Basta tener á la vista los artículos del Có- 
digo Penal del Estado en cuestión que correspondan al 184 
y siguientes del Código Penal del Distrito, para que pueda 
castigarse al que delinquió en país extranjero, dirigiéndose 

sostuvo contra los Estados Unidos sus principios de Derecho Internacional privado 
penal. Posteriormente muchos casos iguales se han presentado, en los que ley local 
Penal se aplica á delito cometido en territorio extranjero, y no se han repetido por 
parte de los Estados Unidos las vehementes protestas que se formularon en aquella 
memorable ocasión. 
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el Estado interesado en la cuestión, al Poder Federal para 
que pida la extradición, si á ella hay lugar y por cuanto á 
que un Estado de la República no puede entenderse con 
Estado soberano extranjero directamente, sino por medio 
de los Poderes Federales, 

53. — Fácil es observar en el caso propuesto, que lo que 
el Estado considera que interesa á su derecho público, es lo 
mismo que la ley Federal establece como de derecho públi- 
co de la Nación, y ésta, que representa al Estado en sus re- 
» laciones con el extranjero, exige el castigo del delincuente 
en una ó en otra forma, según las circunstancias. 

54. — Pero supóngase que la legislación particular del 
Estado no es la misma que la Federal, sino diversa; el Esta- 
do deberá entonces respetar su legislación propia, y si en 
vista de ella no puede pretender el castigo del delincuente 
en el extranjero, no tendrá para qué dirigirse á los Poderes 
Federales para que apoyen sus derechos. Pero ¿cómo será 
posible esa diferencia entre la legislación local de un Esta- 
do y la legislación Federal? 

55. — En lecciones anteriores, y tratando délos conflictos 
civiles, he sostenido que el Derecho Internacional privado 
de la Federación debía contenerse en una ley especial cu- 
yos preceptos no pudieran contrariar los Estados. Sobre 
estatuto personal dije: admítase el principio que se quiera, 
lo mismo sobre estatuto real, lo mismo sobre los demás 
puntos de que el Derecho Internacional privado civil se 
ocupa, y los Estados adopten su legislación propia, á laque 
por virtud á aquellos principios queda á veces sometido el 
caso, pero no contradigan las reglas generales, ni se opon- 
gan á la ley Federal, ni invadan la esfera de facultades que 
al poder Federal corresponden, y de ese modo procuré 
conciliar, fundado en el art. 32 de la ley de extranjería, las 
prerrogativas del poder Federal, la adopción de un Dere- 
cho Internacional privado mexicano y el respeto á la sobe- 
ranía interior de los Estados que la Constitución garantiza. 

56. — Ahora bien: tratándose de conflictos penales, un ra- 
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zonamiento semejante lleva á ésta conclusión: dentro de la 
ley Federal que ya existe, dentro de los principios del Dere- 
cho Internacional privado penal que consagra el Código 
Federal y del Distrito, adopten para si mismos los Estados 
la legislación que les plazca. Ensanche de esos principios 
no pueden acordarlo los Estados, pero si restringirlos y con- 
servarse dentro de los límites que son necesarios para su 
conservación y desarrollo. Bien está que por regla general 
el derecho público de la Nación se interesa en la represión 
de ciertos delitos y puede cada Estado representar ese de- 
recho público y pedir, cuando le corresponde, el castigo de 
los delincuentes, pero ese mismo derecho público general 
puede atenuarse y perderse en medio de las condiciones 
particulares de un Estado, que no considera necesario exi- 
gir el castigo de ciertos delitos y que para sí no exige, por 
circunstancias particulares, se reconozca el derecho públi- 
co de la Nación, ofendida con arreglo á sus leyes Federa- 
les. Como consecuencia. Estado de la República en oposi- 
ción con Estado extranjero, respetará aquél su ley. Estado 
de la República en conflicto con Estado extranjero dentro 
de la ley Federal y nunca fuera de sus preceptos, podrá re- 
clamar la aplicación de su ley propia en territorio extraño. 
Estado extranjero en oposición con un Estado de la Repú- 
blica podrá hacer respetar sus derechos conforme á los prin- 
cipios reconocidos en la ley Federal, aun cuando la ley par- 
ticular del Estado de la República modere en parte la ex- 
tensión de los principios de orden Federal, que son los que 
regulan las relaciones de la Nación con los Estados sobe- 
ranos extranjeros. Las relaciones de los Estados de la Re- 
pública con la Federación, por lo que toca al Derecho In- 
ternacional privado, son semejantes las del orden civil y 
las del penal, pero no idénticas, porque así lo trae consigo 
la índole de uno y otro derecho. 

57. — Resumiendo, ley de la comisión del delito debe 
preponderar en los conflictos externos de Estado á Estado. 
El Código de Procedimientos Federales reglamentará lo re- 



Digitized by 



Google 



278 

lativo á competencias, acumulación, reincidencia, complici- 
dad, lugar del cumplimiento de la pena y otros puntos co- 
nexos. 

58. — Ley Federal en oposición con ley local, tendrá aqué- 
lla la preferencia, y el Código de Procedimientos Federales 
reglamentará igualmente para este caso los puntos arriba 
indicados. 

59. — Todos los indicados conflictos pueden surgir entre 
las diversas entidades á que me he referido, pero interesa- 
das ellas por medio de sus nacionales y ciudadanos y nun- 
ca directamente. Los conflictos civiles pueden interesar á 
las naciones á veces directamente y casi siempre indirecta- 
mente, por medio de sus nacionales. En el primer caso las 
naciones pueden sostener directamente el conflicto por 
cuanto á que se les reconoce personalidad jurídica. 

60. — En los conflictos penales no sucede otro tanto; no 
es posible que las naciones como personas jurídicas se ha- 
llen interesadas, sino que lo estarán siempre por medio de 
sus nacionales. He aqui por qué he considerado el derecho 
penal internacional como privado y no público: en primer 
lugar, interés de los particulares; en segundo término, inte- 
reses de las naciones; fundamento del derecho penal como 
del civil, el derecho público. 

61. — Interés directo de las naciones no le hay, como ha 
lugar á considerarlo siempre en las cuestiones de derecho 
público internacional. 

62. — Cierto que en toda clase de cuestiones penales al- 
gún interés representa la nación, y por esto sabiamente di- 
ce Ortolan: el derecho penal es público, pero público inter- 
no, no público internacional. 

63. — Dejo con lo que antecede expuestas muy general- 
mente las ideas que conceptúo fundamentales en matería 
de conflictos penales internos, teniendo siempre á la vista 
la ley especial que en mi concepto debe reglamentarlas. 
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LECCIÓN VIGÉSIMOPRIMERA. 



Extradición. — Observaciones sobre la materia. — Ley de Mayo 19 de 1897. — Entrega 
de criminales entre los Estados de la Federación Mexicana. — Prueba del derecho ex> 
tranjero.^Especialidades de la materia. 



I. — Establecidas las reglas que como fundamentales de- 
ben tenerse presentes para la resolución de los conflictos 
externos é internos de Derecho Internacional privado pe- 
nal, correspÓTideme hablar de la extradición, ó sea, según la 
definición de Calvo, el acto de entregar un gobierno al in- 
culpado de un delito, á otro gobierno que lo reclama para 
castigarle. 

2. — No es mi ánimo dar aquí una idea completa del de- 
recho de extradición y de su desenvolvimiento histórico y 
jurídico desde lejanas épocas, y bien por el contrario, su- 
pongo adquiridas ya ciertas nociones generales sobre la ma- 
teria, tratada hoy más ó menos ampliamente por todos los 
autores de Derecho Internacional público. 

3. — ¿En qué se funda el derecho de extradición? ¿Hasta 
dónde se extiende? He aquí dos cuestiones de la mayor im- 
portancia y cuya solución, desde cierto punto de vista, co- 
rresponde al estudio del Derecho Internacional privado. 

4. — Si en determinados casos puede pretender una Na- 
ción el castigo de quienes la ofenden, aun cuando esto haya 
sido en país extranjero; si determinado Estado de una Fe- 
deración puede á su vez pretender el castigo de ciertos de- 
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lincuentes, el carácter de la extradición queda desde luego 
defínido y precisados ciertos casos en los que es necesario 
concederla. 

5. — Puede México, por ejemplo, pretender el castigo de 
los que en el exterior conspiren contra su seguridad, pues 
bien claro está que debe pedir la extradición de ellos, y 
si la pide con buen derecho, debe otorgársele, y si país ex- 
tranjero que la otorgue pide la extradición en casos igua- 
les, debe concedérsele. Son estas verdades que no es posi- 
ble desconocer y que se deducen legítimamente de los prin- 
cipios contenidos en las lecciones anteriores. 

6. — De inmensa trascendencia son, en mi concepto, tales 
principios que funda la más sana ñlosofia, y si ellos son cier- 
tos, la consecuencia es indeclinable. Se puede castigar de- 
lito cometido en el extranjero en determinadas circunstan- 
cias, pues esos son los casos primeros ineludibles y forzosos 
de extradición; de otro modo, ¿á qué conduciría fijar el De- 
recho Internacional penal, qué resultado práctico tendría 
la adopción de determinados principios? Ninguno absolu- 
tamente. Por el contrario, admítase la extradición como 
consecuencia de esos mismos principios, y ella se presenta 
como es, como complemento de las doctrinas expuestas y 
perfeccionamiento del derecho de castigar, base de toda 
legislación penal. 

7. — He considerado con detenimiento el art. 184 de nues- 
tro Código Penal Federal que contiene los principios del 
derecho penal internacional mexicano, y dicho artículo, á 
raíz de enumerar los delitos principales, cuyo castigo se re- 
serva la Nación, aun cuando hayan sido cometidos en el ex- 
tranjero, establece como condiciones necesarias para esto, 
que el delincuente haya sido aprehendido en la República 
ó se haya obtenido su extradición. 

8. — De otro modo no podría castigársele, porque juez 
propio no aplica sino ley propia y nunca ley extraña; mas 
obsérvese que son dos las posibilidades especificadas por 
la ley. 
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9. — La residencia accidental del delincuente en la Repú- 
blica, no depende de la ley ni de la autoridad que la aplica, 
es accidental puramente, y si acaece, no hay óbice para que 
se aplique el rigor de la ley penal. 

10. — Pero fuera de esa situación puramente accidental, 
como digo, existe la otra á que se refiere la ley y que ma- 
nifiesta un carácter jurídico perfectamente definido, la ex- 
tradición. 

II. — Conspire en el extranjero determinado individuo 
contra México, y México podrá pedir su extradición; esto 
es innegable, como lo es que tiene que concedérsele por paises 
que admitan los mismos principios de derecho penal; como 
lo es que tiene que conceder á su vez la extradición cuan- 
do se invoquen esos mismos principios; como lo es que con- 
tenida la materia dentro de sus verdaderos límites, y some- 
tida á ciertos principios primarios, son éstos los que traen 
consigo el derecho penal, del que se infiere el derecho de 
extradición; substraídos de lo arbitrario, puntos de tanta 
entidad en las relaciones internacionales de los pueblos, pa- 
ra formar parte de lo obligatorio, de lo forzoso, de lo que 
no puede olvidarse sin faltar á lo justo. 

12. — La extradición es, pues, un complemento del dere- 
cho penal, es ley adjetiva, ley de procedimientos; en vano 
las leyes de extradición especifican casos dentro de los que 
ella puede concederse; carecen de medios para fijarlos, ca- 
recen de principios para establecer su criterio, caminan sin 
brújula en medio de las dificultades de la ciencia. Unas le- 
yes precisarán unos delitos, otras enumerarán otros, según 
la frecuencia con que se cometan, según los dafios del mo- 
mento que ocasionen; pero no pueden establecerlos verda- 
deros principios, sin los cuales marchan perfectamente al 
acaso. Los principios, las reglas fundamentales no corres- 
ponden al procedimiento, sino al fondo, al Derecho Interna- 
cional privado penal; fíjense los principios, establézcase su 
concatenación científica y las consecuencias se presentarán 
por sí mismas, hoy unas, mañana otras, más ó menos seg^n 
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los países y las circunstancias, pero derivadas todas de las 
verdades primordiales, de la justicia absoluta en último gra- 
do, que por mil modos y en todos los casos se manifiesta y 
cuyas decisiones inapelables tienen por trabajo traducir el 
legislador y el jurista. 

13. — El primer capítulo de toda ley de extradición tiene, 
por consecuencia, que ser éste: en todos los casos en que el 
derecho penal internacional de un país admita el castigo 
del delito cometido én el extranjero, pida y conceda extra- 
dición ese mismo país. La aplicación de estas mismas teo- 
rías á la República, en vista del citado art. 184 del Código 
Penal Federal, no deja lugar á duda, y fué esto, sin duda, lo 
primero que debió tomar en consideración nuestra ley de 
extradición de 19 de Mayo de 1897. 

14. — Contienen las leyes de extradición hasta hoy adop- 
tadas, extensa y minuciosa especificación de los delitos por 
cuya comisión puede consentirse en la extradición, y esto 
es así, por cuanto á que el derecho penal internacional no ha 
recorrido el camino que debió recorrer, porque no se ha 
establecido aún definitivamente, ni su estudio se ha gene- 
ralizado suficientemente, y en tan lamentable situación, los 
delitos se cometen, los delitos sobrevienen, la seguridad se 
halla en peligro y necesario es ajustar convenios de opor- 
tunidad, que paulatinamente irán perfeccionándose, apo- 
yándose en fundamentos más sólidos y revistiendo el carác- 
ter complementario que les es propio. Cuánta sea la utili- 
dad, el inmenso beneficio que resultará del estudio metódico 
de la ciencia, de la clasificación de sus partes en el grupo á 
que pertenecen, fácil es comprenderlo desde luego, por po- 
co que se medite. 

15. — Esto expuesto, me remitiré á la citada ley de 28 de 
Mayo de 1897. Hasta cierto punto se sometió al método 
que dejo indicado, procurando salvar los principios del de- 
recho penal internacional que México sostiene á una con los 
pueblos más progresistas. No puedo detenerme al estudio de 
dicha ley, porque resultaría contra mi propósito en estas 
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lecciones. Me remito á ella y haré mención únicamente de 
algunos de sus preceptos. 

i6. — En primer lugar, admite que los tratados prevale- 
cen sobre la ley y sólo á falta de ellos regirán los preceptos 
de la ley. Es de notar en seguida que contiene reglas de 
fondo y de procedimiento perfectamente precisas, no bases 
para celebrar tratados, sino disposiciones que substituyan á 
éstos y que deben cumplirse en todas sus partes. 

17. — No ha mucho leyes de extradición no existían, sólo 
preceptos de derecho internacional -público en toda su es- 
pantosa vaguedad. Bélgica en 1833, Inglaterra en 1870, Ho- 
landa en 1875, Suiza en 1892, Francia en 1885, sucesivamen- 
te han adoptado leyes de extradición, las unas establecien- 
do bases para la celebración de tratados, las otras fijándolas 
en substitución de ellos. Un adelanto inmenso constituye ese 
conjunto de leyes; desapareció el arbitrio, desapareció el 
capricho, la fuerza parece que cede el lugar al derecho; pero 
no basta, indispensable es, en mi concepto, profundizar los 
estudios de derecho penal internacional, de los cuales es na- 
da más que un complemento la extradición que hoy ocupa, 
lugar que no le pertenece. 

18. — Establece, además, nuestra ley, que sólo en casos ex- 
cepcionales puede concederse la extradición de nacionales, 
y fija las condiciones en las que puede concederse la de los 
naturalizados. Exige la protesta de reciprocidad como in- 
dispensable para conceder la extradición, y en cuanto á pro- 
cedimientos se ocupa de todos los pormenores deseables. 
De los diversos sistemas adoptados elige el mixto, esto es, 
que según nuestra ley pertenece el derecho de conceder la 
extradición no al Poder Ejecutivo únicamente, así como 
tampoco al judicial, sino á ambos que se auxilian eficazmen- 
te, obrando cada uno en la esfera de sus facultades, á lo cual 
se presenta á maravilla la división de poderes establecida 
en la Constitución. 

19. — Conforme á ésta, niega la extradición á los delin- 
cuentes que hayan tenido la condición de esclavos, así co- 
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mo la de reos políticos, según preceptúa terminantemente 
el art. 15 del acta constitucional de derechos del hombre. 

20. — Ordena este artículo que en todo tratado deben 
quedar á salvo las garantías que el pacto Federal reconoce 
al hombre y al ciudadano, y la ley de extradición obedece 
el mandato y deja á salvo tan sagrados derechos, esto es, 
salva en su parte más noble el derecho público de la Na- 
ción, lo indispensable para su vida y desarrollo en las rela- 
ciones con sus semejantes. 

21. — Recuerdo que el Instituto de Derecho Internacio- 
nal, en su sesión de Oxford (1880), al tratar de la extradición, 
entre otras conclusiones adoptó la siguiente: 4.* "La ley y 
los tratados deberán no sólo respetar los principios de la 
civilización, sino los de orden público, consagrados por la 
legislación de cada Estado.** 

22. — El lugar que al derecho público, en vista de anterio- 
res estudios, corresponde en materia de extradición, no es 
difícil de definir. Todo Derecho Internacional privado di- 
mana del derecho público; de aquí que un país pretenda 
castigar delito cometido en el extranjero; de aquí que se le 
reconozca ese derecho en tanto derecho público del lugar 
no se oponga; la extradición que constituye el modo prefe- 
rente de ejecución de estos principios, á ellos, sin duda, que- 
da del todo subalternada. 

23. — Extradición entre dos Estados de la Federación 
Mexicana no la hay; sí entrega del criminal al Estado que 
pida su remisión, prevista por los arts. 113 y 115 de la Cons- 
titución Federal. Al Código de Procedimientos Federales 
penales toca perfeccionar las disposiciones hoy en uso, re- 
glamentando la legalización de requisitorias, sus insercio- 
nes necesarias y otros pormenores del caso. 

24. — Paso á ocuparme de otro punto de los que llamaré 
conexos al Derecho Internacional privado. Quiero referir- 
me á la prueba del derecho extranjero. 

25. — Si éste ha de aplicarse en todos y cada uno de los 
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casos que en el curso de estas lecciones he procurado fijar, 
claro está que es necesario conocerlo. 

26. — ¿Cómo llegar á este fin? Disputan los autores sobre 
los diversos sistemas que convenga adoptar para probar la 
existencia del derecho extranjero y su verdadera interpre- 
tación. 

27. — Bélgica, Francia, los Estados Unidos, Inglaterra, 
Alemania, están conformes en que el derecho extranjero de- 
be equipararse á un hecho que es necesario probar en jui- 
cio y sin cuya justificación no puede el juez desempeñar su 
cometido, como no podría hacerlo si faltara la prueba de 
cualquiera de los hechos en los que se funda la aplicación 
de la ley y que invocan los litigantes como bases de sus 
respectivos derechos. 

28.-^Contradicen ese sistema internacionalistas de la au- 
toridad de Laurent y Fiore, cuyos estudios sobre la mate- 
ria son de altísimo mérito. Por parte de México, filiado se 
halla en el sistema que dejo indicado, supuesto que termi- 
nantemente establece el art. 19 del Código Civil del Distri- 
to Federal, general conforme á la ley de extranjería: que el 
que funde su derecho en ley extranjera deberá probar la 
existencia de ésta y que es aplicable al caso." 

I No me perdonaría el no presentar las conclusiones á que llegan los intemacio- 
nalistas, no conformes con que la prueba del derecho extranjero se considere como 
prueba de un hecho. Esas conclusiones se resumen en los acuerdos del Instituto de 
Derecho Internacional, en su sesión de Hamburgo (1891). 

Dicen así: 

I. Que en el estado actual de la ciencia del derecho de las relaciones internacio- 
nales y en presencia del gran número de leyes que se promulgan en los países civili- 
zados, la prueba de las mismas no puede ser cuestión de hecho abandonada á la ini- 
ciativa de las partes. 

n. Que es necesario establecer reglas generales y uniformes que substituyan á los ^ 
diversos usos hoy en vigor, para lo que el Instituto propone que, por acuerdos interna- 
cionales, los Estados se obliguen á la aplicación de las siguientes reglas: 

A. Cuando en un proceso civil es necesario aplicar ley extranjera sobre cuya 
existencia ó interpretación no hay acuerdo entre las partes, el juez, tribunal ó corte, 
á petición de las mismas ó de oficio, declarará en una resolución preparatoria cuáles 
son las leyes ó los puntos de derecho que es necesario resolver para pronunciar sen- 
tencia. 
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29- — Semejante principio debería reglamentarse por el 
Código de Procedimientos Civiles del Distrito, pero ape- 
nas si contiene éste algunos artículos tocantes á requisito- 
rias y á prueba de sentencias pronunciadas en el extranjero; 
sin que, por otra parte, digna sea de censura tal deficiencia, 
que lo dificultoso de la materia excusa; materia que del ex- 
clusivo dominio del derecho internacional se ha creído 
siempre, y deficiencia en la que han incurrido por ig^al las 
leyes de procedimientos de los países que admiten la mis- 
ma teoría que el Código Civil del Distrito repitió en sü ci- 
tado art. 19. 

30. — Por mi parte juzgo que no es lícito apartarnos de 
la enunciada doctrina, y recuerdo haber sostenido con an- 
terioridad, que cualesquiera que sean las prerrogativas que 
se reconocieran á las leyes extranjeras, quedaban del todo 
subalternadas á la voluntad de las partes que las alegaran 
en su favor y que probaran su existencia y verdadera inter- 
pretación. 

31. — Surge aquí la cuestión de si los jueces, de oficio, de- 
ben aplicar la ley extranjera cuando corresponde, ó si, por el 
contrario, tienen de esperar que las partes la invoquen á su 
favor. 

32. — Laurent, con su acostumbrada lucidez, diserta am- 
pliamente sobre la materia y critica á Foelix, Demangeat 
y otros autores que opinan por la negativa; y aun en algu- 
nos artículos de su proyecto de reformas al Código Belga, 
sostiene que las partes, por convenio expreso ó por volun- 
tad tácita, no pueden impedir la aplicación de ley extranje- 

B. El juez ó el presidente, en el plazo más corto posible, enviará cartas rogatorias 
por medio de los Ministerios de Justicia 6 de Negocios extranjeros, al Ministerio de Jus- 
ticia del pafs cuyas leyes 6 puntos de derecho se pretende conocer. 

C. El Ministerio de Justicia del Estado requerido responderá el requerimiento, 
absteniéndose de todo consejo ó parecer sobre la cuestión de hecho y limitándose á 
atestiguar la existencia y el tenor de las leyes. 

D. Tan luego como los testimonios de las leyes ó los certificados respectivos se 
remitan, quedarán depositados en el secreto del juzgado, entretanto continúan los pro- 
cedimientos á petición de la parte más diligente. 
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ra, y sugiere muy oportunas reflexiones, principalmente res- 
pecto de estatuto personal y de contratos. 

33. — No juzgo que la cuestión sea de obvia resolución, 
pero entiendo que no es evitable lo que llamaré omisión de 
los jueces, en determinados casos que por ley extranjera de- 
ben resolverse* 

34. — Atiéndase á que previamente á la aplicación de toda 
ley extranjera debe probarse la nacionalidad de los intere- 
sados. Esto significa mucho, y no es remoto que, ante prue- 
ba tan difícil, á veces claudiquen derechos por otra parte jus- 
tos é incontrovertibles. ¿Cómo pudieran los jueces suplir 
esa prueba, cómo adquirir los datos que las partes solamen- 
te conocen, cómo suplir la voluntad ó la imposibilidad de 
los interesados, si no quieren ó no pueden justificar su na- 
cionalidad y la permanencia en ella? 

35. — Después del punto de nacionalidad se presenta el 
derecho, la ley que ha de resolver toda cuestión de Derecho 
Internacional privado que se suscite, de estatuto personal, 
real, perteneciente á contratos, á testamentos, á derecho mer- 
cantil, á formalidades habilitantes y á otra multitud de ma- 
terias que pueden presentarse. ¿Posible es que el juez de un 
lugar conozca las disposiciones todas que tiene que aplicar? 

16,— Jura novit curia, dice la antigua máxima de dere- 
cho, los jueces conocen el derecho, esto es, se presume que 
lo conocen, tienen obligación de conocerlo; pero esto se en- 
tiende de su derecho propio, de las leyes de su país, no de 
las extrañas. Que el juez no sea profano á la ciencia del 
derecho, que conozca su génesis, que se halle iniciado en los 
principios generales de la ciencia, bien está, pero el porme- 
nor, las leyes todas del mundo, posibles é imaginables, no 
hay presunción ni máxima que baste á fundarlo. Puede, sin 
duda, exigirse á cualquier juez que se haga cargo é inter- 
prete científicamente toda ley que se someta á su conoci- 
miento, pero conocerlas todas en su recta interpretación, 
es un verdadero imposible, contra el que han de fracasar 
todas las hipótesis y las ficciones del mundo. 
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37- — Repito que el asunto es grave. Al tratar del dere- 
cho público como base del Derecho Internacional privado, 
enumeré diversos preceptos de él, y por modo especial me 
referí á las reglas mismas del Derecho Internacional priva- 
do, que establecen preferencia de una ley respecto de otra, 
y asenté que son preceptos de derecho público interior, 
puesto que no se vinculan exclusivamente con la utilidad 
de los particulares; p>ero indiqué, igualmente, que si se les 
considera como de derecho público internacional, no lo son 
en toda su extensión. 

38. — Importa esclarecer estas distinciones. Principios de 
derecho civil de un país son inconcusamente de derecho 
privado, porque miran á la utilidad de los particulares; sin 
embargo, hay una parte de ellos que es de derecho público, 
no interno sino internacional, porque representa derechos 
que se ligan con la vida y desarrollo de una nación, y en 
esa parte los principios civiles á que vengo refiriéndome 
exigen aplicación extraterritorial, que consienten los países 
vecinos. Con extensión expliqué anteriormente esta idea. 

39. — Ahora bien: por modo semejante, principios de de- 
recho público interno, como son los relativos al Derecho 
Internacional privado, en cierta parte no son de derecho 
público internacional, sino que soportan no ser respetados 
en toda su extensión por las naciones amigas. Principio es, 
por ejemplo, de derecho público interno y regla de Derecho 
Internacional privado, respetar la ley de la nacionalidad, 
pero no es tan absoluto que fuera de él ni se admita aplica- 
ción de ley extraña ni se toleren ciertas limitaciones por 
otros países establecidas; á pesar del principio se podrá ad- 
mitir aplicación de ley del domicilio si así lo establece le- 
gislación extraña; y en cuanto á la legislación propia, no en 
todo y por todo se ha de pretender que domine ley na- 
cional en los casos que corresponde, sino únicamente cuan- 
do sea así indispensable para salvar los elementos de vida 
de la Nación. 

40. — Siendo esto así, creo que pueda encontrarse regla 



Digitized by 



Google 



289 

segura para la prueba del derecho extranjero, en lo que se 
relaciona con los deberes del juez, tomándola del derecho 
público, sobre cuyo alto carácter, en derecho internacional, 
he insistido tan frecuentemente. 

41. — Supóngase un caso de ninguna importancia, en el 
que correspondería hacer aplicación de ley extraña; no la 
invocan las partes, ni menos la justifican; bien estaque se 
postergue la ley extranjera y se falle por ley del lugar; las 
reglas de Derecho Internacional privado quedan aún sin 
aplicación, y esto por razón secundaria, como es la omisión 
de las partes interesadas. 

42. — Por el contrario, el caso es de toda gravedad y com- 
prende el juez que el interés de la Nación, su derecho pú- 
blico se halla empeñado en que ley extranjera sea debida- 
mente aplicada, porque de lo contrario pueden sobrevenir 
males de trascendencia. La nacionalidad la supongo proba- 
da, y queda únicamente por resolver si el juez, de oficio, 
debe procurarse la prueba de esa ley. Casos en que el dere- 
cho público no se interesa especialmente el juez no se subs- 
tituye á las partes; pero hay casos en que el derecho públi- 
co sí se interesa muy particularmente y debe substituir la 
diligencia de ellas; no solamente perfeccionar tal ó cual 
medio probatorio de que defectuosamente se haya hecho 
uso, ni por medio de las facultades para mejor proveer, 
subsanar tal ó cual deficiencia, sino procurarse una prueba 
que las partes, tal vez con malicia, no han promovido. 

43. — Una poderosa compañía elude, por ejemplo, la apli- 
cación de la ley extranjera á la que debe su formación y 
que arroja sobre sus partícipes y directores determinadas 
responsabilidades; pues bien: constando la nacionalidad, el 
juez debe procurar, por todos los medios posibles, el cono- 
cimiento de la ley extranjera. Casos de estatuto formal, de 
quiebra, de matrimonio, multitud pueden presentarse en 
que la Nación se interese en que se aplique ley extranjera. 
Cosa muy particular, el derecho público positivo funda la 
pretensión de aplicar la ley extraterritorialmente, la con- 
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siente el país amigo en tanto su derecho páblico no lo im- 
pide, y este derecho páblico que limita, ha sido el objeto de 
constante estudio de los italianistas. 

44. — Pues bien; hay más: tiene tal extensión el derecho 
público como base del Derecho Internacional privado, que 
no se concreta á exigir aplicación de ley propia y á limitar- 
la á veces, sino que aún exige en ciertos casos aplicación de 
ley extranjera, porque con esa aplicación se ligan las bue- 
nas costumbres, el orden y la moralidad de las sociedades, 
la seguridad de los contratos ú otros elementos tan nece- 
sarios como éstos para la vida y desarrollo de un país. 

45. — Entiendo que el criterio indicado guía suficiente- 
mente el arbitrio judicial, concilia el buen orden en la ad- 
ministración de justicia y el respeto debido á los principios 
de Derecho Internacional privado. Todos son de derecho 
público, se dirá, y si de esta circunstancia se toma pie, ma- 
lamente puede pretenderse haber encontrado método cier- 
to para pedir de oficio aplicación de ley extranjera; pero 
no es esa calidad en la que insisto, sino en la que voy ex- 
plicando, y se deduce de varias de las disposiciones legales 
de un país, que traen consigo que se perjudique si no se 
aplica ley extranjera, cuyo conocimiento en tal situación 
excepcional, deben, de oficio, procurarse los jueces. Varían- 
tes del derecho público, casi sutilezas, que descansan en la 
prudencia judicial y que no substituye, hasta hoy, la cien- 
cia con mejores recursos. 

46. — El medio que sugieren las escuelas, de que he he- 
cho arriba mención, es el único que prácticamente salva las 
dificultades. La existencia de ley extranjera es un hecho, 
su interpretación es otro hecho, pero de orden diverso; así 
como en derecho penal la existencia de la herida es un he- 
cho que se prueba por testigos, y su clasificación y sus con- 
secuencias son un hecho de orden diverso, moral ó científi- 
co, pero sujetos ambos á determinada prueba. Preséntese 
un código y sosténgase que es tal ó cual la interpretación 
de uno de sus artículos, y se encontrará que lo primero pue- 
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de comprobarse de modo determinado y lo segundo por 
dictamen pericial, asi como si se duda de las consecuencias 
probables de la herida 6 de la clase de daños que soporta- 
rá el que la recibe. 

47. — Testigos, dicen los prácticos, no son jueces; peritos 
no son testigos sino más bien jueces, porque sus dictáme- 
nes participan de los caracteres de las disposiciones del tes- 
tigo y de las apreciaciones del juez. Algo de esto acontece 
con la prueba del derecho extranjero. 

48. — Inevitable del todo, en mi concepto, la adopción 
del sistema á que me he referido, importa precisar por qué 
medios puede llegarse á la justificación de ley extraña y su 
recta interpretación. No que sea aplicable ó no al caso de 
disputa, esto lo sabe el juez, maestro en derecho civil como 
en Derecho Internacional privado, sino que aplicable como 
ha de ser ley extranjera, cual es ella y su verdadera signi- 
ficación. 

49. — Supóngase un caso por todo extremo sencillo: que 
la mayor edad de un extranjero se adquiere á los 21 años, 
y probada la nacionalidad se presente el texto oficial de la 
ley extranjera que en los mismos días ha establecido el pre- 
cepto referido. Parece que no ha lugar á duda de ningún 
género y que el juez puede proceder á la aplicación de di- 
cha ley. 

50. — Pero ésta es antigua ó se presenta un texto cuya 
autenticidad no consta, ó el precepto no es claro, ó por 
cualquier otro motivo surge duda sobre la verdadera sig- 
nificación de la ley. ¿Qué hacer, cómo proceder en los múl- 
tiples casos que pueden presentarse? 

51. — Primeramente el hecho de la existencia de la ley es 
un hecho de índole especial; las leyes se promulgan de mo- 
do determinado, y sus ejemplares pueden autentizarse tam- 
bién por modo especial. Desde luego he aquí el modo de 
probar el derecho extranjero, si bien sería sumamente difí- 
cil, y por esto, aun cuando la ley que se presenta no tenga 
á su favor todos los requisitos indicados, se le da crédito y 
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se la respeta como si los tuviera. Nadie dudaría del texto 
de un articulo del código francés, por ejemplo, conocido y 
reimpreso en el universo entero, y por tanto, es de admitir- 
se en la materia la prueba de presunciones por indiscutibles 
motivos sostenida y corroborada, siempre que produzca 
convicción suficiente en el ánimo judicial y ninguna razón 
de duda pueda aducirse. 

52. — Prueba testimonial en tiempos anteriores se ha usa- 
do y todos los otros medios de prueba que pueden referir- 
se á un hecho de la naturaleza del que se trata, podíanse 
adoptar, pero con suma cautela debe proceder la ley que 
de tales pormenores se ocupe, sin perder nunca de vista la 
conciencia del juez. 

53. — Conviene mencionar aquí los esfuerzos que se han 
hecho para que todas las leyes de todas las naciones sean 
oportunas y recíprocamente transmitidas, de modo que 
cuando menos del texto legal de la disposición y de su vi- 
gencia no pueda dudarse. 

54. — Laurent alaba á Story por el deseo que manifestó de 
que cada gobierno remita á los demás con quienes se halla 
en relaciones, noticia de las leyes que expida. Algo de esto 
se hace en la práctica, particularmente respecto de ciertas 
leyes que por modo especial interesan á los extranjeros; pe- 
ro no basta en verdad. En consecuencia, con esas ideas se 
han celebrado conferencias en Bruselas (1880 y 1883) para 
asegurar el envío de las publicaciones oficiales de los paí- 
ses que estuviesen representados y aceptasen lo propuesto 
en dichas reuniones. Sin embargo, no han dado el resulta- 
do apetecible diligencias tan dignas de elogio. Por último, 
el Instituto de Derecho Internacional, principalmente en 
sus sesiones de Heidelberg (1887) y de Ginebra (1892), ha 
hecho laudabilísimos esfuerzos en el sentido mismo de las 
conferencias de Bruselas, pero sin que el buen éxito haya 
coronado su buen deseo. 

55.— Laudables empeños nada más son los manifestados 
por las entidades á que me he referido. Es, en mi concepto, 
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imposible de hecho, disponer á toda hora ó á todo momen- 
to de los textos legales aplicables á cada caso particular. 
Apelo á la experiencia diaria de toda clase de juristas. 

56. — Débese recordar que no todas las naciones se rigen 
por la ley escrita, sino que Estados poderosísimos respetan 
la costumbre, el derecho consuetudinario, como fondo de 
su legislación, y ese derecho consta en las recopilaciones de 
sentencias, en la tradición y las prácticas de los tribunales, 
en las doctrinas y en los pareceres de los autores. ¿Dígase 
si es posible reunir y tener á mano todos estos elementos, 
no ya respecto de toda la legislación de un país, sino de uno 
solo de sus ramos, aun de aquellos que menos adelanto acu- 
sen en la época actual? 

57. — No es esto todo; legislación escrita como derecho 
consuetudinario, su letra nada significa, es necesaria la in- 
terpretación. Ésta constituye la ciencia del derecho; si las 
leyes fueren perfectas y claras no habría juristas ni ciencia 
jurídica, y necesario es no desentendernos dé que pertene- 
cemos á una mísera humanidad que en nada puede alcan- 
zar la perfección. La interpretación de ley propia la pro- 
pone juez propio, con revisiones primeras y segundas, y 
casaciones y todo lo demás que se ha imaginado para al- 
canzar la verdad legal, la verdad que suple á la verdad ab- 
soluta que está fuera del alcance humano; pero la interpre- 
tación de ley extranjera exige otros elementos. 

58. — Fiore (3.* edición, párrafo I, cap, 8), que es uno de 
los autores que con más acierto ha tratado la materia, nos 
inicia en las prácticas y doctrinas inglesas, que toma de 
Westlake. Establece Inglaterra la prueba del derecho ex- 
tranjero, y á falta de ella aplica ley del lugar. Se prueba la 
ley extranjera y su recta interpretación por testigos perí- 
tos en derecho. Todo tribunal que tenga su residencia en 
un punto cualquiera de los dominios británicos, podrá con- 
sultar á un tribunal superior de cualquiera otra parte de los 
mismos dominios, respecto del derecho que, según la legis- 
lación vigente en aquel punto determinado, resulte de los 



Digitized by 



Google 



294 

hechos mencionados en la demanda. Por regla general, las 
respuestas de los tribunales superiores son obligatorias, se- 
gún la ley de 1861. Estatuto 24 y 25, Victoria, cap. II. Pue- 
de la Reina celebrar tratados para que todo tribunal su- 
premo de los dominios británicos pueda consultar á cual- 
quier tribunal supremo de otro país respecto del derecho 
que, según la legislación de su propio Estado, resulte de los 
hechos mencionados en la demanda. Dispone, además, dicha 
ley, que los tribunales británicos deben responder á todas las 
consultas que les dirijan los de otros Estados. Hay que ad- 
vertir que los pareceres que por el modo indicado obtienen 
los tribunales ingleses, no les son obligatorios. 

59. — No se avienen bien, ciertamente, tales prácticas con 
los principios sobre relatividad de cosa juzgada y prohibi- 
ción á los tribunales de hacer declaraciones generales de 
derecho, principios vigentes en todos los países de derecho 
escrito, como es el nuestro, motivos por los que sólo con las 
debidas modificaciones podrían adoptarse en México las doc- 
trinas indicadas, de indiscutible utilidad práctica. 

60. — En cuanto á los testigos, por mucho que sean peri- 
tos, y su dictamen, por consecuencia, no sea puramente tes- 
timonial, desde luego se recomienda la precaución de que 
sean examinados con intervención de alguna autoridad. 

61. — En todos los países ha estado en uso la prueba tes- 
timonial para probar el derecho extranjero, prueba que 
recae sobre un hecho; sin embargo, Laurent (T. II D. Y. 
P.) transcribe la opinión de Bouhier, quien dice que muy 
frecuentemente los testigos se inclinan á favor de la parte 
que solicita su dictamen, y de aquí que toda precaución deba 
usarse para obtener las declaraciones probatorias testimo- 
niales acerca de la ley extranjera. 

62. — Fiore, lugar citado, resume su doctrina en los pá- 
rrafos siguientes: 

**(27o). Cuando tratamos de este mismo asunto en otra 
obra (efectos internacionales de las sentencias), hemos creído 
oportuno proponer como expediente más eficaz, el de hacer 
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obligatorio, medíante tratados entre los tribunales de los di- 
versos paises, dar informes exactos acerca de la ley positi- 
va vigente en el Estado, cuando sean requeridos por un tri- 
bunal que entienda en un litigio que lo requiera, y parece 
que esto debería confiarse á los Tribunales Supremos, por 
correspondencia directa, sin necesidad de apelar á la vía di- 
plomática; pero juzgamos que, aun cuando no existan tra- 
tados, lo mejor que puede hacerse por parte del tribunal 
que entienda en un asunto litigioso, cuando con todos los 
medios de que pueda disponer no llegue á adquirir conoci- 
miento exacto del derecho extranjero, será dirigir una re- 
quisitoria al tribunal extranjero, pidiéndole informes acerca 
de la regla de derecho sobre la que exista duda. Una peti- 
ción de esta naturaleza estaría siempre justificada por el 
principio de la comitas gentium y por la mutua asistencia de 
todos los Estados civilizados, respecto de la recta adminis- 
tración de justicia." 

"No queremos decir con esto que el tribunal pueda di- 
rigirse al Tribunal Supremo extranjero, pidiendo que éste 
declare cuál es el derecho aplicable al hecho controvertido. 
Esto conduciría á desnaturalizar el organismo del Poder 
Judicial, que ha sido instituido para juzgar y resolver las 
cuestiones entre los particulares, y no para dar dictámenes 
respecto de cuestiones jurídicas. Decimos únicamente que 
podría preguntarse al tribunal extranjero si estaba ó no 
vigente una disposición determinada. La aplicación de ésta 
al asunto controvertido deberá dejarse íntegra al tribunal 
que entiende en el litigio.*' 

"(271). También puede haber otros medios para conse- 
guir el mismo resultado, sin recurrir al propuesto por noso- 
tros, y debe dejarse al prudente arbitrio del tribunal juz- 
gador el utilizar el que crea más oportuno. Uno de ellos 
podrá ser el pedir á personas más competentes ratione 
officit, un dictamen motivado y razonado respecto del dere- 
cho aplicable al acto de que se trata. Para obtener una opi- 
nión imparcial, parece oportuno que el tribunal juzgador* 
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nombrase á las personas destinadas á dar el parecer legal, 
pro verítate^ las cuales no deberán de ser menos de tres. 
Obrando de este modo podrá el tribunal hallar en las ra- 
zones debatidas y expuestas por los peritos lo necesario pa- 
ra ilustrarlo.** 

"También los agentes diplomáticos pudieran servir para 
el caso, y nada obstaría que el tribunal se dirigiese á los 
cónsules residentes en el extranjero, á ñn de conocer si una 
ley determinada estaba ó no vigente en aquel país, y sobre 
todo para adquirir el conocimiento del texto y valor jurí- 
dico de las leyes y de los usos comerciales. Conviene, sin 
embargo, tener presente, cuando se quiera proceder de este 
modo, que las informaciones de los cónsules deben consi- 
derarse como uno de los medios de instrucción para cono- 
cer la ley vigente en el país en que ejercen su cargo, pero 
no puede considerarse su declaración como prueba autén- 
tica y concluyente del derecho extranjero. Corresponde 
siempre al magistrado que debe juzgar, el derecho de apre- 
ciar libremente^ con su prudente arbitrio, el valor de las in- 
formaciones de los cónsules, como de cualquier otro medio 
instructorio por él ordenado." 

62. — Preséntanse,pues, como medios para conseguir el ob- 
jeto deseado, los propuestos por Fiore, que en verdad, no re- 
pugnan con los principios fundamentales jurídicos admiti- 
dos por los países más adelantados, ya de derecho escrito, 
ya de derecho consuetudinario. 

63. — Redúcense esos medios, si la consulta y comunica- 
ción directa entre tribunales no se juzgare exenta de incon- 
venientes á la averiguación del derecho extranjero por me- 
dio de los agentes diplomáticos ó de los cónsules, que ya 
obran por sí mismos ó se dirigen á las autoridades adminis- 
trativas, los tribunales ó á determinados abogados ó peri- 
tos que emiten dictamen acerca de la ley, su vigencia y su 
recta interpretación. 

64. — Requiérese primeramente la intervención del go- 
bierno del país que investiga la ley extranjera, por medio 
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de sus agentes diplomáticos ó consulares; dirígense éstos á 
la autoridad que, según la constitución y leyes del pais cuya 
ley se investiga, tiene facultad de certificar los tres hechos 
que dejo indicados, y si por accidente no puede obtenerse 
de este modo el resultado apetecido, se recurre á los peri- 
tos en derecho, por medio de las legaciones, lo cual aparta 
toda sospecha de parcialidad por parte de los testigos ó sea 
de los peritos que declaran. 

65. — Parece que estas precauciones bastan para conseguir 
el fin deseado, é importa insistir sobre qué clase de repre- 
sentantes son los que deben intervenir en la investigación 
de ley extraña. Los ministros diplomáticos tienen, sin duda, 
una representación mucho más general que los cónsules. 
Éstos ocupánse principalmente de materias comerciales y 
de las cuestiones que á los bienes de sus nacionales se refie- 
ren, como acontece con las sucesiones, y si bien las fun- 
ciones de los cónsules se amplían cada vez más, siempre se 
procura que sus facultades queden perfectamente defini- 
das, ya por la ley del lugar que los envía, ya por la del 
lugar que los recibe, lo que no puede suceder respecto 
de los agentes diplomáticos. Ese ensanche de facultades 
da por resultado que en algunos lugares las funciones con 
sulares puedan equipararse á las de los ministros diplomá- 
ticos, é independientemente de estas diferencias, si la ley 
de que se trata se refiere principalmente al comercio 6 á 
los intereses de los individuos, bajo el aspecto de que son 
objeto de la protección consular, resulta que no tanto por 
razón de oficio, cuanto por razón de la materia de la ley 
que se investiga, son los cónsules los llamados á esclarecer 
todo lo relativo á vigencia é interpretación de la ley ex- 
tranjera. 

66. — Esto aparte, como facultad especial de las muchas 
que van concediéndose diariamente á los -cónsules, puede 
concederse la de que presten sus servicios á sus gobiernos 
en la importante materia que indico, y esto explica suficien- 
temente la práctica de recurrir á los cónsules con el objeto 

3« 
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de averiguar y probar definitivamente ante los tribunales 
el derecho extranjero. Claro está que lo dicho no minora, 
ni menos elimina del todo, la intervención de los agentes di- 
plomáticos, á la que deberá ocurrirse, en mi concepto, no 
sólo cuando asi lo traiga consigo la organización particular 
del país que investiga la existencia de la ley extranjera, sino 
cuando lo exijan así los casos que estén por resolverse, tan- 
to por razón del punto jurídico á discusión, cuanto por la 
gravedad y trascendencia de los casos. 

dj. — Esto expuesto en cuanto á la intervención di- 
plomática y consular del país que investiga la ley extran- 
jera, debo decir que, por razones análogas á las aducidas, 
ningún inconveniente pulso para admitir la misma inter- 
vención de los representantes extranjeros acreditados cer- 
ca del gobierno que procura el conocimiento de la ley ex- 
traña. 

68. — ^¿Qué inconvenientes habrá en que los cónsules ex- 
tranjeros en la República, principalmente respecto de mate- 
rias que les corresponde por la naturaleza de sus funciones, 
certifiquen la existencia de tal ó cual ley, la fuerza probato- 
ria de tal ó cual acto, la interpretación usual de determina- 
da disposición legislativa? Repito que ningún inconveniente 
hallo respecto de tales prácticas, y aun las considero de gran 
utilidad y muy recomendables, quedando, sin embargo, á la 
prudencia judicial el asentimiento que á tales certificacio- 
nes deba darse por razón de todas las circunstancias del 
caso; y quede bien entendido que si me refiero á los cónsu- 
les y sus delegados que se hallan esparcidos por todas las 
plazas importantes de un país, por ningún motivo elimino 
ni podría eliminar á los agentes netamente diplomáticos de 
determinada nación. 

69. — Recurro al arbitrio y á la prudencia judicial como 
prenda segura de garantía para los derechos y la propiedad 
de los individuos. Tal intestado de poca monta puede pre- 
sentarse, que sin dilatados trámites, con sólo la certificación 
consular pueda decidirse conforme á la ley extranjera; ofréz- 
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case un juicio hereditario en que existen bienes de todas 
clases y de mucha entidad: el juez debe ser mucho más 
cauto para la prueba del derecho extranjero, y si surgen 
cuestiones de nacionalidad y disputas de derecho acerca de 
las verdaderas leyes que rijan la materia, no ya en cuestio- 
nes hereditarias, sino en cualesquiera otras de jurisdicción 
voluntaria ó contenciosa, debe el juez entonces echar mano 
de todos los recursos que el Derecho Internacional admite, 
sujetos siempre á su prudente arbitrio, eje, en mi concepto, 
sobre el que gira en este punto la administración de justi- 
cia, que no se sabe cuándo es más defectuosa, si cuando 
peca por exceso ó por sutileza ó por defecto. 

70. — Desde el caso más insignificante que se presente en 
una aldea, hasta aquel en que se disputan intereses cuantio- 
sos, que suelen provocar hasta reclamaciones é intervención 
directa de los gobiernos, hay una inmensa escala que reco- 
rrer, que gradúa el arbitrio judicial. Una simple certifica- 
ción consular, la deposición de testigos, hasta los conoci- 
mientos propios del juez y la notoriedad de la existencia de 
una ley extranjera, se hallan en el extremo inferior de la es- 
cala; veamos lo que deberá practicarse cuando se trate del 
extremo superior, del caso más arduo posible, en el que se 
duda de todo: de la existencia, de la vigencia y de la inter- 
pretación de la ley extranjera ó de la costumbre. 

71. — En esta situación, ya lo he dicho, la intervención 
diplomática, á fin de obtener prueba segura acerca de los 
tres puntos indicados, servirá al juez de norma para pro* 
nunciar su decisión. Recuerdo que las leyes inglesas, poco 
ha mencionadas, obligan á los tribunales ingleses .á contes- 
tar consultas aun cuando sean reiteradas sobre el mismo jui* 
ció, para que duda no quepa sobre el fallo que deba pro- 
nunciarse, y tales ó mayores precauciones deben tomar los 
jueces por los medios indicados, para formar convicción y 
conciencia legal. En cuanto á que las respuestas de los tri- 
bunales sean obligatorias para aquellos que hacen la con- 
sulta, paréceme acertado lo establecido por las citadas le- 
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yes inglesas, que dejan á salvo la apreciación del juez que 
dirima la contienda. 

72. — Por lo demás, hablo aquí de medios de prueba, que 
el promoverla ó no, tengo ya sobradamente indicado cómo 
por regla general corresponde á las partes, y en casos rarí- 
simos y excepcionales al juez que, de oficio, salva el derecho 
público del lugar. 

73. — Todo lo expuesto, como digo, se apoya en las doc- 
trinas de Fiore y demás autoridades á que he hecho refe- 
rencia; pero no entiendo haber tratado ni la materia de ex- 
tradición, de la que me ocupé anteriormente, ni la de prue- 
ba del derecho extranjero; he hecho vagas indicaciones 
comprendiendo puntos tan importantes en mis estudios ge- 
nerales, por las razones que indicaré en la lección siguiente, 
y no sin tener en consideración que no repugna lo que dejo 
expuesto, ni á los principios generales de derecho, organi- 
zación judicial y administración de justicia que la Repúbli- 
ca reconoce, ni á su ley consular de Noviembre 26 de 1859, 
ni al reglamento del cuerpo consular mexicano de 16 de 
Septiembre de 1871, ni á la ley reglamentaria del cuerpo 
diplomático mexicano de 7 de Mayo de 1888, ni á ninguna 
de las disposiciones á ellas relativas. 

74. — Siguiendo el método adoptado en estas lecciones, 
mencionaré la prueba del derecho extraño en los conflictos 
internos de Estado á Estado de la República. Es de toda 
evidencia que la prueba de ese derecho no ofrece serias di- 
ficultades. La presentación de la ley de un Estado es hace- 
dera para las partes interesadas. La investigación de su vi- 
gencia es igualmente del todo llana, por medio de certifi- 
cación que ellas presenten de autoridad competente y la 
parte de más entidad, la recta interpretación de la ley, que 
sólo por declaración pericial puede obtenerse, no es difícil 
se la procuren las partes por medio de exhortos que las au- 
toridades judiciales dirijan á las de su clase de otro Estado 
de la Federación, en los términos que las leyes de procedi- 
mientos permiten, y teniendo en cuenta el medio probatorio 
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que se propone, la materia sobre que versa la prueba y las 
facultades que por su noble oficio asisten respecto de todo 
ello al juez que la recibe. 

75. — ^¿Puede el juez, de oficio, investigar derecho de Es- 
tado extraño y aplicarlo en los casos que corresponda? 

76. — Si esta cuestión ha dado lugar á los más reñidos de- 
bates cuando se trata del derecho extranjero, ¿cómo deberá 
resolverse cuando se trata de un mismo país? 

jj. — Recurramos á los principios. El derecho público 
sostiene á la aplicación de ley extraña, y la limita á su vez 
según se ha explicado; ese derecho público lo mismo se deja 
sentir en conflictos externos que internos. Si hemos soste- 
nido que la aplicación de ley extraña no es obligatoria cuan- 
do las partes no la justifican, es por razón de imposibilidad 
para obrarse de otro modo. 

78. — ^¿Existe esa imposibilidad cuando se trata de con- 
flictos internos? ¿Es tan respetable el derecho público de 
los Estados que obligue á la investigación de la ley extraña? 
De hecho la imposibilidad es menor, pero no de derecho. 
No veo, por otra parte, males de inmensa trascendencia, si 
las partes á quienes interesa el derecho extraño, y que ex- 
presa ó tácitamente lo renuncian, se les obligue á acojerse 
á él; opto, pues, porque en los conflictos internos, como en 
los externos, la falta de alegación del derecho extraño y su 
falta de justificación, lleve consigo aplicación de la ley del 
lugar. Excepción hecha, por supuesto, de los casos excep- 
cionales en que, á semejanza de lo que acontece en los con- 
flictos externos, derecho público de Estado se halle intere- 
sado en la aplicación de ley extraña, en los que de oficio 
debe el juez procurarse su conocimiento y asegurarse de 
su recta interpretación. 

79. — En suma: prueba documental á veces, y casi siem- 
pre prueba testimonial simple ó testimonial pericial, que 
según el número de testigos, su calidad, materia sobre la 
que declaren y demás particulares del caso, ilustrarán la 
conciencia del juez, distinguiéndose cuidadosamente loque 
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pertenece á la existencia de la ley de lo que pertenece á 
su interpretación. 

8o. — Pueden los jueces, en casos que á su juicio lo exi- 
gen, extremar su diligencia, y con las facultades que las le- 
yes que en nuestro país y los que se rigen por principios 
semejantes, se les reconocen /ar^ mejor proveer^ apurar los 
medios á su alcance para llegar al pleno conocimiento de la 
ley extranjera, y las partes podrán, sin duda, hacer las in- 
dicaciones necesarias; pero por regla general los jueces 
proveerán, dentro de los límites aquí indicados, las promo- 
ciones de las partes en cada contienda judicial interesadas. 

8 1. — Lo dicho en cuanto á conflictos civiles; tocante á 
los penales no ha lugar á la prueba del derecho extranjero. 
Cada juez, como he dicho anteriormente, no aplica más que 
su propia ley. En los casos excepcionales en que pudiera 
necesitarse conocimiento de las leyes de diversos Estados 
de la República en los conflictos internos, el juez debe pro- 
curarse noticia de ellas, de oficio, y por todos los medios que 
ponen las leyes en manos de los guardadores de los dere- 
chos de la sociedad. 
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LECCIÓN VIGÉSIMOSEGUNDA 



Pantos conexos del Derecho Internacional privado. — Su parte general 
y su parte especial. 

I. — Después de propuestos los medios adecuados, en mi 
sentir, para resolver los problemas fundamentales del De- 
recho Internacional privado, me he ocupado de diversos 
puntos secundarios, conexos con aquellos medios ó princi- 
pios y que los desarrollan convenientemente. 

2. — Al tratar de estatuto personal, sostuve la ley de la 
ciudadanía y del domicilio; para el estatuto real, la ley de la 
ubicación dentro de ciertas condiciones, y por modoseme- 
jante procedí respecto de contratos, sucesiones, estatuto 
formal y aun de los delitos cometidos fuera del territorio 
nacional y de los que pudiera pretender castigar un Estado 
de la República, cuando en otro Estado se hubiere infringi- 
do la ley penal. 

3. — Pero las leyes que por virtud de las doctrinas que 
he procurado sostener deben aplicarse en tal ó cual caso, 
no pueden serlo si no se deciden asimismo puntos secun- 
darios, de los cuales es absolutamente indispensable hacer- 
se cargo, si aquellas reglas han de llevarse á la práctica y 
si los principios de derecho internacional adoptados han de 
obtener su exacto cumplimiento. 

4. — Por esto, á raíz de todo aquello que significa exposi- 
ción del sistema en sus partes substanciales, pasé á ocupar- 
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me de la ciudadanía, del domicilio, de la competencia, de 
la nacionalidad, de la extradición, y por último, de la prue- 
ba del derecho extranjero. 

5. — Ligerísima reminiscencia haré de todas estas mate- 
rias, á efecto de esclarecer el método seguido por mi y de 
deslindar con toda exactitud aquellos puntos que pertene- 
cen al Derecho Internacional privado, al público, ó que se 
encuentran en los limites de uno y otro derecho y que por 
los autores que de ambos tratan, han sido dilucidados am- 
pliamente. 

6. — Si la ciudadanía y el domicilio sirven de base para 
resolver multitud de conflictos externos é internos, ¿cómo 
no precisar su verdadera noción, lo que significan, lo que 
pueden llegar á ser, si leyes adecuadas se ocupan de defi- 
nirlos y fijar la mejor doctrina sobre materia tan principal, 
que pertenece, sin duda, al Derecho Internacional privado, 
si éste ha de tener su completo desarrollo? 

7. — La competencia de los jueces es otra materia que, 
según demostré á su tiempo, pertenece al Derecho Interna- 
cional privado. Conflictos sobre competencia pueden pro- 
ducir daños tan trascendentales como los conflictos de de- 
recho, y necesaria es la intervención de una ley común y 
superior que los dirima, teniendo principalmente aplicación 
estas razones respecto de conflictos internos, según opor- 
tunamente tuve lugar de observar. 

8. — La nacionalidad es otro de los puntos de que en ge- 
neral me he ocupado, y en vista de los escritos de los auto- 
res, bien pudiera dudarse si pertenece al Derecho Inter- 
nacional privado ó al público. 

9. — Los especialistas de este último derecho tratan pre- 
ferentemente de la nacionalidad común ó privilegiada, de 
la colectiva, de la naturalización y otros particulares que, 
en mi concepto, caen bajo el dominio del Derecho Interna- 
cional privado. 

10. — En cualquier conflicto que se suponga, lo primero 
que debe depurarse es la nacionalidad de los interesados, y 
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sobre nacionalidad hay muy concretos principios que el de- 
recho internacional admite, y los cuales han de servir de 
norma para la resolución del caso á discusión. 

II. — Estos principios se vinculan con los individuos, 
su modo de ser y sus cualidades personales; cierto es que 
interesan al mismo tiempo á las naciones, pero sin duda 
primariamente á los individuos. 

12. — Comprendo, sin embargo, que por modo tal una 
nación se interese en hacer prevalecer tales ó cuales pre- 
ceptos que, aun sin que determinados nacionales suyos sean 
parte en un litigio, ha de sostener aquéllos, frente á otras 
naciones que los desconozcan, y esto explica cómo una 
cuestión de Derecho Internacional privado, de derecho in- 
ternacional público se ha considerado, profundizándola to- 
da clase de autores. No obstante esto, si se atiende á los 
progresos alcanzados en estos últimos tiempos, y al carác- 
ter de los principios generalmente adoptados, cemprénde- 
se fácilmente en cuan lamentable error incurriría el espe- 
cialista de Derecho Internacional privado que no señalara 
las reglas principales que materia tan importante dominan. 

13. — Sobre extradición, otro de los puntos conexos de 
Derecho Internacional privado, por mí someramente trata- 
dos, he indicado oportunamente lo bastante para explicar 
bajo qué aspecto considero que es objeto de ese derecho; 
porque en verdad, es una consecuencia de los principios que 
para la resolución de los conflictos penales se adopte, y por 
mucho que las naciones tengan directo interés en regla- 
mentarlo, esto no excluye que se estudie en el lugar que ló- 
gicamente le pertenece y de modo que apoye el respeto á 
la ley penal que corresponde, propia ó extraña. 

14. — Por último, la prueba del derecho extranjero per- 
tenece indiscutiblemente al Derecho Internacional privado 
y no al público. Apenas si merece esto demostrarse, puesto 
que en las contiendas de las naciones entre si, aun cuando 
sean jurídicas, sólo en casos excepcionales habrá que pro- 
bar derecho de cada una de ellas, prueba que siempre ten- 
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drá diverso carácter que la del derecho extranjero en los 
conflictos privados, en que juez propio se halla obligado á 
juzgar por ley extraña del mismo modo que lo haría por 
ley propia. 

15.— :- Aparte las materias indicadas, y como ampliación 
de las anteriores y de las reglas al estatuto formal concer- 
nientes, multitud de cuestiones tienen que decidirse por el 
internacionalista privado, requisitorias, comisiones rogato- 
rias, legalización, sentencias extranjeras, forma de los actos 
y de los testamentos; pero tales particularidades son más 
bien desarrollo de principios ya conocidos, que materias 
diferentes, aunque secundarias y conexas, que importa co- 
nocer, siquiera sea en su parte fundamental. 

16. — ^Estas materias secundarias se hallan en las lindes 
del derecho privado y del público; una parte de ellas indis- 
cutiblemente es de derecho privado, pero consideradas bajo 
otro aspecto, interesan, sin duda, á las naciones; y ante- 
riormente, que no se había convenido por modo claro y 
preciso en la distinción entre el Derecho Internacional pri- 
vado y el público, justo era que se trataran, por los autores 
de derecho público, como trataban ellos toda especie de 
cuestiones á derecho internacional pertenecientes; propo- 
niendo reglas que distan mucho de la exactitud y precisión 
que va adquiriéndose de día en dia, por virtud, en gran parte, 
de la segregación de lo que pertenece á cada división del 
derecho internacional, considerado en toda su latitud. 

17. — Desarrollo de los principios he dicho; esto merece 
debida explicación y deja comprender cómo es que mis po- 
co interesantes estudios han debido dividirse en dos partes, 
la general que aquí concluye y la especial que vendrá des- 
pués. ¿Qué signiñca la enunciación de los principios de una 
ciencia, sin aplicación de ellos á diversos casos particulares? 
Nada ó casi nada, porque esos principios, de llana aplica- 
ción en muchos casos, hacen comprender la extensión de 
ellos mismos y su verdadero espíritu; pero no es esto todo: 
casos hay especiales en que la aplicación no es del todo fá- 
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cil, sino que requiere ampliaciones ó restricciones que diri- 
ge la ciencia por voz de sus intérpretes más autorizados, 
que hacen aquélla práctica y la ponen en consonancia con 
las circunstancias especiales de los puntos á discusión. 

i8. — No me es posible descender aquí á pormenores, pe- 
ro sí quedan ya indicados no pocos de inmensa importan- 
cia. El matrimonio, por ejemplo, si se considera como acto 
de estado civil, no podrían resolverse multitud de cuestio- 
nes á él relativas; téngase, por el contrario, como un sim- 
ple contrato y tampoco se encontraría debida solución á 
las dificultades que con tan especial relación jurídica se li- 
gan. La adopción, la legitimación, el reconocimiento de hi- 
jos, la tutela, son todas materias que exigen estudio espe- 
cial, y los conflictos á ellas relativos mal podrían dirimirse 
si no se examinan los principios fundamentales en cuanto 
son adaptables á los casos propuestos y del modo especial 
que esto es posible. 

19.— En la hipoteca hay que distinguir el contrato del 
derecho real; lo mismo acontece en la posesión, en la pro- 
piedad y en otras relaciones jurídicas al estatuto real per- 
tenecientes; contratos muchos hay que requieren estudio 
especial, como la compraventa, la donación, la letra de cam- 
bio, la quiebra; y en cuanto á sucesiones, ¿cómo podríamos 
no ocuparnos, entre otras materias, de la sucesión de inmue- 
bles ubicados en diversos Estados de la República, que ha 
sido ya objeto de tan encontrados pareceres? 

20. — Baste de ejemplos. Compréndese sin esfuerzo has- 
ta qué punto es necesaria la parte especial en el estudio de 
toda ciencia, y quien quiera no sea del todo profano á los 
complexos conflictos de Derecho Internacional privado, 
convendrá sin vacilar en la necesidad de concederle aten- 
ción oportuna y suficiente á esa parte especial, lo que fa- 
miliarizará al discípulo con el verdadero criterio de la cien- 
cia, porque cada una tiene el suyo propio, porque sin prác- 
tica, sin aplicación de los principios á los casos particulares 
que con más frecuencia se presentan, no es posible penetrar- 
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se de aquéllos plenamente para discurrir y resolver con 
acierto. 

21. — Nada 6 casi nada es la parte general sin la especial; 
pero ésta sin los principios, sin la filosofía, sin la parte fun- 
damental, indiscutible y verdaderamente es nada en la sig- 
nificación absoluta de la palabra. De los principios á la 
práctica fácil es la transición; pero la práctica sin los prin- 
cipios, repito, nada significa. Conocidos aquéllos de todo, 
se posee la explicación científica, de todo la clave, la razón 
fundamental de la que se derivan todas las aplicaciones, 
que necesario siempre es reducir á aquella, para no cami- 
nar á la ventura, sin liiz y sin guía que alumbre el camino 
del saber. 
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